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CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las ocho horas del trece de marzo de dos mil dieciocho.
Sesión ordinaria con asistencia de la Vicepresidenta Carmenmaría Escoto Fernández. De los integrantes Ramiro Salvador Arauz Montero, Gary Amador Badilla, Carlos Montero Zúñiga y de la integrante suplente Laura Chaves Lavagni, quién se encuentra nombrada en plaza vacante. Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
[bookmark: _Toc508282873][bookmark: _Toc366755202]ARTÍCULO I
DOCUMENTO N° 2767-18
[bookmark: _Toc366755204][bookmark: _Toc508282875]Se aprueba el acta Nº 16-18 de la sesión celebrada el 27 de febrero de 2018.
ARTÍCULO II
Documento N° 10952-17, 2664-18

En sesión N° 86-17 celebrada el 22 de setiembre de 2017, artículo LXVIII, se estableció, en lo que interesa, el cierre colectivo 2017-2018 durante los días 26, 27, 28, 29 de diciembre de 2017, 2, 3, 4, 5 de enero de 2018, incluyendo además los días 26, 27 y 28 de marzo de 2018 (Semana Santa de 2018).
Por medio de oficio N° 211-PLA-2018 del 5 de marzo de 2018, el licenciado Dixon Li Morales, Jefe interino de Proceso de Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, remitió el informe N° 24-OI-2018 de esa misma fecha, suscrito por el licenciado Minor Anchía Vargas, Jefe interino del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con la apertura efectiva de las oficinas durante el cierre colectivo de Semana Santa 2018, que a continuación se transcribe:
	Dirección de Planificación
	Fecha:
	5/3/2018

	
	# Informe:
	24-OI-2018

	Temática:
	Apertura Efectiva de Semana Santa 2018 (Oficinas que deberán abrir durante el cierre colectivo).

	Para:
	Secretaría General de la Corte

	Copia(s): 
	Dirección Ejecutiva; Dirección de Tecnología de Información; Dirección de Gestión Humana; Fiscalía General; Dirección General del O.I.J.; Defensa Pública; Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

	Oficios y Referencias:
	Oficio 10764-17, de la Secretaría de la Corte, referencia interna de la Dirección de Planificación 1463-17.



	I. Antecedentes
	El Consejo Superior en sesión 86-17, celebrada el 22 de setiembre del 2017, artículo LXVIII, dispuso establecer como periodo de cierre colectivo de Semana Santa (dentro del Plan de Vacaciones para el periodo 2017-2018), los días 26, 27 y 28 de marzo del 2018.
Con base en lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión 47-08, artículo XLVI, se mantiene la estructura del informe que fue aprobado para el cierre colectivo por vacaciones de fin y comienzo de periodos anteriores, al cual se adicionaron los cambios y la nueva disposición aprobada por el Consejo Superior, en relación con el personal que laborará durante los períodos de cierre colectivo por vacaciones.

	II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada
	En los últimos años, el Poder Judicial ha autorizado que algunos despachos y oficinas judiciales laboren bajo la modalidad de apertura efectiva dentro de los periodos de cierre colectivo (fin y principio de año, así como en Semana Santa). 
El presente informe cubre aquellos despachos y oficinas judiciales que deberán mantener la prestación del servicio a las personas usuarias, tomando en consideración el propósito de la apertura efectiva, el carácter urgente e impostergable de los asuntos que deben ser atendidos y que por su naturaleza y seguridad jurídica no admiten demoras en su trámite.

	III. Metodología de trabajo
	Para la elaboración del presente informe se realizaron las siguientes actividades:
Revisión de los procesos de especialización de materias, impulsados a nivel nacional.
Modificaciones recientes efectuadas a las diferentes zonas del país, en el ámbito jurisdiccional.
Consultas a informes previamente elaborados por la Dirección de Planificación, así como la relación de puestos vigente de la Dirección de Gestión Humana.
Revisión de consultas hechas por los despachos involucrados en la apertura efectiva, remitidas a la Dirección de Planificación.
Consultas a los despachos y oficinas judiciales participantes en los cierres colectivos (en los casos que fue necesario), para contar con una visión integral de las condiciones actuales (como infraestructura) y la cantidad de personal vigente.

	IV. Objetivo
	Actualizar los roles de trabajo apertura efectiva de los despachos y oficinas judiciales que deberán laborar durante el período de cierre colectivo de Semana Santa (del 26 al 28 de marzo de 2018).

	V. Información Relevante
	5.1.- Introducción
El presente informe compila los despachos y oficinas judiciales que deberán prestar servicio bajo la modalidad de apertura efectiva, así como las labores que deben realizar. Además, se adiciona información que clarifica las condiciones sobre las que debe brindarse el servicio y que responde a consultas que reiteradamente realizan los despachos sobre este tema.
5.2.- Aspectos generales
5.2.1.	Se reitera lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 80-12, artículo XLIV, en el cual dispuso:
“…laborarán los servidores y servidoras que no tienen derecho al disfrute a este beneficio durante esas fechas, a aquellas personas que han ingresado con el nuevo régimen y que por tanto tienen menos días de vacaciones a su favor…”
Por lo anterior, en las oficinas y despachos judiciales que necesariamente deben realizar la apertura efectiva, se debe dar prioridad para laborar bajo esa modalidad a las servidoras y los servidores que han ingresado con el nuevo régimen de vacaciones[footnoteRef:1] y no tienen saldo de vacaciones a favor. [1:  Para las personas que ingresaron a laborar a partir de 7 de agosto del 2006, y que anteriormente no tenían relación laboral con el Estado.] 

5.2.2.	Tal y como se aprobó en la sesión de Consejo Superior 79-15 del 3 de setiembre de 2015, artículo LXXIII, es importante que se tomen en cuenta las siguientes consideraciones para evitar la acumulación de saldos negativos de vacaciones:
Las jefaturas que cuenten en sus despachos con servidores y servidoras a quienes alcanza la reforma del artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, están en la obligación de promover a lo interno de la misma un plan que le permita al servidor o servidora disfrutar del derecho al descanso durante los cierres colectivos, pero sin que dicho disfrute ocasione que las personas acumulen saldos negativos.
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el Órgano Superior en sesión 09-12 celebrada el 19 de octubre de 2012, artículo XLII.
El plan debe realizarse, en la medida de lo posible, de común acuerdo con los servidores y servidoras. Caso contrario, las jefaturas están en la obligación de elaborar el citado plan; además, debe llevar un registro de su efectivo cumplimiento.
Asimismo, las jefaturas deben tomar en consideración que durante los cierres colectivos las servidoras interinas y los servidores interinos que tengan derecho a disfrutar vacaciones deberán hacer uso de ellas y no se les limitará el nombramiento, siempre y cuando su saldo de vacaciones sea suficiente para cubrir los días del cierre colectivo, de lo contrario podrán disfrutar de los días de vacaciones proporcionales que legalmente les corresponde.
En aquellos despachos que permanezcan abiertos deberá darse prioridad para el disfrute de vacaciones, a las servidoras y servidores propietarios e interinos que tengan saldo de vacaciones y que les cubra la cantidad de días del cierre colectivo y mantenerse laborando con el personal que no tenga derecho a ese disfrute.
Aunado a lo anterior, no se limitará el nombramiento de las personas servidoras interinas que pertenezcan a despachos que por la naturaleza de sus funciones deban laborar durante los cierres colectivos, sino que serán ellos quienes trabajarán en el periodo de la apertura efectiva del despacho.
La jefatura deberá valorar la realización de trabajos pendientes, proyectos de la oficina que no hayan podido ejecutarse en tiempo ordinario, labores de archivo de documentos y mejoras en las condiciones de salud ocupacional en las que el servicio se presta (orden y ornato del despacho). 
5.2.3.	Por otra parte, en acatamiento al acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión del 28 de junio del 2012, artículo LVI, comunicado mediante oficio 6712-12 de la Secretaría General de la Corte del 23 de julio de 2012, en que se solicitó a la Dirección de Planificación, que:
“…para los próximos planes colectivos valoren en qué oficinas, según la materia, técnicamente se pueda recomendar ubicar en ellas a las personas que no tienen derecho a salir a vacaciones.”
En este sentido, lo pertinente es que las personas que se encuentran en esa condición laboren en los despachos que harán apertura efectiva que sean competentes en materias afines a su oficina de origen y que estén ubicados en lugares cercanos, para lo cual se puede contar con la colaboración de la Administración Regional de cada Circuito Judicial.
Se debe indicar que, para estos efectos las Juezas y los Jueces Coordinadores de los despachos que corresponda, deberán establecer la coordinación respectiva entre ellos; así como, velar porque se lleven los registros respectivos, en cuanto al personal que labore en ese período y comunicar lo que proceda a la Dirección de Gestión Humana, para efectos del cómputo de los días laborados por esas servidoras y servidores.
5.2.4.	Los casos atendidos durante este periodo, los registrarán en la fórmula[footnoteRef:2] aportada en su oportunidad en la Circular 100-08 y que se adjunta a continuación. Luego de finalizado el periodo de cierre colectivo, deberá ser remitida de forma electrónica al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), para lo que corresponda. [2:  De acuerdo con la Circular 100-08 emitida por el Consejo Superior.] 



5.2.5. 	Se hace imperativo recordar a los despachos judiciales que realizan la apertura efectiva, respecto a la atención de los asuntos, si en algún caso el funcionario o la funcionaria estima que el tema no debe ser resuelto en ese período de apertura efectiva, deberá dictar una resolución debidamente fundamentada y proceder a su comunicación por cualquier medio. Asimismo, en caso de que no ingresen asuntos de atención inmediata, deberán dedicarse a resolver asuntos propios del despacho y rendir un informe a la Dirección de Planificación y al CACMFJ donde se cuantifique la labor realizada, así como los asuntos que se presentaron nuevos.
5.2.6.	En cuanto al horario de apertura y otros lineamientos de atención, los despachos y oficinas judiciales deberán atender lo resuelto por el Consejo Superior en el Plan de Vacaciones 2017-2018 presentado por la Dirección Gestión Humana y aprobado por el Consejo Superior en sesión 86-17, celebrada el 22 de setiembre de 2017, artículo LXVIII.
5.3.- Detalle de los despachos y oficinas judiciales que prestarán el servicio de administración de justicia
A continuación, se indican las oficinas o despachos judiciales que laborarán bajo la modalidad de apertura efectiva:
Cuadro 1
Detalle de los Despachos y Oficinas Judiciales que deberán abrir durante el periodo de cierre colectivo por Semana Santa, 
los días 26, 27 y 28 de marzo de 2018
	ÁMBITO JURISDICCIONAL
	ÁMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA

	

	



FUENTE: Subproceso Organización Institucional a febrero 2018.
5.4.- Otras consideraciones
5.4.1.	Materia de Familia: Ante consultas realizadas a esta Dirección, es importante mencionar lo consignado en el informe 2126-PLA-2015 del 16 de diciembre de 2015, donde se indicó que, durante el periodo de apertura efectiva los Juzgados de Familia no deben laborar. 
Aunado a lo anterior, se informó mediante oficio 1224-PLA-2016, que los Juzgados de Pensiones Alimentarias recibirán durante esos periodos de cierre colectivo los asuntos citados que competen a los Juzgados de Familia; lo anterior, actuando por Ministerio de Ley. 
Cabe agregar, que los Juzgados de Familia especializados, no laboran ni en los periodos de apertura efectiva, ni atienden por disponibilidad.
5.4.2.	Organismo de Investigación Judicial (OIJ):  En cuanto al personal del OIJ, que prestará atención durante los cierres por vacaciones colectivas, será definido por la Dirección General del OIJ, para cada una de sus instancias y secciones; en el entendido de que mantendrá la atención correspondiente durante ese período. Lo anterior, incluida la Oficina Receptora de Denuncias, que deberá mantener servicio las 24 horas. 
5.4.3.	Personal Administrativo: En relación con el personal administrativo que debe atender durante los períodos de cierre colectivo, corresponderá a la Dirección Ejecutiva tomar las previsiones del caso, tanto a nivel de Administraciones Regionales, los Departamentos de Servicios Generales, Financiero Contable, así como el Registro Judicial. Quedará a criterio de la Directora Ejecutiva incorporar la cantidad de servidoras y servidores que deben participar en la apertura efectiva; así como la inclusión en esta modalidad de atención, de otro tipo de oficinas diferentes a las indicadas.
Tratándose del Registro Judicial, el Consejo Superior dispuso en la sesión 4-18 del 18 de enero del 2018, artículo XXXV, que deberá “…la Dirección de Planificación en lo sucesivo, incluir al Registro Judicial en el Plan de Vacaciones institucional, para que durante la segunda semana del período de cierre colectivo del Poder Judicial, se brinden los servicios de certificaciones de antecedentes penales, para lo cual la jefatura valorará los servidores que trabajaran durante ese período para que se brinde el servicio”. Por tanto, en el presente informe no se incorpora al Registro Judicial dentro de las oficinas que realizarán la apertura efectiva, salvo que la Dirección Ejecutiva disponga una medida diferente para el cierre colectivo de Semana Santa. 
Por su parte, la Dirección de Tecnología de Información, también deberá coordinar la cantidad de personal que atenderá los requerimientos de los despachos y oficinas judiciales en lo que respecta al adecuado funcionamiento de los sistemas de información durante el periodo de apertura efectiva.
La Dirección de Gestión Humana, deberá coordinar la cantidad de personal que atenderá los procesos impostergables que no puedan esperar para ser ejecutados posterior al cierre colectivo.
No obstante, en consideración al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 28-09, artículo LXI, en cuanto al personal administrativo, lo que se sugiere es disminuir la cantidad de servidoras y servidores que anteriormente han atendido la apertura efectiva, según la necesidad de mantener servicio básico en esas áreas.
5.4.4.	Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV):  Durante el período de cierre colectivo de Semana Santa (26, 27 y 28 de marzo del 2018), la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), continuará siendo competente en los asuntos nuevos del distrito de Pavas en las materias de Violencia Doméstica y de Pensiones Alimentarias; así también para el cantón de La Unión, la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), Sede La Unión, atenderá los asuntos citados anteriormente en las materias de Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias. De igual manera, se incorpora la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), Sede San Joaquín de Flores, en la atención de los asuntos nuevos en las materias de Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias, para el cantón de Flores.
5.4.5.	Tribunal Contencioso Administrativo y Tribunal de Apelaciones de Sentencia Penal:  No laborarán durante los días de cierre colectivo bajo la modalidad de apertura efectiva, sino bajo la modalidad de disponibilidad (ya  existente), para lo cual internamente se deberán organizar estableciendo los roles que garanticen la continuidad del servicio público, por lo que permanecerán cerrados durante el período de cierre colectivo. Las Fiscalías del país tendrán la obligación de tomar las medidas necesarias en lo que respecta a las prisiones preventivas y otras medidas cautelares que venzan durante ese período, lo anterior con base en la sesión de Corte Plena 02-08, artículo IX, en la cual se acordó:
“Aprobar la nueva redacción del “Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y Civil de Hacienda”.”
En el citado reglamento, en su artículo 22, se detallan las condiciones de la disponibilidad de los Jueces y del personal auxiliar.
5.4.6.	Sala Constitucional: Al igual que en años anteriores, deberá tomar las previsiones del caso para la atención durante el cierre colectivo, según lo dispuesto por el Consejo Superior en el punto 8 del acuerdo tomado en sesión 83-05, artículo XXXVI, así como el acuerdo del Consejo Superior en sesión 80-12, artículo XLIV.
5.4.7.	Contraloría de Servicios de San José:  Deberá mantener la atención de la línea 800-800-3000, con el fin de evacuar consultas de las personas usuarias judiciales, según el período y horario de la apertura efectiva establecidos por el Consejo Superior.
5.4.8.	Despachos de Turno Extraordinario:  Con respecto a la atención de las materias Penal y Contravenciones de los Circuitos Judiciales Primero, Segundo y Tercero de San José y la Periferia, debe indicarse que tanto el Juzgado Penal, como la Fiscalía y la Defensa Pública, todos de Turno Extraordinario, ubicados en el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, mantendrán su atención normal, conforme los horarios y los lineamientos establecidos para los diferentes grupos que prestan servicio en este tipo de despachos, para la atención en horas y días inhábiles entre semana, fines de semana, días feriados, de asueto, períodos largos y garantizar la atención célere y oportuna de los casos que se presenten, de forma que se cumpla con el plazo constitucional para dirimir la situación de las personas que se presenten en esos períodos.  

	VI. Elementos Resolutivos
	6.1.	La naturaleza de la apertura efectiva considera el propósito de la directriz para los despachos que deben abrir, el cual se avoca al carácter urgente e impostergable de los asuntos que deben ser atendidos y que por su naturaleza y seguridad jurídica, no admiten demoras en su trámite.
6.2.	El presente informe compila los despachos y oficinas judiciales que deberán prestar servicio bajo la modalidad de apertura efectiva, así como las labores que deben realizar. Esta información fue debidamente actualizada con los últimos cambios aprobados, en cuanto a especialización de materias, principalmente.
6.3.	Asimismo, se aportan una serie de aspectos generales a considerar por los despachos y oficinas judiciales participantes, junto con otras consideraciones relevantes sobre las condiciones particulares de algunas dependencias involucradas.
6.4.	Finalmente, se aclara que la modalidad de apertura efectiva es diferente al concepto de disponibilidad en las materias y despachos que aplica, siendo que en el periodo de cierre colectivo de Semana Santa intervienen ambas modalidades de atención, de forma complementaria. En ese sentido, la apertura efectiva se aplica durante la jornada ordinaria, mientras que la disponibilidad cubre días y horas inhábiles.
6.5 Los días que no corresponda al cierre efectivo, se atenderán con los lineamientos generales aprobado por Consejo Superior de disponibilidad, lineamientos que aplica también para los juzgados penales unipersonal que cuentan a partir del 2018 con una plaza adicional de Jueza o Juez 3.

	VII. Recomendaciones
	7.1. Al Consejo Superior
En consideración de las políticas y lineamientos emitidos por los entes superiores para la atención en la modalidad de apertura efectiva, durante los cierres colectivos por vacaciones, se recomienda aprobar el presente informe para el servicio que se deberá brindar durante la Semana Santa 2018, por parte de los despachos y oficinas judiciales participantes y en las materias descritas.
7.2. A la Secretaría General de la Corte
Una vez aprobado el presente informe, se recomienda emitir una circular dirigida a todos los despachos y oficinas judiciales del país, para informar sobre los despachos y oficinas judiciales que laborarán bajo la modalidad de apertura efectiva, durante la Semana Santa 2018 (los días 26, 27 y 28 de marzo del 2018).
7.3. Al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
Dar seguimiento a los informes del personal del ámbito jurisdiccional que laborará durante ese período.



	Realizado por:
	Licda. Priscilla Romero Calderón, Profesional 2 

	Aprobado por:
	Lic. Minor Anchia Vargas, Jefe a.i. Subproceso Organización Institucional

	Visto bueno:
	Ing. Dixon Li Morales, Jefe a.i. Proceso Ejecución de las Operaciones
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Se acordó: 1) Acoger el informe remitido mediante oficio Nº 211-PLA-2018 elaborado por la Dirección de Planificación, referente a la lista de despachos que prestarán servicio en la modalidad de apertura efectiva durante el próximo cierre colectivo por vacaciones de Semana Santa de 2018, así como los lineamientos generales respectivos. 2.) Reiterar a los jefes y jefas de oficina de los despachos judiciales del país que deben laborar durante el cierre colectivo por vacaciones de Semana Santa, que los servidores y servidoras que no tienen derecho a vacaciones durante las fechas de cierre colectivo, deberán ser considerados en un primer momento para laborar en esos períodos. Asimismo, se les recuerda su obligación de cumplir con los lineamientos generales establecidos, relacionados con la apertura durante el cierre colectivo. 3.) La Secretaría General de la Corte tomará nota para la publicación de los avisos respectivos. 4.) La Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, las Direcciones de Gestión Humana, Planificación y Tecnología de Información, así como los Departamentos Financiero Contable, de Servicios Generales, de Seguridad, las Jefaturas del Ministerio Público, Defensa Pública y del Organismo de Investigación Judicial y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional tomarán nota para lo que a cada uno corresponda.5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, Ministerio de Justicia y Paz, Dirección General de Adaptación Social, Defensoría de los Habitantes de la República, así como de los Consejos de Administración del país. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO III
Documento N° 3302-18
De conformidad con lo establecido en el artículo 50 y siguientes del Código de Trabajo Ley N° 2; se acordó: 1.) Solicitar a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, que en el término de un mes,  a partir de la notificación de este acuerdo, aporten a la Secretaría General de la Corte, la personería jurídica emitida por el Ministerio de Trabajo, que acredite conforme a la Ley, su inscripción ante dicho Ministerio, bajo el apercibimiento que de no cumplir con este requisito, se entenderá que no están acreditadas y  no serán tomadas en cuenta como tales; además, no serán objeto de ningún permiso o licencia.  2.) Encomendar a la Dirección Jurídica para que realice el estudio correspondiente ante el citado Ministerio e informe a este Consejo de la cantidad de personas registradas como afiliadas a cada una de esas organizaciones gremiales. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc508282877][bookmark: _Toc366755205]ARTÍCULO IV
Documento N° 2950-18

En razón del sentido fallecimiento de la señora Claudia Mata Ramírez, madre del servidor Ángel Chaves Mata, Coordinador Judicial del Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se acuerda expresar a don Ángel y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo.
ARTÍCULO V
Documento N° 7744-17, 2579-18

[bookmark: _Toc508282880]En atención a la solicitud del máster Manuel Rojas López, Juez del Tribunal de Pococí, tendiente a que se valore nuevamente, con la finalidad de aclaración y revisión el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 14-18 celebrada el 29 de febrero del año 2018, artículo V, que dispuso: “1) Rechazar el recurso de reconsideración planteado por el Licenciado Rojas López. 2) Mantener incólume el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 95-17 celebrada el 17 de octubre de 2017 en su artículo XLV, por consiguiente la solicitud de reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios gestionada por el licenciado Rojas López el 23 de junio del 2016, debe ser tramitada en atención al “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus instituciones para efectos del pago de anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”, aprobado por Corte Plena en sesión N° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI y publicado en el Boletín Judicial N° 79 del 25 de abril del 2014, debiendo don Manuel cancelar el cálculo que resulte del valor presente del monto total de cotización, más el rendimiento real que se pudo haber obtenido sobre las sumas a trasladar, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período a reconocer. 3) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
Se le aclara lo siguiente:
En el caso de estudio estamos ante un acto administrativo firme, por lo que conforme al artículo 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se agotó la vía administrativa, toda vez que mediante el acuerdo mencionado supra se resolvió el recurso de reconsideración correspondiente que fue presentado en su oportunidad por el funcionario Manuel Rojas López. El numeral 83 referido indica: “Sin perjuicio del derecho de avocamiento de la Corte Suprema de Justicia, cuando el Consejo resuelva aspectos de carácter administrativo, su pronunciamiento agota la vía administrativa y sólo tendrá recurso de reconsideración…” Así las cosas y al ser el Consejo Superior el máximo órgano administrativo con potestad para resolver este tipo de asuntos, se da por agotada la vía administrativa.  
De conformidad con lo expuesto, se acuerda: 1) Rechazar la solicitud del máster Manuel Rojas López por improcedente. 2) Deberá la Dirección Jurídica analizar la procedencia o no de la recuperación de sumas pagadas de más al señor Manuel Rojas López, pues según se desprende de la información que se adjunta a este caso, se le reconoció tiempo de más por concepto de anualidades, determinando el procedimiento a seguir para estos efectos. 3) Notificar al máster Manuel Rojas López, comunicar a la Dirección de Gestión Humana y a la Dirección Jurídica para lo que corresponda. Se declara firme este acuerdo.
ARTÍCULO VI
Documento N° 15301-17, 2114-18

[bookmark: _Toc508282883][bookmark: _Hlk508026106]La licenciada Susan Herrera Álvarez, mediante correo electrónico remitido el 19 de febrero de 2018, a la Secretaría General de la Corte, interpone recurso de reconsideración contra el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 6-18, celebrada el 23 de enero de 2018, artículo CVII, en el que se acordó: “Con respecto a las licenciadas Grace María Cordero Solórzano y Susan Herrera Álvarez, sus nombramientos no se aprueban hasta tanto no aclaren sus situaciones en los procesos y causas disciplinarias que tienen pendientes”. 
Argumenta la licenciada Herrera Álvarez que la causa disciplinaria que consta en su expediente personal se encuentra resuelta y se le impuso la sanción de Advertencia, en calidad de Técnica Judicial del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José. Refiere, además, que dicha sanción finaliza su anotación el 18 de mayo del año en curso, ya que fue impuesta el 18 de mayo de 2017. Considera que lo expuesto no riñe con el ejercicio del puesto de Juez 1 de la jurisdicción sobre la cual gestionó la aprobación de nombramiento en calidad de juez suplente, por cuanto, si bien fue considerada una falta leve de conformidad con el artículo 195 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la limitación que establece el Consejo Superior para ser incorporada en la lista de suplencias, resulta ser una doble sanción por un hecho ya resuelto e incluso de mayor medida, lo que resulta desproporcional. Señala que es la única sanción que ha recibido durante sus veinte años de laborar para la Institución. Finalmente, solicita que se admita el recurso de reconsideración y se autorice a su persona ser incluida en las listas de suplencias, valorando además que de ella dependen dos personas menores de edad y que recientemente se divorció, lo que hace importante contar con nombramientos por suplencias para brindarle a sus hijos una mejor calidad de vida, esto mientras logra obtener un mejor promedio de nota en carrera judicial.
- 0 -
Habiéndose aclarado la situación de la licenciada Susan Herrera Álvarez, con relación a sus antecedentes disciplinarios, quien da fe que la causa disciplinaria que registra en su expediente personal corresponde a una sanción de advertencia y es la única que se le ha impuesto durante sus años de servicio en la Institución; este Consejo estima que es procedente autorizar a la recurrente para que integre las listas de suplencias de jueza en la categoría y jurisdicción correspondiente, autorizadas por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial.
Conforme lo expuesto anteriormente, se acordó: 1) Acoger el recurso de reconsideración interpuesto por la licenciada Susan Herrera Álvarez y en consecuencia se autoriza para que integre las listas de suplencias de jueza en la categoría y jurisdicción correspondiente, según el Oficio N° SACJ-0042-2018 del 12 de enero del 2018 de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, por un plazo de cuatro años a partir del 23 de enero de 2018, como se dispuso por este Consejo en Sesión N° 6-18, celebrada el 23 de enero de 2018, artículo CVII. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la licenciada Herrera Álvarez, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de la Dirección de Gestión Humana y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial. Se declara firme este acuerdo.
ARTÍCULO VII
DOCUMENTO N° 4376-14, 2662-18

[bookmark: _Toc508282887]El licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio No. 497-DP/15-18 del 28 de febrero del 2018, presenta la siguiente gestión:
En referencia a la Licitación Pública Nº 2013LN-000011-PROV denominada “Precalificación de empresas consultoras para una o varias etapas de las fases de diseño e inspección de proyectos de obra pública”, remitimos a usted la documentación adjunta, para que sea sometida a conocimiento del Consejo Superior, a efecto de que tomen el acuerdo que consideren conveniente.

Antecedentes:

En sesión N° 76-14, artículo VI, celebrada el día 26 de agosto del 2014, el Consejo Superior dispuso adjudicar la licitación de referencia teniendo como empresas precalificadas, por su orden, las siguientes:

“(…) De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 45 de la Ley de Contratación Administrativa y 100 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente trascrito, se dispuso: Adjudicar la presente licitación conforme al detalle siguiente: 

A:

Oferta No. 1, Ossenbach, Pendones, Bonilla & Asociados, S. A., cédula jurídica 3-101-032973

Oferta No. 4, Consorcio PIASA – CONDISA, cédula jurídica 3-101-014795 / 3-101-20748

Oferta No. 5, Consultécnica S.A., cédula jurídica 3-101-006090

La prestación de servicios de consultoría para una o varias etapas de las fases de elaboración de estudios preliminares, anteproyectos, planos constructivos, presupuestos, especificaciones técnicas e inspección de proyectos de construcción de obra pública, por un periodo de 1 año, prorrogable automáticamente a 4 años, según cláusula 11.8 del pliego de condiciones.

El detalle de los honorarios a cancelar según el criterio técnico del Departamento de Servicios Generales será el correspondiente a las tarifas mínimas establecidas por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, que corresponde a un porcentaje sobre el monto por el que finalmente se adjudique la consultoría, para la etapa de construcción deberá ser igual al porcentaje establecido por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, en ese momento procesal. El detalle de los honorarios será el siguiente de acuerdo con el tipo de consultoría que se asigne:

CONSTRUCCIÓN DE NUEVO EDIFICIO

	Etapa
	Construcción Tarifas

	Estudios Preliminares
	0.50%

	Anteproyecto
	1.00%

	Planos Constructivos y especificaciones técnicas
	4.00%

	Presupuesto Detallado
	1.00%

	Inspección
	3.00%

	TOTAL HONORARIOS
	9.50%



CONSTRUCCIÓN DE AMPLIACIÓN DE EDIFICIO

	Etapa
	Construcción Tarifas

	Estudios Preliminares
	0.50%

	Anteproyecto
	1.00%

	Planos Constructivos y especificaciones técnicas
	4.00%

	Presupuesto Detallado
	1.00%

	Inspección
	3.00%

	TOTAL HONORARIOS
	9.50%



REMODELACIÓN DE EDIFICIO

	Etapa
	Construcción Tarifas

	Estudios Preliminares
	0.75%

	Anteproyecto
	1.50%

	Planos Constructivos y especificaciones técnicas
	6.00%

	Presupuesto Detallado
	1.50%

	Inspección
	4.50%

	TOTAL HONORARIOS
	14.25%



La asignación de los proyectos se hará de acuerdo a la cláusula 4.4 del Anexo No.1 del pliego de condiciones. 

El contenido económico será responsabilidad del Departamento de Servicios Generales, quien velará por la disponibilidad del mismo en el momento en que se de la prestación del servicios. 

El Departamento de Proveeduría tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme (…)”

De la anterior adjudicación surgieron los contratos:  

Contrato No. 059114: Consorcio PIASA – CONDISA

Contrato No. 065114: OPB Arquitectos Costa Rica S.A.

Contrato No. 064114: Consultécnica S.A.

En cuanto al contrato No. 064114 suscrito con la empresa Consultécnica, S. A., mediante el oficio No. 3222-DP/01-2017 de fecha 29 de junio de 2017, la M.B.A. María Gamboa Aguilar, Jefa del Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual de esta Proveeduría, le notificó a dicha contratista, que de conformidad con la cláusula décima cuarta del referido contrato, que a partir del 26 de setiembre de 2017 no se aplicaría la prórroga automática para continuar con el contrato, razón por la cual la empresa Consultécnica, S. A. se excluyó del rol para la asignación de los proyectos de consultoría.

Asignación de los proyectos:

Tal y como se indicó en el pliego de condiciones, la asignación de proyectos se realizará según lo establecido en la cláusula 4.4 punto b) del pliego de condiciones, la cual señala que los proyectos posteriores, una vez que cada precalificado cuente con un proyecto, se asignarán considerando al precalificado que tuviese el menor monto a nivel de honorarios, buscando un equilibrio cuantitativo entre las empresas precalificadas.

En ese sentido, al día de hoy a las empresas precalificadas se les ha adjudicado un monto total de:

Consorcio PIASA-CONDISA, cédula jurídica No. 3-101-014795 7 3-101-20748, la suma de ¢211.000.000,00.

Ossenbach, Pendones, Bonilla & Asociados, S. A., cédula jurídica No. 3-101-032973, la suma de ¢225.719.771,56.

Por lo anterior, en vista de que el Consorcio PIASA-CONDISA tiene el menor monto a nivel de honorarios, y buscando un equilibrio cuantitativo entre las empresas precalificadas según lo definido en el pliego de condiciones, el presente proyecto corresponde ser asignado al Consorcio PIASA-CONDISA.

Requerimiento de Servicios Generales:

Mediante el oficio No. 142-05-SG-2018 de fecha 16 de febrero del año en curso, el Arquitecto Denis Villalta González, Jefe de la Sección de Arquitectura e Ingeniería, con el visto bueno de la Licenciada Alexandra Mora Steller, Jefa del Departamento de Servicios Generales, remitieron el informe No. 054-12-AI-2018 de fecha 9 de los corrientes, suscrito por el Arquitecto Sergio Sotelo Doña, Profesional de dicho Departamento, con los requerimientos para el desarrollo de la consultoría para la remodelación del tercer piso en el edificio de los Tribunales de Justicia de San Ramón, y en lo corresponde manifestó:

“…

En relación con su solicitud, le adjunto los lineamientos que deberá comprender la consultoría para los estudios preliminares, anteproyecto, diseño de planos constructivos y especificaciones, presupuesto e inspección del proyecto denominado: Remodelación del Tercer piso del edificio de los Tribunales de Justicia de San Ramón:

Finalidad:

[bookmark: _Hlk507501597]La empresa consultora deberá realizar los estudios preliminares, anteproyecto, el diseño de planos constructivos, especificaciones técnicas, presupuesto e inspección sobre la Remodelación del Tercer piso del edificio de los Tribunales de Justicia de San Ramón.

Información general:

El edificio después de 30 años que lleva de construido presenta un considerable hacinamiento en los dos primeros pisos por lo que muchas oficinas sufren problemas para realizar sus labores y para atender al público.

Por eso se hace necesario aprovechar la losa de concreto prevista que se dejó cuando se construyó para habilitar en tercer piso.

Las quejas por esa falta de espacio terminan acarreado (sic) otros problemas en ventilación e iluminación. En los procesos de autoevaluaciones y por el acuerdo del Consejo Administrativo del Edificio se ha determinado que las siguientes oficinas poseen necesidades urgentes de espacio: Fiscalía, Trabajo Social, Cinco Salas de Juicio, Comedor común para todo el personal del edificio, Núcleos de Servicios Sanitarios para Funcionarios y Público. También  se recomienda instalar un segundo Ascensor para cumplir con las normas de accesibilidad de los usuarios internos y externos.

Además existen diversos estudios de Salud Ocupacional que solicitan ampliar el área de trabajo de los Juzgados, pero no existe el espacio para ampliarlos. 

Aunado a ello cada año se aprueban Reformas y plazas que aumentan la cantidad de personal en muchas oficinas y cuando esas personas llegan al edificio, no existe lugar donde ubicarlas.

El OIJ ya no tiene espacio para colocar a más compañeros y el nivel de hacinamiento es realmente preocupante. Las celdas también son muy pequeñas lo que trae problemas para ubicar a los privados de libertad. Tanto así que ya el Ministerio de Salud presentó una orden sanitaria y entre otros aspectos se menciona el hacinamiento. 

El comedor del edificio es muy pequeño y a la hora del almuerzo no pueden ubicarse todos los funcionarios para disfrutar de sus alimentos, por lo anterior es necesario ampliarlo.

Por otra parte, este edificio cuenta con solo dos salas de juicios diseñadas como auditorios las cuales están en desnivel por lo que se ha tenido que recurrir a una oruga para poder cumplir con la Ley 7600. Sin embargo, estas salas no son suficientes para poder realizar los juicios de todos los Juzgados. Esto conlleva a que no se puedan agendar la cantidad de juicios necesaria y con ello se atrasan los procesos judiciales. Es muy importante contar con más salas y readecuar las actuales o bien trasladarlas a la tercera planta a construir y utilizar el espacio actual para ubicar otras oficinas, y con esto dar acceso a personas con alguna discapacidad física. 

También es importante mencionar que actualmente se alquilan dos edificios ya que ha sido imposible ubicarlos dentro de esta edificación. Por otra parte, a partir de octubre entra a regir la Reforma Civil por lo que se va a alquilar otra edificación para ubicarlo. Estos edificios generan al Poder Judicial grandes gastos en alquiler, limpieza y vigilancia, los cuales se estiman en de ¢240.570.880, 69 anuales para el 2019.

	
	TRIBUNAL CIVIL
	JUZGADO LABORAL
	FISCALÍA
	TRABAJO SOCIAL

	ALQUILER
	¢50 160 000,00
	¢55 453 333,00
	¢79 415 957,00
	¢10 036 800,00

	LIMPIEZA
	¢4 878 060,00
	¢4 878 060,00
	¢0,00
	¢2 438 890,69

	VIGILANCIA
	¢6 411 702,00
	¢6 411 702,00
	¢20 486 376,00
	¢0,00

	
	
	
	
	

	TOTAL
	¢61 449 762,00
	¢66 743 095,00
	¢99 902 333,00
	¢12 475 690,69



El área útil actual que tiene el local que ocupa la Fiscalía y Trabajo Social es de 926,5 mts2, el área útil del Juzgado Laboral es de 393 mts2 y la solicitada para el Tribunal Civil es de 338,4 mts2.

El tener estas oficinas (especialmente Fiscalía y Trabajo Social) a una distancia tan larga del edificio genera molestias en los usuarios quienes en muchas ocasiones andan de un lugar a otro porque no saben en qué lugar está su expediente. Por otra parte los Fiscales deben desplazarse desde el edificio alquilado hasta los Tribunales de San Ramón para asistir a juicios, lo que pone en peligro la integridad física, especialmente en las noches donde existe Flagrancia, así como garantizar una mayor seguridad a una cadena de evidencias muy complicadas que hay que custodiar.  

Lo ideal para cubrir todas las necesidades expuestas anteriormente sería construir el tercer piso en su totalidad y no solamente los 1.200 mts2. O construir posteriormente una torre en el sector oeste del edificio (en la zona verde). También ver la posibilidad de construir a futuro una cuarta planta.

1. Por lo tanto, se pretende desarrollar un proyecto de construcción para ampliar el área de oficinas   en forma vertical de acuerdo a las necesidades de espacios que existen.

La propuesta de remodelación consiste en aprovechar el entrepiso de concreto existente para crear los cerramientos necesarios las oficinas y los espacios que se han definido en el programa de necesidades, el cual ha sido resuelto en un plano de distribución arquitectónica como anteproyecto preliminar.

2. La construcción se realizará en el Edificio de los Tribunales de Justicia de San Ramón, por lo que se deberán tomar todas las previsiones correspondientes, en cuanto a la vinculación de las obras nuevas con las existentes, diseño arquitectónico, estructural y sus instalaciones eléctrica (sic), telefónica, de cómputo, agua potable, descarga de aguas servidas, y pluvial; para la correcta operación del polígono de tiro. Se acota que deberá aprovecharse toda la infraestructura construida, para darle soporte a las nuevas necesidades del polígono de tiro.   

3. La obra nueva tendrá un área de huella de construcción aproximada de 1.548 metros cuadrados, y se contará para esto y las mejoras a realizar con un presupuesto alzado de ¢2.137.500.000,00 (dos mil ciento treinta y siete millones quinientos mil colones con 00/100).

4. La fase de construcción de las mejoras estarán subordinadas a la complementación oportuna de los recursos presupuestarios necesarios.   

5. Para el desarrollo de este trabajo se deberá coordinar con la Unidad Administrativa Regional de San Ramón en todo momento de intervención del edificio durante la ejecución del proyecto, conforme a las mejoras arriba citadas. En cuanto a los aspectos de orden técnico, deberán coordinarlos con los profesionales de la Sección de Arquitectura e Ingeniería que designe el Departamento de Servicios Generales.

6. En lo que corresponde a las etapas de a) Estudios preliminares, b) Elaboración de anteproyecto, c) Elaboración de planos constructivos y especificaciones técnicas de la obra, d) presupuesto detallado, e) inspección, se aplicará lo estipulado en la Licitación Pública N° 2013LN-000011-PROV y en el Reglamento de contratación de Servicios de Consultoría del Colegio Federado de Ingenieros y de Arquitectos de Costa Rica.

7. La consultora dispondrá de los siguientes plazos para cada una de las etapas asignadas: a) Estudios preliminares: 20 días hábiles b) Anteproyecto: 15 días hábiles, c) Planos constructivos y especificaciones: 40 días hábiles; d)  Presupuesto: 15 días hábiles. Total 90 días hábiles.

8. El precio que pagará el Poder Judicial por el proyecto, será el correspondiente a las tarifas mínimas establecidas por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, que corresponde a un porcentaje sobre el monto por el que finalmente se adjudique la consultoría para la etapa de construcción y deberá ser igual. El detalle de los honorarios por esta consultoría será el siguiente:

REMODELACIÓN DE EDIFICIO

	Etapa
	Construcción Tarifas

	Estudios Preliminares
	0.75%

	Anteproyecto
	1.50%

	Planos Constructivos y especificaciones técnicas
	6.00%

	Presupuesto Detallado
	1.50%

	Inspección
	4.50%

	TOTAL HONORARIOS
	14.25%



9. Los responsables de aprobar cada una de las etapas serán los profesionales de la Sección de Arquitectura e Ingeniería que designe el Departamento de Servicios Generales, con el auxilio del Departamento de Tecnología de la Información, Departamento de Seguridad y la Unidad de Salud Ocupacional en sus áreas de competencia.

10. En este procedimiento aplicarán todos los términos y condiciones establecidos en el pliego de condiciones de la Licitación Pública N° 2013LN-000011-PROV así como lo dispuesto en el contrato suscrito con motivo de dicha contratación y su respectiva addenda.”

Mediante el oficio No. 878-DP/15-18 del 22 de los corrientes, visible a folio 566 del expediente, el Departamento de Proveeduría, remitió al Ingeniero Mauricio Arce Lara, Presidente de la empresa Proyectos de Ingenierías y Arquitectura, S. A. y al Arquitecto José Luís Chasí Midence, Presidente de la empresa Consultoría y Diseño, S. A., empresas que conforman el consorcio PIASA-CONDISA, el informe técnico antes detallado, el cual incluye, como se observa, los lineamientos que deberá comprender el proyecto de remodelación del tercer piso del edificio de los Tribunales de Justicia de San Ramón.

Como respuesta a lo anterior, mediante correo del 23 de los corrientes, visible a folio 568 del expediente, la señora Vera Montes de la empresa Condisa, S. A., en respuesta a la consulta realizada, manifestó:

“En relación al oficio Nº 878-DP/15-18, para la Ampliación del tercer piso de los Tribunales de Justicia de San Ramón, nuestro Consorcio no tiene observaciones a los requerimientos enviados por esa Institución, pueden proceder a lo interno con lo que corresponda para seguir con el proceso, ...”

Así las cosas, se recibe la justificación que aporta el Departamento de Servicios Generales, así como la aceptación del consorcio PIASA-CONDISA y se procede a recomendar la adjudicación de la siguiente forma:

Contenido presupuestario:

La existencia y disponibilidad de recursos presupuestarios se verificó mediante la siguiente solicitud de pedido, a efecto de atender este procedimiento de consultoría.

	Solicitud de pedido
	Subpartida
	Programa
	FF
	Monto

	301-281086-18
	50201
	926
	280
	¢150.000.000,00



Recomendación

Con vista en las diligencias previas y conforme a los términos y condiciones de la licitación pública No. 2013LN-000011-PROV, se recomienda la asignación de este proyecto de la siguiente forma:

A: Consorcio PIASA-CONDISA, formado por las empresas Proyectos Ingenierías Arquitectura S.A y Consultoría y Diseños S. A.

Trabajos de consultoría para realizar los estudios preliminares, anteproyecto, el diseño de planos constructivos, especificaciones técnicas, presupuesto e inspección sobre la remodelación del Tercer piso del edificio de los Tribunales de Justicia de San Ramón.

El precio que pagará el Poder Judicial será el correspondiente a las tarifas mínimas establecidas por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, según el siguiente detalle de honorarios:

	Etapa
	Construcción Tarifas

	Estudios Preliminares
	0.75%

	Anteproyecto
	1.50%

	Planos Constructivos y especificaciones técnicas
	6.00%

	Presupuesto Detallado
	1.50%

	Inspección
	4.50%

	TOTAL HONORARIOS
	14.25%



Plazo de entrega, según el siguiente detalle: 

a) Estudios preliminares: 20 días hábiles.
b) Anteproyecto: 15 días hábiles.
c) Planos constructivos y especificaciones: 40 días hábiles.
d) Presupuesto: 15 días hábiles.

Total: 90 días hábiles.

El Departamento de Servicios Generales es el responsable de la ejecución del contrato y remitirá el proyecto al Departamento de Proveeduría para el trámite correspondiente.

Demás términos y condiciones según cartel de licitación pública 2013LN-000011-PROV, contrato No. 059114.

[bookmark: _Toc508282885]- 0 -
En sesión Nº 40-14 celebrada el 2 de mayo de 2014, artículo XII, de conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría, se adjudicó la Licitación Pública Nº 2013LN-000011-PROV “Precalificación de empresas consultoras para una o varias etapas de las fases de diseño e inspección de proyectos de obra pública.” Conforme al siguiente detalle: 
1- Oferta No. 1, Ossenbach, Pendones, Bonilla & Asociados, S. A., cedula jurídica Nº 3-101-032973
2- Oferta No. 4, Consorcio PIASA – CONDISA, cedula jurídica Nº 3-101-014795 / 3-101-20748
3- Oferta No.5, Consultécnica S.A., cedula jurídica Nº 3-101-006090
Luego, en sesión N° 76-14 celebrada 26 de agosto del año 2014, artículo VI, de conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 45 de la Ley de Contratación Administrativa y 100 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría, se dispuso adjudicar la Licitación Pública N° 2013LN-000011-PROV denominada “Precalificación de empresas consultoras para una o varias etapas de las fases de diseño e inspección de proyectos de obra pública” conforme al detalle siguiente: 
Oferta No. 1, Ossenbach, Pendones, Bonilla & Asociados, S. A., cedula jurídica 3-101-032973
Oferta No. 4, Consorcio PIASA – CONDISA, cedula jurídica 3-101-014795 / 3-101-20748
Oferta No.5, Consultécnica S.A., cedula jurídica 3-101-006090
- 0 -
De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente trascrito, se dispuso: Con vista en las diligencias previas y conforme a los términos y condiciones de la licitación pública N° 2013LN-000011-PROV, denominada “Precalificación de empresas consultoras para una o varias etapas de las fases de diseño e inspección de proyectos de obra pública”, asignar este proyecto a la empresa Consorcio PIASA-CONDISA, formado por las empresas Proyectos Ingenierías Arquitectura S.A y Consultoría y Diseños S. A, conforme al siguiente detalle: 
Trabajos de consultoría para realizar los estudios preliminares, anteproyecto, el diseño de planos constructivos, especificaciones técnicas, presupuesto e inspección sobre la remodelación del Tercer piso del edificio de los Tribunales de Justicia de San Ramón.
El precio que pagará el Poder Judicial será el correspondiente a las tarifas mínimas establecidas por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, según el siguiente detalle de honorarios:
	Etapa
	Construcción Tarifas

	Estudios Preliminares
	0.75%

	Anteproyecto
	1.50%

	Planos Constructivos y especificaciones técnicas
	6.00%

	Presupuesto Detallado
	1.50%

	Inspección
	4.50%

	TOTAL HONORARIOS
	14.25%



Plazo de entrega, según el siguiente detalle: 
a) Estudios preliminares: 20 días hábiles.
b) Anteproyecto: 15 días hábiles.
c) Planos constructivos y especificaciones: 40 días hábiles.
d)  Presupuesto: 15 días hábiles.
Total: 90 días hábiles.
El Departamento de Servicios Generales es el responsable de la ejecución del contrato y remitirá el proyecto al Departamento de Proveeduría para el trámite correspondiente.
Demás términos y condiciones según cartel de licitación pública 2013LN-000011-PROV, contrato No. 059114.
El Departamento de Proveeduría, la Dirección Ejecutiva, el Consejo de Administracion del Tercer Circuito Judicial de Alajuela y el Departamento de Servicios Generales, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VIII
Documento N° 11956-12, 2897-18
En nota del 7 de marzo de 2018, autenticada por el máster Saúl Umaña Barquero, la señora Ghislaine Arelys Anchía Osegueda, comunicó:
“(…)

Tal y como consta del contenido de la Resolución No. 131- 2018 de las trece horas con dieciocho minutos del día 28 de febrero del año en curso y emitida por el Tribunal de Apelaciones de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José y por medio del cual se ORDENA MI INMEDIATA REINSTALACION EN EL PUESTO, de manera respetuosa solicito se proceda a emitir el correspondiente acto administrativo, por medio del cual se gestione tal cual lo solicita la Autoridad Judicial.

Se aporta certificación de la resolución indicada para la respectiva corroboración de su autenticidad.

Ruego se proceda de conformidad.

(…)”
- 0 -
A continuación, se transcribe el “Por tanto” de la resolución referida:
“(…)
Por tanto:

Se revoca la resolución venida en alzada y se declara con lugar la medida cautelar solicitada. Se ordena la suspensión de lo resuelto mediante oficio 369-SRH-2017 de fecha veinte de julio del dos mil diecisiete, se ordena la suspensión del contenido del artículo LXVII adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 59-17 del día veinte de junio de dos mil diecisiete y se ordena la reinstalación de la actora al cargo que venía ocupando o bien en caso de no ser posible a uno en el que se pueda desempeñar según lo analizado bajo las mismas condiciones laborales durante el período que se extienda el proceso principal. Deberá la patronal abstenerse de ejecutar actuaciones que puedan hacer nugatorio el resultado del proceso. Se resuelve sin especial condena en costas.
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Informa el licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Secretaría General, que mediante correo electrónico del 12 de marzo de 2018, se solicitó a la Dirección Jurídica informara a esta Secretaría, el estado procesal en que se encuentra la resolución anterior, sin embargo no se ha recibido respuesta de lo solicitado.
En sesión Nº 23-17 celebrada el 9 de marzo del 2017, artículo LXXI, en lo que interesa, se permitió la revaloración por una única vez, de las pruebas psicométricas, psicológicas, toxicológicas o médicas que hayan perdido los servidores o servidoras, independientemente de la cantidad de veces que las hayan realizado en el pasado, lo anterior en el entendido que una nueva pérdida de éstas será definitiva para cesar su nombramiento institucional en forma inmediata.
Posteriormente, en sesión N° 59-17 del 20 de junio de 2017, artículo LXVII, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana relacionado con la revaloración médica los oferentes enlistados, en el Servicio de Salud de la Dirección de Gestión Humana, y se hizo de conocimiento de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, para que tomara las medidas pertinentes con las personas que tuvieron un resultado desfavorable en la revaloración de las pruebas médicas, por cuanto no están recomendadas desde el punto de vista médico para el desempeño del cargo.
Se acordó: Tomar nota de lo informado por el Subsecretario General interino de la Secretaría General de la Corte y estar a la espera del informe solicitado a la Dirección Jurídica para resolver lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IX
Documento N° 552-18, 2890-18

En nota del 8 de marzo de 2018 el licenciado Norman Maynard Fernández, Inspector Judicial Instructor del Tribunal de la Inspección Judicial, comunicó:
“Mediante oficio de la Secretaría General de la Corte Nº 2165-18, de fecha 26 de febrero del 2018, se puso en conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial el acuerdo tomado por ese Consejo Superior en la sesión Nº 15-18 celebrada el 21 de febrero del 2018, artículo XLIII, en el cual se conoce el informe rendido por el Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional acerca del trabajo desempeñado por parte del licenciado Pablo Sánchez Valverde.

En dicho acuerdo en el punto 2) se dispuso: “Trasladar con base en el informe anterior, la presente gestión a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para que ejecute las acciones que por ley le fueron facultadas”. No obstante, del análisis del mencionado informe se desprende que durante el cuarto trimestre del año 2017, el rendimiento del licenciado Pablo Sánchez Valverde se ajustó a las cuotas que se le habían impuesto, siendo su desempeño de un 100% para ese trimestre, por lo que, de la manera más atenta, nos permitimos solicitarles aclarar las razones por las cuales se remite a la Inspección Judicial.

Con respecto a los trimestres en los cuales el desempeño del referido profesional fue deficitario, resulta necesario indicar que el Tribunal de la Inspección Judicial ya había sido puesto en conocimiento y sobre esos aspectos se tramitan las causas disciplinarias 17-001282-0031-IJ (segundo semestre de 2017), 17-002139-0031-IJ (tercer trimestre de 2017) y 18-000158-0031-IJ (acumulado al 17-002139-0031-IJ).”
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A estos efectos, el licenciado Maynard Fernández, adjunta la siguiente resolución:
“TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL. San José, al ser las trece horas y cuarenta y cinco minutos del ocho de marzo del año dos mil dieciocho.-

Levántese la información correspondiente en relación con los hechos denunciados. Practíquense todas las diligencias que sean necesarias. (Artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). De previo a continuar con los procedimientos, solicítese al CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL, mediante atento oficio, aclarar las razones por las cuales se acordó poner en conocimiento de los hechos a la Inspección Judicial.- Notifíquese.- (f)”
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En sesión N° 59-16, celebrada el 16 de junio de 2016, artículo LXXXVIII, se acordó crear en el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, seis plazas, mediante la modalidad de permiso con goce de salario y sustitución para personas juzgadoras que colaboren con el plan de descongestionamiento en materia laboral. Con base en la lista oficial de elegibles, el licenciado Pablo Sánchez Valverde, ocupó una de las plazas, integrándose al proyecto a partir del 11 de julio de 2016.
Luego en sesión Nº 82-16 del 1 de setiembre del año 2016, artículo X, se concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Pablo Sánchez Valverde, Juez 3 del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, plaza 86200 a partir del 1 de setiembre de 2016 y hasta el último día laboral de 2016, para que se dedicara a atender las diferentes solicitudes de colaboración que hacen los despachos laborales que no están incluidos en el Plan de Descongestionamiento y a los cuales debe brindarse apoyo en seguimiento de informes de la Dirección de Planificación y en acuerdos de este Consejo Superior.
Posteriormente, en sesión N° 1-17 celebrada el 10 de enero de 2017, artículo LV, se concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Pablo Sánchez Valverde, Juez 3 del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, plaza 86200, por el plazo de tres meses a partir del 9 de enero de 2017, con el fin de que se dedicara a las labores indicadas.
Seguidamente en sesión Nº 9-17 del 7 de febrero del 2017, artículo LXX, se acogió el acuerdo tomado por la Comisión de la Jurisdicción Laboral referente a la efectividad del cumplimiento de los objetivos establecidos al licenciado Pablo Sánchez Valverde quien se encontraba trabajando como juez de descongestionamiento, y se hizo de conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
En sesión Nº 50-17 celebrada el 23 de mayo de 2017, artículo CII, se tomó nota del informe y en razón del bajo desempeño que ha tenido el licenciado Pablo Sánchez Valverde, Juez del Juzgado Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se solicitó al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, continuara con el seguimiento al trabajo que realiza el licenciado Sánchez Valverde y que mensualmente informe a este Consejo sobre las labores realizadas. Así mismo, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación
Además en sesión N° 75-17 celebrada el 14 de agosto de 2017, artículo LXVIII, se le solicitó al licenciado Pablo Sánchez Valverde, Juez del Juzgado Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica cumplir con las cuotas establecidas correspondientes al fallo de sentencias. Y a esos efectos se trasladó la gestión a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para que este ejecutara las acciones que por ley le fueron facultadas. En razón del informe conocido, se le suspendió la coordinación del despacho al licenciado Sánchez Valverde a partir del 21 de agosto de 2017 y en su lugar se designó a la licenciada Mónica Mora Vílchez
Por otra parte, en sesión N° 112-17 del 14 de diciembre de 2017, artículo XCIV, se indicó que el licenciado Pablo Sánchez Valverde, Juez del Juzgado Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica debía cumplir con las cuotas establecidas correspondientes al fallo de sentencias. Además se trasladó con base en el informe anterior, la presente gestión a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para que ejecute las acciones que por ley le fueron facultadas.
Finalmente, en sesión N° 15-18 del 21 de febrero de 2018, artículo XLIII, se tuvo por rendido el informe presentado por Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y se acogieron las recomendaciones emitidas; en consecuencia, se indicó que el licenciado Sánchez Valverde, en su expresado carácter debía cumplir con las cuotas establecidas correspondientes al fallo de sentencias. 
Y además, se trasladó, con base en el informe del Centro, la gestión anterior a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para que ejecute las acciones que por ley le fueron facultadas.
Ese acuerdo se hizo de conocimiento del licenciado Sánchez Valverde.
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Se acordó: 1- Aclararle al Tribunal de la Inspección Judicial que el informe sobre el rendimiento del licenciado Pablo Sánchez Valverde, Juez de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se trasladó para su conocimiento, atendiendo recomendación realizada por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en sesión N° 15-18 del 21 de febrero de 2018, artículo XLIII. 2- En vista de que durante el año 2017, el licenciado Sánchez Valverde presentó un rendimiento irregular en el dictado de sentencias, que afectó directamente los objetivos del plan de descongestionamiento en materia Laboral y la labor del Juzgado Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se le insta a realizar un esfuerzo en el fallo de las sentencias para mantener las cuotas establecidas en el Juzgado de Trabajo del primer Circuito Judicial de Zona Atlántica. 3- El Centro de apoyo y Mejoramiento a la Gestión Jurisdiccional deberá darle seguimiento a la labor del licenciado Sánchez Valverde y en caso necesario informar a la Inspección Judicial para lo de su cargo.
ARTÍCULO X
DOCUMENTO N° 6110-17, 1784-18
Conoce este Consejo en alzada la resolución N° 1951-2016, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las 15:33 hrs del 30 de noviembre de 2016, dentro del procedimiento disciplinario 15-001652-0031-IJ, seguido contra Alexander Bolaños Córdoba, en su condición de Subjefe de la Oficina de Asuntos Internos, mediante la cual declaró con lugar la causa disciplinaria, calificó de gravísima la falta cometida y le impuso la sanción de dos meses de suspensión sin goce de salario y Alexandra Ledezma Venegas, en su condición de Jefa de la Oficina de Asuntos Internos, mediante la cual se declaró sin lugar la causa disciplinaria. 
I.-La Comisión de Relaciones Laborales, mediante la resolución número 72-2017 de las 13:30 hrs del 12 de mayo de 2017, recomendó: “…el archivo del expediente disciplinario por las siguientes razones: 1) Con respecto al primer cargo, esta Comisión considera que la investigación preliminar y el seguimiento realizado por la Sección de Asuntos Internos a los investigadores de la Sección de Homicidios, era  válida, justificada y apegada a la naturaleza de las funciones de dicha Sección. El supuesto mal uso de uso de vehículos institucionales y ingesta de licor en tiempo laboral, son conductas administrativamente reprochables, que justificaban un seguimiento del equipo de investigadores de Asuntos Internos; independientemente de lo que también podría gestionarse en la vía penal. Sumado a ello, la decisión de dejar ir a los investigadores corresponde a un asunto de criterio técnico y policial, tomado por la jefatura; que no podría  valorarse  como una incorrección en el ejercicio del puesto. Con respecto al segundo cargo, resulta evidente para esta Comisión, que existieron una serie de órdenes emanadas desde la Dirección del OIJ (ver testimonio del señor magistrado Celso Gamboa Sánchez), hacia la Sección de Asuntos Internos para que se efectuara un seguimiento al señor Giovanny Rodríguez; por lo que no podría reprocharse al encausado una conducta irregular en el ejercicio del cargo, toda vez que dicha acción estuvo motivada por instrucciones precisas y recibidas formalmente desde la jerarquía de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial. Por las razones expuestas y en aplicación del numeral 207 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo procedente es archivar la causa disciplinaria.”.
II.- Mediante resolución de las 10:15 hrs. del 09 de noviembre de 2015, se dio traslado de cargos en contra del encausado Bolaños Córdoba, por incorrecciones en el ejercicio del cargo, de acuerdo a los siguientes hechos: “1.- Que el día 22 de julio del 2015 sin precisar hora exacta pero sí en horas de la tarde, usted mientras se desempeñaba como SubJefe de la Oficina de Asuntos Internos, de manera negligente y obviando que los investigadores de la Sección de Homicidios (los cuales estaban siendo vigilados por investigadores de Asuntos Internos por aparentemente tomar licor en horas laborales), se encontraban ingiriendo licor y que ya llevaban rato consumiéndolo (pues así se lo habían manifestado vía mensaje de texto y vía telefónica, los investigadores a cargo de la vigilancia), no permitió que los Investigadores de Asuntos Internos a decir Cris Portuguez, Alejandra Brenes Araya, William Oviedo Rivera y Juan Calderón Chaves, coordinaran con los oficiales de tránsito ni tampoco que ellos ingresaran al Bar donde se encontraban, con el fin de detener la ingesta de licor, (pues no podían dejarlos conducir las unidades oficiales ni menos seguir trabajando en esas condiciones), siendo que su persona les ordenó que los dejaran tomar y que cuando salieran del Bar, coordinaran con la Delegación de Siquirres para el levantamiento de huellas y saliva y además les indicó que se debían identificar como de la Sección de Delitos Sexuales. Directriz suya contraria al principio de objetividad y transparencia, pues ya se había corroborado la información que se estaba investigando, y se habían obtenido las pruebas correspondientes; siendo que a su persona no le importó poner en riesgo la vida de los investigados así como de terceras personas, pues permitió que éstos continuaran laborando y conduciendo los vehículos oficiales bajo los efectos del licor, a sabiendas su persona del delito en que se incurría. 2.- Que el día 07 de agosto del 2015 al ser las 07:30 horas, usted mientras se desempeñaba como Sub Jefe de la Oficina de Asuntos Internos, ordenó a los investigadores Alejandra Brenes y Fernando Blanco, verificar una "información confidencial", la cual consistía en seguir y vigilar al señor Geovanny Rodríguez, quién se desempeña como Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales y quién para esa fecha se encontraba incapacitado; siendo que cuando la investigadora Alejandra Brenes preguntó cuál era el motivo de la vigilancia el investigador Fernando Blanco (encargado del caso) le manifestó que era para ver que hacía el señor Rodríguez en su incapacidad. Siendo que su persona ordenó de manera irregular e ilegal, seguir y vigilar a un funcionario judicial en su entorno familiar sin justificación alguna.” Por ampliación de Traslado de Cargos de las 10:54 hrs del veintiséis de noviembre del año 2015, se concedió audiencia a la encausada Alexandra Ledezma Venegas, Jefe de la Oficina de Asuntos Internos, para que informe respecto de los siguientes cargos: “INCORRECCIONES EN EL EJERCICIO DEL CARGO. Concretamente se le atribuye: 1.- Que usted como Jefa de la Oficina de Asuntos Internos, autorizó que los días 6 y 7 de agosto del 2015, los investigadores Alejandra Brenes y Fernando Blanco, siguieran y vigilaran al señor Geovanny Rodríguez, quién se desempeña como Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales y quién para esa fecha se encontraba incapacitado; siendo que el motivo de la vigilancia era para ver que hacía el señor Rodríguez en su incapacidad, sin que existiera una denuncia formal. Siendo que su persona tuvo conocimiento de todas las diligencias que se realizaron en el seguimiento, pues estuvo comunicándose constantemente vía radio con los investigadores antes mencionados. Autorizando de manera irregular e ilegal, seguir y vigilar a un funcionario judicial en su entorno familiar sin justificación alguna.”.
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados de interés dentro del procedimiento los siguientes: “a) El subjefe de La Sección de Asuntos Internos, Alexander Bolaños Córdoba, conformó equipo de trabajo, con los investigadores, Cris Portuguez Obando, William Oviedo Rivera, Juan Calderón Chaves, Oscar López Hernández, Juan Calderón Chávez y Alejandra Brenes Araya, con el propósito de realizar diligencias de vigilancia y seguimiento de la actividad desempeñada por los agentes de la sección de homicidios del Organismo de Investigación Judicial, Crislay Jiménez Jiménez, Eliecer Valerio Sandoval, José Orozco Calderón y Víctor Guido Sequeira, en la zona de Guápiles y Siquirres (Declaración de Cris Portuguez Obando. Oscar López Hernández, recibido en la audiencia oral y privada, impresiones de mensajería de la aplicación de WhatsApp a imagen 11 a 13 incorporado 02/11/15/12:36, e informe 172-U.I.P.A.I-2015, a imagen 690- 720 incorporado 28/09/16/03:01); b) Previo a la gira de investigación a los agentes de homicidios, el señor Alexander Bolaños, llamó a una breve reunión al equipo de trabajo, giró las ordenes de la investigación, estableció la distribución de los vehículos. Durante la investigación, en forma conjunta con el investigador Oscar López Hernández, coordinador de grupo, realizó el plan logístico (Declaración de Cris Portuguez Obando y William Oviedo Rivera, Oscar López Hernández, y Randall Rivera Cedeño, recibidos en la audiencia oral y privada, impresión de mensajería de la aplicación de WhatsApp a imagen 11 a 13 incorporado 02/11/15/12:36, informe 172-U.I.P.A.I-2015, a imagen 690- 720 incorporado 28/09/16/03:01); c) Para llevar a cabo la investigación de los agentes de homicidio se conformó tres parejas de trabajo integrado de la siguiente forma, Cris Portuguez Obando y William Oviedo Rivera; Juan Calderón Chaves y Alejandra Brenes Araya, y Oscar López Hernández con Randall Rivera Cedeño, asignadas en tres vehículos diferentes (Declaración de Cris Portuguez Obando, recibido en la audiencia oral y privada); d) Alexander Bolaños, subjefe de la Sección de Asuntos Internos, implementó un chat en la aplicación WhatsApp, en su condición de administrador de grupo, integró a los investigadores Cris Portuguez Obando, Juan Calderón Chaves, Oscar López Hernández, Randall Rivera Cedeño, como herramienta complementaria a la comunicación mediante frecuencia radial (Declaración de Cris Portuguez Obando, William Oviedo Rivera, recibido en la audiencia oral y privada, impresión de mensajería de la aplicación de WhatsApp a imagen 11 a 13 incorporado 02/11/15/12:36); e) El día veintidós de julio del año dos mil quince, aproximadamente a las quince horas cincuenta y nueve minutos, los agentes de Asuntos Internos visualizaron el vehículo tipo pick up y otro tipo sedan asignado a los investigadores de Crislay Jiménez Jiménez, Eliecer Valerio Sandoval, José Orozco Calderón y Víctor Guido Sequeira, aparcado en el Bar Martel, situado en las inmediaciones de la ciudad de Siquirres, (Declaración de Cris Portuguez Obando, recibido en la audiencia oral y privada, Informe de investigación a imagen 28, incorporado 16/01/15/01:18, informe 172-U.I.P.A.I-2015, a imagen 690- 720 incorporado 28/09/16/03:01); f) La pareja de trabajo integrada por Oscar López Hernández y Randall Rivera Cedeño, tuvo a cargo la captura de escena en video y fotografía, de los agentes de homicidios ingiriendo algún tipo de bebida alcohólica (Declaración de Cris Portuguez Obando, Oscar López Hernández y Randall Rivera Cedeño, recibidos en la audiencia oral y privada, informe 172-U.I.P.A.I-2015, a imagen 690 -720 incorporado 28/09/16/03:01); g) Los investigadores de homicidios Crislay Jiménez Jiménez, Eliecer Valerio Sandoval, José Orozco Calderón y Víctor Guido Sequeira, consumieron en el bar Martel entre tres a cuatro cervezas (Declaración de Cris Portugues y William Oviedo Rivera, recibida en la audiencia oral y privada, impresión de Boucher del Bar Martel, de las diecisiete horas del día veintidós de julio del año dos mil quince, contenido en informe 172-U.I.P.A.I-2015, a imagen 581 y 582, incorporado 28/09/16/03:01, suscrito por el investigador Oscar López Hernández, licenciado Alexander Bolaños Córdoba, Subjefe de la Oficina de Asuntos Internos del OIJ y la licenciada Alexandra Ledezma Venegas, jefe de la Oficina de Asuntos Internos del OIJ. 690 - 720 incorporado 28/09/16/03:01); i) Debido a la ingesta de licor por parte de los agentes de homicidios en el bar Martel, el investigador Juan Calderón, aproximadamente a las dieciséis horas con cincuenta y cuatro minutos, consultó a través de la aplicación de WhatsApp al señor Alexander Bolaños, la posibilidad de coordinar la intervención de los oficiales de tránsito. El investigado Bolaños Córdoba respondió a las 4:54 pm: "Anteriormente manifesté que los vamos a dejar" (Declaración de Cris Portuguez e impresión de mensajería de la aplicación WhatsApp a imagen 12, incorporado 02/11/15/02:00); j) Los agentes de homicidios Crislay Jiménez Jiménez, Eliecer Valerio Sandoval, José Orozco Calderón y Víctor Guido Sequeira, se retiraron del bar, aproximadamente a las diecisiete horas con siete minutos, conduciendo los vehículos asignados (declaración de William Oviedo Rivera recibida en la audiencia oral y privada, informe 172-U.I.P.A.I-2015, a imagen 581 y 582, incorporado 28/09/16/03:01); k) El encausado Bolaños Córdoba, ordenó por medio del chat de la aplicación de WhatsApp, se identificaran como investigadores de Asuntos Sexuales (Declaración de Cris Portuguez, William Oviedo Rivera, e impresión de mensajería de la aplicación WhatsApp a imagen 11, incorporado 02/11/15/02:00); l) Alexander Bolaños convocó a Fernando Blanco, para realizar vigilancia y seguimiento al señor Giovanny Rodríguez, con el propósito de verificar o descartar información recibida con respecto a la actividad recreativa desarrollada en el período de incapacidad (Declaración de Alejandra Brenes, Randall Rivera Cedeño, recibida en audiencia oral y privada); m) El trabajo de investigación se conformó por dos parejas de investigadores en dos vehículos diferentes Fernando Blanco y Alejandra Brenes y en otro vehículo Randall Rivera y Juan Calderón (Declaración de Alejandra Brenes, Juan Calderón); n) Fernando Blanco informó a Alexander Bolaños, los pormenores de la vigilancia y seguimiento efectuada al señor Geovanni Rodríguez, a manera de pequeños informes (Declaración de Alejandra Brenes); o) Los procedimientos de la investigación se tomaron en coordinación entre el investigador a cargo del caso y la jefatura (Declaración de Juan Calderón ); p) En caso de duda en una investigación se recurre al superior Alexander Bolaños y en caso de no satisfacer la respuesta se consulta a la jefatura de la Sección Alexandra Ledezma (Declaración de Randall Rivera ); q) De conformidad con el reporte de control de ingreso y salida de vehículos del sótano del edificio del OIJ. El día seis de agosto del año dos mil quince, puesto F11, se asignó al investigador Fernando Blanco la unidad placa número123, con reporte de hora de entrada 19:07 y de salida a las 19:10 y Juan Calderón la unidad placa número 244 con entrada a las 19:09 y de salida 19:20. El día siete de agosto del año dos mil quince, puesto F11, se asignó al investigador Fernando Blanco la unidad placa número123, sin reporte de hora de salida y con entrada a las 18:03 y Juan Calderón la unidad placa número 244 con hora de entrada a las 18:04 (imagen 48 y 63, incorporado 09/11/2015/10:17); r) De conformidad con el reporte de control de ingreso y salida de vehículos del edificio Torre Z, el día seis de agosto del año dos mil quince, puesto 2, se asignó al investigador Fernando Blanco las unidades placa número 406, con hora de entrada 08:05 y sin reporte de hora de salida, y la unidad placa número 123, con hora de entrada las 17:10 y de salida las 09:06 (imagen 114-115 incorporado 11/11/2015/01:39); s) El investigado Bolaños Córdoba, dio la orden a Fernando Blanco, seguir al vehículo propiedad del señor Rodríguez Gómez, pese a que no se tenía conocimiento de quien era el conductor, debido al polarizado de las ventanas del automotor (declaración de Alejandra Brenes Araya).”
IV.- Como hechos no probados se tienen: “a) La conducta endilgada a la investigada Ledezma Venegas, de autorizar seguimiento y vigilancia en perjuicio del señor Rodríguez Gómez (ausencia de material probatorio).”. 
V.- En el escrito de apelación presentado por la defensa técnica del encausado Bolaños Córdoba, en resumen se alega lo siguiente: Primer motivo: en cuanto al primer hecho atribuido se alega la incorporación y valoración de prueba ilícita. Segundo motivo: falta de fundamentación intelectiva, violación a las reglas de la sana crítica y errónea valoración de la prueba. Tercer motivo: en cuanto al segundo hecho atribuido, se alega la falta de fundamentación intelectiva, violación a las reglas de la sana crítica racional y preterición de prueba esencial. Alega el recurrente que en el presente asunto, habiéndose declarado como violatorio de los derechos fundamentales todos los actos de investigación y pruebas obtenidas relacionadas con la investigación de los oficiales de la sección de Homicidios del Organismo de Investigación Judicial, lo cual quedó plasmado en las declaraciones recibidas, los chats aportados y el informe de investigación N° 172-UIP-AI- 2015 de la Unidad de Investigaciones Preliminares de la Oficina de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial, y demás elementos probatorios a que se hace referencia en los hechos probados del fallo recurrido, resulta ilícito que estas mismas probanzas declaradas espurias se utilicen en el presente caso para sancionar a su representado. Además aclara que no existen otros elementos probatorios ajenos a las actividades probatorias declaradas ilícitas por parte del Juez Penal de Hacienda y por la misma Inspección Judicial en la resolución número 1428-2016,  que hayan sido aportadas a este proceso y que pudieran sostener el fallo ilegítimamente declarado al basarse en prueba espuria. Además como obviaron su deber de valorar toda la prueba esencial, como en este caso la declaración del magistrado Celso Gamboa llegaron a la conclusión equívoca de que la investigación contra el señor Geovanny Rodríguez provenía de una denuncia anónima lo cual no es correcto, pues fue emanada de una autoridad competente. En igual sentido, erróneamente el Tribunal arriba a la conclusión que  la sección de Asuntos Internos únicamente pueda realizar investigaciones sobre causas administrativas; no obstante, se estaba ante información que era necesario corroborar si era tan solo una conducta irregular por parte del funcionario investigado o bien algún hecho delictivo. El vicio incurrido es que al basarse la resolución recurrida en prueba obtenida, incorporada y valorada de manera ilícita y/o sesgada, conlleva a una flagrante violación del debido proceso. El agravio ocasionado es que al realizar un análisis probatorio sesgado y basado sobre prueba ilegal, se están violentando los derechos fundamentales y el debido proceso. Por lo que solicita, se tenga como prueba la sentencia del Tribunal de la Inspección Judicial número 1428-2016 y el expediente penal 15-000057-0621-PE seguido por el delito de peculado, en donde se dictó la resolución oral de Desestimación en fecha 15 de junio de 2016, así como la declaración del magistrado Celso Gamboa Sánchez. Y por todo lo anterior, sean declarados con lugar los motivos y se ordene el archivo de la presente causa. Por existir una conexión entre los motivos, se conocerán en conjunto. Sobre el particular, se tiene entre los requisitos indispensables de todo acto administrativo, que pueda llegar a imponer una sanción en este caso de carácter disciplinaria, se encuentra la motivación o fundamentación de la misma. Entre los diversos tipos de fundamentación, la fundamentación probatoria, constituye la descripción mediante la cual se expone íntegramente el contenido de la prueba evacuada en el caso concreto. Debiéndose señalar claramente el porqué un(os) testimonio(s) le genera mayor credibilidad que otro y en caso de que no se haga este análisis se da una indebida valoración probatoria. En el presente asunto, luego de un estudio detallado del expediente y de la prueba documental y testimonial incorporada en autos, de lo referido en la apelación presentada, considera este Órgano que lleva razón la apelante, así como la Comisión de Relaciones Laborales en su dictamen, no existiendo  falta disciplinaria que sancionar contra el encausado Bolaños Córdoba, al no compartir este órgano, la valoración de la prueba hecha por el Tribunal disciplinario, respecto los hechos por el cual se le sanciona. Al encausado se le trasladó cargos básicamente por dos hechos, en primer término que en la sección de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial (OIJ) se abrió una investigación tendiente a verificar la denuncia sobre conducta irregular atribuida a oficiales de la sección de Homicidios José Orozco Calderón, Víctor Guido Sequeira y Crislay Jiménez Jiménez, en el sentido de que estos acostumbraban a ingerir licor en horas laborales, de allí que se integró un grupo de trabajo para que llevaron a cabo, acciones investigativas el día 22 de julio de 2015 en la zona de Guápiles. Siendo que el encausado no   permitió que los Investigadores de Asuntos Internos, coordinaran con los oficiales de tránsito ni tampoco que ellos ingresaran al Bar donde se encontraban, con el fin de detener la ingesta de licor, les ordenó que los dejaran tomar y que cuando salieran del Bar, coordinaran con la Delegación de Siquirres para el levantamiento de huellas y saliva y además les indicó que se debían identificar como de la Sección de Delitos Sexuales. El Tribunal disciplinario, sustentó su tesis acusatoria, basándose en la siguiente prueba: Declaración de Cris Portugués Obando, Oscar López Hernández, William Oviedo Rivera, Oscar López Hernández -encargado de la investigación- , Randall Rivera Cedeño, Juan Calderón y Alejandra Brenes,  impresiones de mensajería de la aplicación de WhatsApp y el informe 172-U.I.P.A. I-2015.  No obstante, toda esta prueba, y toda la prueba relacionada con la investigación llevada a cabo contra los oficiales de la sección de Homicidios del Organismo de Investigación Judicial, fue declarada ilegítima por autoridad jurisdiccional y disciplinaria, al considerar que el seguimiento realizado a los oficiales de homicidios violentó derechos fundamentales lo cual obligó a que la prueba recopilada en aquel proceso fuera declarada espuria, y es la misma prueba sobre la cual se sustenta en el presente proceso. Al respecto, en la sentencia número 1428-2016 del Tribunal de la Inspección Judicial de las 14:20 Hrs del 07 de septiembre de 2016, que declaró sin lugar la causa, se indicó: “…El caso bajo análisis, inició a raíz del informe de investigación N° 172-UIP-AI-2015 de la Unidad de Investigaciones Preliminares de la Oficina de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial, donde a través de distintos actos de seguimiento y vigilancia pusieron en conocimiento la aparente falta cometida por los servidores judiciales José Orozco Calderón, Eliecer Valerio Sandoval, Crislay Jiménez Jiménez y Victor Guido Sequeira. Ese mismo informe se puso en conocimiento del Ministerio Público para que realizara la investigación penal correspondiente, el cual se siguió en la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción con el número de expediente 15-000057-621-PE, siendo que dicha fiscalía solicitó la desestimación de la causa, y la misma fue autorizada y acogida por el juez del Juzgado Penal de Hacienda y la Función Pública, en vista de que toda la prueba obtenida en el informe de investigación que se indicó líneas arriba, resultó espuria y por ende la prueba derivada de este informe resulta ilícita, por cuanto la obtención de la misma violentó los derechos fundamentales de los aquí acusados, pues se lesionó la garantía institucional a la intimidad, además que se realizaron al margen de la ley, sin una noticia criminis, investigación penal de por medio o bajo dirección funcional por parte del Ministerio Público…. En referencia a este punto de la prueba, se debe aplicar de la misma forma en el proceso disciplinario, y declarar como ilícita los medios probatorios que se han recabado durante la investigación del presente proceso disciplinario, pues de no hacerlo se violentaría nuevamente los derechos fundamentales de los aquí encausados. En razón de lo anterior, la prueba aportada en autos no puede sustentar una decisión jurídica y mucho menos superar el grado de probabilidad para llegar a la certeza necesaria para sostener una imputación de cargos, pues como si indicó, la misma deriva del informe de investigación de la Oficina de Asuntos Internos, por lo que al igual que en el proceso penal, resulta ilícita en el proceso administrativo disciplinario, siendo que no se le puede reprochar la falta cometida a los encausados de este proceso sin que se violen sus derechos fundamentales; por otra parte, tampoco es posible traer nuevos elementos probatorios a los autos, fue (sic) tendrían la misma calificación de ilícita tal y como lo advirtió el Juez Penal al ordenar el archivo de la causa penal cuando manifestó que la prueba era espuria y todo lo que se derivaba de ella, razón por la cual la participación en el delito de peculado de los imputados no existía. En otras palabras, se trata de la única prueba por medio de la cual se sustentó la presente causa disciplinaria y, en consecuencia, a estas alturas del proceso en donde ya existe una imputación de cargos basados en dicho informe no resulta posible recurrir a cualquier otro medio de prueba distinto, dada la relación estrecha en el informe ilícito y los hechos acusados…”. Como se puede observar tanto una autoridad jurisdiccional, como el Tribunal de la Inspección Judicial, determinaron que los elementos probatorios sobre los cuales se sustentaba la investigación penal y disciplinaria en contra de los miembros de la sección de homicidios del OIJ, era prueba ilícita, y así se declaró, siendo que ambas resoluciones se encuentran firmes. Al ser la prueba declarada ilícita y es la misma sobre la cual se basa la denuncia en contra del investigado Bolaños Córdoba, resulta innegable no puede utilizarse en su contra, los elementos probatorios de aquella otra causa para endilgarle una conducta irregular. De tal forma, la resolución recurrida, se sustenta en prueba ilegítima, así declarada por un juez penal y por la resolución citada de la Inspección Judicial, cuando absolvió a los servidores Orezco Calderón Valerio Sandoval, Jiménez Jiménez y Guido Sequeira. Así las cosas, al haber sido declarado como nulos todos los actos de investigación y pruebas obtenidas relacionadas con la investigación de los oficiales de la sección de Homicidios del Organismo de Investigación Judicial, lo cual quedó plasmado en las declaraciones recibidas, los chats aportados y el informe de investigación N° 172-UIP-AI- 2015 de la Unidad de Investigaciones Preliminares de la Oficina de Asuntos Internos, no pudiendo ser utilizada dicha prueba para el caso en concreto, contra Bolaños Córdoba y no existiendo otros elementos probatorios ajenos a las actividades probatorias declaradas ilícitas por parte del Juez Penal de Hacienda y por la misma Inspección Judicial en la sentencia número 1428-2016, se acoge el motivo aludido y se declara sin lugar el hecho número uno acusado en el presente asunto. Ahora bien, independientemente de lo ya indicado, por lo cual de por sí la causa debe archivarse;  lo cierto del caso es que el Tribunal de la Inspección ha partido de una premisa falsa, y es que al encausado Bolaños Córdoba, se le ha tratado de endilgar, una acción que, según el Tribunal de la Inspección, condujo a que, la investigación seguida contra los señores Orozco Calderón Valerio Sandoval, Jiménez Jiménez y Guido Sequeira se frustrara y con ello la comprobación de las faltas cometidas por aquéllos.  Debe indicarse que esto no es correcto, a la luz de la prueba documental analizada; es decir, no es cierto, como vimos que el resultado de archivar la causa, relevando la responsabilidad disciplinaria contra los señores Orozco Calderón Valerio Sandoval, Jiménez Jiménez y Guido Sequeira, fuera producto de acción alguna del investigado Alexander Bolaños Córdoba.  Más bien fue precisamente producto de una la ineficacia de la prueba, declarada vía jurisdiccional, que se favoreció a los encausados Orozco Calderón Valerio Sandoval, Jiménez Jiménez y Guido Sequeira. Ese fue el motivo, una ineficacia procesal declarada en vía jurisdiccional, no la acciones imputadas por la Inspección Judicial en contra de Bolaños Calderón. Lo anterior,  nos lleva a concluir, que más bien las acciones del encausado Bolaños Calderón en el presente caso, al hacer y coordinar un operativo en contra de los señores Orozco Calderón Valerio Sandoval, Jiménez Jiménez y Guido Sequeira, por la supuesta ingesta de alcohol en horas laborales, siempre estuvo encaminada a investigarlos, pues lo lógico de hacer un operativo en contra de una persona es para corroborar una falta y no para ocultarla, como se ha pretendido hacer creer. Es decir, que si Bolaños Calderón no hubiese querido investigar a los supuestos infractores, para qué entonces, hacer y coordinar un operativo en contra de estas personas?  Lo lógico es pensar, como sucedió que quería investigarlas. De tal forma, si los procesos seguidos en la Inspección Judicial y hasta en la vía penal contra los señores Orozco Calderón Valerio Sandoval, Jiménez Jiménez y Guido Sequeira quedaron sin sustento, por la ineficacia de la prueba decretada por la autoridad jurisdiccional, en nada se relaciona esto, con las acciones endilgadas al encausado Bolaños Córdoba en la presente causa. La causa disciplinaria y penal seguida producto de la investigación ordenada y coordinada por el encausado Bolaños Morales en contra de Orozco Calderón Valerio Sandoval, Jiménez Jiménez y Guido Sequeira, se archivo, no por el accionar de aquél, sino por una ineficacia procesal en la vía jurisdiccional, por lo cual los hechos acusados por el Tribunal de la  Inspección contra Bolaños Córdero, carecen de sustento fáctico y jurídico alguno. Respecto al hecho segundo acusado, se le achaca básicamente lo siguiente: Ordenó seguir y vigilar al señor Geovanny Rodríguez Gómez, jefe del Departamento de Investigaciones Criminales, durante el período de incapacidad con el propósito de determinar si efectuaba alguna actividad recreativa durante el tiempo de incapacidad. Sobre este hecho, se colige que efectivamente la oficina de Asuntos Internos, recibió una información en el sentido de que el señor Giovanny Rodríguez, funcionario del Organismo de Investigación Judicial se encontraba incapacitado y podía estar realizando alguna conducta irregular. Se debe recordar que la óptica de una investigación preliminar, a saber, es aportar al proceso elementos que justifiquen la apertura del proceso, individualizar los presuntos responsables y finalmente recabar los elementos necesarios para clarificar el traslado de cargos. El tratadista Jinesta Lobo quien sobre el particular manifiesta: "Se puede definir la investigación preliminar: Aquella labor facultativa de comprobación desplegada por la propia administración pública de las circunstancias del caso concreto para determinar si existe mérito suficiente para incoar un procedimiento administrativo útil. Resulta obvio que en esta información previa no se requiere un juicio de verdad sobre la existencia de la falta o infracción, para identificar a los presuntos responsables de esta o recabar elementos de juicio que permitan efectuar una intimación clara, precisa y circunstanciada, en suma, la investigación preliminar permite determinar si existe mérito suficiente para incoar un procedimiento administrativo útil. Resulta obvio que en esa información previa no se requiere un juicio de verdad sobre la existencia de la falta o infracción, puesto que, precisamente para eso está diseñado el procedimiento administrativo con el principio de verdad real… entre los fines de la investigación preliminar: "a) Determinar si existe mérito suficiente para abrir el respectivo procedimiento b) Identificar a los presuntos responsables cuando se trata de una falta anónima - en la que intervino un grupo determinable de funcionarios o servidores y c) Recabar elementos de juicio para formular el traslado de cargos o intimación", Jinesta Lobo Ernesto. Tratado de Derecho Administrativo. Procedimiento Administrativo. Tomo III, Editorial Jurídica Continental, San José Costa Rica, 2007, página 302 a 303. En ese sentido, a raíz de los actos de investigación resultaron atinentes a demostrar o descartar si el servidor Geovanny Rodríguez, sí durante el periodo en que se encontraba inhabilitado para el desempeño de cualquier tipo de actividad remunerada y no remunerada, pública o privada, tanto en su horario ordinario, como fuera de él, lo mismo que actividades académicas, físicas o recreativas que interfieran con la recomendación médica. Había incumplido con lo dispuesto en el Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del seguro de salud, situación que se descartó por completo algún actuar ilícito del funcionario investigado. Se tiene que, dentro de las competencias  de la oficina de Asuntos Internos, se tiene que mediante acuerdo del Consejo de Personal, N° 10-2016 del 12 de abril de 2016, artículo XVII, se estableció que dicha oficina, tramita las quejas o informaciones e instruye las causas disciplinarias que presenten contra el personal del OIJ. Asimismo, investiga en forma preliminar las informaciones sobre irregularidades o corrupción de estas personas, incluyéndose las jefaturas, con excepción de las personas Directoras Generales. Continúa indicándose que las investigaciones preliminares pueden surgir por diversos medios, siendo la información de carácter confidencial uno de ellos. En igual sentido la procedencia de las solicitudes de investigación podrán venir de diferentes órganos con competencia disciplinaria, entre los que se encuentra la Dirección General del OIJ. Y es que, bajo este supuesto, resultaba pertinente y coherente que la asignación de dicha investigación recayera en asuntos internos, pues esa sección es dependencia directa de la dirección del OIJ, en tanto las otras secciones del Organismo, dependen de la Jefatura del Departamento de Investigaciones Criminales, cuyo jefe es precisamente Geovanny Rodríguez sobre quien se estaba ordenando se realizara una investigación preliminar. En virtud de ello, se llega a la conclusión que el investigado Bolaños Córdoba, no realizó ninguna conducta irregular ni fuera del marco de sus competencias, siendo que además cumplió con las órdenes de sus superiores, lo que descarta que haya actuado de manera ilegal o arbitraria. Por todo lo antes expuesto, se estima que no existe mérito suficiente para la aplicación del régimen disciplinario, debiéndose en consecuencia, conforme al artículo 207 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, declarar sin lugar la queja y eximir de responsabilidad disciplinaria al encausado Alexander Bolaños Córdoba. Por la forma en que se resuelve no se entran a conocer los demás alegatos de apelación.
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En consecuencia, se acordó: 1.) Revocar parcialmente el acto administrativo y declarar sin lugar la queja contra el servidor Alexander Bolaños Córdoba. Y se confirma la declaratoria de sin lugar a favor de la servidora Alexandra Ledezma Venegas. 2.) Comuníquese al Tribunal de la Inspección Judicial, a la Dirección de Gestión Humana, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XI
DOCUMENTO N° 4974-16, 2668-18

[bookmark: _Toc508282890]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 1025-DE-2018 del 2 de marzo de 2018, remite copia de correo electrónico de fecha 28 de febrero de 2018, suscrito por la licenciada Carmen Molina Sánchez, Administradora Regional de Puntarenas, respecto al punto 1 del acuerdo tomado por este Consejo, en sesión N° 11-18 celebrada el 8 de febrero último, artículo LXIX, relacionado con el espacio físico del Juzgado Penal y la Fiscalía de Cóbano, el cual literalmente dice: 
“(…)

[bookmark: __DdeLink__151_1401526772]Mediante acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión extraordinaria Nº 37-13 (Presupuesto 2014), artículo XXXIII, celebrada el 17 de abril de 2013, se establece la necesidad de crear el Juzgado Penal en Cóbano, por lo cual, en atención a esta disposición y siguiendo con el trámite establecido por la institución, la Administración Regional de Puntarenas gestionada ante la Proveeduría Judicial el inicio de un procedimiento de contratación para arrendar un local para ubicar dicha oficina. La Proveeduría Judicial inicia el procedimiento N° 2014 LA-000031-PROV, no obstante, el mismo resulta infructuoso, razón por la cual posteriormente, se da inicio a un segundo procedimiento (N°2014 LA-000096-PROV), sin embargo, el resultado es idéntico al anterior, por lo cual el Departamento de Proveeduría toma la determinación de archivar la gestión hasta en tanto se ubique por parte de la Administración un posible interesado.

A partir de ese momento y hasta la fecha la Administración se dio a la tarea de buscar posibles oferentes, por un lado, en cada visita se realizaba un recorrido en los alrededores del Banco Nacional (punto central del pueblo), por otro lado, se solicitó a los compañeros de la zona mantenernos informados en caso de observar la construcción de un nuevo local, sin embargo, las condiciones se mantenían igual ya que Cóbano es un pueblo pequeño con poco crecimiento; no omito indicar que en múltiples ocasiones se conversó con la propietaria del local donde se ubica la misma Fiscalía, y se le solicitó valorar la posibilidad de construir dentro del terreno colindante y de su propiedad un nuevo local para ubicar al Juzgado Penal, lamentablemente, tampoco existió posibilidad o anuencia de su parte. 

Afortunadamente, el año pasado se presentó la posibilidad de dar inicio a un procedimiento de contratación, ya que se ubicó un posible interesado en construir un inmueble a la medida, razón por la cual de forma inmediata se gestionó ante el Departamento de Proveeduría el inicio del procedimiento, el cual al amparo de la licitación abreviada número 2017LA-000065-PROV, dio inicio a finales del año pasado.

En este momento el procedimiento se encuentra en el Departamento de Servicios Generales en la etapa de valoración de ofertas, siendo que se trata de una opción de construcción, tenemos altas expectativas de que se vaya a materializar y de esta forma poder brindar una solución definitiva al Juzgado Penal de Cóbano. 

Espero con esto aclarar su consulta, quedo atenta para atender cualquier consulta adicional o aclaración.

Aprovecho para informar que el licenciado Traña, juez del Juzgado Penal de Cóbano, es conocedor de nuestra gestión.”

[bookmark: _Toc508282889]- 0 -
En sesión Nº 11-18 celebrada el 8 de febrero del año 2018; artículo LXIX, -en lo que interesa-, se trasladó la gestión presentada por el licenciado Francisco Javier Traña Chaves, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Cóbano a la Dirección Ejecutiva, para que realizara un estudio en relación al espacio físico que existe entre el Juzgado Penal de Cóbano y la Fiscalía de esa localidad e informara a este Consejo lo que correspondiera. Asimismo se solicitó a la Oficina de Ambiente Laboral que el plazo de un mes a partir de la comunicación del citado acuerdo realizara una intervención en los despachos citados, donde valorara la necesidad de traslado de la servidora A A así como las medidas a adoptar para mejorar el ambiente laboral en dicho despacho, de lo cual debería rendir informe a este órgano.
Luego, en sesión Nº 14-18 celebrada el 20 de febrero del año 2018, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“(…)

Se acordó: Informar la Defensoría de los Habitantes de la República que: a) Este órgano, de conformidad con lo que establece el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, inciso 6°, mantuvo el traslado temporal con goce de salario y sustitución de la servidora D A A en la Administración Regional del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, hasta tanto se mantuvieran activas las medidas cautelares de la causa administrativa número 15-000777-0031-IJ. b) En ese sentido y por encontrarse firme la resolución de fondo y siendo que la fecha no se encuentra vigente otra medida cautelar, y debido a las limitaciones presupuestarias que enfrenta este Poder de la República, este Consejo dispuso reinstalar a la funcionaria en su puesto interino en el Juzgado Penal de Cóbano, con el fin de respetar sus derechos laborales. c.) Hacer del conocimiento de la Defensoría de los Habitantes, que este órgano está a la espera del informe solicitado a la Oficina de Ambiente Laboral en sesión N° 11-18 del 8 de febrero de 2018, artículo LXIX, en que realizará una intervención en la Fiscalía de Cóbano y en el Juzgado Penal de esa localidad, dentro del cual deberá valorar la posibilidad de traslado a otro despacho judicial de la servidora A A, y así como las medidas que se deberán de adoptar para mejorar el ambiente laboral en los citados despachos. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -
Se acordó: 1.-) Tomar nota de la gestión presentada por la Dirección Ejecutiva. 2.-) Estar a la espera del procedimiento de contratación que se encuentra en etapa de valoración a cargo del Departamento de Servicios Generales, lo anterior, a fin de poder arrendar un inmueble para el alojamiento del Juzgado Penal de Cóbano. 3.-) Hacer este acuerdo del conocimiento del Juzgado Penal y de la Fiscalía, ambos de la ciudad de Cóbano. 4.) Reiterar al Área de Ambiente Laboral de la Dirección de Gestión Humana remita a la brevedad el informe solicitado por este Consejo en sesión Nº 11-18 celebrada el 8 de febrero de 2018; artículo LXIX, en razón que encuentra pendiente remitir el informe de contestación a la Defensoría de los Habitantes de la República, respecto de la situación laboral de la servidora D A A. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XII
Documento N° 1739-18, 2659-18

[bookmark: _Toc508282892]Mediante oficio N° 936-DE-2018 del 27 de febrero de 2018, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, comunicó:
"En complemento al oficio 806-DE-2017, mediante el cual atendimos el oficio 1732-18, derivado del acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión No. 12-18, celebrada el pasado 13 de febrero de 2018, en su artículo II, correspondiente a la situación que se presentó en el Edificio Catedral, ubicado al costado norte de la Catedral Metropolitana, el día 9 del mes en curso, y con la finalidad de informar a los integrantes del Consejo Superior, me permito reseñar las tareas ejecutadas y que condujeron al reinicio de labores en esas instalaciones.

Acciones ejecutadas del día 20 al 26 de febrero.

El día 20 de febrero, se recibe el resultado del análisis del agua, ejecutado por el Laboratorio de Aguas del Instituto Nacional de Acueducto y Alcantarillado, en el cual se tiene que no existe presencia en el agua de coliformes fecales o de E-Coli, sin embargo, se señala que persisten trazos de una aeromona, específicamente en el tanque de almacenamiento del agua, no así en la red (cañería) del edificio. En reunión sostenida en instalaciones del Ministerio de Salud, se plantea la posibilidad de conectar el agua en forma directa, de tal manera que se abastece los pisos 1, 2 y 3, con el agua de Acueductos y Alcantarillados. Se realizan coordinaciones con el dueño del local, para atender lo acordado con el Ministerio de Salud.

El día 21 de febrero, se presentan en las instalaciones del Ministerio de Salud, representantes de la Dirección Jurídica y de la Dirección Ejecutiva, con la finalidad de presentar el escrito en el que se comunica el cumplimiento de una serie de pasos convenidos el día anterior, permitiendo un levantamiento parcial. 

El Doctor Hugo Guevara, Director Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana, deniega abrir el edificio, porque solicita como requisito adicional, un nuevo análisis a las aguas, en las que quede claramente establecido que el agua es apta para el consumo humano. En esta misma reunión, se recomienda, por parte de la Dirección Ejecutiva, la instalación de un tanque externo para el consumo de agua y dejar sin uso el que tiene las instalaciones.

Por lo anterior, y de forma inmediata, se coordina con el dueño del edificio, la instalación de un tanque auxiliar, y una vez conectado y probado todo, se ejecute un nuevo análisis, por parte del Laboratorio Nacional de Aguas. El dueño del local acepta la propuesta, y procede a la compra e instalación de un tanque con capacitada para 7500 litros y deposita el monto por los servicios del Laboratorio de Aguas.

El día 22 de febrero, se procedió al nuevo análisis de la calidad del agua, prueba ejecutada por parte del Laboratorio Nacional de Aguas, en la que se tomaron, por cada piso 2 muestras que serían utilizadas en la prueba de 24 horas, y se verificó la cantidad de cloro presente, tanto en el tanque auxiliar (colocado en la noche anterior) así como en la red (siete pisos y el sótano). Los resultados, estarían el día viernes 23 de febrero, al promediar la tarde. A estos efectos, se adjunta fotografía del tanque con capacidad para 7500 litros, así como una fotografía que corresponde a uno de los pisos en que se ejecutó la prueba de cloro (el color que se muestra, indica presencia de cloro y el equipo de medición, señaló 4.2, que es un valor aceptable para consumo humano).

 

El día 23 de febrero, a la 1:35 pm, se reciben los resultados de los análisis, en el que se demuestra que no existe contaminación de ningún tipo, razón por la que se presenta ante el Ministerio de Salud, un escrito, solicitando el levantamiento de la orden de clausura. Al ser las 2:45 pm, se recibe la orden de levantamiento y se inician las coordinaciones institucionales para reabrir los servicios, el lunes 26. Se incluyen los resultados y fotografía de la orden de levantamiento de clausura.







		


Es importante indicar, que la Sala Segunda, así como la gestora de la Reforma Laboral, Licenciada Lourdes Montenegro Espinoza y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, están armonizando un programa de audiencias, mediante el cual, se logren atender las audiencias que no fue posible ejecutar, durante el período de cierre del edificio."
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En sesión N° 12-18 celebrada el 13 de febrero de 2018, artículo II, ante la situación de emergencia ocurrida por la clausura que dictó el Ministerio de Salud del edificio Catedral, que alberga varios despachos que atienden la materia laboral del Primer Circuito Judicial de San José, mediante acta RCS-ARS-SEM-MTA-036-2018, se autorizó a los servidores y servidoras judiciales que laboran en el edificio Catedral para que se retiraran a sus casas hasta tanto se resolviera el brote de contaminación. 
Y al amparo de lo que dispone el artículo 81 inciso 24 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la emergencia decretada por el Ministerio de Salud, se trasladó al Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, el conocimiento de los asuntos urgentes que atienden esos despachos, tales como medidas cautelares y fueros especiales de protección, mientras se resolvía el problema suscitado en el edificio Catedral. 
Durante el período de clausura se suspendieron todas las diligencias judiciales y se prorrogaron los plazos.
Posteriormente, en sesión N° 14-18 del 20 de febrero de 2018, artículo XX, se tomó nota del informe N°806-DE-2018 presentado por la Dirección Ejecutiva, en que se reseñaron las tareas ejecutadas y coordinadas a raíz de la situación de emergencia que se presentó en el Edificio Catedral.
Además, se le solicitó al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional que a la brevedad posible realizara un plan para atender el atraso en los expedientes judiciales, por el cierre temporal del edificio Catedral.
Se acordó: Tomar nota del informe N° 936-DE-2018 presentado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIII
DOCUMENTO Nº 2560-18
[bookmark: _Toc508282895]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 934-DE-2018 del 27 de febrero de 2018, remitió oficio N° DJ-801-2018 suscrito por el máster David Zeledón González, Coordinador del Área Procedimiento Disciplinario y Jurisdiccionales de la Dirección Jurídica, mediante el que trasladó copia de oficio N° ADPb-1632-2018 suscrito por el licenciado Danny Alonso Méndez González, Abogado de la Procuraduría General de la República, donde informa que dentro del proceso judicial N° 14-000669-619-PE, tramitado por el delito de prevaricato, se dictó sobreseimiento definitivo y desestimación de la acción civil resarcitoria con condena contra Polybiótika S.A. y a favor de los demandados civiles y querellados, entre los que figura el Estado.
A continuación se transcribe el oficio N° ADPb-1632-2018 que literalmente dice:
“Como es de su conocimiento, la Procuraduría General de la República resultó victoriosa en el proceso judicial No. 14-000669-619-PE, tramitado por el delito de prevaricato, en donde se dictó la sentencia penal de las 15:00 horas del 06 de marzo del 2017 y la sentencia aditiva de las 17:59 horas del 05 de mayo del 2017. En dicho proceso se dictó sobreseimiento definitivo y desistimiento de la acción civil resarcitoria con condena en costas contra Polybiótika S.A, y a favor de los demandados civiles y querellados entre los que figura el Estado, montos que deberán liquidarse en el correspondiente proceso de ejecución de sentencia.

Sobre el particular, en cuanto a la interposición del proceso de ejecución que debe tramitar esta Procuraduría en vía Contencioso Administrativa; se realizó la consulta a la Procuradora General Adjunta y se determinó que, en apego a un uso racional y eficiente de los recursos públicos, se autorizó al procurador Pablo Arguedas Valerín, para no interponer la demanda de ejecución de sentencia para cobrar el pago de costas condenadas en sentencia contra Polybiótika S.A. Ester Herminia Casanueva López-y Gerardo Lara Solórzano. Lo anterior en virtud de que los bienes registrados a nombre de los condenados soportan decretos de embargo, embargos practicados, demandas e hipotecas en procesos judiciales que poseen prioridad en la recuperación de sus adeudos, sobre las pretensiones del Estado de cobrar las costas condenadas a favor en el proceso de cita; así mismo, los vehículos registrados tienen un valor comercial reducido y considerando que los señores Casanueva y Lara no aparecen cotizando con patrono alguno ante la CCSS, los esfuerzos, para recuperar algún monto económico son inciertos, quizás inútiles e infructuosos y no solo no se lograría la recuperación sino que implicaría que el Estado debe asumir gastos adicionales. Hago de su conocimiento la determinación tomada, para lo que corresponda.

(…)”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva; en consecuencia tener por desestimada la acción civil resarcitoria contra Polybiótika S.A., dentro del proceso judicial N° 14-000669-619-PE. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Procuraduría General de la República. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIV
DOCUMENTO N° 7472-18, 2551-18

[bookmark: _Toc508282898]El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director interino y la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora del Área Contratación Administrativa, ambos de la Dirección Jurídica, mediante oficio N° 107-DJ/CAD-2016 del 23 de febrero de 2018, informaron lo siguiente: 
“En atención al oficio de esa Secretaría N° 1883-18 de 19 de febrero anterior, en el que se transcribió lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 13-18 celebrada el 14 de febrero de 2018, artículo XXVII, respecto del contrato de adiestramiento N° 118-AD-17, suscrito entre el Poder Judicial y el servidor Sergio Mora Elizondo, nos permitimos manifestar lo siguiente:

I.- ANTECEDENTES DEL CASO:

Según la revisión pormenorizada de las respectivas diligencias, se determinaron los siguientes hechos relevantes, a considerar para el criterio de esa Dirección:

1) Mediante oficio N° 239-SG-2017 del 22 de junio de 2017, el servidor Ing. Sergio Mora Elizondo solicitó al Consejo Superior permiso sin goce de salario, para realizar estudio de posgrado en la Universidad de Cantabria, España, por el período comprendido entre el 1° de octubre de 2017 al 30 de setiembre de 2018.

2) En oficio de la Secretaría de la Corte N° 7330-17 se trasladó la gestión del servidor Mora Elizondo, al Departamento de Personal a fin de que se pronunciaran al respecto.

3) En sesión del Consejo de Personal N° 18-17, celebrada el 18 de julio de 2017, artículo XI, se conoció la gestión del señor Mora Elizondo, y “se acordó: aprobar la solicitud del Ing. Sergio Mora Elizondo.”

4) Por oficio N° CP-103-2017, del 19 de julio de 2017, el Consejo de Personal comunicó el acuerdo anterior al Consejo Superior, y este en sesión N° 71-17, celebrada el 1° de agosto de 2017, artículo XLVI, acordó: “1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo de Personal en sesión N° 18-17, del 18 de julio de 2017, artículo XI. 2.) De conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conceder permiso sin goce de salario y sustitución al servidor Sergio Mora Elizondo, Ingeniero Electromecánico en la Sección de Arquitectura e Ingeniería del Departamento de Servicios Generales, a partir del 1 de octubre del 2017 y hasta el 30 de setiembre de 2018, para que realice la Maestría "Tecnología y Gestión de la Edificación” en la Universidad de Cantabria, España; en el entendido que el citado servidor debería suscribir el contrato de adiestramiento respectivo. La Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Servicios Generales, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara firme este acuerdo.” (Énfasis agregado)

5) En virtud de los términos indicados por el Consejo Superior, el servidor Mora Elizondo, procedió a suscribir el contrato de adiestramiento N° 118-AD-17, en fecha 4 de octubre de 2017, el cual consiste en las siguientes cláusulas:

“PRIMERA: "La Corte" concedió a "La persona beneficiaria" permiso sin goce de sueldo a partir del 01 de octubre de 2017 hasta el 30 de setiembre de 2018 (inclusive)  para separarse del ejercicio del cargo que ocupa actualmente con el fin de que realice estudios de Maestría de "Tecnología y Gestión de la Edificación" de la Universidad de Cantabria, España, siendo que por algún motivo, atribuible o no a "La persona beneficiaria", deba abandonar la maestría, el permiso se limitará hasta ese momento. 

SEGUNDA: "La persona beneficiaria" dedicará la capacidad intelectual y física necesaria al estudio de la materia ya indicada, y se obligará, no solo a solo a obtener el título correspondiente una vez finalizada la Maestría de "Tecnología y Gestión de la Edificación". sino también deberá seguir prestando sus servicios al Poder Judicial en la forma que lo disponen la Ley y el Reglamento respectivo. En el caso concreto, al ser la licencia sin goce de salario los prestará durante un tiempo igual al de dicha licencia y en el mismo puesto en el que se encontraba al momento en que se le concedió el permiso: salvo que por disposición de "La Corte" o del Consejo Superior, por medio de los trámites legales. pase a servir otro cargo de acuerdo con los conocimientos adquiridos y las necesidades del servicio del Poder Judicial. 

TERCERA: Corresponde al Subproceso Gestión de la Capacitación solicitar "La persona beneficiaria" impartir los conocimientos adquiridos mediante cursos y conferencias organizadas por esta dependencia, o bien, en otros lugares que "La Corte" disponga. De igual manera, deberá la institución requerirle a la "La persona beneficiaria" publicar por lo menos un artículo en la Revista Judicial o en cualquier otro medio institucional, durante la vigencia del contrato, cuya eficacia será hasta cumplido el término de un año desde la suscripción de este. 

CUARTA: "La persona beneficiara" se obliga a presentar en abril de 2018 ante el Consejo de Personal con copia al Subproceso Gestión de la Capacitación, un informe de los resultados parciales de sus estudios, y copia de los documentos expedidos por el centro educativo, donde se demuestre la veracidad de la información presentada. La omisión de este informe, será motivo suficiente para rescindir de este contrato. 

QUINTA: "La persona beneficiara" se compromete en un plazo no mayor a tres meses a partir de la conclusión de los estudios y obtención del título correspondiente, a presentar al Consejo de Personal con copia al Subproceso Gestión de la Capacitación, un informe final detallado sobre los estudios realizados. Asimismo, deberá presentar ante la Biblioteca Judicial un ejemplar del Trabajo Final de Graduación y presentar comprobante de entrega al Subproceso Gestión de la Capacitación. 

SEXTA: "La persona beneficiara" disfrutará como vacaciones las que conceda el centro universitario al que asista, de conformidad con lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión celebrada el 06 de julio de 1998, artículo IX. 

SÉTIMA: "La persona beneficiaria" hace formal renuncia de su domicilio para cualesquiera consecuencias y efectos de este contrato. 

OCTAVA: En cumplimiento de lo que establece el artículo 22 del Reglamento de Becas y Permisos de Estudios citado, "La persona beneficiaria" declara que durante los últimos tres años no ha disfrutado becas o facilidades de adiestramiento otorgadas por el Poder Judicial. 

NOVENA: Este contrato se suscribe y formaliza de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión No. 71-17, celebrada el 01 de agosto de 2017, artículo XLVI.”

6) Seguidamente, mediante correo electrónico de fecha 25 de enero de 2018, el Ing. Mora Elizondo comunicó a la Dirección de Gestión Humana lo siguiente:

“De conformidad al acuerdo del Consejo Superior N° 71-17 celebrado el 1 de agosto de 2017 en el cual me fue concedido un permiso sin goce de salario del 1 de octubre del 2017 y hasta el 30 de setiembre de 2018, para realizar la Maestría "Tecnología y Gestión de la Edificación” en la Universidad de Cantabria, España; me permito comentarles lo siguiente,

Actualmente me encuentro cursando el primero de dos cuatrimestres establecidos para el cumplimiento del programa Máster Internacional, el cual incluye tres de las seis asignaturas establecidas para dicho postgrado. 

Sin embargo, he de informarles que por motivos de fuerza mayor debo abandonar los estudios y regresar a Costa Rica, ya que seguir no está dentro de mis posibilidades(…) 

Debido a lo anterior expuesto y basándome en la primera cláusula del contrato de adiestramiento 118-AD-17 firmado entre las partes, les solicito de manera vehemente suspender el permiso otorgado a este servidor a partir del 26 de febrero de 2018, fecha en la cual inicia el segundo cuatrimestre que incluye las Asignaturas 4, 5 y 6 pendientes por cursar. Para ello adjunto el calendario establecido del postgrado.

Cabe indicar que las dos semanas previas a esa fecha son de vacaciones del Máster, las cuales según cláusula seis del contrato de adiestramiento estoy en derecho de disfrutar y considero necesarias para conclusión de trabajos de asignatura y temas de desalojo, traslado e instalación tanto de mi persona como mi familia en Costa Rica.”	

7) Ante lo solicitado por el servidor Mora Elizondo, el Consejo Superior, en sesión N° 13-18 celebrada el 14 de diciembre de 2018, artículo XXVII, acordó suspender el permiso sin goce de salario otorgado al Ing. Mora Elizondo, a partir del 26 de febrero en curso, día en el cual el servidor deberá reincorporarse a su puesto en la institución; y se ordenó a esta Dirección, emitir el criterio jurídico correspondiente, sobre los efectos del contrato de adiestramiento suscrito por el señor Mora Elizondo, dada la solicitud de suspensión del permiso y la no conclusión de los estudios que dieron origen a ese permiso sin goce de salario.

II.- CRITERIO DEL ÁREA DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Para considerar los hechos descritos, es importante recordar que la figura del contrato, en derecho ostenta un carácter sinalagmático. Esto es, que el contrato enmarca una relación bilateral de obligaciones, en la cual existe una prestación a dar por una de las partes, y una contraprestación a rendir por la otra parte.

A partir del contrato como origen de obligaciones contraídas por dos partes, de manera voluntaria, y referidas estas obligaciones a objetos válidos dentro del Ordenamiento Jurídico, la normativa otorga a las obligaciones contractuales, fuerza de Ley entre las partes, por lo que sus efectos son exigibles de manera coercitiva, incluso en la vía judicial correspondiente. 

Dicho lo anterior, los contratos de adiestramiento implementados por el Poder Judicial para suscribir con las personas servidoras, se emplean en los casos en que el Poder Judicial les otorga beneficios académicos (prestación), como el pago de los cánones de estudio, viáticos, permiso con goce de salario, en fin todos los rubros posibles según el caso y de acuerdo al programa de becas de que se trate. Esto, con el fin de que el servidor beneficiario, al gozar de los rubros descritos, se obligue a retribuir a la institución una contraprestación por ese beneficio académico recibido, y todo con el fin de satisfacer de una mejor manera los fines institucionales. 

De lo esbozado supra nace el elemento sinalagmático que define a toda relación contractual, y que al tratarse de contratos de adiestramiento, los beneficiarios se obligan a ciertas condiciones, como permanecer en el puesto por un tiempo dado, transmitir el conocimiento adquirido, y en caso de no cumplir con estas obligaciones, se usa establecer una cláusula de carácter penal, en la que se establece en términos monetarios, lo que deberá devolver el servidor a la institución, en caso de no cumplir con las obligaciones emanadas del contrato de adiestramiento, y por ocasión del beneficio académico dado a la persona por parte del Poder Judicial.

En el caso que nos ocupa, según se desprende de lo informado por el servidor Mora Elizondo al Departamento de Personal, los estudios superiores que pretendía cursar, y para los cuales estaba solicitando permiso sin goce de salario, se referían a estudios enteramente procurados y costeados por el servidor y la universidad de Cantabria de España, por lo que el fondo de la solicitud del señor Mora, se encaminaba a que la Administración enmarcara el permiso sin goce de salario solicitado, en el supuesto académico del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y así se le otorgara el año completo de permiso solicitado. 

En ese sentido, al no existir beneficio académico monetario alguno otorgado por el Poder Judicial, sea pago de cánones universitarios, viáticos, salarios por ese período, y ningún otro de esa naturaleza, para criterio de esta Dirección no procedía la suscripción de un contrato de adiestramiento, por cuanto el servidor no se constituyó en un “beneficiario”.

No obstante lo anterior y en virtud de que, en acatamiento de lo dispuesto por el Consejo Superior al otorgar el permiso sin goce de salario, el servidor voluntariamente firmó el contrato de adiestramiento, o sea que nació a la vía jurídica, esta Dirección ha analizado las respectivas cláusulas, y se determinó que pese a la nugatoriedad de las mismas, se observa la posibilidad de que el contrato sea rescindido, de acuerdo a la cláusula cuarta del documento. La referida cláusula contempla la posibilidad de que se rescinda el contrato, en caso de que el servidor no presente el informe parcial de calificaciones; y dado que el señor Mora ha interrumpido sus estudios, la presentación de ese informe parcial, naturalmente no se presentará, por lo que en aplicación de lo dispuesto por la cláusula de comentario, el contrato quedaría de manera automática rescindido, y por las particularidades del caso concreto, esta rescisión operaría sin responsabilidad para ninguna de las partes.

Cabe señalar que, en el momento que el señor Mora Elizondo pretenda continuar con sus estudios de posgrado (en las mismas condiciones de becado por la Universidad de Cantabria y costeado por sí mismo), y requiera para ello un permiso sin goce de salario, este debe solicitarse y tramitarse, en observancia de las normas atinentes, sea el artículo 44 de la norma de cita, y no se deberá firmar contrato de adiestramiento. 

III.- CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN:

En síntesis, el Ing. Sergio Mora Elizondo, solicitó un permiso sin goce de salario para cursar estudios de posgrado por un año, los cuales serían costeados por la Universidad de Cantabria, España, y su mismo peculio. El Consejo Superior otorgó el permiso sin goce de salario y ordenó la firma de un contrato de adiestramiento, pese a que el señor Mora Elizondo, no estaba en el supuesto de “beneficiario”.

Así las cosas, pese a que el contrato de adiestramiento firmado es esencialmente nugatorio, al no configurarse el elemento sinalagmático por falta de una prestación de la Administración al servidor, que haga exigible las contraprestaciones contractuales consignadas; se recomienda aplicar la cláusula cuarta del documento en cuestión, la cual contempla la posibilidad de rescindir la relación contractual, quedando así automáticamente sin efecto el contrato de adiestramiento N°118-AD-17, suscrito entre el Poder Judicial y el servidor Sergio Mora Elizondo, dado que no habría responsabilidad de ninguna de las partes, y por ende ningún cumplimiento para exigir.”

[bookmark: _Toc508282897]- 0 -
En sesión N° 71-17 celebrada el 1 de agosto de 2017, artículo XLVI, se tomó nota del acuerdo adoptado por el Consejo de Personal en sesión N° 18-17, del 18 de julio de 2017, artículo XI y de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se concedió permiso sin goce de salario y sustitución al servidor Sergio Mora Elizondo, Ingeniero Electromecánico en la Sección de Arquitectura e Ingeniería del Departamento de Servicios Generales, a partir del 1 de octubre del 2017 y hasta el 30 de setiembre de 2018, para que realizara la Maestría "Tecnología y Gestión de la Edificación” en la Universidad de Cantabria, España; en el entendido que el citado servidor debía suscribir el contrato de adiestramiento respectivo.
[bookmark: _Hlk506796463]Posteriormente, en sesión N° 13-18 celebrada el 14 de febrero del 2018, artículo XXVII, se dejó sin efecto el permiso sin goce de salario concedido al licenciado Sergio Mora Elizondo, Profesional de la Sección de Arquitectura e Ingeniería en sesión N° sesión N° 71-17 celebrada el 1 de agosto de 2017, artículo XLVI, a partir del 26 de febrero de 2018 por las razones que se indicaron, en el entendido que deberían reincorporarse a sus labores en la citada fecha. Se hizo de  conocimiento de la Dirección Jurídica, para que analizara los efectos que conlleva la recisión de dicho permiso, a la luz del contrato de adiestramiento que firmó el gestionante.
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por la Dirección Jurídica y con base a la recomendación que se hace aplicar la cláusula cuarta del contrato de adiestramiento N°118-AD-17, la cual contempla la posibilidad de rescindir la relación contractual, quedando así automáticamente sin efecto el citado contrato, suscrito entre el Poder Judicial y el servidor Sergio Mora Elizondo, por cuanto no habría responsabilidad de ninguna de las partes, y por ende ningún cumplimiento para exigir. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Mora Elizondo.
Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XV
DOCUMENTO N° 10096-11, 2736-18

[bookmark: _Toc508282901]La licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora de Área de Contratación Administrativa, mediante oficio N° 917-DJ/CAD-2017 del 6 de marzo de 2018 gestionó:
“Para que por su digno medio se haga del conocimiento de las y los señores integrantes del Consejo Superior, adjunto el proyecto de "Addendum al Contrato de Arrendamiento para alojar al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y la Defensa Pública de Hatillo, N° 03-AR-05", a suscribir entre el Poder Judicial y la señora Teresita Hurtado Arroyo, cédula 1-0381-0852, apoderada generalísima sin límite de suma de la sociedad denominada H.C. TRANSPORTACIÓN MARÍTIMA SOCIEDAD ANÓNIMA, cédula jurídica 3-101-110927.

Lo anterior a solicitud de la licenciada Muren Venegas Méndez, Jefa del Subproceso de Licitaciones del Departamento de Proveeduría, mediante oficio No. 720-DP/02-2016, donde solicitó la confección de este addendum, a efecto de formalizar la prórroga tácita del contrato de arrendamiento.

No omito manifestar que en el momento que sea remitida a esta Dirección Jurídica la aprobación del Consejo, se continuará con el trámite de suscripción del addendum.

[bookmark: _Toc508282900]- 0 -

En sesión N° 87-11 del 13 de octubre de 2011, artículo XXVI, se aprobó el addendum al contrato Nº 03-AR-05, denominado, "Addendum al Contrato de Arrendamiento para alojar al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y la Defensa Pública de Hatillo", a suscribir entre el Poder Judicial y  la sociedad "H.C. Transportación Marítima S.A.
Posteriormente, en sesión 59-12 del 19 de junio del 2012, se solicitó informe al Departamento de Proveeduría, en relación con lo externado por la licenciada Teresita Hurtado Arroyo, Representante de la Empresa H.C. Transportación Marítima S.A, respecto a un nuevo contrato con la empresa propietaria del inmueble.
Luego, en sesión 68-12 celebrada el 26 de julio de 2012, artículo IV, se mantuvo lo resuelto en sesión N° 59-12 celebrada el 19 de junio del año 2012, artículo XLVII y se solicitó al Departamento de Proveeduría que tramitara el arrendamiento de un nuevo local en donde ubicar el Juzgado Civil, Trabajo y de Familia de Hatillo.
Finalmente, en sesión N° 24-15 celebrada el 17 de marzo del año 2015, artículo LXIX, se autorizó la suscripción del "Addendum al Contrato de Arrendamiento para alojar al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y la Defensa Pública de Hatillo, N° 03-AR-05", a suscribir entre el Poder Judicial y la sociedad "H.C. Transportación Marítima Sociedad Anónima.
Se acordó: Aprobar el Addendum al “Contrato de Arrendamiento para alojar al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y la Defensa Pública de Hatillo, N° 03-AR-05", a suscribir entre el Poder Judicial y la señora Teresita Hurtado Arroyo, apoderada generalísima sin límite de suma de la sociedad denominada H.C. Transportación Marítima Sociedad Anónima.
Las Direcciones Ejecutiva y Jurídica, así como los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc508282904]ARTÍCULO XVI
Documento N° 4003-12, 2670-18

Por medio de oficio N° DJ-AJ-784-1018 del 5 de marzo de 2018, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y el licenciado Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador del Área de Análisis Jurídico, informaron:
[bookmark: _Hlk508180804]"Le remito la respuesta a la consulta realizada, mediante el oficio N° 1714-2018 del 14 de febrero del 2018, suscrito por el señor Kenneth Aguilar Hernández, Secretario General interino. En el citado oficio se solicita a la Dirección Jurídica en el plazo de 10 días hábiles, emita un informe, considerando la normativa general de Control Interno, así como las leyes que regulan el pago de prohibición, respecto así (sic) el ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información de la Auditoría Judicial, puede realizar actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales. 

I.          De la Gestión.

En oficio N° 1714-2018 del 14 de febrero del 2018, suscrito por el señor Kenneth Aguilar Hernández, Secretario General interino, expone:

“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 9-18 celebrada el 1 de febrero del 2018, que literalmente dice:

[bookmark: _Toc505017851]“ARTÍCULO XXV

[bookmark: _Hlk506369860]DOCUMENTO N° 14421/17, 797-18

En sesión 109-17 del 5 de diciembre de 2017, artículo LIV, se solicitó criterio a la Contraloría General de la República, como superior de las Auditorías Internas y Órgano Fiscalizador, conforme a la normativa general de Control Interno, así como las leyes que regulan el pago de prohibición, respecto si las personas auditoras y en el caso específico del ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información, de la Auditoría, pueden realizar actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales.

En relación con lo anterior, la licenciada Mónica Hernández Morera, Fiscalizadora de la Dirección Jurídica de la Contraloría General de la República, en oficio N° DJ-0051 del 23 de enero de 2018, indicó:

“Se refiere este despacho a su oficio n° 13811-2017 con fecha de 12 de diciembre de 2017, recibido en esta Contraloría General el día 21 de diciembre del 2017, mediante el cual se transcribe el acuerdo tomado por el Concejo Superior del Poder Judicial, en la sesión n° 109-17 celebrada el 05 de diciembre del año 2017, donde se dispuso:

“1.) Solicitar criterio a la Contraloría General de la República, como superior de la Auditorías Internas y Órgano Fiscalizador, conforme a la normativa general de Control Interno, así como las leyes que regulan el pago de prohibición, respecto (sic) si las personas auditoras y en el caso específico del ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información, de la Auditoría, pueden realizar actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales. (...)”

En atención a la consulta planteada, debe advertirse que en el ejercicio de la potestad consultiva de la Contraloría General, regulada en el artículo 29 de la Ley Orgánica (Ley n.º 7428 del 4 de setiembre de 1994), el órgano contralor, en el ámbito de sus competencias, atiende las consultas que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b), del artículo 4, de la indicada ley.

Al respecto, el “Reglamento sobre la recepción y atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”, R-DC-0197-2011 de las 8:00 horas del 13 de diciembre de 2011, establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas como parte del ejercicio de la competencia consultiva.

Concretamente, el artículo 8 de dicho reglamento contempla los requisitos necesarios para la presentación de una consulta ante la Contraloría General de la República, entre los que se citan en lo de interés:

“Artículo 8º—Requisitos para la presentación de las consultas. Las consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: (...) 2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. (...)”

Del documento recibido se desprende con claridad que la presente gestión consultiva no cumple los requisitos reglamentarios para poder ser admitida ante este órgano contralor, lo anterior por las razones que de seguido se indican.

Al respecto, incumple su consulta con el inciso 2) del artículo 8 supra mencionado, pues la misma no se presenta en términos generales, sino que se solicita criterio para resolver una serie de aspectos en concreto. Obsérvese que se detallan acontecimientos particulares, así por ejemplo que el Concejo Superior otorgó permiso a un funcionario de la Auditoría Interna para crear una empresa, se relata sobre la existencia de un procedimiento disciplinario y se mencionan los hechos que en concreto motivaron el dicho procedimiento.

Brindar un criterio respecto de la situación planteada no sólo implicaría resolver situaciones jurídicas concretas, sino que vendría a desnaturalizar la función consultiva que tiene como propósito inicial emitir criterios jurídicos en materia de Hacienda Pública que sirvan de insumo en la toma de decisiones para la Administración Pública consultante y no como ocurre en la especie donde se expone un caso sobre el cual no corresponde pronunciamiento de esta Contraloría General, por lo que la función asesora no tendría ninguna razón de ser.

En este sentido, debe mencionarse que una de las principales razones por las cuales la Contraloría General no entra a definir situaciones concretas del sujeto consultante, en el marco del ejercicio de esta función asesora, es que no solo estaría sustituyendo a quien le compete tomar las decisiones, sino también porque fácilmente podría adoptarlas sin estar suficientemente informada de aspectos esenciales del caso.

Asimismo, se aclara al consultante que esta Contraloría General no es superior jerárquico de las auditoría interna, sino que, de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la Ley General de Control Interno, el auditor y subauditor internos dependen orgánicamente del máximo jerarca del ente u órgano respectivo.

Corolario de lo anterior, se concluye que al incumplir su consulta con los requisitos establecidos resulta inadmisible. Así las cosas y, atendiendo lo establecido en el artículo 9 de la misma normativa, se rechaza la presente gestión y se procede a su archivo sin más trámite.

Finalmente, le recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio más oportuno y eficiente en la atención de su gestión. El mismo lo encuentra en nuestro sitio web www.cgr.go.cr.”

- 0 -

[bookmark: _Hlk506369826]Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la Dirección Jurídica de la Contraloría General de la República. 2.) Solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que en el plazo de 10 días hábiles, emita un informe, considerando la normativa general de Control Interno, así como las leyes que regulan el pago de prohibición, respecto así el ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información de la Auditoría Judicial, puede realizar actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales.” …”

II.        Antecedentes.

1.-  Acta del Consejo Superior N° 43, del 13 de mayo de 2012, artículo LXXV, indica lo siguiente:

“Mediante nota del 18 de abril del año en curso, el ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información, comunicó: 

“Para que se haga de conocimiento del Consejo Superior y se decida al respecto, en el presente oficio expongo una consulta relacionada al rubro de prohibición que se me paga como ingeniero de sistemas informáticos en mi puesto propietario de auditor de tecnología de información. 

Tengo claridad de que no puedo ejercer de forma liberal mi profesión de ingeniero de sistemas informáticos ni siquiera fuera de las horas laborales de la institución, sin embargo, de forma autodidacta he aprendido sobre varios temas ajenos a mi carrera, entre los cuales está el emprendedurismo y el diseño gráfico por computadora, los cuales me interesa practicar de forma lucrativa durante las horas no laborales de la institución. 

El diseño gráfico por computadora si bien obviamente requiere de herramientas informáticas, es un tema que no se ve en ninguna de las materias que conforman la carrera de ingeniería de sistemas informáticos a nivel de bachillerato o licenciatura, es una carrera totalmente aparte, y además no tiene relación alguna con las funciones que desempeño en la institución, por lo que considero que practicar dicho arte de forma lucrativa no sería incompatible con la prohibición que se me paga por ejercer mi carrera de ingeniero de sistemas informáticos. 

La intención es formar una sociedad anónima de la cual yo sería accionista, con el objetivo de ofrecer productos tales como paquetes de imagen corporativa y diseño de animaciones para sitios web, para lo cual se contrataría un administrador que coordine a los demás diseñadores, fotógrafos y otros empleados, por lo que yo me abstendría de dedicar tiempo a la empresa en horas laborales de la institución. 

Además, cabe indicar que el mercado meta serían las pequeñas y medianas empresas, por lo que no se venderían productos o servicios al estado. 

Expuesto el caso anterior, esperando que coincidan conmigo en que ejercer dicho arte de forma lucrativa no es incompatible con la prohibición que se me paga, solicito autorización para seguir adelante con el proyecto.” 
-0-

Se acordó:   Comunicar al ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo que bien puede crear una empresa, sin embargo según lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, y así lo ha indicado este Consejo, no puede desempeñar en ella labores relacionadas con las funciones que realiza en el Poder Judicial.  En todo caso, si lo considerara oportuno, puede solicitar el criterio a la Contraloría General de la República, ente que le corresponde interpretar el alcance de los conflictos de intereses en la función pública, de conformidad con la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito.” (Énfasis agregado).

III.     Normativa aplicable.

Ley Orgánica del Poder Judicial, menciona:

“ARTICULO 9.- Se prohíbe a todos los funcionarios y empleados del Poder Judicial:

1.- Ejercer, fuera del Poder Judicial, la profesión por la que fueron nombrados, con derecho a recibir por ello, en los casos en que legalmente corresponda, pago por dedicación exclusiva o prohibición, aunque estén con licencia, salvo en los casos de excepción que esta Ley indica.

La prohibición a que se refiere este inciso no será aplicable a los profesionales que la Corte autorice, siempre que no haya superposición horaria y no se desempeñen como administradores de justicia o sus asesores, fiscales o defensores públicos, jefes de oficina, ni en otros cargos en que la Corte lo considere inconveniente. Los profesionales autorizados no percibirán sobresueldo por dedicación exclusiva ni por prohibición; tampoco podrán reingresar a ninguno de estos regímenes. 

2.- Facilitar o coadyuvar, en cualquier forma, para que personas no autorizadas por la ley ejerzan la abogacía, o suministrarles a estas datos o consejos, mostrarles expedientes, documentos u otras piezas.

Será destituido de su cargo, el funcionario o empleado que incumpla lo establecido en los incisos 1) y 2) de este artículo.

3.- Desempeñar cualquier otro empleo público. Esta prohibición no comprende los casos exceptuados en la ley ni el cargo de profesor en escuelas universitarias, siempre que el Consejo Superior del Poder Judicial así lo autorice y las horas lectivas que deba impartir, en horas laborales, no excedan de cinco por semana.

4.- Dirigir felicitaciones o censura por actos públicos, a funcionarios y corporaciones oficiales. Se exceptúan los asuntos en que intervengan, en defensa de intereses legítimos y derechos subjetivos y en los casos en que la ley lo permita.

5.- Cualquier participación en procesos políticos electorales, salvo la emisión de su voto en elecciones generales.

6.- Tomar parte activa en reuniones, manifestaciones y otros actos de carácter político electoral o partidista, aunque sean permitidos a los demás ciudadanos.

7.- Interesarse indebidamente y de cualquier modo, en asuntos pendientes ante los tribunales, o externar su parecer sobre ellos.

8.- Servir como peritos en asuntos sometidos a los tribunales, salvo si han sido nombrados de común acuerdo por todas las partes o en causas penales, o si deben cumplir esa función por imperativo legal. En ningún caso, podrán recibir pago por el peritaje rendido.

9.- Recibir cualquier tipo de remuneración de los interesados en un proceso, por actividades relacionadas con el ejercicio del cargo.

Los servidores que incurran en los hechos señalados en este artículo serán corregidos disciplinariamente, según la gravedad de la acción, con una de las sanciones establecidas en el artículo 195 de la presente Ley. 

Las prohibiciones a las que se refieren los incisos 1) y 3) no son aplicables a los servidores que no se desempeñen a tiempo completo.

Ley General de Control Interno, Ley N° 8292.

“Artículo 34.-Prohibiciones. El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría interna, tendrán las siguientes prohibiciones:

a) Realizar funciones y actuaciones de administración activa, salvo las necesarias para cumplir su competencia.

b) Formar parte de un órgano director de un procedimiento administrativo.

c) Ejercer profesiones liberales fuera del cargo, salvo en asuntos estrictamente personales, en los de su cónyuge, sus ascendientes, descendientes y colaterales por consanguinidad y afinidad hasta tercer grado, o bien, cuando la jornada no sea de tiempo completo, excepto que exista impedimento por la existencia de un interés directo o indirecto del propio ente u órgano. De esta prohibición se exceptúa la docencia, siempre que sea fuera de la jornada laboral.

d) Participar en actividades político-electorales, salvo la emisión del voto en las elecciones nacionales y municipales.

e) Revelar información sobre las auditorías o los estudios especiales de auditoría que se estén realizando y sobre aquello que determine una posible responsabilidad civil, administrativa o eventualmente penal de los funcionarios de los entes y órganos sujetos a esta Ley. 

Por las prohibiciones contempladas en esta Ley se les pagará un sesenta y cinco por ciento (65%) sobre el salario base.”

IV.      Criterio:

[bookmark: _Hlk506991506]Se solicita a la Dirección Jurídica del Poder Judicial que, en el plazo de 10 días hábiles, emita un informe, considerando la normativa general de Control Interno, así como las leyes que regulan el pago de prohibición, respecto así el ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información de la Auditoría Judicial, puede realizar actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales.

1.-  Sobre la prohibición.

La Dirección Jurídica en reiterados criterios ha explicado la diferencia en relación con el concepto de prohibición y dedicación exclusiva. Tema que es necesario aclarar en este criterio y para ello debe remitirse a varias normas en donde se encuentren reguladas.
   
Sobre la prohibición tenemos el artículo 9 y 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que, nos habla sobre prohibición de los funcionarios y empleados del Poder Judicial: ejercer, fuera del Poder Judicial, la profesión por la que fueron nombrados; facilitar o coadyuvar, en cualquier forma, para que personas no autorizadas por la ley ejerzan la abogacía; desempeñar cualquier otro empleo público; dirigir felicitaciones o censura por actos públicos; cualquier participación en procesos políticos electorales, tomar parte activa en reuniones, manifestaciones y otros actos de carácter político electoral o partidista; interesarse indebidamente y de cualquier modo, en asuntos pendientes ante los tribunales, o externar su parecer sobre ellos; servir como peritos en asuntos sometidos a los tribunales; recibir cualquier tipo de remuneración de los interesados en un proceso;, por actividades relacionadas con el ejercicio del cargo. Así mismo, no podrán ejercer la profesión los servidores propietarios de los Poderes Ejecutivo y Judicial, del Tribunal Supremo de Elecciones, de la Contraloría General de la República, de la Procuraduría General de la República y de las municipalidades, salvo en sus propios negocios y en los de sus cónyuges, ascendientes o descendientes, hermanos, suegros, yernos y cuñados. 

En concreto se tiene como prohibición la retribución en los casos donde la Ley misma dispone la afectación al Régimen de Prohibición, de modo que, al cumplirse los presupuestos legales o académicos –o ambos- establecidos para su procedencia, el otorgamiento resulta oficioso, según la proporción o porcentaje salarial dispuestos por la normativa determinada, sin que la Administración de Justicia pueda otorgarla en forma discrecional ni la persona servidora judicial renunciar a ella. Incluso, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución N° 2017005548, señala que:

“el régimen de prohibición constituye un impedimento legal para que el funcionario público ejerza en forma liberal la profesión, de modo que el funcionario no tiene ese ámbito de decisión que caracteriza al régimen de la dedicación exclusiva: obligatoriamente está sujeto a lo dispuesto en la ley. En virtud de su naturaleza jurídica, bien puede decirse que la prohibición es inherente a la relación de servicio público. En este tema, los accionantes deben tener presente que estos asuntos contienen un hondo contenido de los valores democrático que informan al Estado costarricense -artículo 1° de la Constitución Política-, en tanto imponen la necesidad de la imparcialidad en el funcionamiento del Estado, como derivado del principio de legalidad, objetividad y respeto de los derechos fundamentales de los ciudadanos. En este sentido, es importante señalar que el artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad, así como también sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, que constituye el fundamento de las incompatibilidades; de manera que el servidor público no puede estar en una situación donde haya conflicto o colisión entre intereses públicos y privados. Pero también es importante resaltar que el régimen de prohibición para ejercer la profesión tiene -ante todo-, un profundo contenido moral y ético; lo que se traduce en la prohibición de que NINGÚN FUNCIONARIO PÚBLICO PUEDE ACTUAR PARA SU PROPIO BENEFICIO en el ejercicio de sus competencias públicas…” (Énfasis agregado).

Por otra parte, tenemos la retribución por dedicación exclusiva que, se entenderá como la obligación que adquiere el profesional con el Poder Judicial, de no ejercer en forma particular ninguna profesión que ostente, con las excepciones que se establezcan en este reglamento y el compromiso de este Poder de retribuirle un porcentaje adicional sobre el salario base. El Reglamento del Régimen de Dedicación Exclusiva en el Poder Judicial, indica que:

“Artículo 1. —Se entenderá por «dedicación exclusiva», para los efectos del presente reglamento, la obligación que adquiere el profesional con el Poder Judicial, de no ejercer en forma particular ninguna profesión que ostente, con las excepciones que se establezcan en este reglamento y el compromiso de este Poder de retribuirle un porcentaje adicional sobre el salario base.”

“Artículo 2. —La Ley Nº 6451 del 1 de agosto de 1980 autoriza a la Corte Suprema de Justicia para que, a solicitud del funcionario judicial -profesional o egresado cualquiera que sea la carrera universitaria- reconozca los beneficios que establecen los incisos a) o b) del artículo 1° de la Ley Nº 5867 del 15 de diciembre de 1975. Tal compensación se otorgará cuando la Corte considere que el cargo desempeñado requiere de la «dedicación exclusiva.” (Énfasis agregado).

“Artículo 3. —Para acogerse al régimen de «dedicación exclusiva», los servidores deberán cumplir con los siguientes requisitos

a)         Que estén ocupando un puesto de una clase para el que requiera la condición de egresado, o, el título de licenciado incorporado al colegio respectivo.

b)         Que sean egresados universitarios como mínimo.

c)         Que sean profesionales con el grado académico de Licenciatura.

d)      Que no estén recibiendo compensación por concepto de «prohibición» del ejercicio profesional y otros incentivos de similar naturaleza, a juicio de la Corte Plena.

e)         Que laboren a tiempo completo para el Poder Judicial.

f)          Que la naturaleza del trabajo que desempeña el funcionario esté acorde con el título profesional que ostenta.

g)         Que hayan firmado el contrato de «dedicación exclusiva.”

“Artículo 6.—Se exceptúan de la «dedicación exclusiva», el ejercer la docencia en establecimientos de enseñanza de acuerdo con el artículo 9°, inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como el ejercicio profesional cuando se trate de intereses personales; los de su cónyuge, ascendientes y descendientes hasta tercer grado por consanguinidad; hermanos, suegros, yernos y cuñados, en cuyo caso, deberá comunicar por escrito al Jefe de la dependencia respectiva y al Jefe del Departamento de Personal.”

“Artículo 7. —Para que se conceda los beneficios de la «dedicación exclusiva» se requiere que la naturaleza del trabajo que desempeña el beneficiario esté acorde con el título profesional.

En los casos en que no se puede definir claramente tal relación, el comité podrá solicitar asesoría a la Dirección General de Servicio Civil”.

La dedicación exclusiva, por su naturaleza convencional, además de los requisitos establecidos para el desempeño de la clase en particular, es indispensable el cumplimiento de las formalidades definidas para su procedencia. Mismas que, conforme los numerales 1 y 2 de la Ley que Autoriza Poder Judicial a Reconocer Beneficios -Nº 6451-, en relación con los artículos 2 y 3 del Reglamento del Régimen de Dedicación Exclusiva en el Poder Judicial, la persona servidora judicial debe realizar la solicitud correspondiente y firmar el contrato de dedicación exclusiva, siempre que la Corte considere que el cargo desempeñado impide ejercer la profesión o que el puesto requiere dedicación absoluta. 

Para finalizar sobre este punto se debe mencionar que, la prohibición se trata, de una compensación económica sobre el salario base, para aquellos servidores que, debido a sus cargos se encuentran impedidos para ejercer liberalmente su profesión. Y la dedicación exclusiva, “por el contrario, no tiene necesariamente como base de su otorgamiento la prohibición legal del ejercicio de la profesión, sino que resulta del acuerdo entre el patrono y el trabajador. El servidor público puede decidir si solicita que se le pague la compensación salarial por dedicarse exclusivamente a su puesto, y a su vez, el patrono en el ejercicio de su discrecionalidad, analizar si el cargo ocupado exige esa dedicación[footnoteRef:3][1].”  [3: [1] Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, mediante sentencia N°33 de las 10:00 horas del 13 de febrero de 1997] 


2.-   Sobre las actividades comerciales crediticias. 

De conformidad con la regulación existente en la materia en nuestro país, nadie puede realizar actividades de intermediación financiera, captación de recursos de terceros u operaciones cambiarias sin autorización previa de los órganos reguladores.  

En este sentido la Ley Reguladora de Empresas Financieras no Bancarias, indica expresamente que con respecto a dicha actividad se debe seguir la siguiente disposición:

“Para poder operar como tales, las empresas financieras no bancarias deben constituirse como sociedades anónimas, estar autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras y cumplir con las condiciones establecidas en esta ley y en la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica”.

Por otra parte, el mismo cuerpo normativo indica:

“Artículo 5º.- Las empresas financieras que se constituyan a partir de la vigencia de esta ley, deberán inscribirse como tales en un registro que para ese efecto llevará la Superintendencia General de Entidades Financieras lo cual deberán hacer en un plazo no mayor de noventa días a partir de la fecha de su constitución”.

El Superintendente de entidades financieras, es quien debe informar al público, por los medios y en la forma que estime pertinentes, sobre cualquier persona, física o jurídica, nacional o extranjera, que realice actividades de intermediación financiera en el país sin estar autorizada, así establecido en el artículo 156 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley N° 7558:

 “Artículo 156.- Deber de la Superintendencia

La Superintendencia deberá velar porque en el territorio costarricense no operen personas naturales o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación, que de manera habitual y a cualquier título realicen actividades de intermediación financiera, de captación de recursos de terceros u operaciones cambiarias sin autorización. Como medida precautoria, la Superintendencia, cuando así lo autorice una autoridad judicial, dispondrá la clausura de las oficinas en donde se estuviese realizando esa clase de actividades, para lo cual podrá requerir el auxilio de la Fuerza Pública.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará también al funcionamiento de grupos financieros de hecho o de entidades que, debiendo formar parte de un grupo financiero, operen sin registrarse como integrantes del grupo.

Cuando a juicio del Superintendente, existan indicios fundados de que una persona, física o jurídica, está realizando ilegalmente actividades de las mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las mismas facultades de inspección que de acuerdo con esta ley, le corresponden respecto de las entidades fiscalizadas.

En el mismo sentido, es evidente que la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica regula dichas actividades, las cuales se deben realizar con la autorización previa de este órgano competente, toda vez que existen razones de interés público del Estado, tales como: proteger y garantizar la solidez del sistema financiero, las inversiones de las personas usuarias de los servicios financieros y la estabilidad económica del país. Solo se puede ejercer la actividad financiera si previamente se han cumplido todos los requisitos que exige el ordenamiento jurídico.

3.- Sobre ejercer profesiones liberales y las personas auditoras.

[bookmark: _Hlk506906951]También, la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, en su artículo 14 nos habla de la prohibición de ejercer profesiones liberales. 

“Artículo 14.- No podrán ejercer profesiones liberales, el presidente de la República, los vicepresidentes, los magistrados del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, los ministros, el contralor y el subcontralor generales de la República, el defensor y el defensor adjunto de los habitantes, el procurador general y el procurador general adjunto de la República, el regulador general de la República, el fiscal general de la República, los viceministros, los oficiales mayores, los presidentes ejecutivos, los gerentes y los directores administrativos de entidades descentralizadas, instituciones autónomas, semiautónomas y empresas públicas, los superintendentes de entidades financieras, de valores y de pensiones, sus respectivos intendentes, así como los alcaldes municipales y los subgerentes y los subdirectores administrativos, los contralores y los subcontralores internos, los auditores y los subauditores internos de la Administración Pública, así como los directores y subdirectores de departamento y los titulares de proveeduría del Sector Público. Dentro del presente Artículo quedan comprendidas las otras profesiones que el funcionario posea, aunque no constituyan requisito para ocupar el respectivo cargo público. De la prohibición anterior se exceptúan la docencia en centros de enseñanza superior fuera de la jornada ordinaria y la atención de los asuntos en los que sean parte el funcionario afectado, su cónyuge, compañero o compañera, o alguno de sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive. En tales casos, no deberá afectarse el desempeño normal e imparcial del cargo; tampoco deberá producirse en asuntos que se atiendan en la misma entidad pública o Poder del Estado en que se labora”. (Énfasis agregado).

“Artículo 18.-Incompatibilidades. El Presidente de la República, los vicepresidentes, diputados, magistrados propietarios del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, los ministros, el contralor y el subcontralor generales de la República, el defensor y el defensor adjunto de los habitantes, el procurador general y el procurador general adjunto de la República, el regulador general de la República, los viceministros, los oficiales mayores, los miembros de junta directiva, los presidentes ejecutivos, los gerentes y subgerentes, los directores y subdirectores ejecutivos, los jefes de proveeduría, los auditores y subauditores internos de la Administración Pública y de las empresas públicas, así como los alcaldes municipales, no podrán ocupar simultáneamente cargos en juntas directivas; tampoco podrán figurar registralmente como representantes o apoderados de empresas privadas, ni tampoco participar en su capital accionario, personalmente o por medio de otra persona jurídica, cuando tales empresas presten servicios a instituciones o a empresas públicas que, por la naturaleza de su actividad comercial, compitan con ella.  
 
La prohibición de ocupar cargos directivos y gerenciales o de poseer la representación legal también regirá en relación con cualquier entidad privada, con fines de lucro o sin ellos, que reciba recursos económicos del Estado.

Los funcionarios indicados contarán con un plazo de treinta días(*) hábiles para acreditar, ante la Contraloría General de la República, su renuncia al cargo respectivo y la debida inscripción registral de su separación; dicho plazo podrá ser prorrogado una sola vez por el órgano contralor, hasta por otro período igual.”

“Artículo 38.-Causales de responsabilidad administrativa. Sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad administrativa el funcionario público que:

a) Incumpla el régimen de prohibiciones e incompatibilidades establecido en la presente Ley.

b) Independientemente del régimen de prohibición o dedicación exclusiva a que esté sometido, ofrezca o desempeñe actividades que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de intereses o favorezcan el interés privado en detrimento del interés público. Sin que esta ejemplificación sea taxativa, se incluyen en el supuesto los siguientes casos: el estudio, la revisión, la emisión de criterio verbal o escrito, la preparación de borradores relacionados con trámites en reclamo o con ocasión de ellos, los recursos administrativos, las ofertas en procedimientos de contratación administrativa, la búsqueda o negociación de empleos que estén en conflicto con sus deberes, sin dar aviso al superior o sin separarse del conocimiento de asuntos en los que se encuentre interesado el posible empleador.

c) Se favorezca él, su cónyuge, su compañera o compañero, o alguno de sus parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, por personas físicas o jurídicas que sean potenciales oferentes, contratistas o usuarios de la entidad donde presta servicios, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 de esta misma Ley.

d) Debilite el control interno de la organización u omita las actuaciones necesarias para su diseño, implantación o evaluación, de acuerdo con la normativa técnica aplicable.

e) Infrinja lo dispuesto en el artículo 20 de esta Ley, en relación con el régimen de donaciones y obsequios.

f) Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra entidad u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella.

g) Incurra en culpa grave en la vigilancia o la elección de funcionarios sometidos a sus potestades de dirección o jerarquía, en cuanto al ejercicio que estos hayan realizado de las facultades de administración de fondos públicos.

h) Omita someter al conocimiento de la Contraloría General de la República los presupuestos que requieran la aprobación de esa entidad.

i) Injustificadamente, no presente alguna de las declaraciones juradas a que se refiere esta Ley si, vencido el plazo para su entrega, es prevenido una única vez por la Contraloría General de la República para que en el plazo de quince días hábiles cumpla con su presentación.

j) Incurra en falta de veracidad, omisión o simulación en sus declaraciones de situación patrimonial.

k) Retarde o desobedezca, injustificadamente, el requerimiento para que aclare o amplíe su declaración de situación patrimonial o de intereses patrimoniales, dentro del plazo que le fije la Contraloría General de la República.

l) Viole la confidencialidad de las declaraciones juradas de bienes.

m) Perciba, por sí o por persona física o jurídica interpuesta, retribuciones, honorarios o beneficios patrimoniales de cualquier índole, provenientes de personas u organizaciones que no pertenezcan a la Administración Pública, por el cumplimiento de labores propias del cargo o con ocasión de estas, dentro del país o fuera de él.

n) Incumpla la prohibición del artículo 17 de la presente Ley para ejercer cargos en forma simultánea en la Administración Pública.  ñ) Incurra en omisión o retardo, grave e injustificado, de entablar acciones judiciales dentro del plazo requerido por la Contraloría General de la República.”

Así mismo, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución N° 2013011454 de las quince horas con cinco minutos del veintiocho de agosto de dos mil trece.

“V. -En cuanto al inciso c) del artículo 34 de la Ley de Control Interno y la frase resaltada del artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública: El accionante estima que las citadas normas son contrarias al principio de igualdad y derecho al trabajo, pues prohíbe al auditor, subauditor y a los demás funcionarios de la auditoría interna ejercer profesiones liberales fuera del cargo, lo cual a su vez considera que es una medida desproporcionada e irrazonable,

A. - Fundamento constitucional de la prohibición de ejercer otras actividades liberales a los auditores que laboren para la administración pública. -

[…]

Los funcionarios públicos tienen la libertad para ejercer la profesión que ostentan una vez que ha concluido su jomada de trabajo, salvo que esta libertad de ejercicio esté prohibida por una ley que así lo disponga. Al respecto, la Sala Constitucional ha determinado que si la Ley no ha establecido una prohibición de ejercicio privado de la profesión o de realización de actividades privadas relacionadas con el cargo que se desempeña, o no existe incompatibilidad, el funcionario es libre de decidir ejercer tal profesión o de realizar tales actividades (Véanse al respecto, las resoluciones N°s 2312-95 de las 16:15 horas del 9 de mayo de 1995 y 3369-96 de las 10:27 horas del 5 de julio de 1996); es decir, ante la ausencia de una norma referida a una específica profesión, o a falta de incompatibilidad, debe entenderse que el profesional es libre para laborar privadamente. Para esos efectos, la relación de empleo público es una relación de sujeción especial, tal y como lo señaló la Sala en la sentencia 1696-92. Al respecto en dicha sentencia se señaló que: 3(«) En opinión de la Sala, entonces, los artículos 191 y 192 de la Constitución Política, fundamentan la existencia, de principio, de un régimen de empleo regido por el Derecho Público, dentro del sector público, como ha quedado claro del debate en la Asamblea Nacional Constituyente y recoge incipientemente la Ley General de la Administración Pública. Este régimen de empleo público implica, necesariamente, consecuencias derivadas de la naturaleza de esa relación, con principios generales propios, ya no solamente distintos a los del derecho laboral (privado), sino muchas veces contrapuestos a éstos («)

En el caso de las normas analizadas, la prohibición se encuentra dispuesta en leyes de la República, lo cual se ajusta al principio constitucional de reserva de ley, que significa que solamente mediante ley formal emanada del Poder Legislativo, por el procedimiento previsto en la Constitución Política para la emisión de las leyes, es posible regular y en su caso restringir los derechos y libertades fundamentales, todo por supuesto en la medida en que la naturaleza, régimen de éstos lo permita, y dentro de las limitaciones constitucionales aplicables. A su vez, el artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad y sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, lo que constituye el fundamento de las incompatibilidades. De manera que el servidor público no puede estar en una situación donde haya conflicto o colisión entre intereses públicos y privados. Asimismo, el régimen de prohibición para ejercer la profesión tiene -ante todo-, un profundo contenido moral y ético, lo que se traduce en la prohibición de que ningún funcionario público puede actuar para su propio beneficio en el ejercicio de sus competencias públicas (en ese sentido ver sentencia 2000-00444 de las 16:51 horas del 12 de enero de 2000). Por ello, la prohibición dispuesta tanto en el inciso c) del artículo 34 de la Ley de Control Interno y la frase resaltada del artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública tienen como objeto mantener la imparcialidad e independencia funcionales de los auditores y subauditores internos y establece una restricción que incluye todas las profesiones que dichos servidores ostenten. Dicha intención se ajusta a los principios constitucionales de proporcionalidad, razonabilidad y legalidad, pues los auditores internos en su condición de funcionarios públicos se encuentran obligados a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. De tal forma que el legislador ha venido estableciendo en el ordenamiento jurídico los mecanismos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, no solo en la norma cuestionada sino en el resto del ordenamiento jurídico (al respecto ver los artículos 18 y 38 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y la Convención Interamericana Contra la Corrupción). Indudablemente, este asunto contiene un hondo contenido de los valores democráticos que informan al Estado costarricense -artículo 10 de la Constitución Política-, en tanto imponen la necesidad de la imparcialidad en el funcionamiento del Estado, como derivado del principio de legalidad, objetividad y respeto de los derechos fundamentales de los ciudadanos. En efecto, la independencia funcional que requiere la función de control a cargo de la auditoria interna de las instituciones no podría lograrse si no existe un claro deslinde entre estas funciones que tienen como objeto evitar que dichos funcionarios vean disminuida su objetividad e imparcialidad de sus labores. A este efecto, debe tomarse en cuenta dentro de una institución estatal, la auditoria interna proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la del resto de la administración se ejecuta conforme al marco legal, técnico y a las prácticas sanas. De modo que ambas actividades -la pública y la privada- en este caso, resultan excluyentes, pues fácilmente pueden generarse incompatibilidades, conflictos de intereses, superposición horaria, distracción de bienes públicos para fines particulares, etc. Bajo esta inteligencia, el legislador consideró limitar en la norma cuestionada la libertad de los auditores, subauditores y demás funcionarios de la auditoria interna de las administraciones públicas de ejercer privadamente una profesión, por cuanto dicho ejercicio resulta incompatible con el cargo público que se desempeña, y aunque constituye una restricción a las libertades públicas, la finalidad es evitar el surgimiento de conflictos de intereses, por lo que el interés público prevalece sobre cualquier otro, justificación que resulta razonable y constitucional. La Sala al analizar las incompatibilidades -referidas al impedimento para desempeñar simultáneamente puestos públicos y profesiones - dispuso:

3 (...) Así, el fundamento de las incompatibilidades se encuentra en el profundo contenido ético que reviste el denominado 3conflicto de intereses', lo que -a la luz del derecho de la constitución- permite exigir la imparcialidad en el funcionamiento del Estado, de tal modo que el funcionario público no puede encontrarse en una situación donde exista colisión entre el interés público y el interés privado. Así, por ejemplo, no está permitido a ningún servidor estatal, en el ejercicio de sus atribuciones, actuar en su propio beneficio o de sus clientes o familiares. La Sala ha considerado que la función pública merece protección. De ahí, que al servidor público se le veda desempeñar otra función o trabajo, si con ello peligra el estricto cumplimiento de sus deberes, o pueda verse comprometida su imparcialidad o su independencia. («)'(En sentido similar sentencia #5549-95, de las 15:15 horas del 11 de octubre de 1995).

B. - Así las cosas, de acuerdo con el artículo 192 de la Constitución Política, la idoneidad comprobada que se exige para el nombramiento de funcionarios públicos conduce a la prohibición de favoritismos indebidos que perjudiquen o pongan en riesgo el correcto ejercicio de la función pública. De modo que las normas cuestionadas no resultan discriminatorias, pues el principio de igualdad, únicamente se vulnera cuando frente a situaciones iguales se hacen diferencias carentes de una justificación objetiva y razonable. En el caso en análisis, se estima que los Auditores internos y Subauditores que prestan sus servicios a la administración pública no se encuentran en la misma situación de hecho que aquellos otros funcionarios que poseen otras profesiones liberales. La diferencia en el tratamiento efectuado a cada una de estas categorías está justificada en criterios objetivos y razonables, que procuran preservar tanto la pureza e integridad tanto de la función de auditor, como de la función pública. Es oportuno insistir en que no toda desigualdad constituye necesariamente una discriminación. Este es uno de esos casos; de ahí que la Sala no encuentre violación alguna al principio de igualdad. Debe tenerse en cuenta que el accionante pretende sostener una situación a todas luces errónea, arbitraria y jurídicamente irregular, que lejos de ser acorde con los principios y valores democráticos de imparcialidad, objetividad y legalidad del funcionamiento del Estado crea una situación de conflicto de intereses, que pone en entredicho la honestidad y claridad con que se debe desempeñar la función pública. Estos temas han sido objeto de diversas resoluciones de esta Sala Constitucional, entre las que destaca la sentencia número 2008-18564 del4:44 horas del 17 de diciembre de 2008, en la cual, la mayoría de la Sala consideró que:

3 V.- RÉGIMEN DE ETICA E INTEGRIDAD DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS. Sin querer agotar un tema sumamente amplio, para este Tribunal Constitucional es evidente que a nivel mundial y, Costa Rica no ha sido la excepción, se dan frecuentes cuestionamientos contra funcionarios públicos, directamente, relacionados con conductas irregulares. En virtud de lo anterior, se ha gestado todo un movimiento normativo, que ha tenido por fin establecer un régimen de ética en el ejercicio de la función pública. A nivel internacional, por ejemplo, se han aprobado convenios sobre el tema, como lo son la Convención Interamericana y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, ambas ratificadas y aprobadas para su aplicación en Costa Rica por parte de la Asamblea Legislativa, mediante leyes Nos. 7670 de 17 de abril de 1997 y 8557 de 29 de noviembre de 2006, respectivamente. La Convención de las Naciones Unidas, en su artículo Io, establece como finalidad de la Convención los siguientes aspectos:

3 (...) a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la corrupción;

b) Promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia técnica en la prevención y la lucha contra la corrupción, incluida la recuperación de activos;

c) Promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes públicos/

Asimismo, el propósito de la Convención Interamericana parte, en su Preámbulo, de la premisa que la Corrupción socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo integral de los pueblos" e indica en el artículo 2o que uno de sus propósitos es 3Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción'. A partir de la suscripción de tales instrumentos internacionales, surge la obligación del Estado Costarricense de implementar instrumentos jurídicos de diversa naturaleza, dirigidos a la prevención de la corrupción, lo cual, no es más que la consecuencia natural de los postulados constitucionales que propugnan por la transparencia, la responsabilidad y la legalidad en el ejercicio de la función pública, como una condición necesaria para el debido funcionamiento y consolidación del sistema democrático. De ahí que, a nivel interno, nuestros legisladores aprobaron la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública que ahora se impugna, cuyo artículo Io, de forma más tajante, indica que los fines de la normativa son el prevenir, detectar y sancionar la corrupción en el ejercicio de la función pública.

VI.- EL DEBER DE PROBIDAD Y LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS. Como derivación de la normativa mencionada, se ha incluido en ésta el llamado deber de probidad, el cual, está definido en el artículo 3o de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, de la manera siguiente:

3 El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.'

Con fundamento en todas las consideraciones dadas, tanto el inciso c) del artículo 34 de la Ley de Control Interno y la frase objetada del artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, no violentan los principios de proporcionalidad y razonabilidad ni quebrantan los artículos 33 y 56 de la Constitución Política. Por el contrario encuentran su fundamento en los artículos 9,11,191,192 de la Constitución Política. […]” (Énfasis agregado).

De la sentencia citada se puede extraer que, dentro de una institución, la auditoria interna le garantiza a la ciudadanía que la actuación del jerarca y la del resto de la administración se ejecuta conforme al marco legal, técnico y a las prácticas sanas. Asimismo, los auditores internos en su condición de funcionarios públicos se encuentran obligados a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Sobre el tema, la Sala Constitucional, mediante resolución N° 2017013883, se indicó que:

“… en los últimos tiempos, la corrupción en la función pública se ha convertido en uno de los problemas de mayor envergadura que enfrentan los Estados, en tanto afecta a factores como la economía, la distribución de la riqueza, e incluso la creencia en los sistemas de gobierno democráticos, toda vez que aumenta la desconfianza de las personas en los gobernantes y las instituciones estatales. Precisamente con el fin de atacar la problemática mencionada, el legislador ordinario procedió a emitir la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que tiene como finalidad, según lo expone en su artículo primero, prevenir detectar y sancionar la corrupción en el  ejercicio de la función pública, estableciendo a su vez en su artículo 3 el  deber de probidad del funcionario público, el  cual entiende como la obligación del servidor de orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al  administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente…”

Vale destacar que los trabajos en el sector público y privado, para las personas auditoras, resultan excluyentes entre sí, pues fácilmente pueden generarse incompatibilidades, conflictos de intereses, superposición horaria, distracción de bienes públicos para fines particulares, etc. 

Es por eso que la independencia funcional a cargo de la auditoria interna de las instituciones no podría lograrse si no existe un claro deslinde entre estas funciones que tienen como objeto evitar que dichos funcionarios vean disminuida su objetividad e imparcialidad de sus labores. 

Por esta razón el legislador consideró limitar en la norma (Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública), la libertad de los auditores, subauditores y demás funcionarios de la auditoria interna de las administraciones públicas de ejercer privadamente una profesión, por cuanto dicho ejercicio resulta incompatible con el cargo público que se desempeña, y aunque constituye una restricción a las libertades públicas, la finalidad es evitar el surgimiento de conflictos de intereses, por lo que el interés público prevalece sobre cualquier otro, justificación que resulta razonable y constitucional. De la misma forma la Sala Constitucional, mediante resolución N° 2006-012636, habla del tema de las incompatibilidades de los funcionarios públicos:

 "… La Sala entiende la incompatibilidad como la imposibilidad -establecida por ley- de desempeñar, al mismo tiempo, dos puestos o funciones. El fundamento de las prohibiciones legales que determinan las incompatibilidades, es la necesidad de dotar de independencia a los servidores públicos, a fin de situarlos en una posición de imparcialidad, para evitar el conflicto de intereses y competencia desleal. Las incompatibilidades tienden a evitar la acumulación de facultades en una sola persona y una colisión entre el interés público y el privado. El artículo 11 de nuestra Carta Política sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, al señalar que éstos están sometidos a la Constitución y a las leyes; de manera tal que cuando el legislador ha establecido una incompatibilidad, la misma es de acatamiento obligatorio, sin que sea posible alegar, costumbre administrativa o práctica en contrario. Aunado a lo anterior el Derecho de la Constitución ha previsto que la administración pública debe funcionar a base de eficiencia e idoneidad (artículo 191), razón por la cual, es constitucionalmente admisible establecer reglas como las de la incompatibilidad, para evitar que esos principios se vean comprometidos y así lo entendió esta Sala..."

De conformidad con los anteriores razonamientos, estima esta unidad asesora que no sería procedente que un funcionario que realice una función de control realice una actividad antijurídica, cual es realizar intermediación financiera y colocación de créditos, en contra de las regulaciones propias de la materia.

Para esta Dirección, un servidor público se encuentra en una relación de sujeción especial, en donde los ámbitos propios de sus libertades se encuentran en una situación jurídica diferente al del privado que tiene una relación con el Poder Judicial, en tanto que la actuación del servidor debe realizarse dentro del marco de la legalidad y moralidad administrativas.

Otorgar préstamos es una actividad altamente regulada en nuestro país y no puede válidamente un funcionario realizar tal labor, dado que estaría obviando los controles y requisitos para realizar una actividad comercial.

De entenderse que en razón de dicha relación de sujeción, el ámbito privado del servidor judicial también se encuentra limitado, en cuanto a la corrección en el ejercicio del mismo. Así lo indica el artículo 28 al señalar:

“Artículo 28.- Podrá ser destituido de su cargo, siguiendo el procedimiento establecido y con la previa oportunidad de defensa, el servidor:

[bookmark: _Hlk508024978][…] 2.- Que, por incorrecciones o fallas en el ejercicio de su cargo o en su vida privada, que pueden afectar el buen servicio o la imagen del Poder Judicial, se haya hecho acreedor a esa sanción.”

En el mismo sentido, la Ley General de Control Interno indica: 

“Artículo 32.-Deberes. El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría interna, tendrán las siguientes obligaciones:

[…] b) Cumplir el ordenamiento jurídico y técnico aplicable...”

Consecuentemente, un funcionario de Auditoría Interna, sea dentro o fuera de su jornada laboral, se encuentra obligado a cumplir a cabalidad el ordenamiento jurídico aplicable y cualquier desviación respecto del mismo, podría devenir en responsabilidad disciplinaria si se llegare a determinar así, previo debido proceso.

Como se ha indicado, no consta a esta unidad asesora que el funcionario a que se refiere la consulta se encuentre en los supuestos y condiciones autorizados por la Ley Reguladora de Empresas Financieras no Bancarias y consecuentemente, si se llega a determinar que esta realizando labores como tal, estaría actuando de manera ilegal y contraria a sus deberes funcionariales.  

V.        Conclusiones: 

Por las razones antes señaladas, la Dirección Jurídica concluye que para la realización de actividades comerciales - crediticias resulta necesaria la autorización de la Superintendencia, a fin de que no se produzca una conducta impropia y una violación al artículo 156 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica.

Complementario, lo dispuesto los artículos 14, 18 y 38 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y el artículo 32 de la Ley General de Control Interno, tienen como objeto mantener la imparcialidad e independencia funcionales de los auditores y subauditores internos y establece una restricción que incluye todas las profesiones que dichos servidores ostenten.

Para el caso en análisis, se estima que no resulta procedente que el ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información de la Auditoría Judicial, realice actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales, pues al prestar sus servicios al Poder Judicial como auditor, no se encuentran en la misma situación de hecho que aquellos otros funcionarios que poseen otras profesiones liberales y está realizando una actividad antijurídica. La diferencia en el trato efectuado a esta categoría (auditores) se justifica en incompatibilidades establecidas en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que tienden a evitar la colisión entre el interés público y el privado, así como la procura de preservar tanto la pureza e integridad de la función de auditor como de la función del Poder Judicial. 

Procederá la aplicación del debido proceso administrativo para poder determinar la verdad real de lo afirmado y a fin de que el servidor pueda ejercer su derecho de defensa en tal sentido. 

(…)"
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En sesión N° 43-12 celebrada el 3 de mayo de 2012, artículo LXXV, se le comunicó al ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo que bien podía crear una empresa, sin embargo según lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, y así lo ha indicado este Consejo, no puede desempeñar en ella labores relacionadas con las funciones que realiza en el Poder Judicial. 
En todo caso, si lo considerara oportuno, se le indicó que podía solicitar el criterio a la Contraloría General de la República, ente que le corresponde interpretar el alcance de los conflictos de intereses en la función pública, de conformidad con la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito.
Posteriormente, en sesión N°109-17 del 5 de diciembre de 2017, artículo LIV, se solicitó criterio a la Contraloría General de la República, como superior de las Auditorías Internas y Órgano Fiscalizador, conforme a la normativa general de Control Interno, así como las leyes que regulan el pago de prohibición, respecto si las personas auditoras y en el caso específico del ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información, de la Auditoría, pueden realizar actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales.
Finalmente, en sesión N° 9-18 del 1 de febrero del 2018, artículo XXV, se tomó nota de la comunicación de la Dirección Jurídica de la Contraloría General de la República. 
Y se le solicitó a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que en el plazo de 10 días hábiles, emitiera un informe, considerando la normativa general de Control Interno, así como las leyes que regulan el pago de prohibición, respecto a si el ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de Información de la Auditoría Judicial, puede realizar actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales.
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe  N° DJ-AJ-784-1018 de la Dirección Jurídica y con base en él señalar al ingeniero Carlos Leonel Chinchilla Calvo, Auditor de Tecnología de la Información de la Auditoría, el deber que tiene de no realizar o llevar a cabo aquellas actividades comerciales-crediticias mediante empresas personales en tanto se mantenga laborando en este Poder de la República, lo anterior de conformidad con el artículo 156 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica y los artículos 14, 18 y 38 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, que regula la Función Pública y el artículo 32 de la Ley General de Control Interno. 2.) Trasladar el presente acuerdo a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para lo que a su cargo corresponda. 3.) Hacer este acuerdo del conocimiento del Auditor Roberth García González. 4.) Notificar el presente acuerdo al ingeniero Chinchilla Calvo.
Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo que a cada corresponda. 
ARTÍCULO XVII
Documento N° 2798-18

[bookmark: _Toc508282907]Con vista en las proposiciones incluidas en la nómina elaborada por la Dirección de Gestión Humana, se acordó: Aprobar en propiedad los siguientes nombramientos:
CASTILLO RAMÍREZ SISY MARÍA
0105640847
Nómina: 0001-2018
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/04/2018
Puesto en que se Nombra: 
Oficina: SECCIÓN DE PSIQUIATRÍA Y PSICOLOGÍA FORENSE
Clase de Puesto: MÉDICO 3
Número de Puesto: 43433
Puesto en Propiedad Anterior:
Nombramiento en propiedad por primera vez
Observaciones del Puesto:

CALDERÓN ALTAMIRANO JOVANNA MARÍA
0112120521
Nómina: 0001-2018
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 02/04/2018
Puesto en que se Nombra:
Oficina: ÁREA DE GESTIÓN Y APOYO
Clase de Puesto: PROFESIONAL EN DERECHO 3B
Número de Puesto: 372083
Puesto en Propiedad Anterior: 
Fiscal Auxiliar, puesto N°14920 en Fiscalía General 
Observaciones del Puesto:

OVARES CHAVARRÍA MIGUEL ÁNGEL
0110060605
Nómina: 0001-2018
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/04/2018
Puesto en que se Nombra:
Oficina: TESORERÍA
Clase de Puesto: JEFE DE PROCESO
Número de Puesto: 6571
Puesto en Propiedad Anterior:
Jefe Administrativo 4, puesto N° 20094 en Sección de Ingresos
Observaciones del Puesto:

PICADO GAMBOA STEVEN DE LA TRINIDA
0109820768
Nómina: 0001-2018
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/04/2018
Puesto en que se Nombra:
Oficina: ADMINISTRACIÓN REGIONAL HEREDIA
Clase de Puesto: ADMINISTRADOR REGIONAL 3
Número de Puesto: 14902
Puesto en Propiedad Anterior:
Administrador Regional 2, puesto N° 34724 en Administración Regional 2 II Circ. Jud. Zona Sur.
Observaciones del Puesto:

NOVOA MUÑOZ DAYANA
0110480155
Nómina: 0001-2018
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/04/2018
Puesto en que se Nombra:
Oficina: ADMINISTRACIÓN REGIONAL I CIRC. JUD. ALAJUELA
Clase de Puesto: ADMINISTRADOR REGIONAL 3
Número de Puesto: 34648
Puesto en Propiedad Anterior:
Jefe Administrativo 4, puesto N°43591 en Sección de Reclutamiento y Selección.
Observaciones del Puesto:
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La Sección de Reclutamiento y Selección comprobó que todas las personas de esta nómina reúnen los requisitos legales según la clase de puesto en la que se proponen sea en el proceso selectivo que superó para obtener la idoneidad del puesto o al momento que la jefatura propuso el nombramiento en propiedad conforme los procesos  establecidos para cada clase de puesto. Asimismo, se verificaron sus antecedentes administrativos, disciplinarios y penales, mediante una revisión preliminar, a partir de consultas a las plataformas informatizadas y bases de datos disponibles para estos fines. 
Lo anterior, de acuerdo con las políticas que han sido dictadas por la Corte Plena según recomendación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, así como los lineamientos establecidos por el Consejo Superior en la sesión N° 59-15 celebrada el 25 de junio de 2015, artículo VIII. 
Las servidora Castillo Ramírez se presentará al Servicio Médico para los Servidores Judiciales, a efecto de que se le practique el reconocimiento respectivo, para lo cual concertará la cita en forma personal, o por vía telefónica en la extensión 01-3572.
De conformidad con los artículos 33 y 34 inciso a) del Estatuto de Servicio Judicial, las servidoras y los servidores nombrados en propiedad por primera vez deberán cumplir un período de prueba de un año a partir de la fecha en que rige el nombramiento y las servidoras y los servidores propietarios que pasen a ocupar otras plazas cumplirán un período de prueba de 3 meses, en ambos casos en los puestos que están siendo nombrados.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVIII
DOCUMENTO N° 2720-18

[bookmark: _Toc508282910]La servidora Fabiola Jiménez Flores, Técnica Judicial de la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales de la Fiscalía General de la República, mediante oficio N° 191-OATRI-FGR-2018 del 6 de marzo de 2018, gestionó lo siguiente:
“…tengo el agrado de dirigirme a Ustedes con la finalidad de solicitarles se gestione la debida autorización para que la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General a.i, pueda viajar y participar en el Lanzamiento Oficial del Proyecto el PAcCTO. 

Dicha actividad se realizará en Buenos Aires, Argentina, los días 10 y 11 de abril de los corrientes; se adjunta en este correo la nota de invitación para su estimable referencia. 

Según lo indicado en la nota de invitación suscrita por el señor Juan Gama y el señor y el señor Xavier Cousquer, Coordinadores de EL PAcCTO, dicho proyecto se estará haciendo cargo de todos los gastos para la señora Navas Aparicio, incluyendo costos de viaje, alojamiento, alimentación, entre otros.

De conformidad con todo lo anterior, se solicita la autorización para el viaje y participación indicadas, así como la sustitución de la señora Fiscal General a.i durante los días de su participación en estas actividades. 

Finalmente, se solicita la gestión correspondiente para el trámite del pasaporte de servicio especial para la señora Emilia Navas Aparicio.”
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En relación a lo anterior, la servidora Fabiola Jiménez Flores, Técnica Judicial de la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales remite correo electrónico del 7 de marzo de 2018, en que informa que la Fiscala Navas Aparicio estaría saliendo de nuestro país el día 9 y regresando el día 12 de abril de los corrientes.
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, del 9 y 12 de abril de 2018, para que participe en el Lanzamiento Oficial del Proyecto el PAcCTO, a realizarse en Buenos Aires, Argentina. Lo anterior en el entendido que los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona. 2.) La licenciada Mayra Campos Zúñiga, sustituirá como Fiscala General Subrogante a la licenciada Navas Aparicio, del 9 y 12 de abril de 2018, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. 3.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio.
La Fiscalía General de la República y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIX
Documento N° 2001-18, 2642-18

[bookmark: _Toc508282912]En sesión N° 16-18 celebrada el 27 de febrero de 2018, artículo XXVI, se acogió parcialmente la gestión presentada por la licenciada Jeannette Arias Meza, Jefa de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, en consecuencia, en lo que interesa, se concedió permiso con goce de salario y sin sustitución del 2 al 6 de abril de 2018 a la licenciada Arias Meza, en su expresado carácter, para participar en la “Conferencia para Abarcar la Violencia contras las Mujeres” (End Violence Against Women INTL), a realizarse en Chicago, Illinois.
El permiso anterior se otorgó en el entendido que los gastos serían cubiertos por la entidad anfitriona.
Por medio de oficio N° 8-STGAJ-2018 del 5 de marzo de 2018, la máster Alejandra Monge Arias, Jefa interina de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, gestionó:
“Por este medio me permito hacer de su conocimiento que la Licda. Jeannette Arias Meza, Jefa de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, fue incapacitada por un período de 62 días, a partir del día 27 de febrero del año en curso. 

Es por lo anterior que solicito se deje sin efecto la participación de la Licda. Arias, en la “Conferencia para Abarcar la Violencia contras las Mujeres” a realizarse en Chicago, Ilinois, del 02 al 06 de abril de 2018, siendo las fechas de viaje los días 02 y 06 de abril respectivamente; lo cual consta en oficio N° 063-STGAJ-2018 (Ref.2001-2018) y que en su lugar se autorice la participación con goce de salario, sin sustitución de la Licda. Angie Calderón Chaves. Asimismo, se autorice el uso de pasaporte de servicio. La totalidad de los gastos del viaje corre por cuenta de la Embajada de Estados Unidos.

Cabe indicar que la única modificación es en relación con la sustitución de la Licda. Arias y la participación de la Licda. Calderón Chaves, de manera que las demás participantes propuestas y para las cuales también se solicitaron los permisos respectivos, se mantienen sin ninguna variación. 

No omito manifestar, que la participación de la Licda. Angie Calderón, cuenta con el aval de la Magistrada Dra. Doris María Arias Madrigal, en su calidad de Coordinadora de la Comisión de Género.

(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Se tiene por modificado el acuerdo tomado en sesión N° 16-18 celebrada el 27 de febrero de 2018, artículo XXVI, en cuanto a que se deja sin efecto el permiso concedido a la licenciada Jeannette Arias Meza, Jefa de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, para participar en la “Conferencia para Abarcar la Violencia contras las Mujeres” (End Violence Against Women INTL), a realizarse en Chicago, Illinois, del 2 al 6 de abril de 2018, y en su lugar, se concede permiso con goce de salario sin sustitución a la licenciada Angie Calderón Chaves, Profesional de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, para que asista a esa Conferencia en las fechas antes indicadas. 2.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en caso que la persona interesada así lo solicite.
En lo demás, se mantiene incólume el acuerdo. 
La Dirección de Gestión Humana y la Secretaría de Género y Acceso a la Justicia, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc508282915]ARTÍCULO XX
DOCUMENTO N° 2581-18, 2968-18

En sesión N° 19-18 del 8 de marzo de 2018, artículo XX; en lo conducente, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Priscila Madrigal González, Jueza del Juzgado de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, para que del 20 al 25 de mayo 2018, participe en una visita de referenciación al estado de Missouri Estados Unidos de América, sobre temas de penal juvenil en la etapa de ejecución de la pena, en el entendido de que la entidad organizadora otorgaría el financiamiento del boleto aéreo, alimentación, alojamiento, seguro médico básico.
La Magistrada Doris Arias Madrigal, en calidad de Directora del Programa de Justicia Restaurativa, mediante oficio N° 029-PJR-18 del 27 de febrero de 2018, solicitó lo siguiente:
“Hemos recibido por parte del señor Christopher J. Harris, Director de la Oficina para Asuntos Antinarcóticos, Seguridad Ciudadana y Justicia (INL) de la Embajada de Estados Unidos, carta de invitación a fin de que personal judicial participen en una visita de observación y capacitación al estado de Missouri, Estados Unidos, sobre temas de penal juvenil en la etapa de ejecución de la pena.  Esta visita se realizará del 21 al 24 de mayo, siendo las fechas de viaje el 20 y 25 de mayo.

Dado el perfil solicitado en la invitación adjunta, de la manera más atenta solicito el permiso respectivo a fin de que las siguientes funcionarias puedan realizar la mencionada visita:

1-La Msc. Christiana Calderón Murillo, cédula 109650737,  Jueza de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles.  La Máster Calderón cuenta con trayectoria en el Poder Judicial, ejerciendo en materia penal juvenil como fiscal y jueza al menos por  7 años y 4 años como letrada donde conoció asuntos en materia penal juvenil, entre otros. La solicitud de su permiso es con goce de salario y con sustitución.

2-La Licda Adriana Ramírez Cover, cédula 112470917 quien ha sido Defensora Pública Penal Juvenil y actualmente es la persona encargada, a nivel nacional, de las acciones relativas a la implementación de la Justicia Juvenil Restaurativa desde la Dirección del Programa de Justicia Restaurativa . Específicamente sobre la materia que versará la visita, la Licda. Ramírez está implementando el Protocolo de Justicia Restaurativa en etapa de Ejecución, que fue financiado en el marco de la ejecución del proyecto Corte–USA, aprobado por el Consejo Superior. La solicitud de su permiso es con goce de salario y sin sustitución.

Ambas funcionarias estarían en viaje oficial  del 20 al 25 de mayo, ambas fechas inclusive, por lo que se solicitan los permisos para esas fechas.

La Embajada de Estados Unidos  asume el costo del boleto aéreo, alimentación, alojamiento, seguro médico básico y gastos misceláneos.  Adjunto la carta de invitación.

De igual forma, se solicita el trámite respectivo para gestionar los pasaportes de servicio.
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Mediante oficio N° 36-PJR-18 del 12 de marzo de 2018, la Magistrada Doris Arias Madrigal, en calidad de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa, comunicó:
“Se presenta reconsideración al acuerdo tomado en la sesión No. 19-18 Artículo XX del pasado 08 de mayo del 2018, a fin de que se deje sin efecto la designación de la Señora Priscila Madrigal González, para asistir a la Visita de Observación y Capacitación en el estado de Missouri del 20  al 25  en el tema de ejecución penal juvenil, financiada por la Oficina de Asuntos Antinarcóticos (INL por sus siglas en inglés) de la Embajada de los Estados Unidos de América en Costa Rica, conforme se coordinó desde la Dirección del Programa de Justicia Restaurativa desde febrero del 2018. 

La reconsideración se presenta en razón de que la persona que participe de dicha capacitación, debe cumplir con el compromiso de implementar el protocolo de Justicia Juvenil Restaurativa en la fase de ejecución, ya que la invitación fue planteada al Programa de Justicia Restaurativa dando continuidad a las acciones de cooperación que fueron desarrolladas del 2015 al 2017, siendo una de ellas dicho protocolo, que fue financiado por la Embajada de Estados Unidos de América en Costa Rica y que se encuentra aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No 66-17 celebrada el 13 de julio del 2017, y divulgado mediante la circular 1231-2017, pero que a pesar de ello no ha logrado ser implementado.

Se conocen las capacidades de la Señora Jueza Madrigal González, quien incluso se encuentra capacitada en Justicia Juvenil Restaurativa, sin embargo por su posición de coordinadora del Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, este cargo administrativo que ostenta y las múltiples ocupaciones que le genera, han imposibilitado el que implemente la Justicia Restaurativa en esta fase del proceso Penal Juvenil, aunque dicho procedimiento se encuentra aprobado por el Consejo Superior y se ajusta a la normativa nacional e internacional. 

Es por ello que se considera que lo procedente es admitir la presente reconsideración, dejar sin efecto la designación de la Señora coordinadora y en su lugar conforme se solicita en el oficio 029-PJR-18, a la Señora Jueza Cristiana Calderón Murillo, quien está nombrada en propiedad en dicho Juzgado, tiene una larga trayectoria en la materia de ejecución y perfil para trabajar el Programa de Justicia Restaurativa, así como debido a que no mantienen cargas de trabajo adicionales en la parte administrativa, contará con el espacio para poder implementar el Protocolo de Justicia Juvenil Restaurativa en Fase de Ejecución, compromiso que adquiere al participar de esta capacitación.”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.-) Dejar sin efecto el permiso con goce de salario y sustitución concedido a la licenciada Priscila Madrigal González, Jueza del Juzgado de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, en sesión N° 19-18 del 8 de marzo de 2018, artículo XX; por los motivos señalados. 2.-) Conceder permiso con goce de salario a la licenciada Adriana Ramírez Cover, Defensora Pública Penal Juvenil, y permiso con goce de salario y sustitución a la máster Christiana Calderón Murillo, Jueza de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, del 20 al 25 de mayo del 2018, para que asistan en una visita de observación y capacitación, sobre temas de penal juvenil en la etapa de ejecución de la pena, a realizarse en el estado de Missouri, Estados Unidos. Lo anterior en el entendido que el costo del boleto aéreo, alimentación, alojamiento, seguro médico básico y gastos misceláneos, serán asumidos por los organizadores. 3.-) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las servidoras citadas coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 4.-) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio.
La Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXI
DOCUMENTO Nº 2658-18
[bookmark: _Toc508282918]La máster Diana Montero Montero, Directora interino de la Defensa Pública, mediante oficio N° JEF-106-2018 recibido el 5 de marzo de 2018, solicitó:
“…Les informo que la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), de la cual la Defensa Pública de Costa Rica forma parte, ha convocado a las reuniones tanto del Consejo Directivo como del Comité Ejecutivo de esta asociación para los días miércoles 4 y jueves 5 de abril del presente año en la ciudad de Washington D.C., Estados Unidos. 

Como parte de las reuniones se analizarán aspectos relevantes para la Asociación que repercuten directamente en el ejercicio y fortalecimiento de las labores de la Defensa Pública costarricense pues en esta oportunidad, además de abordar aspectos propios del quehacer de AIDEF, se realizará el Taller de Validación de la Guía Regional de actuación ante hechos de violencia institucional, como parte de la implementación del proyecto “Definición e implementación de la Guía Regional de actuación ante casos de violencia institucional”, que se lleva adelante entre AIDEF y el Programa EUROsociAL. Entre las actividades del programa, en la línea de acceso a la justicia, actualmente se está realizando un estudio con el objetivo de elaborar la Guía Regional mencionada, que tiene como objetivo fortalecer las capacidades institucionales de los organismos de Defensa Pública de la región para garantizar el acceso a la justicia de víctimas de hechos de tortura y otras penas o tratos crueles, inhumanos y degradantes ocurridos exclusivamente en el ámbito penitenciario, asegurando su atención integral, por lo que se considera un tema país en el cual la Defensa Pública requiere participar, dada su misión, visión y funciones.

Por otro lado, hemos sido convocados el día jueves 5 de abril a la Sexta Sesión Extraordinaria de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) de la Organización de los Estados Americanos (OEA), de conformidad con la resolución AG/RES. 2908 (XLVII-O/17), aprobada por la Asamblea General de la OEA el 21 de junio de 2017, en la que se solicitó al Consejo Permanente la Sexta Sesión Extraordinaria en la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, sobre la defensa pública autónoma como garantía de acceso a la justicia de grupos vulnerables. En esta sesión se realizará la exposición de cada región acerca del tema: “La Defensa Pública Oficial Autónoma como garantía de acceso a la justicia de grupos vulnerables”. 

A la Coordinación Regional de AIDEF para América Central, que ostenta Costa Rica, se le ha concedido un espacio para exponer sobre las buenas prácticas destinadas a la aplicación integral de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad por lo que es imprescindible la presencia de la representación de Costa Rica, ya que se mostrará tanto la experiencia de la Defensa Pública de Costa Rica como la de las demás Defensas del área centroamericana. 

Vale recordar, en ese sentido, que en el año 2008 fue aprobada como política institucional la implementación de las Reglas de Brasilia y desde entonces el Poder Judicial ha realizado ingentes esfuerzos para que la atención a la población usuaria que se encuentra en alguna situación de vulnerabilidad sea de la mejor calidad posible, por lo que la participación en estos espacios internacionales de discusión se hace fundamental pues incide directamente en la mejora continua del servicio público que se brinda. 

No omitimos indicar que se está coordinando, con la idea de ultimar detalles de la participación de Costa Rica, una cita previa con el Embajador de Costa Rica ante la Organización de Estados Americanos.

Resulta claro entonces el interés institucional en la participación de la Defensa Pública de Costa Rica en estas reuniones, por lo que solicito que se autorice mi participación como Directora a.i. de la Defensa Pública. Además, tomando en cuenta la cantidad de reuniones a las que se debe asistir, así como las temáticas a desarrollar en estas, considero prudente y necesario que se cuente con personal de apoyo calificado, como lo tienen el resto de delegaciones que participan en estas reuniones. En este caso, la Licda. Yamura Valenciano Jiménez, es quien ha dado apoyo a la Dirección de la Defensa Pública con la temática relacionada con AIDEF desde hace más de un año, por lo que cuenta con el conocimiento y la experiencia para brindar la asesoría requerida.

Por este motivo solicito respetuosamente permiso con goce de salario del día 3 de abril al día 6 de abril del año en curso, dado el tiempo que requieren los traslados, para mi persona, como Directora de la institución y para la Licda. Yamura Valenciano Jiménez, quien por disposición de esta Dirección se encuentra laborando en los temas relacionados con la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas. Además solicito se autorice el pago de viáticos (alimentación y hotel) de los días 3 a 6 de abril del año en curso así como  la compra de los tiquetes aéreos ida y vuelta, y el uso de pasaporte de servicio. 

Adjunto información con el contenido presupuestario disponible que evidencia que la Defensa Pública cuenta con los recursos para asistir a las reuniones indicadas.”
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A estos efectos, aportan la siguiente documentación que acredita el disponible presupuestario:
[image: ]
[image: ]
-0-
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario del 3 al 6 de abril de 2018, a la máster Diana Montero Montero, Directora interina de la Defensa Pública y a la licenciada Yamura Valenciano Jiménez, Defensora Pública, para que participen en las reuniones de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) en Washington D.C., Estados Unidos de América. 2.) Autorizar el gasto de ¢1.940.849,00 (un millón novecientos cuarenta mil ochocientos cuarenta y nueve colones exactos) para realizar la compra de tiquetes aéreos y de ¢1.604.280,00 (un millón seiscientos cuatro mil doscientos ochenta colones exactos) para el pago de viáticos en el exterior, con cargo a las subpartidas 10503 “Transporte en el Exterior” y 10504 “Viáticos en el Exterior”, Programa 930 “Defensa Pública”, Centro Gestor 709 “Administración de la Defensa Pública”, fuente de financiamiento 001 “Ingresos Corrientes”, del presupuesto del año 2018, aprobado por ley N° 9514. 3.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en los casos en que la persona interesada así lo solicite.
La Defensa Pública, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XXII
Documento N° 11855-17, 2487-18
En oficio N° 42-OCRI-2018 del 21 de febrero de 2018, la licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, Directora interina del Despacho de la Presidencia, gestionó:
“… Me es grato dirigirme a ustedes en ocasión de someter a la consideración del Honorable Consejo Superior, la solicitud de apoyo para el reforzamiento de personal de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI), con el objetivo de dar cumplimiento al compromiso institucional del presente año 2018 al asumir la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe (CJCC).

El CJCC es el órgano integrador de políticas en materia de aplicación de justicia y seguridad jurídica entre los Poderes Judiciales de los países de la región de Centroamérica y el Caribe, de los cuales impulsan acciones para que la administración de justicia sea eficaz, y centrada en el ser humano de acuerdo a sus necesidades y particularidades.

El Poder Judicial de Costa Rica participa activamente en el CJCC por medio del  Presidente de la Corte Suprema de Justicia; junto con el señor Magistrado Román Solís Zelaya, en su función de Coordinador Nacional, quien cuenta con la asesoría y apoyo de la OCRI.

Durante la Reunión Ordinaria del Consejo celebrada los días 20 y 21 de marzo del 2017, en la Declaración de Panamá, se acordó en el punto XIV:

“Que el Poder Judicial de la República de Costa Rica se constituya en anfitrión de la próxima Reunión Ordinaria del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe…”

Mediante acuerdo de Corte Plena en sesión N° 9-17 celebrada el 24 de abril del año 2017, artículo IV, el señor Magistrado Román Solís, hizo de conocimiento sobre este compromiso institucional que se asumirá de enero a diciembre del año 2018, avalado en ese acto.

Asimismo,  en sesión extraordinaria N° 43-17 de éste honorable Consejo, celebrada el pasado 5 de mayo de 2017, se acordó: 

“Aprobar los recursos solicitados para cubrir el compromiso institucional de atender la organización durante el 2018 de las tres actividades del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe, por un total de ₡77.542.749 distribuidos de la siguiente forma: ₡74.381.460 en la Subpartida 10701 “Actividades de Capacitación” y ₡3.161.289en la Subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales” 2) Solicitar a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, que en la ejecución presupuestaria  tome las previsiones para hacer el uso más racional de los recursos.”

En sesión N° 47-17 de Corte Plena, celebrada el 4 de diciembre del año 2017, se acordó, entre otras cosas: “Acoger las recomendaciones contenidas en el oficio N° OCRI-325-2017 suscrito por el Magistrado Solís en su referida condición.”, entre las cuales se destaca la N° 3, que establece:

“Declarar de interés institucional la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial para Centroamérica y el Caribe que tendrá a cargo el Poder Judicial durante el periodo de enero a diciembre del 2018.”

Asimismo, la recomendación N°4,  que se refiere a:

“Considerando que el Poder Judicial de enero a diciembre del 2018 asumirá la Presidencia Pro Témpore del CJCC, se reitera la importancia del acuerdo de Corte Plena en sesión No. 9-17 del 24 de abril del 2017, Artículo IV y se solicita el fortalecimiento de la OCRI por medio de recurso humano a partir de enero del 2018, para que pueda coordinar la ejecución del Plan de Trabajo de la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial para Centroamérica y el Caribe, CJCC, incluyendo el seguimiento y acuerdos que se adopten en el seno de este mecanismo regional que corresponda a los compromisos institucionales sobre temas de interés.”

En ese sentido, se ha identificado la necesidad de contar con el recurso humano adecuado que permita ejecutar de manera prioritaria el proyecto de la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe.

El objetivo de este proyecto consiste en; “Contribuir a la integración de políticas en materia de aplicación de justicia y seguridad jurídica entre los Poderes Judiciales de los países que integran el Consejo Judicial de Centroamérica y el Caribe del Sistema de Integración Centroamericana (SICA), mediante la coordinación de la Presidencia Pro Témpore para el periodo 2018”. La descripción detallada del proyecto puede ser consultada en el documento adjunto. 

Por lo anterior, en concordancia con lo aprobado por la Honorable Corte Plena y por ser un asunto de interés institucional, se solicita la autorización del Honorable Consejo Superior; para conceder permiso con goce de salario y sustitución de la siguiente plaza de Profesional 2: puesto #367686 Zahira Chavarría Garita, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales

Lo anterior de conformidad con lo que establece el Artículo #44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para cumplir con el compromiso asumido por el Poder Judicial.  Se adjunta certificación de contenido económico.

Asimismo, se solicita que se autorice equipo tecnológico adecuado que permita conexión eficiente y eficaz con los países de la región, así como el espacio físico y mobiliario necesario para el desempeño de las labores que se requieren para el objetivo del proyecto.   

De la manera más atenta y respetuosa se solicita al Honorable Consejo Superior adoptar acuerdo firme, a efecto de poder realizar a la mayor brevedad la coordinación respectiva, para la pronta incorporación de las dos personas al proyecto, el cual a la fecha se está ejecutando con recargo de funciones en la OCRI.

(…)”
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A estos efectos, aporta oficio N° 120-P-2018 del 12 de marzo de 2018, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento Financiero Contable, en el que se certifica la existencia de contenido presupuestario para “Cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Profesional 2 por el período comprendido del 01/03/2018 al 30/06/2018”, por un monto total estimado de ¢7,932,807.00 (siete millones novecientos treinta y dos mil ochocientos siete colones exactos), distribuidos en los siguientes programas, subpartidas y fuente de financiamiento:
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En sesión de Corte Plena N° 9-17 celebrada el 24 de abril de 2017, artículo IV, se tuvo por rendido el informe, con motivo de la participación del Magistrado Solís Zelaya, en la Reunión Ordinaria del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe, efectuada en la Ciudad de Panamá. 
Posteriormente, en sesión extraordinaria (Presupuesto 2018) N° 43-17 del 5 de mayo de 2017, artículo XV, se aprobaron los recursos solicitados por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales para cubrir el compromiso institucional de atender la organización durante el 2018 de las tres actividades del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe, por un total de ₡77.542.749 distribuidos de la siguiente forma: ₡74.381.460 en la Subpartida 10701 “Actividades de Capacitación” y ₡3.161.289en la Subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales” 
Además, se le solicitó a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, que en la ejecución presupuestaria tomara las previsiones para hacer el uso más racional de los recursos.
Por otra parte, la Corte Plena en sesión N° 47-17 del 4 de diciembre de 2017, artículo XVI, se tuvieron por hechas las manifestaciones, observaciones y propuestas de los señores magistrados y señoras magistradas que hicieron uso de la palabras, las cuales serían tomadas en consideración dentro de la agenda temática que vaya a ser conformada y presentada por la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe en Costa Rica para la primera reunión ordinaria que se llevaría a cabo en la inauguración del Año Judicial del 2018. 
Además, se tuvieron por rendidos los informes del Presidente, Magistrado Chinchilla y del Magistrado Solís, en su condición de Coordinador Nacional ante el Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe (CJCC), sobre su participación en la Reunión Extraordinaria de ese Consejo celebrada el día 9 de noviembre de 2017, en Ciudad de Panamá. 
Y se acogieron las recomendaciones contenidas en el oficio N° OCRI-325-2017 suscrito por el Magistrado Solís en su referida condición, entre ellas:
 “(…)

El proceso preparatorio realizado desde la Coordinación Nacional y apoyado por la OCRI, fue muy importante para orientar la discusión durante la sesión extraordinaria, especialmente en cuanto a los planteamientos políticos y temáticos asociados a justicia para llevar a cabo desde el CJCC.  

Declarar de interés institucional la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial para Centroamérica y el Caribe que tendrá a cargo el Poder Judicial durante el periodo de enero a diciembre del 2018.

Considerando que el Poder Judicial de enero a diciembre del 2018 asumirá la Presidencia Pro Témpore del CJCC, se reitera la importancia del acuerdo de Corte Plena en sesión No. 9-17 del 24 de abril del 2017, Artículo IV y se solicita el fortalecimiento de la OCRI por medio de recurso humano a partir de enero del 2018, para que pueda coordinar la ejecución del Plan de Trabajo de la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial para Centroamérica y el Caribe, CJCC, incluyendo el seguimiento y acuerdos que se adopten en el seno de este mecanismo regional que corresponda a los compromisos institucionales sobre temas de interés.
  
Que la OCRI lleve un registro de las declaraciones que se adopten en este foro regional y que durante la PPT del Consejo, sea el Punto focal de las acciones de cooperación que se realicen ante diversos entes cooperantes tales como: PAcCTO de la UE, la OEA, entre otros mencionados en la Declaración de Panamá de noviembre del 2017.

Dar seguimiento a todas las acciones conducentes a fortalecer al CJCC en el marco del SICA, especialmente a la propuesta de Reglamento del Consejo, con el fin de lograr dicho propósito en aras de fortalecer la participación de los Poderes Judiciales en los temas de interés a nivel regional.

Que la primera reunión ordinaria de la Presidencia Pro Témpore en Costa Rica se convoque en el mes de marzo y que coincida con la celebración del Año Judicial 2018.”
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Finalmente, en sesión N° 7-18 del 25 de enero de 2018, artículo LX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva en lo que interesa dice:
“En procura de adoptar una excelencia en la metodología de administración de proyectos, dadas las constantes solicitudes que realizan los despachos judiciales ante este Consejo Superior y con el fin de atender la necesidad de reforzar las labores de tramitación, así como las cargas de trabajo en cada uno de ellos a través de la dotación de recurso humano, además de que por control interno este órgano está obligado al buen uso de los recursos públicos, se acordó: 1.) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana que no extenderá ninguna certificación de contenido presupuestario, hasta tanto la dependencia judicial que la solicite se ajuste al procedimiento de informes técnicos o bien complete en su totalidad las consideraciones contenidas en el protocolo de “Formulario de solicitud de estudio a la Dirección de Planificación para aprobar por el Consejo Superior” (de conformidad con lo dispuesto por este órgano mediante circular N° 9-18 del 30 de enero de 2018).

(…)”
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Previamente a resolver lo que corresponda; se acordó: Solicitar a la licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, Directora interina del Despacho de la Presidencia, presente a conocimiento de este Consejo un plan de trabajo, así como los objetivos que se llevarán a cabo en el plazo para el reforzamiento de personal de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI), con el objetivo de dar cumplimiento al compromiso institucional del presente año 2018 al asumir la Presidencia Pro Témpore del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe (CJCC), conforme al formulario de Proyectos desarrollado por Planificación y aprobado por este Consejo en sesión N° 7-18 del 25 de enero de 2018, artículo LX. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXIII
DOCUMENTO N° 9852-17, 2743-18

[bookmark: _Toc508282921]El servidor señor Johnny Alberto Bejarano Ríos, Técnico Judicial de la Sala Constitucional, solicitó a la Dirección de Gestión Humana el trámite de su jubilación a partir del 16 de marzo del año 2018.
En oficio N° 081CJ-2018 del 6 de marzo de 2018, la licenciada Roxana Marlene Arrieta Meléndez y el licenciado Manuel Antonio Sequeira, por su orden, Subdirectora interina y Jefe Administrativo 4 de la Dirección de Gestión Humana, informaron:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

Solicitud de Jubilación presentada por JOHNNY ALBERTO BEJARANO RIOS, cédula Nº 01-0616-0894, a partir del 16 de marzo del 2018.
Al 15 de marzo del 2018, el(la) señor(a) JOHNNY ALBERTO BEJARANO RIOS habrá laborado para este Poder por espacio de 31 años, 5 mes(es), 1 día (s). 
TOTAL TIEMPO SERVIDO: 31 años, 5 mes(es), 1 día (s). 
TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 mes(es), 0 día (s). 
TOTAL GENERAL: 31 años, 5 mes(es), 1 día (s). 
EDAD: 54 años, 3 mes(es), 8 día (s). 
FECHA DE NACIMIENTO: 08/12/1963
ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: TÉCNICO JUDICIAL 3, SALA CONSTITUCIONAL
ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: TÉCNICO JUDICIAL 3, SALA CONSTITUCIONAL
PUESTO(S) DE REAJUSTE: TÉCNICO JUDICIAL 3, 100.00 %
Datos de referencia:
ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1,175,410.64
TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 391,764.36 (Monto mínimo establecido por la Ley
33.33%).
SALARIO PROMEDIO:
¢ 1,273,441.45
NORMA LEGAL:
"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)."
FÓRMULA APLICADA:
SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor = Monto de Jubilación
                   60 años
MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 1,159,126.31 (90.45% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
MONTO DE JUBILACIÓN CON DEDUCCIONES: ¢ 936,453.47
[image: ]				

Información adicional:

El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento. Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas. Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones: (johnnybejaranor@gmail.com)”

[bookmark: _Toc508282920]- 0 -
Se adjunta constancia del Departamento Financiero Contable de que don Johnny Alberto Bejarano Ríos, no tiene deudas pendientes, así como de la Dirección de Gestión Humana, en la que se indica que no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Se acordó: 1.-) Aprobar la jubilación del servidor Johnny Alberto Bejarano Ríos, Técnico Judicial 3 de la Sala Constitucional, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 1.159.126.31 (Un millón ciento cincuenta y nueve mil ciento veintiséis colones con treinta y un céntimos), y neta de ¢936.453,47 (novecientos treinta y seis mil cuatrocientos cincuenta y tres colones con cuarenta y siete céntimos) a partir del 16 de marzo de 2018. 2.-) Agradecer al servidor Bejarano Ríos, los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad con los artículos 1 y 3 del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 3.-) Se advierte al señor Johnny Alberto, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo, según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana.
La Auditoría, la Dirección de Gestión Humana, la Sala Constitucional, los Departamentos Financiero Contable, de Prensa y Comunicación Organizacional, y la Oficina de Relaciones Públicas y Protocolo tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIV
DOCUMENTO Nº 2739-18
[bookmark: _Toc508282923]El señor Roberto Flores Davis, Oficial de Investigación del Organismo de Investigación Judicial, solicitó a la Dirección de Gestión Humana el trámite de su jubilación a partir del 16 de marzo del año 2018.
La licenciada Roxana Marlene Arrieta Meléndez y el licenciado Manuel Antonio Sequeira Sequeira, por su orden, Subdirectora interina y Jefe Administrativo 4 de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº 082CJ-2018 del 6 de marzo de 2018, informaron lo siguiente:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 

Solicitud de Jubilación presentada por ROBERTO FLORES DAVIS, cédula Nº 02-0359-0061, a partir del 16 de marzo del 2018.
Al 15 de marzo del 2018, el(la) señor(a) ROBERTO FLORES DAVIS habrá laborado para este Poder por espacio de 26 años, 4 mes(es), 9 día (s). 
TOTAL TIEMPO SERVIDO: 26 años, 4 mes(es), 9 día (s). 
TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 3 años, 7 mes(es), 29 día (s). 
TOTAL GENERAL: 30 años, 0 mes(es), 8 día (s). 
EDAD: 56 años, 11 mes(es), 18 día (s). 
FECHA DE NACIMIENTO: 28/03/1961
ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: OFICIAL DE INVESTIGACIÓN, DIRECCIÓN GENERAL
ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: OFICIAL DE INVESTIGACIÓIN, DIRECCIÓN GENERAL
PUESTO(S) DE REAJUSTE: OFICIAL DE INVESTIGACIÓN, 100.00 %
Datos de referencia:
ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1,723,271.93
TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: 
¢ 574,366.53 (Monto mínimo establecido por la Ley 33.33%).
SALARIO PROMEDIO: ¢ 1,724,921.78
NORMA LEGAL:
"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual); así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."
FÓRMULA APLICADA:
SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor= Monto de Jubilación
                                     58 años
MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 1,694,190.41 (98.22% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
MONTO DE JUBILACIÓN CON DEDUCCIONES: ¢ 1,307,091.38

[image: ]

Información adicional:

El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.

Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones:

(…)”
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Se adjunta constancia del Departamento Financiero Contable de que don Roberto no tiene deudas pendientes, así como de la Dirección de Gestión Humana, en la que se indica que no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Se acordó: 1.) Aprobar la jubilación del servidor Roberto Flores Davis, Oficial de Investigación de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, cuya asignación mensual bruta será de ¢1.694.190,41 (un millón seiscientos noventa y cuatro mil ciento noventa colones con cuarenta y un céntimos), y un monto neto correspondiente de ¢1.307.091,38 (un millón trescientos siete mil noventa y un colones con treinta y ocho céntimos) a partir del 16 de marzo de 2018. 2.) Agradecer a don Roberto, los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad con los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 3.) Se previene al señor Flores Davis, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo, según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana. 
La Auditoría, las Direcciones de Gestión Humana, General del Organismo de Investigación Judicial y los Departamentos Financiero Contable, de Prensa y Comunicación Organizacional y la Oficina de Relaciones Públicas y Protocolo, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXV
DOCUMENTO Nº 2744-18
[bookmark: _Toc508282925]El licenciado Bernal Alonso Rodríguez Víquez, Fiscal de la Fiscalía General, solicitó a la Dirección de Gestión Humana el trámite de su jubilación a partir del 16 de marzo del año 2018.
La licenciada Roxana Marlene Arrieta Meléndez y el licenciado Manuel Antonio Sequeira Sequeira, por su orden, Subdirectora interina y Jefe Administrativo 4 de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº 080CJ-2018 del 6 de marzo de 2018, informaron lo siguiente:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 

Solicitud de Jubilación presentada por BERNAL ALONSO RODRÍGUEZ VÍQUEZ, cédula Nº 01-0716-0649, a partir del 16 de marzo del 2018.
Al 15 de marzo del 2018, el(la) señor(a) BERNAL ALONSO RODRÍGUEZ VÍQUEZ habrá laborado para este Poder por espacio de 29 años, 1 mes(es), 8 día (s). 
TOTAL TIEMPO SERVIDO: 29 años, 1 mes(es), 8 día (s). 
TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 11 mes(es), 6 día (s). 
TOTAL GENERAL: 30 años, 0 mes(es), 14 día (s). 
EDAD: 50 años, 1 mes(es), 8 día (s). 
FECHA DE NACIMIENTO: 08/02/1968
ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: FISCAL, FISCALÍA GENERAL
ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: FISCAL, FISCALÍA GENERAL
PUESTO(S) DE REAJUSTE: FISCAL, 100.00 %
Datos de referencia:
ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 3,965,817.61
TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
¢ 1,321,807.00 (Monto mínimo establecido por la Ley 33.33%).
SALARIO PROMEDIO: ¢ 3,931,777.66
NORMA LEGAL:
"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)."
FÓRMULA APLICADA:
SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor= Monto de Jubilación
                                  60 años
MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 3,283,398.40 (83.51% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
MONTO DE JUBILACIÓN CON DEDUCCIONES: ¢ 2,403,644.90
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Información adicional:

El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.

Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación  en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones:

(…)”
- 0 -
Se adjunta constancia del Departamento Financiero Contable de que don Bernal no tiene deudas pendientes, así como de la Dirección de Gestión Humana, en la que se indica que no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Se acordó: 1.) Aprobar la jubilación del licenciado Bernal Alonso Rodríguez Víquez, Fiscal Adjunto de la Fiscalía General de la República, cuya asignación mensual bruta será de ¢3.283.398,40 (tres millones doscientos ochenta y tres mil trescientos noventa y ocho colones con cuarenta céntimos), y un monto neto correspondiente de ¢ 2.403.644,90 (dos millones cuatrocientos tres mil seiscientos cuarenta y cuatro colones con noventa céntimos) a partir del 16 de marzo de 2018. 2.) Agradecer a don Bernal, los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad con los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 3.) Se previene al señor Rodríguez Víquez, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo, según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana. 
La Auditoría, la Fiscalía General de la República, la Dirección de Gestión Humana, los Departamentos Financiero Contable, de Prensa y Comunicación Organizacional y la Oficina de Relaciones Públicas y Protocolo, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVI
Documento N° 2723-18

[bookmark: _Toc508282928]Mediante oficio N° 788-AP-2018 del 6 de marzo de 2018, el máster José Luis Bermúdez Obando, la máster Roxana Arrieta Meléndez, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Director y Subdirectora interinos de Gestión Humana, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, comunicaron:
[bookmark: _Hlk508192841][bookmark: _Hlk501534191]“Para conocimiento de los miembros del Consejo Superior, se adjunta el informe de pensión N° 796-AP-2017, con el cual se finiquita la solicitud planteada por los jóvenes Gladys Karolina e Isaac Gómez Montero hijos del exservidor judicial fallecido José Rafael Gómez Aguilar ante esta Dirección.

El mismo, contiene inserto el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el cual cuenta con información de carácter confidencial.

Cabe indicar que, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones  en relación con la solicitud planteada por los jóvenes Gladys Karolina e Isaac Gómez Montero recomienda, acoger la pretensión del beneficio de  acrecimiento de pensión toda vez que, con este nuevo ingreso en vista que el trabajo de campo realizado advierte que requieren del beneficio ya que utilizan la pensión para su manutención como estudiantes universitarios, siendo algo indispensable para continuar con su formación educativa, sumado a que están dedicados de manera completa a dicha función, y que su progenitora no suple la totalidad de lo que requieren.

Esta Dirección se mantendrá a la espera de lo que resuelva ese Órgano Superior a efecto de proceder con el trámite respectivo.”
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Seguidamente, se transcribe el informe de pensión N° 796-AP-2017, antes mencionado:
“… nos permitimos rendir el informe en el que se atiende las solicitudes de acrecimiento presentadas por los jóvenes Gladys Karolina e Isaac Gómez Montero hijos del exservidor judicial fallecido José Rafael Gómez Aguilar.

Origen

Este Departamento en fecha 6 de septiembre de 2017, recibió la gestión que hicieron los jóvenes Gladys Karolina e Isaac Gómez Montero, mediante la cual solicitan se les otorgue el acrecimiento de la pensión, toda vez, que sus hermanos María José, José Rafael y Sebastián Jesús Gómez Montero dejaron de percibir el porcentaje que les correspondía por haber cumplido ya los 25 años de edad y quedaron excluidos de beneficio de la pensión que percibían.

II. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial No. 7333, en su artículo 232, señala:

“En las condiciones establecidas en este Capítulo, el fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, da derecho a sus beneficiarios a una pensión que el Consejo fijará prudencialmente, pero que no podrá ser superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar ni inferior a la tercera parte del último sueldo que percibió, salvo cuando se tratare del cónyuge sobreviviente, en cuyo caso el monto de la pensión será igual al monto de la jubilación que venía disfrutando o tenía derecho a disfrutar el exservidor.

Por beneficiarios, se entienden las personas que el servidor o exservidor  judicial designe, si se tratare de su cónyuge, de su compañero o compañera de convivencia durante al menos dos años, de sus hijos o de sus padres. Tal designación deberá hacerse por escrito y dirigida al Consejo.

A falta de esa designación o si la última, por cualquier motivo racional, evidentemente no representare los deseos del causante, se tendrá por beneficiarios a la persona o personas dichas y se distribuirá la pensión entre ellas, en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares.

No podrá ser beneficiario quien no forme parte del grupo de personas a que se refiere este artículo, ni aquél que no necesite de la pensión, porque su trabajo o sus rentas le permiten proveer sus alimentos sin ella, a no ser que el trabajo o las rentas que reciba sean insuficientes, en cuyo caso el Consejo rebajará la pensión en el tanto que estime necesario.

Toda asignación caducará por la muerte del beneficiario; porque éste llegue a no necesitarla para su subsistencia, a juicio del Consejo; en cuanto a los hijos de uno u otro sexo, por la mayoridad, salvo que sean inválidos o que no hubieren terminado sus estudios para una profesión u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad de veinticinco años. Todo sin perjuicio de las asignaciones que a la fecha de vigencia de esta Ley se hubieran acordado.

El Consejo, previa investigación, podrá hacer los cambios o ajustes necesarios en las cuotas asignadas y disponer respecto de los beneficiarios que lo necesitaren que sus porciones acrezcan en todo o en parte las que caducaren.”

Valoración socioeconómica practicada 

Mediante informe recibido en esta Unidad en fecha 1 de diciembre de 2017, suscrito por la Licda. Maribel Vargas Chaves, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, analiza la condición socioeconómica de los jóvenes petentes de la pensión, emitiendo a la vez una serie de conclusiones. Se adjuntan los informes en mención al final de este documento. 

Análisis de la información

En atención a la disposición expresa adoptada por el Consejo Superior, en sesión No. 101-11, del 1 de diciembre de 2011, artículo LXXIX, se remitió tal solicitud al Departamento de Trabajo Social y Psicología para lo respectivo.

El Departamento de Trabajo Social y Psicología remitió el estudio socioeconómico, mediante el cual la profesional encargada, realiza un amplio análisis de la situación socioeconómica de los jóvenes Gladys Karolina e Isaac Gómez Montero entre sus conclusiones más relevantes señalan:

Isaac Oldemar y Gladys Karolina ambos Gómez Montero:

“…Las personas valoradas conforman grupo familiar con su progenitora, quien los apoya económicamente con algunos de sus egresos mensuales, no obstante, satisfacen la mayoría de sus necesidades básicas a través de las becas universitarias y la pensión que ya es suministrada por el Poder Judicial.

Las personas referidas utilizan la pensión para su manutención como estudiantes universitarios, siendo algo indispensable para continuar con su formación educativa, sumado a que están dedicados de manera completa a dicha función, y que su progenitora no suple la totalidad de lo que requieren.

Por lo tanto, sus necesidades han variado desde la edad de los 3 años cuando su progenitor falleció a su actual edad de 19 años, debido a la inserción en la educación superior, manteniendo mayores egresos para solventar lo necesario para la subsistencia, ya que mantienen viviendas independientes de su progenitora quien era la que suplía lo que estos requerían antes de hacer ingreso a las universidades, sumado a los egresos propios de las asignaciones educativas que eventualmente se puedan presentar durante el tiempo que se encuentren estudiante.

A su vez se denota en la valoración domiciliar del joven Isaac, que habita en condiciones no favorables para su desarrollo educativo e integral. A su vez sus necesidades de recreación no se evidencian ser solventadas…”

Conclusiones y Recomendación

En virtud de lo anterior, este Departamento sugiere que los porcentajes de pensión que dejaron de percibir los jóvenes María José, José Rafael y Sebastián Jesús Gómez Montero por haber cumplido la mayoría de edad, sean otorgados a los jóvenes Gladys Karolina e Isaac Gómez Montero, en vista que el trabajo de campo realizado advierte que requieren del beneficio ya que utilizan la pensión para su manutención como estudiantes universitarios, siendo algo indispensable para continuar con su formación educativa, sumado a que están dedicados de manera completa a dicha función, y que su progenitora no suple la totalidad de lo que requieren.
 
No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizadas a la luz de la sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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En sesión N° 85-02 celebrada el 12 de noviembre del 2002, artículo XXXVIII, se autorizó una pensión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a favor de la señora María Ester Montero Arroyo, en su condición de cónyuge supérstite del servidor judicial fallecido José Rafael Gómez Aguilar, a partir del 4 de octubre del 2002. 
Posteriormente, en sesión N° 80-05 celebrada el 11 de octubre de 2005, artículo XCIV, de conformidad con lo que establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se aprobó la suspensión del beneficio de pensión de la señora María Ester Montero Arroyo, a partir del mes de julio de 2005, fecha en que el Departamento Financiero Contable informó que la señora aparecía laborando para el Estado.
Asimismo, en sesión N° 86-05 de 1° de noviembre de 2005, artículo V, la señora Montero Arroyo, presentó recurso de reconsideración en contra del acuerdo antes mencionado, y este Consejo, previamente a resolver lo correspondiente, dispuso trasladar la gestión a la Dirección de Gestión Humana, para que a la brevedad rindiera un informe respecto de las manifestaciones hechas por doña María Ester.
Finalmente, en sesión N° 101-05 del 22 de diciembre de 2005, artículo XXV, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana y se denegó el recurso de reconsideración del acuerdo tomado en la sesión del 11 de octubre de este año, artículo V, porque en tanto la señora María Ester Montero Arroyo permanezca laborando para un ente estatal, a tenor de lo establecido en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, debe suspendérsele el beneficio de pensión. 
En su lugar, se autorizó una pensión a favor de los menores de edad José Rafael, Sebastián Jesús, Gladys Carolina e Isaac Oldemar, y de la joven estudiante María José, todos de apellidos Gómez Montero, en su condición de hijos legítimos del servidor judicial fallecido señor José Rafael Gómez Aguilar, cuyo monto se fijó en la suma de ¢247.119,15 (doscientos cuarenta y siete mil ciento diecinueve colones quince céntimos), a distribuir en partes iguales entre los cinco, a partir del 26 de octubre de 2005.
Se acordó: 1.) Tener por recibidos los informes N° 788-AP-2018 y 796-AP-2017 de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Apartarse del criterio vertido en los anteriores informes y denegar el acrecimiento de pensión a favor de los jóvenes Gladys Karolina e Isaac Gómez Montero, por cuanto del dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología se desprende que con los ingresos actuales, los beneficiarios pueden hacer frente a lo básico para su subsistencia y continuar  con sus estudios. 
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. 
ARTÍCULO XXVII
Documento N° 3676-17, 1803-18, 2432-18, 2682-18, 2913-18

[bookmark: _Toc508282933]En correo electrónico del 1 de febrero de 2018, el servidor David Ramírez Acuña, Perito Judicial de la Oficina Trabajo Social del Segundo Circuito Judicial de San José, manifestó:
“… desde el año pasado la medicatura forense, por solicitud de mi persona y de mi jefatura, valoró la posibilidad de jubilarme para mejor servicio debido a mis múltiples padecimientos y al deterioro progresivo de mi salud. He estado esperando, aún bajo licencia médica, desde febrero 2017 a la fecha, que se tome el acuerdo respectivo y todavía no se me ha notificado ninguna resolución. No sé si el Departamento de Gestión Humana presentó la documentación respectiva, pero de no ser así, les aporto el Dictamen correspondiente y agradezco desde ya sus gestiones, dado que para mí es fundamental que se tome el acuerdo respectivo, para recibir el monto de mi jubilación por los años servidos a nuestra estimada institución.”
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Posteriormente, mediante oficio N° 2018-0000159 del 23 de febrero de 2018, suscrito por las doctoras Mayra Rodríguez Calvo, Silvia Fernández Mora y Rosa Elena Vargas Solano, por su orden, Médica Psiquiatra, Coordinadora y Médicas Forenses, Miembros Integrantes del Consejo Médico Forense, comunicaron:
“DICTAMEN MÉDICO LEGAL
Señores: CONSEJO SUPERIOR DEL PODER
JUDICIAL
Caso de David Alonso Ramírez Acuña
Cédula 204190460

En atención a su solicitud de dictamen médico legal del día 13 de febrero de 2018, en asunto de Determinar Estado de Salud, en el caso de DAVID ALONSO RAMÍREZ ACUÑA, este Consejo Médico Forense, el día 20 de febrero de 2018, en su Sesión ordinaria N° 12849, artículo diez, conoció el resultado de estudios de laboratorio solicitados en el dictamen numero 2017-0002669 de fecha 17 de octubre de 2017 emitido por la Sección B del Consejo Médico Forense, y de lo cual se transcribe el siguiente ACUERDO:

FICHA DE IDENTIFICACIÓN

DAVID ALONSO RAMÍREZ ACUÑA, documento de identificación: 204190460, fecha de nacimiento: 25 de agosto de 1966, edad: 51 anos, país de origen: Costa Rica, estado civil: casado, escolaridad: doctorado universitario, ocupación: psicólogo, dominancia: derecha, lugar de residencia: Merced, San José.

ESTUDIOS COMPLEMENTARIOS

(…)

VOTO DE MAYORÍA

FUNDAMENTACIÓN MÉDICO LEGAL

(…)

CONCLUSIÓN

En apego a lo establecido en la Sesión No. 39-16 del 14 de abril del año 2016 del Consejo Superior y en la circular No. 2016-0007 del Departamento de Medicina Legal, este Consejo Médico Forense, estima que DAVID ALONSO RAMIREZ ACUÑA SÍ alcanza una pérdida de las dos terceras partes (⅔) de la capacidad general orgánica.

Dra. Dra. Rosa Elena Vargas Solano		 Dra. Silvia Fernández Mora

Médico Forense, Miembro integrante 	Médico Forense, Miembro integrante

VOTO DE MINORÍA

FUNDAMENTACIÓN MÉDICOLEGAL

(…)

Luego del análisis del caso del funcionario David Alonso Ramírez Acuna, determino que su cuadro mental se encuentra estable con la medicación prescrita (un solo antidepresivo).

Su otra patología, a saber enfermedad inmunológica, se encuentra estable con medicación y control especializado por Infectología, por lo que a la luz del artículo octavo del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte, el mismo NO alcanza la perdida de las dos terceras partes de la capacidad general orgánica para el desempeño de su actividad laboral habitual, pues sus patologías son susceptibles de tratamiento médico y en su condición actual no le producen la pérdida requerida.

CONCLUSIÓN

Es mi criterio que el señor David Alonso Ramírez Acuna, en relación al artículo octavo del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, no alcanza la pérdida de las dos terceras partes de la capacidad general orgánica, por lo tanto NO se encuentra invalido.

Dra Mayra Rodríguez Calvo
Médico Psiquiatra, Coordinadora”
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Previo a someter las gestiones anteriores a conocimiento de este Consejo, la Secretaría General, mediante oficio N° 2222-18 del 28 de febrero de 2018, solicitó al máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana, remitir una certificación del tiempo laborado por el servidor David Alonso Ramírez Acuña.
En razón de lo anterior, mediante oficio N° 937-AP-2018 del 2 de marzo de 2018, la Dirección de Gestión Humana, certificó:
“Que revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en esta Dirección, el señor DAVID ALONSO RAMIREZ ACUÑA, cédula de identidad número 02-0419-0460, se desempeña en la Institución en un condición de propiedad en el puesto N° 100805 de PERITO JUDICIAL 2 en la OFICINA TRABAJO SOCIAL II CIRC. JUD. SAN JOSÉ. Ha laborado para este Poder por espacio de diecisiete años, siete meses y veintidós días; en el período comprendido entre el doce de junio de dos mil y la fecha. Dicho tiempo servido ha sido de forma discontinua, en virtud de las rupturas en los períodos de nombramiento interino.

Cabe indicar, que se le reconoció un tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación de dos años, cinco meses y veintisiete días. Para un tiempo servido total de veinte años, un mes y diecinueve días.”
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En relación con lo anterior, mediante oficio N° 2755-18 del 9 de marzo de 2018, la Secretaría General, le remitió al doctor Ramírez Acuña, el informe médico N° 2018-0000159 en el que se informa sobre su estado de su salud, por lo que se le solicitó se pronunciara en el término de 2 días, contados a partir del día siguiente del recibido de esa comunicación, con la finalidad de que este Consejo valore su gestión.
Por lo que, en correo electrónico del 9 de marzo de 2018, el señor Ramírez Acuña, manifestó lo siguiente:
“… a la fecha continúo incapacitado, período de licencia médica que inició en febrero 2017. Actualmente, mantengo casi todos los diagnósticos médicos que se describen en el dictamen citado, por lo que no me siento en condiciones de continuar ejerciendo mi trabajo y solicito, con todo respeto, una jubilación anticipada, de manera que las personas usuarias del sistema judicial no se vean perjudicadas por mis constantes incapacidades, debidas a mis malestares psicológicos y físicos, crónicos.”

-0-
En sesión Nº 91-14 celebrada el 16 de octubre del año 2014, artículo CIII, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al doctor David Ramírez Acuña, Psicólogo Clínico del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que determinara si conforme su estado actual de salud puede atender la disponibilidad asignada a su puesto.
Posteriormente, en sesión N° 12-15 celebrada el 12 de febrero del 2015, artículo XCVII, se tomó nota del oficio Nº J.D.M.L-EJ-2015-0006 del Departamento de Medicina Legal referente a la valoración médica practicada al doctor David Ramírez Acuña, en su citada condición, a quien se le comunicó que en razón del resultado de la citada valoración debía incorporarse en el rol de disponibilidad.
Finalmente, en sesión 34-17 del 5 de abril de 2017, artículo XCVIII, se le comunicó al doctor Ramírez Acuña, que no era posible acceder a su solicitud, en razón de que no cumplía con los requisitos dispuestos en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para poder optar por una jubilación.
A tenor de lo que establece el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el criterio de mayoría emitido por el Consejo Médico Forense, se acordó: 1.) Separar de su cargo por incapacidad absoluta y permanente al servidor David Alonso Ramírez Acuña, Perito Judicial 2 de la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Segundo Circuito Judicial de San José, a partir del 13 de marzo de 2018, con derecho a los extremos laborales que le correspondan. Lo anterior, ya que presenta pérdida de las dos terceras partes, en otras palabras, de la capacidad general orgánica para laborar. 2.) Agradecer a don David los servicios prestados al Poder Judicial. 3.) La Dirección de Gestión Humana, elaborará los cálculos respectivos sobre los derechos laborales del servidor Ramírez Acuña y rendirá el informe correspondiente a conocimiento de este Consejo. 4.) Se le previene al señor Ramírez Acuña, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente estatal, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el Estado, de conformidad con lo normado en el artículo 586, inciso b) del Código de Trabajo, según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana. Del mismo modo, se le comunica que se podrá suspender el goce del beneficio, en razón de haber sido acordada su jubilación por enfermedad y se tenga noticia de que está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación. 
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVIII
DOCUMENTO N° 13494-17, 2533-18

[bookmark: _Toc508282937]En sesión Nº 105-17 celebrada el 21 de noviembre del año 2017, artículo XXX, se aprobó el nombramiento en propiedad del licenciado Jorge Enrique Ortega Morales, en la plaza vacante N° 44290, de Juez (a) l Genérico, en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés, a partir del 18 de diciembre de 2017.
La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° SACJ-0413-18 del 1 de marzo de 2018 comunicó:
“… remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño del licenciado Jorge Ortega Morales, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria: 

El licenciado Ortega Morales, fue nombrado en propiedad como Juez 1 en el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés, a partir del 18 de diciembre de 2017.  Según acuerdo de Consejo Superior, en sesión 105-17, del 21 de noviembre 2017, artículo XXX.  El periodo de prueba vence el 18 de marzo de 2018.   

“Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

Datos Generales

Nombre: Jorge Enrique Ortega Morales.
Cédula: 602830673.
Número de puesto: 44290.
Despacho: Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés.
Tipo de Período de prueba: tres meses.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 18 de marzo de 2018. 

Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante envío de instrumentos al personal judicial:  Juez Coordinador, Coordinador Judicial y Técnicos Judiciales, los cuales se diseñaron de manera particular para cada uno y tienen como objetivo recopilar información sobre el proceso de adaptación al despacho y el apego al perfil competencial del puesto. 

Hallazgos: 

A partir de la información aportada por las personas consultadas se determina que el Licenciado Ortega ha cumplido a cabalidad con las funciones de su cargo, trabaja de manera positiva con el equipo del despacho, ha establecido relaciones interpersonales positivas y respetuosas además, el Juez Coordinador califica todos los elementos de forma positiva. El evaluado muestra apego a la normativa y valores institucionales, brinda una adecuada atención a personas usuarias y no se registran elementos negativos en su desempeño durante el período de prueba.

Conclusiones: 

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil competencial, se  concluye que el Licenciado Jorge Enrique Ortega Morales ha mostrado apego positivo al puesto como Juez 1 Genérico en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”
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Se acordó: 1.-) Tomar nota del informe de la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y hacerla de conocimiento del licenciado Jorge Ortega Morales, Juez del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés. 2.-) Tener por aprobado el período de prueba del señor Ortega Morales, el cual vence el 18 de marzo de 2018.
La Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIX
DOCUMENTO N° 1742-18, 2784-18

[bookmark: _Toc508282945]El licenciado Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, mediante oficio 147-PLA-2018, remitió el informe 110-OI-2017-B, ambos del 08 de febrero del presente año, suscrito por el licenciado Minor Anchía Vargas, Jefe interino del Subproceso Organización Institucional, relacionado con el análisis de la disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, destacados en la Bodega de Drogas del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J.). 
Seguidamente se transcribe el informe 110-OI-2017-B, que dice:
(…)

	Dirección de Planificación
	Fecha:
	8/02/2018

	Oficina
	Subproceso de Organización Institucional
	# Informe:
	110-OI-2017-B

	Temática:
	Análisis de la disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, destacados en la Bodega de Drogas del O.I.J.

	Para:
	 Secretaría General de la Corte.

	Copia(s): 
	Oficina de Planes y Operaciones, Bodega de Drogas, Dirección de Gestión Humana. Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.

	Oficios y Referencias:
	Oficio SAP-199-2014 de la Dirección de Gestión Humana, el cual responde a la Referencia interna de la Dirección de Planificación 1437-2014.

	Metodología
	Se realizaron entrevistas con las personas encargadas de la Bodega de Drogas, las cuales a su vez proporcionaron bitácoras donde se documentó las tareas que efectuaron en horarios fuera de la jornada laboral, lo cual permitió cuantificar la cantidad de casos que se atendieron de esa forma.



	I. Antecedentes
	Inicialmente la recepción, custodia y destrucción de la droga estuvo a cargo del personal de la Sección de Química Analítica del Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses, lo cual iba en detrimento de la labor sustantiva de esos puestos, y se solventó en su oportunidad con la creación de recurso humano para atender esas funciones (a través del estudio 43-PLA-CE-2008) y la definición de una estructura denominada Bodega de Drogas (propuesta en el informe 56-DO-2011).

El Consejo de Personal en la sesión 19-2016 del 19 de julio del 2016, artículo II, conoció el informe SAP-178-2016 relacionado con el análisis de la asignación del plus salarial de riesgo para los puestos números 352737 y 352739, clasificados en la clase ancha de “Auxiliar de Servicios Generales 4” y en la clase angosta de “Auxiliar de Bodega 2”, ubicados en la Oficina de Planes y Operaciones (Bodega de Drogas).

El Consejo Superior en la sesión 16-17 del 23 de febrero de 2017, artículo LXXVIII, acogió el acuerdo del Consejo de Personal tomado en sesión 2-17 del 7 de febrero de 2017, artículo III, por lo cual se creó y aprobó la clase angosta “Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos”, se reasignaron los puestos 352737 y 352739, y se varió la nomenclatura de la clase ancha de “Auxiliar de Servicios Generales 4” a “Técnica/o Especializada/o 6.”.


	II. Justificación
	La Dirección del Organismo de Investigación Judicial mediante el oficio 859-DG-2014/ID del 12 de agosto del 2014, solicitó elaborar a la Dirección de Gestión Humana un estudio para determinar que los puestos del personal administrativo de Bodega de Drogas fueran recalificados y revalorados, justificando la petición en la carga de trabajo de ese personal.

En esa oportunidad, la Dirección de Gestión Humana le indicó a la Dirección del O.I.J. que la carga de trabajo no era un aspecto a considerar para la valoración de un cargo, debido a que no podía ser resuelto a través de la vía de la clasificación y valoración de puestos; sino más bien, era un indicador que debía ser valorado por la Dirección de Planificación, órgano encargado en materia de organización. Por lo tanto, la Dirección de Gestión Humana indicó que la Dirección de Planificación era la encargada de definir si al personal de la Bodega de Drogas les correspondía o no el pago de la disponibilidad por la ejecución de esas labores en horas no hábiles.


	III. Información Relevante
	3.1.- Las labores que efectúan las servidoras y servidores judiciales que laboran en la Bodega de Drogas pueden resumirse en cuatro grandes procesos: recolección, recepción, análisis y destrucción de drogas. 

3.2.- Tratándose de la recolección, desde el momento en que se realiza un decomiso de drogas en cualquier parte del país, se le pide colaboración al personal técnico en decomiso de psicotrópicos (el personal objeto del presente estudio) lo que implica que se deban de llamar a cualquier hora del día para que se trasladen al edificio principal del O.I.J. en San José, e inclusive se presentan casos en los cuales por la complejidad se deben llamar a las dos servidoras o servidores a diligencias simultáneas.

3.3.- En cuanto a la recepción, cuando llega la droga a la bodega primaria, se sigue un protocolo para abrir la puerta principal, donde las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos deben accionar en conjunto con otras personas la clave especial del sistema electrónico, lo que los convierte en un elemento vital para el almacenamiento de la droga debido a que sin ellos no se puede abrir la bodega. 

3.4.- Con respecto al proceso de análisis, también deben en coordinación con el personal de la Sección de Química Analítica encargarse de realizar estudios presuntivos o preliminares lo que implica selección de muestras, reempaque, etiquetado, fotografía, colocación de marchamos, entre otros.

3.5.- Sobre la destrucción, resulta que días antes de la ejecución de ese proceso las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos realizan la revisión de toda la evidencia a destruir en presencia de una Jueza o Juez Penal y posteriormente participan en la destrucción, las cuales se hacen en cualquier momento del mes.

3.6.- Internamente en la Bodega de Drogas, la disponibilidad se asigna de manera semanal, incluyendo fines de semana, cierres colectivos y feriados, durante las veinticuatro horas del día y los trescientos sesenta y cinco días del año, lo cual obliga a las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos a no poder alejarse del Valle Central. Por el momento se les paga disponibilidad a todas las servidoras y servidores judiciales que intervienen en la recepción o destrucción de drogas, excepto a las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos.

Según entrevista con el personal de la Bodega de Drogas, señalan que la disponibilidad impacta en su vida personal, debido a que se pierden horas de descanso, se posponen actividades de superación personal como estudios, se sacrifica el convivio familiar, inclusive se tienen pérdidas económicas por ejemplo el pago en Universidades, retiro de materias y pérdida de cursos.

Se determinó que entre enero y mayo de 2017, las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos se encargaron de atender once casos promedio en disponibilidad de manera mensual. En ese periodo aparecen reportadas 231 horas en disponibilidad equivalentes a 46 horas mensuales (dato promedio).

3.7.- En criterio del Director General del Organismo de Investigación Judicial, Máster Walter Espinoza Espinoza, las labores que efectúan las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos en los procesos de recepción y destrucción de drogas son críticas y de alta importancia, debido a que deben asumir la responsabilidad de la utilización de claves personalizadas para ingresar a la bodega de drogas y de participar en todo el proceso logístico del movimiento de la droga, lo cual los obliga a estar disponibles las 24 horas y los 365 días del año, por lo cual es su criterio que esta disponibilidad debe ser reconocida institucionalmente como sucede con otros puestos administrativos.

[bookmark: _Hlk505802887]3.8.- La versión preliminar de este Informe fue puesta en consulta mediante el oficio 1751-PLA-2017 del 24 de noviembre del 2017, al Máster Wálter Espinoza Espinoza, Director General Organismo de Investigación Judicial, con copias a Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J. y de la Dirección de Gestión Humana. Las observaciones y criterio de esta Dirección se detallan a continuación:


	N°
	Observación de Dirección del OIJ. Oficio 1450-DG-2017
	Criterio de la Dirección de Panificación

	1
	Se indica que el pago de horas extra y de disponibilidad son excluyentes uno del otro.
	Se comparte el criterio de la Dirección del OIJ, por lo tanto se modifica la recomendación 5.1 para que únicamente se de pago de disponibilidad.

	2
	Sobre la variación de la jornada se tiene el criterio que debido al cumplimiento de las funciones asignadas en horas no hábiles se cubre de manera satisfactoria con los roles establecidos y el reconocimiento de la disponibilidad.
	Se comparte el criterio de la Dirección General del OIJ, por lo tanto con el pago de la disponibilidad y la definición de roles claros de trabajo no aplicaría la variación de jornada.



 Las observaciones se consideran en lo pertinente en el presente informe.


	IV. Elementos Conclusivos
	4.1.- La creación de la Bodega de Drogas pretendía solucionar la problemática que iba en detrimento de la labor sustantiva del personal de la Sección de Química Analítica, quienes tenían como recargo esas funciones.

4.2.- Las funciones que desempeñan las técnicas y técnicos de la Bodega de Drogas son muy particulares y específicas institucionalmente, lo que provocó que el Consejo Superior aprobara la variación de la nomenclatura de la clase ancha de “Auxiliar de Servicios Generales 4” a “Técnico Especializado 6” y la creación de la clase angosta “Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos.”

4.3.- El Macroproceso de Ejecución del Trabajo en la Bodega de Drogas se resume en cuatro grandes procesos: recolección, recepción, análisis y destrucción de drogas.

4.4.- Tratándose de la recolección, cuando la Jefatura de la Bodega de Drogas es informada sobre un decomiso en cualquier parte del país, debe recurrir a la colaboración de las dos Técnicas o Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos, lo que implica su presencia efectiva a cualquier hora del día, según los roles que tienen internamente e inclusive por la complejidad, deben participar las dos plazas existentes para cubrir diligencias simultáneas.

4.5.- En cuanto a la recepción, es de notar que al momento del arribo de la droga al Edificio del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de San José, se sigue un protocolo para abrir la puerta principal, donde las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos deben accionar, en conjunto con otras personas, la clave especial del sistema electrónico para ingresar a la Bodega de Drogas, lo que los convierte en un elemento vital para el almacenamiento y custodia, ya que sin ellos no se puede abrir la bodega y esto puede suceder cualquier día y hora del año.

4.6.- Las técnicas y técnicos de decomiso de drogas también son responsables de dar soporte en el análisis de drogas, ya que colaboran en labores de re empacado, etiquetado, toma de fotografías, colocación de marchamos, entre otras.

4.7.- En el proceso de destrucción de drogas, las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos deben participar activamente revisando toda la evidencia a destruir en presencia de una Jueza o Juez Penal, durante el operativo de seguridad y táctico del traslado y posteriormente se encargan de los aspectos técnicos de la destrucción.

4.8.- Internamente en la Bodega de Drogas la disponibilidad se asigna de manera semanal, incluyendo fines de semana, cierres colectivos y feriados, durante las veinticuatro horas del día y los trescientos sesenta y cinco días del año, lo que obliga a las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos a no poder alejarse del Valle Central.

4.9.- De las entrevistas a cada uno de las técnicas y técnicos de la Bodega de Drogas, señalan que la disponibilidad a la que se ven expuestos impacta en su vida personal, ya que pierden horas de descanso, posponen actividades de superación personal, sacrifican el convivio familiar, aspectos que no son reconocidos económicamente por la institución.

4.10.- Los 56 casos atendidos por las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos entre enero y mayo de 2017, representaron un promedio mensual de 11 casos; el 40% ocurrió en fines de semana.

4.11- Ese volumen de casos implicó para cada Técnica y Técnico en Decomiso de Psicotrópicos laborar en promedio mensual 23 horas después de la jornada ordinaria. 

4.12.- Las diligencias cubiertas en periodo de disponibilidad demoran en promedio cuatro horas, por lo tanto cada caso de drogas atendido equivale a laborar la mitad de la jornada ordinaria.

4.13.- La complejidad de las diligencias provocó que en el 36% de ellas intervinieran ambos puestos de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos.

4.14.- Para reconocer el tiempo incurrido por el personal en la atención de los casos en disponibilidad, la Jefatura de la Bodega de Drogas aplica medidas compensatorias con el horario de ingreso en la jornada ordinaria inmediata, para respetar la cantidad de horas laborales obligatorias.

4.15.- En criterio del Director General del O.I.J., la disponibilidad asumida por las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos, debe ser reconocida económicamente ya que es fundamental su participación en todo el proceso inherente al movimiento de la droga, por lo que requieren permanecer localizables las 24 horas del día y los 365 días del año.



	V. Recomendaciones
	De conformidad con la información consignada en los puntos precedentes, se formulan las siguientes recomendaciones:

Al Consejo Superior

5.1.- Autorizar el reconocimiento del pago por disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica y Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, amparados en la naturaleza critica de su función, donde las tareas encomendadas pueden ser requeridas por el O.I.J. en cualquier momento (24 horas al día los 365 días del año), cuando deban atenderse casos relacionados con decomisos de drogas.

El análisis realizado en el presente estudio ha demostrado que la atención de casos en disponibilidad es significativa y que la participación del personal de la Bodega de Drogas es fundamental para el adecuado trámite de esos asuntos.

5.2.- En caso de acogerse la recomendación antes expuesta, se recomienda que el reconocimiento del pago por disponibilidad se aplique en el tanto se mantengan las condiciones laborales descritas en el presente informe.

En caso de que se modifique la estructura de trabajo vigente, se deberá hacer esa situación del conocimiento de la Dirección de Planificación, para hacer el análisis respectivo.

[bookmark: _Hlk505853082]La Dirección del Organismo de Investigación Judicial mediante el Oficio 1450-DG-2017 coincide con la Dirección de Planificación en las conclusiones y recomendaciones indicadas en este informe para el análisis de la disponibilidad de los puestos 352737 y 352739. Debe aclararse que el pago de disponibilidad es diferente al pago de horas extra, por lo cual para esos puestos no aplicaría que se paguen horas extra ni tampoco la variación de jornada debido a que el cumplimiento de las funciones asignadas en horas no hábiles se cubre de manera satisfactoria con los roles establecidos y con el reconocimiento de la disponibilidad. 


	VI. Análisis de la disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, destacados en la Bodega de Drogas del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J.).
	



	Realizado por:
	Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Coordinador Unidad de Estudios Operativos.

	Revisado por:
	Lic. Minor Anchía Vargas, Jefe a.i Subproceso Organización Institucional.

	Autorizado por:
	Ing. Dixon Li Morales,  Jefe a.i. Proceso Ejecución de las Operaciones.
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Aunado a lo anterior, el licenciado Dixon Li Morales, de calidades citadas, remitió mediante oficio N° 213-PLA-2018 del 6 de marzo de 2018 lo que se dirá:
“Mediante oficio 147-PLA-2018, se adjuntó el informe 110-OI-2017-B, relacionado con el análisis de la disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, destacados en la Bodega de Drogas del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J.).

En relación con lo indicado, en el apartado “V. Recomendaciones”, específicamente en la recomendación 5.2 se indica literalmente:

“En caso de acogerse la recomendación antes expuesta, se recomienda que el reconocimiento del pago por disponibilidad se aplique en el tanto se mantengan las condiciones laborales descritas en el presente informe.

En caso de que se modifique la estructura de trabajo vigente, se deberá hacer esa situación del conocimiento de la Dirección de Planificación, para hacer el análisis respectivo.

La Dirección del Organismo de Investigación Judicial mediante el Oficio 1450-DG-2017 coincide con la Dirección de Planificación en las conclusiones y recomendaciones indicadas en este informe para el análisis de la disponibilidad de los puestos 352737 y 352739. Debe aclararse que el pago de disponibilidad es diferente al pago de horas extra, por lo cual para esos puestos no aplicaría que se paguen horas extra ni tampoco la variación de jornada debido a que el cumplimiento de las funciones asignadas en horas no hábiles se cubre de manera satisfactoria con los roles establecidos y con el reconocimiento de la disponibilidad.”.

En sustitución de lo anterior, léase correctamente:

5.2.- En caso de acogerse la recomendación antes expuesta, se recomienda que el reconocimiento del pago por disponibilidad se aplique en el tanto se mantengan las condiciones laborales descritas en el presente informe.

En caso de que se modifique la estructura de trabajo vigente, se deberá hacer esa situación del conocimiento de la Dirección de Planificación, para hacer el análisis respectivo.

La Dirección del Organismo de Investigación Judicial mediante el Oficio 1450-DG-2017 coincide con la Dirección de Planificación en las conclusiones y recomendaciones indicadas en este informe para el análisis de la disponibilidad de los puestos 352737 y 352739. Debe aclararse que el pago de disponibilidad es diferente al pago de horas extra, por lo cual para esos puestos aplacaría (sic) el pago de horas extras, pero no la variación de jornada, debido a que el cumplimiento de las funciones asignadas en horas no hábiles se cubre de manera satisfactoria con los roles establecidos y con el reconocimiento de la disponibilidad.

Se sustituye de la recomendación original lo sombreado.”
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Se acordó: 1.-) Tener por rendido el informe 147-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con el análisis de la disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, destacados en la Bodega de Drogas del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J.). 2.-) Avalar las recomendaciones sugeridas; en consecuencia, se autoriza  el reconocimiento del pago por disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica y Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, amparados en la naturaleza critica de su función, donde las tareas encomendadas pueden ser requeridas por el Organismo de Investigación Judicial en cualquier momento (24 horas al día los 365 días del año), cuando deban atenderse casos relacionados con decomisos de drogas. El reconocimiento del pago por disponibilidad se aplicará en el tanto se mantengan las condiciones laborales descritas en el presente informe. El pago de disponibilidad es diferente al pago de horas extra, por lo cual para esos puestos aplicaría el pago de horas extras, pero no la variación de jornada, debido a que el cumplimiento de las funciones asignadas en horas no hábiles se cubre de manera satisfactoria con los roles establecidos y con el reconocimiento de la disponibilidad. En el caso de que se modifique la estructura de trabajo vigente, se deberá hacer esa situación del conocimiento de la Dirección de Planificación, para hacer el análisis respectivo. 3-.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección General y la oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección de Gestión Humana y de la Dirección de Planificación, para lo que corresponda.  Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXX
Documento N° 1487-18, 2683-18

[bookmark: _Toc508282948]Por medio de oficio N° 968-DTI-2018 del 5 de marzo de 2018, la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, comunicó:
[bookmark: _Toc506216024]"Para que por su medio se haga del conocimiento de los señores integrantes del Consejo Superior, en atención al oficio 1886-18, en el que se transcribe el acuerdo tomado en su sesión N° 13-18 artículo XXI, en el que se conoció el Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigida a la Dirección de Tecnología de Información, respecto a la recomendación emitida en el informe N° 38-11-SATI-2015, punto 4.1, que literalmente indica:

Establecer, en coordinación con las áreas y dependencias que se consideren relevantes, una planificación anual integral que abarque todos los proyectos de expansión de sistemas de información, la cual deberá ser revisada y aprobada por la Comisión Gerencial de Tecnología de Información.

Me permito remitir el oficio 966-DTI-2018, suscrito por el Lic, Luis Jiménez Fallas, Jefe del Área Informática de Gestión, en el que comunica las acciones emprendidas para atender esta recomendación."

- 0 -
Seguidamente, se transcribe el oficio N° 966-DTI-2018, antes mencionado:
"En respuesta al oficio N° 1886-18, recibido el 19 de febrero del 2018, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sección N° 13-18, celebrada el 14 de febrero del 2018, donde se le solicita a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones la implementación en el término de seis meses las recomendaciones emitidas en el informe N° 38-11-SATI-2015, punto 4.1:

Establecer, en coordinación con las áreas y dependencias que se consideren relevantes, una planificación anual integral que abarque todos los proyectos de expansión de sistemas de información, la cual deberá ser revisada y aprobada por la Comisión Gerencial de Tecnología de Información.

Esta Dirección confeccionó durante el año 2017, la Estrategia de Capacitación y Seguimiento de Oficinas Judiciales, aprobado por el Consejo Superior en sesión número 58-17, celebrada el 15 de junio del 2017. 

Esta estrategia tiene como objetivos, establecer planes de capacitación para las oficinas y despachos judiciales y las actividades necesarias para el seguimiento y monitoreo de estas, así como definir y planificar la actualización de los sistemas durante el año. Se adjunta el documento “Estrategia de capacitación y seguimiento mejoras en los Sistemas.docx”.

Sumado a esto, en coordinación con la Dirección de Planificación, se planifica y elabora los cronogramas de implantación, capacitación y seguimiento de los diferentes sistemas e implantación de la reforma procesal civil, y rediseño del proceso penal, de manera anual, así como el cronograma respectivo de la implementación del Sistema SIGMA, basado en el cronograma de implantación de sistemas.  

Se adjunta a este oficio el archivo CronogramaImplatación.xls., correspondiente al cronograma anual de implantaciones y el cronograma CronogramaImplataciónSIGMA.xls."

- 0 -
[bookmark: _Toc429674779]En sesión N° 82-15 celebrada el 16 de setiembre de 2015, artículo XXI, se tuvo por rendido el informe Nº 1317-PLA-2015, realizado por la Dirección de Planificación, referente a la estrategia propuesta “para dar sostenibilidad a las oficinas y despachos judiciales que son sometidos a un rediseño o reestructuración”.
Luego, en sesión N° 107-16 del 29 de noviembre de 2016, artículo XLIX, se tomó nota del oficio de la Dirección de Planificación N° 1981-PLA-2016, sobre el Modelo de Sostenibilidad de los Proyectos de Rediseño de oficinas judiciales y el resultado del seguimiento realizado al Circuito Judicial de San Carlos -entre otros-, en su inciso j), dispuso que en el plazo de un mes, la Dirección de Tecnología de la Información desarrollaría una estrategia de capacitación para las oficinas y despachos judiciales y el área de informática regional, asegurando que se cumpla con las responsabilidades indicadas en el Modelo de Sostenibilidad de Proyectos de Rediseño. Esa propuesta debía ser puesta en conocimiento del Consejo Superior.
Seguidamente, en sesión N° 110-16 del 8 de diciembre de 2016, artículo LVI, se tomó nota de la comunicación hecha por la Dirección de Tecnología de la Información y se indicó que este Consejo le ha brindado a esa Dirección todo el apoyo requerido, por lo tanto, sí deberán de participar las Administraciones Regionales en el seguimiento y monitoreo constante de los sistema de implantación, se requiere que el personal de Tecnología de la Información de cada región, precisamente por tener el conocimiento técnico, esté involucrado y se haga una labor conjunta.
Asimismo, se aclaró a la citada Dirección que los Consejos de Administración podrían conocer los resultados de los seguimientos y tomar los acuerdos que estimen oportunos para cumplir con las directrices institucionales, sin embargo, al estar integrados por personas que cumplen distintas funciones en el ámbito jurisdiccional, no pueden dar el seguimiento constante que se requiere.
Finalmente, en sesión N° 8-17 del 15 de junio del 2017, artículo XCI, se tuvo por rendido y se acogió el informe de la Dirección de Tecnología de la Información, referente a la estrategia de capacitación para las oficinas y despachos judiciales y el área de informática regional, asegurando que se cumpla con las responsabilidades indicadas en el Modelo de Sostenibilidad de Proyectos de Rediseño.
Y se aprobó la publicación de una circular sobre la asistencia a dichas capacitaciones, misma de la que la Secretaría General de la Corte tomó nota para los fines correspondientes.
Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la Dirección de Tecnología de la Información, en relación con la recomendación 4.1 emitida en el informe N° 38-11-SATI-2015 sobre el "Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigida a la Dirección de Tecnología de Información". 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXI
DOCUMENTO N° 2475-18, 2479-18, 2701-18

[bookmark: _Toc508282955][bookmark: _Hlk508798271]Los licenciados Oliver Ramírez Valverde y Andrés Mora Quirós, Jueces del Juzgado Penal de La Unión, mediante correo del 28 de febrero del 2018, gestionaron lo siguiente:
“…nos dirigimos a ustedes para informar y solicitar las respectivas directrices sobre la siguiente situación.

El Tribunal Penal de Cartago, procedió a convocar debate oral y público en la causa número 15-000783-0071-pe, por el delito de cinco homicidios calificados, seguidos contra Dinier Estrada Jiménez y otros, en perjuicio de Roy Leitón y otros, por espacio de un mes iniciando el 02 de abril al 04 de mayo de 2018, no obstante, por experiencia en este tipo de procesos la probabilidad de prórroga del señalamiento es viable.

Esta causa fue tramita (sic) en la Jurisdicción de La Unión durante la fase preparatoria e intermedia. Dentro de este proceso figuran como acusados por la Fiscalía Adjunta Contra El Crimen Organizado del Ministerio Público cinco personas. Todas estas personas son representadas por Defensores Públicos de la Oficina de La Unión, es decir los cuatro defensores públicos que atienden materia penal en esta jurisdicción, deberán estar en la convocatoria realizada por el Tribunal de Juicio.

Esta situación genera un grave problema para el Juzgado Penal de La Unión, pues por el tiempo que dure aquel señalamiento no se podría convocar las diligencias propias que se realizan en nuestro despacho, entiéndase audiencias preliminares, anticipos jurisdiccionales de prueba, audiencias de medidas cautelares, revisión de vencimiento de prisiones preventivas de personas detenidas cuyo plazo de detención se cumpla durante este periodo. La situación se agrava, pues en promedio en este despacho se señalan Ochenta (80) audiencias preliminares, Diez (10) audiencias tempranas inmediatas, Dos anticipos jurisdiccionales, dos causas con personas detenidas, según el registro que tenemos para el día de hoy, que vencen para ese periodo más las diligencias que deba atenderse por concepto de disponibilidad que son impredecibles. Como se desprende la situación podría convertirse inmanejable, pues implicaría un atraso en la tramitación de causas de este despacho por un mes ya que no podría realizarse ninguna diligencia programada. Esta situación es conocida, ya que existe el señalamiento, pero además al realizar la revisión de la agenda única cronos del Circuito Judicial de Cartago, es imposible agendar ninguna diligencia para cualquiera de los cuatro defensores penales del Circuito Judicial de La Unión, pues se encuentra bloqueado por este señalamiento realizado por el Tribunal de Juicio de Cartago.

Es sabido que en el Circuito Judicial de La Unión, existen defensores públicos asignados a otras diligencias (pensiones alimentarias), no obstante no atienden diligencias penales ordinarias.

Como se ha indicado la preocupación que nos embarga, estriba en la imposibilidad de poder realizar las diligencias propias del despacho por tener un faltante en el recurso profesional que atienda las diligencias. 

También informamos que la mayoría de las causas que se tramitan en este despacho se encuentran apersonados como parte procesal alguno o varios de los cuatro defensores públicos de la jurisdicción, por lo que esas causas no podrían realizarse el respectivo señalamiento. El despacho ha realizado una revisión de las causas activas e incluso se ha escogido por el personal respectivo para señalar en esos días los procesos que cuentan con partes procesales privadas, sin embargo la cantidad es mínima, por lo que la mayoría del tiempo estaría sin señalamientos de audiencias en ese lapso de tiempo, con la consecuente acumulación de circulante que se vería reflejado en los rendimientos mensuales del despacho y el perjuicio para las víctimas e imputados que no se les resuelve su situación jurídica.

En razón de lo anterior informamos la situación expuesta para que se tome nota y se tenga conocimiento que los señalamientos para el tiempo que tarde el debate indicado serían mínimos en relación con la constante del despacho. También de ser considerado viable se coordine con la Dirección de la Defensa Pública para que subsane este inconveniente con recurso profesional adicional durante el tiempo que dure el citado juicio y no causar un perjuicio a los derechos de las partes procesales. No obstante, si no es posible dotar de personal adicional, se tenga conocimiento que en general el atraso de este despacho sería de aproximadamente Noventa y Cinco señalamientos que deberán ser diluídos en el tiempo, con el consecuente retraso en la capacidad de respuesta de esta oficina, aunado al agravante de tener que señalar diligencias en horario extraordinario para poder conocer de las revisiones de medidas cautelares y prisión preventiva que deban ser resueltas durante el tiempo que tarde en resolverse aquel juicio.

Se adjunta a esta gestión la constancia emitada (sic) por la Licda. Marcela Solís Blanco, en su condición de Jueza Tramitadora del Tribunal Penal de Cartago.
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En relación con lo anterior, el máster Ricardo Barahona Montero, Juez Coordinador del Tribunal de Juicio de Cartago, en correo del 28 de febrero de 2018, manifestó lo siguiente:
“Por este medio hago de su conocimiento lo siguiente: El Tribunal de Juicio de Cartago, específicamente la Sección Primera debe atender el juicio en la causa penal 15-000783-721 PE, seguida contra Dinier Estrada Jiménez y otros (proceso conocido como el Caso de Ojos Bellos). Este es un juicio por drogas y varios homicidios, está señalado del 02 de abril y hasta el 04 de mayo de los corrientes. Es una causa de atención prioritaria, no sólo por ser asunto de reos presos, sino además, porque los plazos de prisión preventiva ya han sido prorrogados por el Tribunal de Apelación de Sentencia de Cartago. Este es un proceso que ingresa al Tribunal de Juicio de Cartago a finales del año anterior (2017). Por lo tanto, cuando la causa ingresa a la Sección Colegiada Primera, este grupo de trabajo tiene su agenda hecha para el 2018. Incluso, en el rango del señalamiento del "Caso Ojos Bellos", la Sección Primera tiene señalados 28 debates. No empero lo anterior y a efectos de no desatender los debates previamente señalados por la Sección Primera del Tribunal de Juicio de Cartago, en el seno de este Tribunal nos hemos organizado para que tanto el juicio en el "Caso Ojos Bellos", así como los debates señalados en la agenda de la Sección Primera sean atendidos de forma simultánea, para de esta forma, no reprogramar o dejar sin efecto los juicios ya agendados.

No obstante, el "Caso Ojos Bellos" tiene una particularidad y es que todos los defensores y defensoras de la Defensa Pública de La Unión participan en ese proceso. Desde este punto de vista, es necesario garantizar la sustitución de los defensores y defensoras de La Unión, para que sus suplentes puedan atender los demás debates señalados previamente por el Tribunal de Juicio de Cartago y en aquellos procesos donde también son parte los defensores públicos o defensoras públicas de esa oficina. En este sentido, los defensores (as) de la Defensa Pública de La Unión tienen señalados durante el rango del señalamiento del "Caso Ojos Bellos", alrededor de 21 debates con las restantes secciones del Tribunal de Juicio de Cartago. El detalle es el siguiente:

*Sección Colegiada Primera:

-Exp. 14-1186-071 PE / juicio el 03-04-18 / Def. Erick Núñez.
-Exp. 14-228-569-PE / juicio el 04-04-18 / Def. Pilar Guillén.
-Exp. 14-1186-071 PE / juicio 05-04-18 / Def. Erick Núñez.
-Exp. 13-1360-275 PE / juicio 09-04-18 / Def. Greivin Piedra.
-Exp. 16-1032-071 PE / juicio 17-04-18 / Def. Greivin Piedra.
-Exp. 15-572-569 PE / juicio 20-04-18 / Def. Roy Vargas.
-Exp. 15-1153-071 PE / juicio 23-04-18 / Def. Pilar Guillén.
-Exp. 12-636-702 PE / juicio 24-04-18 / Def. Pilar Guillén y Roy Vargas.
-Exp. 15-318-569 PE / juicio 26-04-18 / Def. Greivin Piedra.
-Exp. 15-43-569 PE / juicio 30-04-18 / Def. Pilar Guillén.

*Sección Colegiada Segunda:

-Exp. 14-000976-569 PE / juicio 10-04-18 / Def. Erick Núñez.
-Exp. 10-1047-569 PE / juicio 23 y 24-04-18/ Def. Greivin Piedra.

*Sección Unipersonal Uno:

-Exp. 16-127-1360 PE / juicio 02-04-18 / Def. Roy Vargas. 
-Exp. 16-939-569 PE / juicio 03-04-18 / Def. Pilar Guillén.
-Exp. 14-305-569 PE / juicio 04-05-18 / Def. Erik Núñez.

*Sección Unipersonal Dos:

-Exp. 14-460-569 PE / juicio 25-04-18 / Def. Ronny Taylor.
-Exp. 16-1998-345 PE / juicio 27-04-18 / Def. Ronny Taylor.

 *Sección Unipersonal Tres:

-Exp. 17-322-569 PE / juicio 26-04-18 / Def. Pilar Guillén.
-Exp. 11-504-071 PE / juicio 4-04-18 / Def. Ronny Taylor.
-Exp. 14-3562-496 PE / juicio 3-05-18 / Def. Roy Vargas.
-Exp. 15-870-569 PE / juicio 12-04-18 / Def. Roy Vargas.

De no suplirse a dichos profesionales (4 en total), no podrían ser atendidos los debates indicados en la fechas referidas, debiéndose agendar de nuevo los juicios para otro momento, esto con la consecuente afectación al usuario judicial (imputado, víctima, testigo, etc.), quien deberá esperar por más tiempo, para la resolución definitiva de su caso. 

El Tribunal de Juicio de Cartago ha hecho lo necesario para garantizar la atención simultánea de todos sus debates durante el tiempo del señalamiento del proceso 15-000783-721 PE. Se requiere por ello, que la Defensa Pública designe profesionales adicionales para que atiendan en el tiempo indicado, la agenda ordinaria de los defensores y defensoras públicas de La Unión. En este mismo sentido, en fecha 19 de febrero de los corrientes, remití vía correo, una solicitud formal a la Dirección General de la Defensa Pública de Costa Rica, no sólo explicando la situación, sino también, solicitando la sustitución de los defensores (as) públicos (as). A la fecha no he recibido respuesta alguna, a excepción de un correo que gentilmente me dirige el Dr. Erick Núnez (Sub- Jefe de la Defensa Pública), quien me indica mi solicitud está en estudio. No empero, habiendo transcurrido un tiempo considerable sin que se haya obtenido respuesta formal sobre lo requerido y frente a la inminencia del inicio del juicio en el "Caso Ojos Bellos", recurro a este Consejo, peticionando se autorice ese recurso humano adicional. 

Quiero enfantizar, que el motivo primordial de lo peticionado, es poder garantizar la continuidad y regularidad de un servicio público, que como la función judicial, compete no sólo al Tribunal de Juicio de Cartago, sino además a la Defensa Pública y al Ministerio Público. De no poder suplirse o sustituirse a los defensores (as) públicos (as) de La Unión, por más que el Tribunal de Juicio de Cartago garantice la atención simultánea de todos sus procesos, habría que dejar sin efectos los debates antes indicados.

En resumen, con respeto solicito:

i) La designación de recurso humano adicional para que supla a los defensores (as) públicos (as) de la La Unión durante el tiempo del señalamiento del "Caso Ojos Bellos". ii) Como alternativa, que los debates de los defensores (as) públicos (as) de la La Unión sean distribuidos y atendidos por la Defensa Pública de Cartago. Esta última es una oficina grande, con decenas de abogados y abogadas quienes podrían asumir los casos de la Defensa Pública de La Unión en el lapso de tiempo indicado. Aporto correo dirigido a la Dirección de la Defensa Pública.”
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Del mismo modo, la máster Diana Montero Montero, Directora interina y el doctor Erick Núñez Rodríguez, Sub Director interino, ambos de la Defensa Pública, mediante oficio N° 107-JEFDP-2018 del 5 de marzo de 2018, informaron lo siguiente:
“En atención a la consulta del licenciado Ricardo Barahona Montero, coordinador del Tribunal Penal de Cartago sobre la situación que enfrentará la sección tercera de dicho órgano jurisdiccional en razón del señalamiento a juicio realizado por la sección primera en el expediente número 15-000783-721-PE,  contra Dinier Estrada Jiménez y otros, por el delito de Homicidio Calificado (proceso conocido como “Ojos Bellos”), señalado del 2 de abril al 4 de mayo del presente año.

Valga aclarar que para este debate se encuentran convocadas las cuatro plazas de la oficina de la Defensa Pública de la Unión de Tres Ríos, lo cual podría provocar aun afectación al servicio que brinda esa oficina. Por ello, hacemos de su conocimiento que esta Dirección, con el ánimo de brindar el servicio público de manera ininterrumpida y continua, y de esta manera colaborar con la administración de Justicia, procedió a conversar la semana anterior con el licenciado Barahona 

Montero a fin de coordinar acciones conjuntas para que dicho señalamiento no afecte los juicios que ya se encontraban señalados en otras secciones y que no se frustren el resto de diligencias señaladas, evitando que las personas usuarias sufran un atraso en su derecho a la justicia pronta y cumplida del artículo 39 de nuestra Constitución Política.

En virtud de lo anterior, se ha dispuesto enviar temporalmente una plaza de Defensor Público, extra a las cuatro que ya están atendiendo el caso de “Ojos Bellos”, a fin de que a asuma todos aquellos juicios que sean de la jurisdicción de La Unión y se encuentren señalados durante las fechas de ejecución de ese contradictorio. El acuerdo asumido es que este nuevo Defensor asumirá aquellos juicios colegiados y unipersonales que por estar previamente señalados se deban atender. Por otra parte, se ha consensuado con el Señor Coordinador de Tribunal, dado que el recurso es limitado, que este despacho tendrá flexibilidad al momento de hacer efectivas esas diligencias, indicando a los jueces que deberán esperar que el Defensor termine un señalamiento para asumir el otro, valorando de manera especial la aplicación de medidas alternas.

No omitimos manifestar que también, a fin de no afectar el servicio propio de la Oficina de la Defensa Pública de la Unión, se enviará otro Defensor Público a esta oficina para que asuma todas aquellas diligencias que con carácter de urgencia surjan tanto en el Juzgado Penal, como en la Fiscalía del lugar.

De esta manera, les dejamos informados de las acciones que se están tomando para evitar perjuicios a las personas usuarias del servicio de Administración de Justicia.”
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Se acordó: Tener por recibido el informe presentado por la máster Diana Montero Montero, Directora interina y del doctor Erick Núñez Rodríguez, Subdirector interino, ambos de la Defensa Pública, en oficio N° 107-JEFDP-2018 y hacerlo del conocimiento de los licenciados Oliver Ramírez Valverde y Andrés Mora Quirós, Jueces del Juzgado Penal de La Unión y del máster Ricardo Barahona Montero, Juez Coordinador del Tribunal de Juicio de Cartago. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXII
DOCUMENTO N° 2698-18

[bookmark: _Toc508282958]El licenciado Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General del Sindicato de la Asociación de Investigadores en Criminalística ANIC, mediante oficio N° 0841-18 del 5 de marzo de 2018,  comunicó lo siguiente:
“Dentro de nuestros fines esta el velar por el buen funcionamiento de los servicios que brinda las diferentes secciones, delegaciones y sub delegaciones del Organismo de Investigación Judicial, por lo que hemos procurado realizar donaciones a distintas oficinas, del equipo que ellas carezcan.

La donación va dirigida propiamente a la Unidad Canina del Organismo de Investigación Judicial, Unidad especializada en técnicas, tácticas y mecanismos para el manejo de canes en detección de sustancias u olores determinados de búsqueda, con una gran participación en procesos judiciales de investigación de estos delitos a nivel nacional.

La donación consta de tres canes de trabajo con las siguientes características:

	Nombre
	Raza
	Color
	Edad

	Ady
	Labrador Retriver
	chocolate
	Un año y 6 mes

	Argos
	Fila Brasileño
	leonado
	10 meses

	Maya
	Pastor Australiano
	Azul
	9 meses



Cabe mencionar que continuaremos con este proyecto de donaciones para el mejoramiento y condiciones de trabajo de los empleados del Organismo de Investigación Judicial y por consiguiente del servicio que los mismos brindan a la ciudadanía.”

[bookmark: _Toc508282957]- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial para que de forma conjunta con la Unidad Canina de ese Organismo, estudien la gestión presentada e informen a este Consejo lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXIII
DOCUMENTO Nº 14928-17, 2699-18
[bookmark: _Toc508282960][bookmark: x__Toc507063863]En sesión Nº 16-18 celebrada el 27 de febrero del 2018, artículo XLVI, en lo conducente, se tuvo por rendido el oficio N°093-CD/EJ-17 donde se transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión ordinaria Nº 017-2017 del 22 de agosto del 2017, artículo III, donde se aprobaron las propuestas de “Planes de Capacitación para el 2018”, de la Escuela Judicial de las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial, del Ministerio Público y de la Dirección de Gestión Humana. Por lo anterior, se aprobaron los planes de capacitación de los diferentes centros de responsabilidad contenidos en el oficio de cita, por el primer semestre de este año y se dejó pendiente su aprobación para el segundo semestre, sujeto al cumplimiento de los aspectos indicados por este Consejo.
En relación con lo anterior, la servidora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria de la Escuela Judicial, comunicó que por un error material de la Escuela, en el oficio N° 093-CD/EJ-17 del 6 de diciembre de 2017, que remitió acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se señaló que fue en la sesión ordinaria N° 17-2017 del 22 de agosto de 2017, siendo la correcta en sesión ordinaria N° 21-2017 del 14 de noviembre de 2017.
Se acordó: Acoger la gestión anterior; en consecuencia: Modificar el acuerdo tomado en sesión Nº 16-18 celebrada el 27 de febrero del 2018, artículo XLVI, en el sentido que el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, fue en la sesión ordinaria N° 21-2017 del 14 de noviembre de 2017 y no como se indicó.
En lo demás se mantiene incólume dicho acuerdo.
La Fiscalía General, la Defensa Pública, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXIV
DOCUMENTO Nº 11425-17, 2559-18, 2605-18, 2614-18, 2641-18, 2679-18
[bookmark: _Toc508282963][bookmark: _Toc506822947]En sesión N°15-18 celebrada el 21 de febrero de 2018, artículo LIII, se tomó nota del informe rendido por la licenciada Ana Lucía Jiménez Monge, Jefa del Departamento de Archivo Notarial del Archivo Nacional, referente a los tomos de protocolo y expedientes de índices notariales secuestradas o prestados a distintos despachos judiciales. Por lo anterior, se ordenó a los despachos devolver al Archivo Nacional dentro del plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de ese acuerdo, los documentos que se señalaron, debiendo informar a la Secretaría General de la Corte el cumplimiento de lo indicado, y en caso de que ello no sea posible por una razón justificada debería comunicarlo y tomar las medidas que correspondieran para la devolución lo antes posible. 
En relación con lo anterior, la servidora Virginia Gutiérrez Toruño, Coordinadora Judicial de la Fiscalía de Osa, mediante correo electrónico del 1 de marzo de 2018, comunicó:
“Les saludo y a la vez les comunico sobre los protocolos.

1).- 14-200435-454-PE, El expediente se remitió por Incompetencia a la Fiscalía Adjunta de Pérez Zeledón, junto con la evidencia (Protocolo), el 19 de diciembre del 2014, el cual fue corroborado por medio del coordinador Javier Ramírez Fuentes.

2).- 12-200687-454-PE, El expediente fue remitido al Juzgado Penal de Osa, con Solicitud de Acusación, a las 14:56 horas del 05 de Octubre del 2015, junto con una bolsa plástica transparente, conteniendo el (Protocolo), de la Lic. Martha Cecilia Jiménez, mismo que fue recibido por la funcionaria Ericka Hurtecho, como consta en el recibido.

3).- 14-200345-454-PE. El protocolo se encuentra en el despacho, y se estará remitiendo al Departamento de Archivo Notarial del Archivo Nacional.”
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Posteriormente, el servidor Javier Ramírez Fuentes, Técnico Judicial de la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, mediante correo electrónico del 2 de marzo de 2018, remitió la contestación del comunicado 04-2018 FAGFIT, correspondiente de esa Fiscalía.
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Mediante correo electrónico del 2 de marzo de 2018, la licenciada Victoria Rodríguez Piña, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Grecia, comunicó:
“…En la causa 16-000094-0331-PE, se emitió dos informe periciales, donde ambos dictámenes no logran determinar quien confeccionó la firma cuestionada. Cuando se recibe el primer dictamen, éste refiere que existe la posibilidad de efectuar comparaciones con otros documentos por ejemplo: Cuenta cedular, por ese motivo, se hace una solicitud de dictamen enviando la cuenta cedular como elemento de comparación. De éste análisis se emite, el dictamen DCF-2017-00641-AED. El cual nuevamente refiere que no se puede determinar quien confeccionó la firma cuestionada, dictamen de fecha 11 de Octubre del 2017. Por lo anterior, el ofendido solicitó en fecha 15 de noviembre que se amplíe el dictamen y que se tome como elementos de comparación documentos que fueron presentados por el en el Juzgado de Cobro, en San José. En fecha 28 de Febrero del 2018, el Organismo de Investigación nos contesta una diligencia solicitada en fecha 27 de noviembre del 2017, el cual consistía en el secuestro de dichos documentos para comparación. Este análisis no se ha aportado a los autos y inmediatamente se agote estas diligencias, estaremos devolviendo el protocolo como corresponde. 

15-000541-0612-PE, en cuanto a ésta causa, igual que la anterior, en el primer análisis no se pudo determinar quien confeccionó la firma cuestionada, por ello el ofendido solicitó al despacho se realizara secuestros de documentación de Cooperativas determinadas donde constaba la firma del ofendido (ya fallecido) y el día de hoy se llamó a la Sección de Documentos Dudosos, quienes refieren que el informe aun está pendiente, lo tienen en análisis. Inmediatamente se cuenta con la pericia estaremos devolviendo el protocolo como corresponde.”
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Por su parte, la licenciada Grettel Rosales Hidalgo, Fiscalía de Quepos y Parrita, mediante oficio N° 104-FQYP-18 recibido el 5 de marzo de 2018, informó:
“En atención al oficio 2124-2018 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, me permito indicarles las gestiones realizadas por la Fiscalía de Quepos y Parrita a fin de efectuar la devolución de los tomos de protocolos notariales, bajo custodia de este despacho, así como la fecha en que se hizo o se hará la entrega de dichos instrumentos al Archivo Nacional. La información señalada se encuentra desglosada en el cuadro siguiente:

	INFORME PARA EL CONSEJO SUPERIOR SOBRE DEVOLUCIÓN DE PROTOCOLOS EN CUSTODIA DE LA FISCALÍA

	Gestión realizada para la devolución de los tomos de los protocolos en custodia de la Fiscalía.
	Fecha en que se realizó o realizará la entrega de los tomos
	Motivo y fecha de probable devolución

	Expediente 08-201571-0457-PE:
Tomo 18 de la notaria Esther Mora Valverde

Tomo 04 de la notaria Flora Ramírez Chamacho




Los protocolos no han sido devueltos.
	02-06-2018
	 Resulta indispensable gestionar ante la Sección de Análisis de Escritura y Documentos Dudosos del OIJ un análisis grafoscópico con documentos aperturados en a finales del año 2017. Se le otorgó a la fiscal a cargo -licenciada Hazel Porras Fernández- el plazo máximo de tres días a fin de que realice las gestiones pertinentes, esperando contar con la pericia en un periodo máximo de tres meses.
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El servidor William Jiménez Fernández, Coordinador Judicial de la Fiscalía Adjunta de Heredia, mediante correo electrónico del 5 de marzo de 2018, remitió:
“Por este medio me permito comunicarles con respecto al oficio 2124-18 sobre devolución de protocolos al Archivo Notarial, efectivamente se procedió a devolver las hojas de índices Notariales del expediente 11-000054-0618-pe, mismas que las requería el tribunal de Juicio de Heredia, para el respectivo debate.- Se adjunta oficio scaneado del recibido de devolución.




Con respecto a Fiscalía de Heredia según el oficio que se adjuntaba solo teníamos pendiente esta diligencia…”
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[bookmark: _Toc508282962]Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior y hacerla de conocimiento del Archivo Nacional. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXV
DOCUMENTO Nº 3295-15, 2665-18
El licenciado Ronald Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas, mediante correo electrónico del 5 de marzo de 2018, comunicó:
“En cumplimiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 98-17 celebrada el 26 de octubre del 2017, item 13 apartado f) en mi condición de Juez Coordinador del Tribunal de Juicio de Puntarenas, procedo a informar a este digno Consejo que en data 20/02/2018 procedí a llevar a cabo reunión mensual del Equipo de Mejora o Evaluativo del Tribunal con el siguiente resultado que pongo en conocimiento de este honorable Consejo, para su conocimiento y fines consiguientes, a saber: 

"1-) Que la sección III o Emergente; conocerá de todos los asuntos Colegiados pendientes de señalar a Juicio, al igual que el resto de la secciones del Tribunal. Por lo anterior, se le procederá a señalar casos o asuntos antiguos. 2-) Los proceso con inhibitorias del Tribunal de Quepos, se conocerán en el mes de mayo próximo, iniciando propiamente del 02 de mayo del presente año y los asuntos de Garabito se conocerán la primera y segunda semana de junio, esto según corresponda.- 3-) Se informa, que el día 23/02/18, se desplazará una sección completa al Tribunal de Quepos, integrada por los jueces Ronald Nicolas Alvarado, Francklin Lara Fallas y Marco Mora Ditel, esto para conocer de un juicio colegiado y una recusación presentada contra el Tribunal de Quepos.- 4-) Se informa, del plan de descongestionamiento  del la sección Unipersonal, con ayuda del Centro de Conciliación de este Circuito, ya que primeramente se remitieron 48 asuntos y posteriormente 10 asuntos más, para un total de 58 asuntos unipersonales, que se encuentran en el Centro de Conciliación, esto con aras de recortar el circulante". No sobra indicar que nuestro Equipo de Mejora o Evaluativo está conformado por los Coordinadores de cada Sección de éste Tribunal, el Juez Tramitador y el suscrito Juez Coordinador, tal cual así se consigna en el acta adjunta.”
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A continuación se transcribe el Acta N° 2-2018 del Consejo de Juezas y Jueces del Tribunal de Puntarenas, que dice:
“Hora de inicio: 13:00
Fecha: 20/02/2018
Presentes en la Sala Uno 
- Simón Angulo Arredondo
- Francklin Lara Fallas
- Ronal Nicolas Alvarado
- Pilar Quesada Zamora
- Simon Guillen Solano 
- Marco Mora Ditel
Preside: Juez Coordinador Lic. Ronald Nicolas Alvarado.
Redacta: Juez Tramitador Osvaldo Andrés Loría Quirós. 
______________________________________________________
Temas a tratar en la sesión
______________________________________________________
Único.-) Conformación de Equipo de Mejora de Procesos (Equipo Evaluativo), se dispuso lo siguiente: 1-) Que la sección III o Emergente; conocerá de todos los asuntos Colegiados pendientes de señalar a Juicio, al igual que el resto de la secciones del Tribunal. Por lo anterior, se le procederá a señalar casos o asuntos antiguos. 2-) Los proceso con inhibitorias del Tribunal de Quepos, se conocerán en el mes de mayo próximo, iniciando propiamente del 02 de mayo del presente año y los asuntos de Garabito se conocerán la primera y segunda semana de junio, esto según corresponda.- 3-) Se informa, que el día 23/02/18, se desplazará una sección completa al Tribunal de Quepos, integrada por los jueces Ronald Nicolas Alvarado, Francklin Lara Fallas y Marco Mora Ditel, esto para conocer de un juicio colegiado y una recusación presentada contra el Tribunal de Quepos. 4-) Se informa, del plan de descongestionamiento  del la sección Unipersonal, con ayuda del Centro de Conciliación de este Circuito, ya que primeramente se remitieron 48 asuntos y posteriormente 10 asuntos más, para un total de 58 asuntos unipersonales, que se encuentran en el Centro de Conciliación, esto con aras de recortar el circulante.- 
Resultado
______________________________________________________
Aspectos informativos
______________________________________________________
Sin más asuntos por tratar se da por terminada la sesión. 
Hora de finalización: 14:50 del mismo día…”
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En sesión N° 98-17 celebrada el 26 de octubre de 2017, artículo XXXIX, en lo que interesa se tuvo por rendido el informe N° 1563-PLA-2017 de la Dirección de Planificación y se aprobaron sus recomendaciones, en las cuales una de ellas era definir un equipo de Mejora de Procesos a lo interno del Tribunal, el cual deberá reunirse de manera mensual para que dé seguimiento a los indicadores definidos en esta restructuración y al cumplimiento de las diferentes metas. La composición la definirá el colegio de Jueces e incluirá a la Jueza Coordinadora o Juez Coordinador y a la Jueza Tramitadora o Juez Tramitador.
Posteriormente, en sesión Nº 17-18 del 1 de marzo de 2018, artículo XLV, se tomó nota del informe N° 171-PLA-2018 de la Dirección de Planificación y se hizo de conocimiento del licenciado Ronald G. Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas, el deber de cumplir con las recomendaciones de la Dirección de Planificación en oficio N° 1563-PLA-2017 y aprobadas por este Consejo Superior en sesión N° 98-17 celebrada el 26 de octubre del 2017, artículo XXXIX. 
[bookmark: _Toc508282965]Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Trasladar a la Dirección de Planificación el acuerdo tomado por el Consejo de Juezas y Jueces de Puntarenas, relativo a la conformación del Equipo de Mejora o Evaluativo del Tribunal para su revisión e informe a este Consejo si se ajusta a las recomendaciones citadas en el oficio N° 1563-PLA-2017 y aprobadas por este Consejo Superior en sesión N° 98-17 celebrada el 26 de octubre del 2017, artículo XXXIX. 2.) Comunicar al licenciado Ronald Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas, que debe ajustarse al plan establecido por la Dirección de Planificación y aprobado por este Consejo y en lo sucesivo cualquier modificación o mejora que estime necesaria aplicar, de previo a remitirlo a este Consejo, deberá enviar cualquier gestión relacionada, a la Dirección de Planificación para que las valore y verifique que se ajustan a las recomendaciones aprobadas por este Consejo en la sesión citada.
ARTÍCULO XXXVI
Documento N° 2590-18

[bookmark: _Toc508282967]Por medio de oficio N° 15-TDN-2018 del 2 de marzo de 2018, el servidor Roberto Morales González, Coordinador Judicial del Tribunal Disciplinario Notarial, comunicó:
“Por este medio, se comunica que en sesión de Consejo de Jueces del Tribunal De Notariado, celebrada el día primero de marzo del año dos mil dieciocho, Acta No. 1-2018, acuerdo segundo, se reeligió al Licenciado Juan Federico Echandi Salas como Presidente y al Máster Everardo Chaves Ortiz como Vicepresidente de este Tribunal, (Juez Coordinador y Juez Coordinador Suplente), a partir del día dieciocho de abril del presente año y hasta el dieciocho de abril del año dos mil veintidós. Lo anterior para todos los efectos que correspondan.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior. 2.) La designación del Juez Coordinador, deberá ajustarse al plazo que establece el artículo 101 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que la designación del licenciado Juan Federico Echandi Salas debe ser por el término de 4 años, a partir del 18 de abril de 2018.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXVII
Documento N° 14749-15
[bookmark: _Toc508282970][bookmark: _Toc366755207]En sesión N° 10-18 celebrada el 6 de febrero de 2018, artículo LXXX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 109-17 celebrada el 5 de diciembre de 2017, artículo LXV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

En sesión N° 9-17 celebrada el 7 de febrero de 2017, artículo XXXVII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:

“(…)

Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 71-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio de reestructuración del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, sede suroeste. 2.) Tomar nota de lo informado por la Dirección de Tecnología de Información. 3.) Avalar las recomendaciones sugeridas; por consiguiente, se aprueba el plan de descongestionamiento a implementarse a partir del 01 de marzo de 2017 y por el plazo de tres meses, de la siguiente manera:

	Ámbito
	Sección Vespertina A
	Sección Vespertina B
	Total

	Jurisdiccional
	Tres juezas y jueces 4
Una Técnica o Técnico de Juicio
Una Técnica o Técnico de Trámite
Una persona Oficial de Seguridad
	Tres juezas y jueces 4
Una Técnica o Técnico de Juicio
Una Técnica o Técnico de Trámite
	Seis juezas y jueces 4
Cuatro técnicas o técnicos judiciales
Una persona Oficial de Seguridad

	Ministerio Público
	Una Fiscala o Fiscal
	Una Fiscala o Fiscal
	Dos Fiscalas o Fiscales

	Defensa Pública
	Una Defensora o Defensor
	Una Defensora o Defensor
	Dos Defensoras o Defensores



Adicionalmente a la estructura anterior es necesario una Jueza o Juez de Trámite de para poder realizar un filtro de los expedientes que serán pasados a las dos Secciones Vespertinas y analizar cuales casos pueden ser resueltos por una medida alterna de resolución de conflictos.

Lo anterior, por ser un asunto de interés institucional conforme lo establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y por tratarse de un estudio solicitado directamente por este Consejo en la sesión N° 39-16 del 21 de abril de 2016, artículo LII, a partir de una visita de la Inspección Judicial al Tribunal Penal de Pavas, oficio N° 1454-IJ-2016. 4.) La Dirección de Gestión Humana deberá iniciar a las gestiones que sean necesarias para dar contenido presupuestario a fin de comenzar lo propuesto. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José (sede suroeste), las Direcciones de Planificación, Ejecutiva, Tecnología de Información y de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Defensa Pública, Ministerio Público, la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de San José y los Departamentos de Seguridad y de Servicios Generales, para su inmediata implementación de  manera correcta y a la Comisión de la Jurisdicción Penal para su análisis. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -

Mediante oficio N° 1756-PLA-2017 del 23 de noviembre 2017, el licenciado Elías Muñoz Jiménez, Jefe de Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, informó:

“Le transcribo el informe 244-MI-2017 de 9 de noviembre de 2017, suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. -en ese momento- del Subproceso Modernización Institución, que indica: 

“Mediante oficio 1351-17,de 9 de febrero de 2017, la Secretaría General de la Corte, remite copia del acuerdo de la sesión del Consejo Superior, celebrada el 7 de febrero del 2017, artículo XXXVII, donde se aprueban las recomendaciones del informe 139-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, 23 de enero del 2017, relacionado con la Reestructuración del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste; en el cual, se estableció una cuota de trabajo mensual para los jueces y juezas de 15 sentencias unipersonales y 15 sentencias colegiadas; además, se aprobó la creación de una Sección Vespertina.

Como parte del seguimiento realizado al citado informe, los días 17, 18 y 19 de octubre del 2017, el Lic. Bryan Zumbado Loáiciga, Profesional 2 del Subproceso de Modernización Institucional de esta Dirección, visitó el despacho con el fin de verificar el cumplimiento de las cuotas establecidas en el Tribunal Ordinario; así como las secciones vespertinas, producto del Plan de Descongestionamiento. En estas visitas se revisaron los datos, de manera conjunta con la Licda. Cinthya Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora y al Señor Mauricio Rodríguez Montes de Oca, Coordinador Judicial.

Este Tribunal, dispone de cuatro Secciones Colegiadas Ordinarias (60 sentencias mensuales), dos Secciones Colegiadas en Turno Vespertino (30 sentencias mensuales), tres Jueces o Juezas Unipersonales Ordinarios (45 sentencias mensuales), además un Juez  o Jueza de Unipersonales, que atiende los juicios de Puriscal (5 sentencias mensuales).

Sobre la cantidad de sentencias producidas, desde  marzo de 2017 (mes en que se inició el Plan de Descongestionamiento) y hasta setiembre de 2017, se obtuvo el siguiente resultado: 



De lo anterior, se puede observar que, respecto a las cuotas establecidas y aprobadas por el Consejo Superior, se están cumpliendo en apenas un 74%, por lo que no se está obteniendo el resultado esperado; este rendimiento incrementa hasta un 94% al incluirse las medidas alternas; sin embargo, aún no se logra atender las cuotas establecidas. También se determinó, que la cantidad de señalamientos positivos por mes asciende en promedio en nueve por plaza de profesional; ya que al menos un 70%  de la cantidad señalada por Jueza o Juez se suspende.

En razón de lo anterior, se solicita indicar los motivos por los cuales no se han alcanzado las cuotas propuestas y además se detalle las medidas a tomar para alcanzar las metas acordadas. Como parte de las acciones que se tomen, deben incrementar la cantidad de agendamientos al menos en 25 por cada Jueza o Juez.”.

Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 1699-PLA-2017 de 9 de noviembre de 2017, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento de la licenciada Cinthya Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste. También se le solicitó criterio al Despacho de la Presidencia y al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. A la fecha no se recibió respuesta.

(…)”
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Se acordó: 1) Tomar nota del oficio N° 1756-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, donde remite informe del seguimiento de las recomendaciones del informe N° 139-PLA-2017, relacionado con la Reestructuración del Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste; en el cual, se estableció una cuota de trabajo mensual para los jueces y juezas de 15 sentencias unipersonales y 15 sentencias colegiadas; además se aprobó la creación de una Sección Vespertina. 2) Comunicar a la licenciada Cinthya Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora de ese Despacho, que en el plazo de 5 días contados a partir del recibido de este acuerdo, deberá informar a este Consejo los motivos por los cuales no se han alcanzado las cuotas establecidas propuestas y las medidas que se adoptaran para cumplirlas, debiendo aplicar la recomendación de agendar al menos 25 audiencias por mes por cada Juez (a) como lo indica el citado informe. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que informe lo que estime oportuno a este Consejo.”
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Informa la Secretaría General de la Corte que en sesión  N° 109-17 celebrada el 5 de diciembre de 2017, artículo LXV, al conocerse el oficio N° 1756-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, relacionado con el informe de Reestructuración del Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste y revisados los archivos de esta Secretaría, se constata que a la fecha la licenciada Cinthya Ramírez Angulo no ha remitido lo solicitado en la citada sesión, con respecto a los motivos por los cuales no se han alcanzado las cuotas establecidas propuestas y las medidas que se adoptaron para cumplirlas debiendo aplicar la recomendación de agendar al menos 25 audiencias por mes por cada Juez (a) como lo indica el citado informe.

Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte. 2) Conceder a la licenciada Cinthya Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste, un plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, para que rinda el informe solicitado en sesión N° 109-17 celebrada el 5 de diciembre de 2017, artículo LXV.”
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Informa la Secretaría General de la Corte, que mediante oficio N° 2048-18 del 22 de febrero de 2018, se le comunicó a la licenciada Cinthya Ramírez Angulo, Jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste, el acuerdo anterior, sin embargo a la fecha, constatados los registros que al efecto se llevan, no se ha recibido el informe solicitado.
Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte. 2.) Conceder al Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste, un plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, para que rinda el informe solicitado en sesión N° 109-17 celebrada el 5 de diciembre de 2017, artículo LXV, con la advertencia que de no hacerlo, se procederá a la aplicación del régimen disciplinario correspondiente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXVIII
DOCUMENTO N° 2574-18

[bookmark: _Toc508282975]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 1007-DE-2018 del 1 de marzo de 2018 remite oficio N° 0074-PI-2018 de 26 de febrero en curso, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remite el flujo de recursos disponibles para inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), de marzo 2018 a enero 2019, el cual literalmente dice:
“ Se remite el flujo de recursos económicos operativo del FJPPJ, el cual incluye la actualización del período entre los meses de marzo 2018 y hasta enero 2019, considerando los vencimientos de principales y cupones de interés, así como la proyección para el pago de asignaciones durante ese período. 

Al respecto, se adjuntan los siguientes Anexos, sobre la información relacionada con el Flujo de recursos disponibles para inversión: 

• Anexo No. 1: Resumen del flujo de recursos dinerarios (colones). 
• Anexo No. 2: Resumen del flujo de recursos económicos (dólares). 
• Anexo No. 3: Estimación para el pago de la planilla 2018-2019. 
• Anexo No. 4: Cronograma de ingresos probables. 
• Anexo No. 5: Reporte de vencimientos (colones), marzo 2018 a enero 2019. 
• Anexo No. 6: Reporte de Reservas en colones para pago de asignaciones, marzo 2018 a enero 2019. 
• Anexo No. 7: Reporte de disponibles en colones, marzo 2018 a enero 2019. 
• Anexo No. 8: Distribución de calces. 

Cabe indicar, que para el pago de asignaciones de los próximos meses del presente año, se estarán reservando recursos económicos de los vencimientos de inversión que se presenten, para lo cual se realizarán colocaciones en instrumentos a corto plazo con las entidades bancarias (se considerará las opciones a través de la Cuenta Platino N.° 229-32-9 con el Banco de Costa Rica) o por medio del Ministerio de Hacienda (MH) y Banco Central (Central Directo), de acuerdo a los análisis de rendimiento pertinentes que se realizan para ello. A su vez, se realizarán calces de inversión con las cuotas obrero – patronales considerando que los vencimientos de los próximos meses no cubren la totalidad de los pagos proyectados.

Con respecto a los vencimientos en dólares, según se estableció como estrategia se debe mantener en esa moneda los vencimientos de principales y cupones de intereses que ingresan en dólares realizando el análisis para cada caso, de conformidad con las recomendaciones del asesor externo Msc. Eddy Velásquez Chávez, en cuanto a las devaluaciones esperadas conforme a los plazos de maduración aprobados en la Política de Inversión aprobadas por la Corte Plena. 

En relación con las sumas correspondientes a la devolución del impuesto sobre la renta, no se tomaron en cuenta para el pago de asignaciones del FJPPJ, en virtud que no se posee certeza de la fecha de pago. Asimismo, la mayor cantidad de inversiones que posee actualmente el citado Fondo se reciben los intereses incluyendo el referido tributo; por lo que las devoluciones de impuestos no son tan frecuentes y se estarán invirtiendo de forma inmediata en el momento que se reciban. 

Por otra parte, respecto a los ingresos probables, tales como el pago de la cuota obrera y patronal, cuotas de préstamos de ANEJUD, entre otras, no fueron considerados para la colocación de recursos dinerarios, dado que se desconoce el día en que ingresan (se proyecta con los calendarios de pagos emitidos por la Dirección de Gestión Humana de esta Institución y el Ministerio de Hacienda), así como también su monto exacto; sin embargo, se estarán invirtiendo de forma inmediata en el momento que ingresen, pues su cancelación depende de los procesos de pago que conllevan. 

Por último, es preciso indicar que, de conformidad con los análisis que se realizan en el “Flujo Contractual”, los disponibles de inversión podrían reservarse si se presentara algún faltante; siendo que las restantes sumas dinerarias se colocarán considerando las recomendaciones de los asesores en riesgo e inversiones y de acuerdo con los análisis internos de las mejores opciones de inversión.

[bookmark: _Toc508282972]- 0 -

Se acordó: 1.-) Tener por rendido el informe N° 1007-DE-2018, de la Dirección Ejecutiva, referente al “Flujo de recursos disponibles para inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), de marzo 2018 a enero 2019”. 2.-) Tomar nota de los resultados que se extraen del informe referido especialmente lo respectivo a la proyección para el pago de asignaciones para ese periodo. 3.-) Hacer de conocimiento de la Corte Plena y de las Asociaciones y Sindicatos de Empleados Judiciales. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXIX
DOCUMENTO Nº 2696-18
[bookmark: _Toc508282977][bookmark: _Toc366755211]La servidora Marilyn Varela Hernández, Técnica Judicial del Juzgado de Cobro, Civil y Menor Cuantía del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mediante correo electrónico del 5 de marzo de 2018, solicitó:
“…por medio de la presente quería solicitarle su autorización para dar lecciones en un colegio nocturno, es un programa para adultos del Ministerio de Educación Pública, son para dar 8 lecciones semanales, el horario sería dos días a la semana de 6:00 pm a 9:50pm y la idea es seguir laborando normalmente con el Poder Judicial y en la noche dar esas lecciones que son fuera del horario de trabajo, esta es una oportunidad que se me presenta ya que de profesión soy Licenciada en Ciencia de la Educación en la Enseñanza de los Estudios Sociales y si no es mucho pedir les agradecería su atención y pronta resolución ya que debo informar esta semana si podré o no dar esas lecciones, toda vez que el viernes que pasó me informaron de esta oportunidad que según iniciaba desde el día de hoy.
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Se acordó: Denegar la gestión presentada por la servidora Marilyn Varela Hernández, Técnica Judicial del Juzgado de Cobro, Civil y Menor Cuantía del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por cuanto no es legalmente posible tener más de un cargo público y recibir varios salarios por parte del Estado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 9, inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 14 de la Ley de Salarios del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XL
DOCUMENTO Nº 2369-18
El servidor Jocksan Morales Céspedes, Auxiliar de Servicios Generales interino del Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía de Puntarenas, mediante correo electrónico del 26 de febrero de 2018, solicitó:
“(…)

La gestiono que realizo es debido a que soy estudiante de la Universidad Estatal a Distancia UNED y estaré participando Dios mediante en los Juegos Deportivos Universitarios Centroamericanos (JUDUCA 2018) a realizarse en Panamá en las fechas del 15 al 22 de abril 2018 representado así a Costa Rica.-

La asistencia en dichos juegos es de suma importancia para la institución como para mi persona, considerando que formo parte de los estudiantes más destacadas en el campo deportivo que representan a la institución tanto en eventos nacionales como internacionales, dicha participación es requisito fundamental para seguir formando parte de la selección institucional, mantener la beca deportiva con la cual puedo estudiar la carrera Ciencias Criminológica progresando en mis estudios superiores así como seguir siendo parte de la Selección de Atletismo de Costa Rica con los tiempos registrados en cada competición.-

Mi solicitud la apoyo bajo Acuerdo de este distinguido Consejo Superior bajo Acta Nº 088-13 del 11-09-2013.ARTÍCULO XXIX así como Circular número 2018-2016 emitida por el Consejo Superior del Poder Judicial la cual fue publicada en el boletín judicial N° 7 del 10-01-2017.-

Pretensión

Se me autorice la asistencia a dichos juegos deportivos disfrutando los mismos con permiso con goce de salario y que se autorice la sustitución para que otro compañero (a) desempeñe las labores como auxiliar de servicios generales en las datas indicadas, ello en el caso de que mi persona continúe sustituyendo a la titular del puesto Norma Ulate Rodríguez.  

PD

Adjunto oficio OPE-DEP-058-2018 emitido por Licda. Sarita Morales Brenes funcionaria de la UNED.

Se hace saber que el Licenciado Douglas Quesada Zamora, Juez Coordinador del Juzgado de Cobro y Civil Menor Cuantía de Puntarenas tiene conocimiento pleno de mi solicitud.”
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A esos efectos, adjunta oficio Nº 101-P-2018 del 2 de marzo de 2018, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento Financiero Contable, en donde remitió la certificación de contenido presupuestario, que en la partida 0 "Remuneraciones", del presupuesto del año 2018, se incorporaron recursos mediante Ley Nº 9514, para cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Auxiliar de Servicios Generales 2, por el período comprendido del 15 al 22 de abril de 2018, por un monto total estimado de ¢ 182.086,59 (ciento ochenta y dos mil ochenta y seis colones con cincuenta y nueve céntimos) distribuidos en los siguientes programas, subpartidas y fuentes de financiamiento:

[bookmark: _Toc433906133]-0-
En sesión Nº 33-16 celebrada el 7 de abril del año 2016, artículo XXIII, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, del 17 al 23 de abril de 2016, al servidor Jocksan Morales Céspedes, Auxiliar Judicial interino en el Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía de Puntarenas, para que participara en los Juegos Deportivos Universitarios Centroamericanos (JUDUCA 2016) a realizarse en Honduras.
Mediante circular N° 218-2016 del 7 de diciembre de 2016, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de las personas servidoras y funcionarias judiciales el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 86-16 celebrada el 14 de setiembre de 2016, artículo LXXVIII, donde dispuso autorizar los permisos con goce de salario para participar en actividades deportivas a aquellas personas servidoras judiciales que formen parte de una selección nacional o vayan a representar a Costa Rica en una competencia deportiva internacional, para lo cual deberán aportar ante este Consejo, una carta de invitación o designación a dicha actividad, emitida por el ente organizador con el fin de demostrar que han sido incluidos en los proyectos y planes de las Asociaciones y Federaciones deportivas oficiales autorizadas por la Comisión Permanente de Selecciones Nacionales o por el organizador de la competencia internacional, de conformidad con la ley No. 7800. 
La Secretaría General de la Corte, mediante circular N° 76-2017 del 15 de mayo de 2017, hizo de conocimiento de todos los servidores y servidoras judiciales del país, el acuerdo de este Consejo Superior tomado en N° 42-17, celebrada el 4 de mayo de 2017, artículo LII, donde acordó adicionar la circular Nº 218-16 de 7 de diciembre del 2016, sobre los permisos con goce de salario para asistir a actividades deportivas, del 7 de diciembre de 2016, publicada en el Boletín Judicial N° 7 del 10 de enero de 2017, en el sentido de que las personas interesadas, deberán remitir también la certificación de contenido presupuestario correspondiente, en razón de las limitaciones presupuestarias existentes, a la hora de presentar la gestión respectiva. 
[bookmark: _Toc508282979]Se acordó: 1.-) Denegar la gestión del servidor Jocksan Morales Céspedes, Auxiliar de Servicios Generales interino del Juzgado de Cobro y Civil de Menor Cuantía de Puntarenas. 2.-) Lo anterior, debido a que su solicitud no cumple con los requisitos establecidos para otorgar los permisos que contempla la Ley N° 7800 en su artículo 36, es necesario que se trate de personas (atletas, miembros de cuerpos técnicos, médicos o dirigenciales) que hayan sido incluidos en los proyectos y planes de las Asociaciones y Federaciones deportivas oficiales autorizados por la Comisión Permanente de Selecciones Nacionales.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO XLI
DOCUMENTO Nº 2193-18
[bookmark: _Toc508282982]La doctora Rufina Hernández Rodríguez, Directora de Formación y Desarrollo del Tribunal Supremo Popular de la República de Cuba, mediante correo electrónico del 20 de febrero de 2018, comunicó:
“Estimado Dr. Carlos Chinchila Sandi, Preisdente-Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica: Adjunto envió carta de invitación a las magistradas Elena Alfaro Ulate y Xiomara Arias Madrigal, para que participen como ponente en el IX Encuentro Internacional Justicia y Derecho que efectuaremos del 23 al 25 de mayo próximo, en La Habana, Cuba y respecto a ello le solicitamos su acostumbrada colaboración…”
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Posteriormente, las máster Xiomara Arias Madrigal, Elena Alfaro Ulate, Juezas de Trabajo de Heredia, mediante correo electrónico del 5 de marzo de 2018, remitieron a la Secretaría de la Corte, visto bueno del licenciado Octavio Villegas Rojas, Juez Coordinador de ese despacho, para participar de la citada actividad, así como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
Se acordó: Denegar la participación de las licenciadas Elena Alfaro Ulate y Xiomara Arias Madrigal, como ponentes en el IX Encuentro Internacional Justicia y Derecho, en razón de que la solicitud presentada debe de ajustarse a lo acordado en sesión N° 74-15 celebrada el 18 de agosto de 2015, artículo L, el cual cita que en relación a las solicitudes para asistir a eventos académicos, ya sea como participantes o expositores por medio de invitaciones personales que reciben; deberán gestionar vacaciones o un permiso sin goce de salario, salvo que dichos permisos provengan de actividades oficiales promovidas por este Poder de la República o avaladas por éste Consejo Superior, por cuanto deben tomarse las medidas para que no se afecte el servicio público, además las limitaciones presupuestarias existentes, exige un uso racional de los recursos institucionales.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO XLII
DOCUMENTO Nº 2622-18
[bookmark: _Toc508282984]El máster José Luis Bermúdez Obando, la máster Roxana Arrieta Meléndez, en su orden, Director interino y Subdirectora interina de Gestión Humana, así como la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección, mediante oficio N° RS-160-2018 del 2 de marzo de 2018, remitieron la siguiente gestión:
“Para su conocimiento y fines consiguientes se informa que la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana está llevando a cabo un proceso selectivo para conformar registros de postulantes y elegibles en todo el país, para el puesto de Investigador e Investigadora 1 del Organismo de Investigación Judicial. 

Cómo bien conoce este estimable Consejo Superior, es urgente para la Dirección de Gestión Humana gestionar este proceso selectivo en un corto plazo con el objetivo de suplir las necesidades de personal que posee la Dirección del Organismo de Investigación Judicial propiamente para el cargo en mención. Por tal caso, se ha considerado lo siguiente:

Implementar jornadas laborales flexibles (diurnas, nocturnas y mixtas) con la finalidad de aumentar la cantidad de personas oferentes atendidas por día. Esto permite maximizar el uso del espacio institucional y mejorar la estadística de atención diaria, sin necesidad de hacer incurrir a la institución en el pago de horas extras al personal designado y alquileres de oficinas.

Se informa, que hay personas oferentes que pueden ser aspirantes potenciales para dicho cargo; no obstante, por distintos motivos se les imposibilita asistir en horarios diurnos, por tal caso, solicitan reprogramaciones, lo cual atrasa el proceso de selección. Por ende, la atención en otras jornadas laborales favorece la evaluación de esta población y fomenta el acceso de todas las personas participantes. 

Se refiere, que la mayoría de los profesionales 2 que laboran en la Unidad de Psicología de la Sección de Reclutamiento y Selección, poseen la disponibilidad de colaborar en horarios flexibles, con el propósito de lograr evaluar una mayor cantidad de personas y mejorar los plazos de atención de la persona oferente. 

Hay que tomar en cuenta, que el proceso de reclutamiento del O.I.J. es una convocatoria de inscripción masiva, que se encuentra abierta durante dos semanas. Este año inició el 19 de febrero y finaliza el viernes 02 de marzo del 2018. Según datos históricos se espera en promedio una inscripción diaria de 600 personas por día.  

Según los datos que maneja la Unidad de Selección de la Sección de Reclutamiento y Selección, solamente entre el lunes 19 y martes 20 de febrero de 2018, se habían inscrito aproximadamente 1300 personas oferentes. 

Es relevante indicar, que la implementación de horarios flexibles lo que promueve es aumentar la estadística de atención de personas oferentes, tanto en la fase de pruebas selectivas (colectivo) como en la entrevista psico-laboral (individual), manteniendo siempre estándares de rigor y calidad que caracterizan este tipo de procesos.”
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[bookmark: _Toc508282986]Se acordó: Previamente a resolver, deberá la Dirección de Gestión Humana, presentar un plan de labores, indicando las plazas, así como los horarios y plazos en que se van a desarrollar las jornadas de trabajo.
ARTÍCULO XLIII
DOCUMENTO Nº 2436-18, 2702-18
El servidor Fabián Alberto Vargas Martínez, Investigador del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo electrónico del 27 de febrero de 2018, solicitó:
“A través de este medio les saluda Fabián Alberto Vargas Martínez, investigador criminal destacado en la Unidad de Delitos Sexuales del Organismo de Investigación Judicial de San José, me dirijo con sumo respeto hacia su autoridad con el fin de poner en conocimiento y solicitarles de la manera más respetuosa brindar una solución urgente a mi preocupante situación laboral, la cual se detalla a continuación:

1- Desde el 19 de octubre del año 2010 ingresé a la Sección de Homicidios desarrollándome como investigador criminal en el Organismo de Investigación Judicial. Desde el año 2016 me encuentro destacado para la Sección de Delitos Contra la Integridad Física, Trata y Tráfico de Personas, propiamente en la Unida de Delitos Sexuales. 

2- El pasado 07 de febrero del 2018 fui notificado que a partir del día 05 de marzo del 2018 inicio labores en la Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios (S.I.O.R.I.) debo de dejar de laborar en la presente Sección, lo anterior por orden del Departamento de Investigaciones Criminales debido a una rotación de personal departamental. Es importante mencionar que otros tres compañeros también fueron escogidos para la rotación por la jefa de Sección licenciada Angie Bartels Calderón, en mi caso particular sin consulta previa a este servidor para conocer mi punto de vista. Al consultar el criterio para la escogencia de los servidores la jefa de sección únicamente contestó que se debe a una rotación, sin brindar mayores detalles, a pesar de mantener una excelente relación laboral con las personas integrantes de la Sección. Es importante mencionar que el rendimiento de este servidor se ha destacado, siendo el año pasado de los primeros lugares en casos resueltos positivos en la Unidad de Sexuales.

3- Se le envió correo electrónico a la licenciada Angie Bartels Calderón explicándole el perjuicio que este servidor puede tener al ser movido a una sección que si bien es cierto esta adscrita al Departamento de Investigaciones Criminales y el puesto posee la misma categoría, sus funciones y además sus horarios son sumamente distintos, trabajando estos últimos en roles de dos días de día por un lapso de doce horas de 07:30 horas a 19:30 horas, descansando otros dos días y regresando a laborar nuevamente por dos días de 19:30 horas hasta las 07:30 horas. Siendo un cambio radical tanto en las funciones como lo es el volver a relacionarse directamente con personas fallecidas, una materia diferente y además el horario que causaría una afectación de gran consideración en mi salud, debido a que desde el año 2012 este servidor sufrió un problema gástrico relacionado al reflujo y a la acidez estomacal, mismo que desencadeno en tener que buscar un médico privado para poder efectuarme una gastroscopía y ser tratado, desde entonces las recomendaciones fueron preservar horarios estrictos de alimentación para no alterar el ciclo gástrico, esto lo sufro en los allanamientos sin embargo lo logró regular nuevamente de manera más fácil al tratarse de apenas unas horas de diferencia, no siendo días y horarios irregulares como en S.I.O.R.I.

Además de esto vivo con mi madre la cual posee 64 años de edad, la cual posee la enfermedad de artritis reumatoide y mi padre el cual es una persona adulta mayor de 71 años de edad, ambos padecen de hipertensión arterial y yo soy el encargado de su cuido, supervisión y de su bienestar. El horario utilizado en S.I.O.R.I. me causa un perjuicio en estas actividades las cuales ya venía desarrollando ordenadamente con mis padres.

También es importante externarles que de parte de mi familia materna heredamos problemas gástricos y somos altamente propensos a estos entre ellos reflujo, acidez, ulceras y cáncer, este último ya acabo con la vida de un tío de nombre Omar Martínez Zúñiga, mientras que el mes pasado otro tío de nombre Norman Martínez Zúñiga fue operado por una ulcera gástrica y otros dos tíos acarrean problemas gástricos desde hace varios años semejantes al de este servidor. 

Como parte del perjuicio efectuado a este servidor también se me trunca radicalmente mi desarrollo en el estudio, ya que con el horario alternativo no tengo un día fijo para poder culminar el cuatrimestre restante y mi trabajo final de graduación para optar por la licenciatura en criminología, además de estar cursando un técnico en reparación de tabletas, Ipads, celulares Iphone y Android, lo cual es parte de mis proyectos para sacar adelante a mi familia. 

4- Como parte de buscar una solución a estos movimientos los cuales me encuentro muy anuente y así poder ejecutar la rotación de este servidor sin sufrir algún perjuicio, me contacté con el investigador de la Sección de Fraudes Marco Vargas Barboza, el cual fue escogido en su despacho para efectuar la rotación, siendo que este tiene gran interés en formar  parte de S.I.O.R.I., además los horarios así como el trabajo que se desarrolla son favorables para él, por lo que acordamos proponer una permuta entre nosotros y así efectuar la rotación sin tener algún perjuicio ambos. Tomando en cuenta esta posible solución, se aprovechó para externarla a la jefatura del Departamento de Investigaciones Criminales, los cuales nos dieron cita hasta el día 26 de febrero del 2018, en dicha reunión celebrada con sub jefe de dicho despacho, licenciado Diego Chavarría García, se le expuso toda la anterior situación, respondiendo negativamente a efectuar tal permuta, sin dar motivo alguno ante la posible solución planteada y sin darle relevancia a mi situación. 

5- Esta situación tan preocupante para mi persona me ha llevado a recurrir ayuda psicológica, lo cual nunca había requerido en mi vida, al exponer lo narrado anteriormente ante el profesional de la Sección de Apoyo Psicológico Operacional (S.A.P.S.O.) del O.I.J. este no ve conveniente y me indica ser esto algo perjudicial a mi salud, no obstante no se encuentran facultados para emitir algún informe que pueda ayudarme a ingerir sobre mi situación, a pesar de que desearían ayudarme en beneficio de mi salud tanto física como emocional y contribuir con el desarrollo de mi persona. 

6- Tengo claro la potestad de mover personal que tiene el Departamento de Investigaciones Criminales, pero en respeto de las garantías como trabajador y también de la jurisprudencia emitida por las autoridades judiciales como se aprecia en el expediente 15-011218-0007-CO, resolución Nº2015013540, referente al uso abusivo del “ius variandi”, donde se extrae lo siguiente: “…este proceso ocurrió sin el respeto de las garantías constitucionales reconocidas en la jurisprudencia de este Tribunal. Debe recordare que dentro de las potestades del empleador se encuentra la de trasladar a un funcionario de un puesto a otro de la misma categoría, si así lo justifica el servicio público, pero dichos traslados, deben efectuarse de manera que no causen perjuicio grave al funcionario, por lo que en determinados casos –como el que se examina- se hace indispensable el otorgamiento de una audiencia, a fin de que el funcionario manifieste su disconformidad, todo en cumplimiento del debido proceso, situación que se omite por parte de la autoridad accionada, la cual aplicó el procedimiento sin que se respetara el derecho del amparado para que manifestara lo que estimara al respecto, pues ya no se trataba de un traslado voluntario, sino de un traslado obligatorio (véase al respecto la sentencia 2015-010624 de las 09:20 horas del 17 de julio de 2015). Bajo esta inteligencia, el recurso debe ser estimado, según se indica en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a GERALD CAMPOS VALVERDE, en su condición de Director General a.i. del Organismo de Investigación Judicial y a LUIS ÁNGEL ÁVILA ESPINOZA, en su condición de Sub Director General a.i., o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que previo a resolver, en forma definitiva, sobre el traslado del recurrente, se le otorguen las garantías del debido proceso constitucional, para que este pueda ejercer su derecho de defensa y señalar las situaciones objetivas relacionadas con su traslado”.

Les reitero mi anuencia a la rotación que requiere el Departamento de Investigaciones Criminales pero les solicito por favor y de la manera más humilde se me envíe a un despacho policial donde pueda continuar con mi cotidianeidad y desarrollo personal, esto con el fin de no alterar mi salud tanto física como emocional y además el importantísimo cuido de mis padres, siendo esto de grave perjuicio, cambiando rotundamente mi vida. De antemano muchas gracias por su atención y ayuda que puedan brindarme…”
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[bookmark: marca0][bookmark: marca1]Previamente a someter esta gestión a conocimiento de este Consejo, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 2271-18 del 28 de febrero de 2018, dirigido al máster Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial traslado la gestión presentada por don Fabián con el fin de que se rindiera el informe correspondiente en el término de 3 días, contados a partir del día siguiente del recibido de la citada comunicación. 
En relación con lo anterior, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 242-DG-2018 del 5 de marzo del 2018, informó:
“Reciba un respetuoso saludo de ésta Dirección General.  De conformidad con lo solicitado mediante oficio N° 2271-18 de 28 de febrero de 2018, me permito hacer de su conocimiento lo informado por el Lic. Diego Chavarría García, Subjefe del Departamento de Investigaciones Criminales de éste Organismo, a saber:

“…efectivamente este Departamento tomó la decisión de aplicar una serie de cambios sistemáticos en todas de las 20 Secciones que lo componen. Dichos traslados o permutas tienen su base de aplicación en la ampliación de los conocimientos que poseen los y las investigadoras para que puedan desarrollarse en diferentes áreas de investigación, además de desarrollar competencias y destrezas que fueron instruidas desde el Curso Básico. 

Resulta además conveniente mencionar, que la Ley de Control Interno señala que el titular subordinado debe aplicar una rotación del personal que cumple funciones similares, así las cosas la ley nos compele a realizar las rotaciones entre el personal adscrito a este Departamento, siendo que además dicha potestad esta delegada por la misma Dirección General. 

Ahora bien, el señor Vargas Martínez señaló que el traslado afectará sustancialmente su salud, lo cual es una excusa subjetiva para no entrar en los roles de trabajo que posee la Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios, ya que el investigador no ha laborado ni un solo día en dicha Sección.

En cuanto a la Jurisprudencia que cita, no es aplicable a este caso en particular. 

El investigador fue notificado un mes antes del traslado, se le dio audiencia en el Departamento de Investigaciones Criminales, el suscrito luego de escuchar los argumentos decidió mantener la decisión de traslado a la Sección de Inspecciones Oculares, valorando objetivamente que lo dicho por el investigador no era de recibo, debido a eso se mantuvo lo resuelto. Como si eso fuera poco, la Licda. Angie Bartels, jefa de la Sección de Delitos Contra la Integridad fue quien escogió el personal que debía tomarse en cuenta para los respectivos traslados, para lo cual doña Angie también contestó al señor Vargas Martínez los motivos por los cuales se iba a proceder con su traslado, siendo que en ninguna de las razones se expone que sea por una situación de bajo rendimiento o de mala tramitación de asuntos, sino que como lo señalé en el primer párrafo, todo corresponde a un asunto de ampliar los conocimientos y poner en practica todas las habilidades y destrezas que como investigador de la Policía Judicial le corresponde. 

Es importante acotar además, que cuando se atendió el compañero por parte del suscrito, no se cerró la posibilidad de un traslado de la Sección que se le asignó a otra Sección, pero que el mismo no sería de inmediato, sino que más bien dicha decisión correspondía valorarla para aplicarla en el momento de un nuevo movimiento de personal de este Departamento. 

Resulta contradictorio que el señor VARGAS MARTÍNEZ, saliera satisfecho de mi oficina y que luego acudiera a otra instancia para que se valorara su permuta, ya que se le dio posibilidad de que en un nuevo cambio se valoraría su caso, que incluso se podía ver el asunto de los problemas médicos por el señalados, los cuales solo a él le constan, ya que no existe a este momento ningún dictamen que restrinja sus condiciones como Investigador Judicial.  No es de recibo además que el señor Vargas Martínez sea el que pueda escoger cual es la Sección donde desea laborar, dejando por fuera la necesidad operativa y del buen servicio público que se quiere lograr con estas medidas. 

Por lo anterior este Departamento mantiene lo resuelto en primera instancia, siendo que este momento no se autoriza la permuta del señor Vargas Martínez”. (El subrayado y la negrita no corresponden al texto original).

En primera instancia debo indicarles, que el artículo 18 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, Ley N° 5524, es claro al indicar lo siguiente: “La Dirección General podrá cambiar discrecionalmente de adscripción a todo el personal del Departamento de Investigaciones Criminales…”. (El subrayado y la negrita no corresponden al texto original). 

En virtud de lo anterior, ésta dirección dispuso delegar esa decisión en la jefatura del Departamento de Investigaciones Criminales, misma que involucró además del señor Vargas Martínez a otros servidores de ese departamento.

Tal y como se expuso anteriormente, esa decisión le fue informada al citado servidor con un mes de anticipación.  De igual forma, en aras de cumplir con los presupuestos del debido proceso fue atendido personalmente por el Lic. Diego Chavarría García, Subjefe de ese departamento, con la finalidad de escuchar las argumentaciones del servidor.  No obstante, luego del análisis correspondiente por parte de esa jefatura, se le indicó que de momento se mantendría la decisión adoptada, siendo que a futuro no se descartaba la posibilidad de cambiarlo a otra sección.

En todo momento, se le ha hecho ver al servidor que la decisión tomada por esa jefatura no es antojadiza, sino que más bien obedece a una reorganización interna, la cual encuentra sustento en la normativa citada anteriormente y en la jurisprudencia de la cual se hará mención.

Conviene al caso hacer mención que la Sala Constitucional en resolución N° 2013009760 de las diez horas cero minutos del diecinueve de julio de dos mil trece, señaló lo siguiente:

“Esta Sala en reiteradas oportunidades ha señalado que el ius variandi debe ejercerse dentro de ciertos límites: no debe causar grave prejuicio objetivo al funcionario; cuando se trata de un funcionario público, la variación debe estar justificada en función del interés público y de la mejor prestación del servicio; debe realizarse respetando el debido proceso; no debe llevarse a cabo de manera intempestiva…”.  (El subrayado y la negrita no corresponden al texto original).

En el mismo sentido, mediante resolución N° 2013008247 de las catorce horas treinta minutos del diecinueve de junio de dos mil trece, ese Tribunal Constitucional al referirse a las facultades de uis variandi que tiene la Administración, indicó lo siguiente:

[bookmark: Pg3]“…la Administración tiene facultades de ius variandi  y puede ejercitarlas con el objeto de dar una mejor organización a las dependencias administrativas, en beneficio del servicio y el interés público, sin que ello pueda confundirse con el ejercicio de la potestad disciplinaria”. (El subrayado y la negrita no corresponden al texto original).

Véase así mismo, lo resuelto por la Sala Constitucional en sentencia Nº 7419-97 de las 10:15 horas del 11 de noviembre de 1997, al disponer que en determinados casos es indispensable el otorgamiento de una audiencia, a fin de que el funcionario manifieste su disconformidad, todo en cumplimiento del debido proceso. No obstante, en la misma resolución la Sala Constitucional advierte, que no se trata de una simple desavenencia del servidor ni de inconvenientes desde el punto de vista subjetivo, sino de perjuicios objetivos.

De igual forma, la Sala Segunda en resolución de las nueve horas cuarenta minutos del dos de mayo del dos mil siete, ha interpretado que “…las modificaciones que el empleador pueda imponer a las condiciones laborales de los servidores (as), deben siempre responder a un interés superior, real y efectivo…”. (El subrayado y la negrita no corresponden al texto original).

En este sentido, la Sala Constitucional en resolución N° 2013009760 de las diez horas cero minutos del diecinueve de julio de dos mil trece, consideró lo siguiente:

“En el caso concreto, todas las condiciones se cumplen: no se han modificado sustancialmente las condiciones laborales; la modificación respecto del objeto de la prestación no supone un perjuicio en sí mismo; el recurrido ha tomado en cuenta la experiencia de la funcionaria, y ha justificado debidamente las razones a las que obedece la decisión; hubo una audiencia previa a la comunicación; le fue solicitada por escrito en dos ocasiones al recurrente la información sobre las cargas de trabajo; la variación tiene un plazo de vigencia razonable; y la decisión le fue comunicada por escrito más de quince días antes de que se hiciera efectiva. Es decir, todo muestra que la decisión no fue arbitraria ni intempestiva. Por lo anterior, no se advierte violación a derecho fundamental alguno y procede declarar sin lugar el recurso, como en efecto se dispone”. (El subrayado y la negrita no corresponden al texto original). 

Se desprende de lo anterior, que la Dirección General de éste Organismo, está facultada legalmente para modificar discrecionalmente la adscripción a todo el personal del Departamento de Investigaciones Criminales, de ahí que delegó esa decisión en el Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales de éste Organismo. Lo anterior, encuentra sustento en la necesidad de mejorar el servicio que se brinda al usuario, pues no debe obviarse el hecho de que el interés general está por encima del interés particular.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe y por las razones expuestas denegar la solicitud del servidor Fabián Alberto Vargas Martínez, Investigador del Organismo de Investigación Judicial, lo anterior en razón de la potestad que tiene la Dirección del Organismo de Investigación Judicial de conformidad con el artículo 18 de la Ley Orgánica de ese Organismo, Ley N° 5524.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Investigaciones Criminales, tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc508282989]ARTÍCULO XLIV
Documento N° 6083-13, 2587-18

Mediante oficio N° 236-DG-2018 del 2 de marzo de 2018, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial, comunicó:
“En atención a lo acordado por el Consejo Superior en sesión Nº 45-17 celebrada el 11 de mayo 2017, el cual se transcribe a continuación y con la finalidad de dar respuesta a lo solicitado mediante oficio Nº 2209-18 de fecha 27 de febrero del año en curso:

“Tener por rendido el informe del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, a quien se le comunica que no es posible acoger su solicitud, pues se trata de permisos que no cuentan con ningún sustento presupuestario ya que no fueron contemplados dentro del presupuesto del Poder Judicial y por tratarse de personal que labora en la Escuela Judicial deben tramitarse por el programa 926, el cual no cuenta con contenido presupuestario en estos momentos. Sin embargo, se le solicita que informe a este Consejo si dentro del programa 928 existen puestos que puedan desarrollar el proyecto.” 

Me permito indicar que no existe en el programa 928 una plaza que cuente con competencia funcional y por ende rango salarial para nombrar en ella al experto en movimiento humano de la Unidad de Capacitación del O.I.J, no obstante, mediante oficio 0730-DG-2017 de fecha 23 de junio del 2017, se remitió al Consejo Superior la propuesta para evaluar la aptitud y la condición física de nuestros servidores, a fin de que de considerarlo pertinente fuera revisada y valorada por los médicos del Servicio Médico y los especialistas que laboran en la Escuela Judicial.”
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La Corte Plena en sesión N° 20-15 celebrada el 1 de junio del 2015, artículo III, en lo que interesa dispuso solicitar a la Auditoría Judicial realizara un auditoraje operativo para que se determinara el cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico, en las actividades relacionadas y que estas se hayan llevado en forma eficiente y eficaz.
En sesión N° 1-17 celebrada el 10 de enero del 2017, artículo XLIX, se tuvo por rendido el informe N° 1333-94-SAEE-2016 de la Auditoría, relacionado con el estudio sobre la evaluación del sistema de control interno correspondiente a las prácticas policiales desarrolladas por el Organismo de Investigación Judicial. 
Seguidamente, se aprobaron las recomendaciones emitidas en ese informe; por consiguiente, se reconsideró el acuerdo adoptado en la sesión N° 5-2009, artículo XXXIV, de fecha 20 de enero 2009. De manera que, en adelante, se establecieron como requisitos mínimos para poder realizar labores de investigación fuera de la oficina: la aprobación del Curso de Armas y el de Defensa Personal Policial Básica de manera simultánea. Lo anterior, con el afán de no exponer la integridad física de las personas investigadoras y de terceros. Las demás recomendaciones debían ser implementadas por las oficinas a las cuales se les dirigieron, en los plazos establecidos. Y se hizo este acuerdo de conocimiento de la Dirección General y la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, de la Escuela Judicial y de la Auditoría.
[bookmark: _Toc478653296]Posteriormente, en sesión Nº 32-17 celebrada el 4 de abril del 2017, artículo LXXX, al conocerse oficio N° EJ-CAP-OIJ-179-2017 del 15 de marzo del 2017 de la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, en relación con el “Informe para el mejoramiento del control interno de las Prácticas Policiales desarrolladas por el OIJ” de la Auditoría, se dispuso, previamente a resolver lo correspondiente, solicitarle al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, que dadas las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa este Poder de la República, realice un nuevo planteamiento que resulte más viable y ajustado a las necesidades y realidades institucionales, que permita desarrollarse en el menor tiempo posible, que pueda ejecutarse con recursos de ese Organismo y con las coordinaciones correspondientes de parte de la Escuela Judicial, en el entendido que se utilizarían los aportes del Programa 928.
[bookmark: _Toc482025342]Por otra parte, en sesión N° 45-17 del 11 de mayo de 2017, artículo LXV, se tuvo por rendido el informe del máster Espinoza Espinoza, a quien se le comunicó que no era posible acoger su solicitud, pues se trata de permisos que no cuentan con ningún sustento presupuestario ya que no fueron contemplados dentro del presupuesto del Poder Judicial y que por tratarse de personal que labora en la Escuela Judicial deben tramitarse por el programa 926, el cual no cuenta con contenido presupuestario en estos momentos. 
Sin embargo, se le solicitó que informara a este Consejo si dentro del programa 928 existen puestos que puedan desarrollar el proyecto.
[bookmark: _Toc366755224][bookmark: _Toc477250247][bookmark: _Toc486505755]Finalmente, en sesión N° 63-17 del 4 de julio de 2017, artículo CVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 69-16, celebrada el 21 de julio de 2016, artículo XXXIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente indica:

“Se acordó: 1.) Tomar nota de las manifestaciones del señor José Martín Vega Rojas y la señora Flory Zúñiga Baltodano, padres del servidor judicial fallecido Jesús Andrés Vega Zúñiga. 2.) Conoce este Consejo en consulta el acto administrativo final dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial, dentro del expediente N°15-000744-0031-IJ, comunicado mediante el oficio Nº 2690-IJ-2016 del seis de julio del dos mil dieciséis. 3.) Por mayoría, de conformidad con el artículo 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se procedió a analizar la resolución de referencia, determinando que no contiene ninguna de las causales de nulidad enunciadas en el numeral 210 ibídem, por lo que procede mantener lo resuelto por el citado Tribunal. 4.) Acoger las recomendaciones del Tribunal de la Inspección Judicial, orientadas a tomar acciones para mejorar el reclutamiento de los agentes que integran los diferentes cuerpos policiales, sobre todos, aquellos que son estratégicos y creados por mandato legal, como los que aquí se han analizado. 5.) Deberá la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial con el apoyo de la Dirección de Gestión Humana, realizar un estudio que permita verificar que las personas servidoras de unidades como la UPROV y UVISE, cuenten con las condiciones personales requeridas para su desempeño laboral, de forma tal que en caso de ser necesario se realicen los traslados que sean pertinentes a otros oficinas del mismo Organismo. 6.) Actualizar los procesos de reclutamiento de los agentes de esas oficinas estratégicas, estableciendo parámetros y requerimientos que se ajusten a las necesidades de esas oficinas, valorando la inconveniencia de que el reclutamiento se haga con personal de primer ingreso en el Poder Judicial. 7.) Actualizar el Manual de Puestos, para esos cargos, incluyéndose la obligatoriedad de encontrarse en buena condición física y mental, previa valoración médica y de profesionales en acondicionamiento físico.  8.) Recomendar a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, el establecimiento de la reglamentación respectiva, en torno a la capacitación, la preparación física y mental de estos agentes, así como su seguimiento, a cargo de profesionales acreditados en esas áreas, de manera que se regulen las obligaciones, ventajas y desventajas de pertenecer a esas Unidades. 

La Magistrada Villanueva se aparta del voto de mayoría en cuanto dispuso mantener lo resuelto por el Tribunal de la Inspección Judicial en la resolución 1026-2016 que declaró sin lugar el proceso disciplinario en contra de los servidores y servidoras encausadas con base en las siguientes razones: 

I.-
El señor José Martín Vega Rojas y la señora Flory Zúñiga Baltodano, padre y madre del servidor judicial fallecido Jesús Andrés Vega Zúñiga se apersonan ante este órgano y manifiestan que no fueron llamados a testificar ante la inspección judicial durante los casi nueve meses que duró el proceso a pesar de haber manifestado que podían dar fe de lo que su hijo les había expresado dos días antes del deceso en el sentido de que había sido obligado por la jefatura inmediata a participar en este tipo de ejercicios físicos como un castigo. La disconformidad del señor Vega y la señora Zúñiga Baltodano radica fundamentalmente en que, a pesar de que se constituyeron como personas quejosas de manera directa, es decir como víctimas, durante el proceso disciplinario su testimonio no fue evacuado como una prueba, no se les recibió declaración en la audiencia de recepción de prueba. 

II.-
LA NECESARIA PARTIPACIÓN DE LAS VÍCTIMAS: Al respecto es importante tener presente lo señalado por la Sala Constitucional en la resolución número 2014-3717, de las once horas y cuarenta y dos minutos del 14 de marzo de 2014  sobre la participación de la víctima en los procesos disciplinarios:   

“IV.-
EL SIMPLE DENUNCIANTE Y DEL DENUNCIANTE CUALIFICADO. Respecto al tema del denunciante como parte, estima esta Sala que cuando u n administrado presenta una denuncia ante un órgano o ente administrativo, para poner en conocimiento de estos una situación o conducta irregular, a fin de que se inicien, de oficio, las investigaciones o procedimientos administrativos disciplinarios o sancionadores del caso para sentar responsabilidades pertinentes, puede asumir dos posiciones claramente diferenciadas. La primera de simple denunciante, en cuanto los hechos y circunstancias que denuncia no le atañen directamente y no obtiene ningún beneficio como consecuencia de la eventual sanción y la segunda de denunciante cualificado, en cuanto ha experimentado los efectos nocivos de la conducta o situación irregular y puede obtener, aunque sea indirectamente, una situación ventajosa o, incluso, un derecho. El denunciante cualificado puede ser titular de un interés legítimo o de un derecho subjetivo de modo que, de acuerdo con la más moderna doctrina del Derecho administrativo, debe reputársele, para todo efecto, como parte interesada en el procedimiento administrativo respectivo. Ese denunciante cualificado, al tener la condición de parte interesada, le asisten todos los derechos de tal y, específicamente, los derechos al debido proceso y la defensa, de modo que debe contar con la posibilidad efectiva de presentar alegatos, ofrecer prueba, participar en la producción de ésta y de recurrir cualquier resolución de trámite de efectos propios o final que se dicte. Negarle al denunciante cualificado la condición de parte y, por consiguiente, la posibilidad de ejercer el debido proceso y la defensa vulnera flagrantemente el Derecho de la Constitución.” 
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Señalado lo anterior, procede revisar la participación de las personas denunciantes y víctimas en este trámite. Concretamente, la intervención de las víctimas en este caso, está relacionada con una investigación que tiene como finalidad averiguar la verdad real de los hechos. Fue un hecho público y notorio en los medios periodísticos de circulación nacional, que el padre y la madre del funcionario fallecido manifestaron o refirieron sobre conversaciones con el hijo referentes a las condiciones laborales (En ese sentido puede verse publicación del 22 de mayo del 2015 del periódico La Nación). De acuerdo con eso, resultaba absolutamente necesario profundizar la investigación en esos aspectos para determinar de manera cercana las condiciones laborales del servidor judicial según sus manifestaciones a las personas cercanas y descartar cualquier anomalía que se estuviera dando. En conclusión, con base en la posición jurisprudencial citada y el contenido del expediente disciplinario, acorde con las manifestaciones expuestas por las personas quejosas, se tiene por demostrado que el procedimiento disciplinario sometido a revisión ha sido tramitado sin tomar en cuenta a las partes denunciantes, irrespetando su derecho de defensa y el debido proceso aplicable a los procedimientos administrativos. Nótese que mediante resolución dictada a las catorce horas con ocho minutos del diecisiete de agosto del dos mil quince, se tuvo por admitida la prueba testimonial ofrecida por los encausados, así como la testimonial de oficio por parte del órgano instructor (ver archivo del 17-8-2015: 08:12). No obstante, no se llamó a declarar ni al señor Vega Rojas ni a la señora Zúñiga Baltodano, a pesar de apersonarse al Tribunal de la Inspección Judicial y  rendir manifestaciones que no fueron tomadas en cuenta en la resolución final, voto 1026-2016 de las quince horas y seis minutos del veintiocho de junio del año dos mil dieciséis. Así las cosas, conforme lo señala el numeral 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y con base en lo dispuesto en el artículo 210 ibídem anulo la resolución N° 1026-2016 y ordeno la devolución del expediente disciplinario 15-000744-0031-IJ al Tribunal de la Inspección Judicial para que reciba la declaración testimonial del señor José Martín Vega Rojas y la señora Flory Zúñiga Baltodano, padre y madre del servidor judicial fallecido Jesús Andrés Vega Zúñiga y sea valorada esa prueba al momento de dictar la nueva resolución. ”
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La licenciada Rebeca Ferrero Villa, Asesora Jurídica de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 730-DG-2017 del 23 de junio de 2017, solicitó lo siguiente:

“Reciba un respetuoso saludo de ésta Dirección General. Con  instrucciones de don Walter Espinoza, Director General de éste  Organismo, y en atención a lo acordado por ese honorable órgano  superior en sesión N° 69-16 de 21 de julio de 2016, Artículo XXXIX, a  saber: “8.) Recomendar a la Dirección General del Organismo de Investigación  Judicial, el establecimiento de la reglamentación respectiva, en torno a la  capacitación, la preparación física y mental de estos agentes, así como su  seguimiento, a cargo de profesionales acreditados en esas áreas, de manera que se  regulen las obligaciones, ventajas y desventajas de pertenecer a esas Unidades”,  se solicita sustituir los textos enviados anteriormente mediante oficio N°  589-DG-2017 de 26 de mayo de los corrientes, por los que se adjuntan a la  presente gestión.  

En ese sentido, deseo hacer de su conocimiento que para la  elaboración de esos documentos se contó con la participación de  servidores de amplia experiencia en nuestra institución. No obstante,  somos conocedores que no contamos con los conocimientos técnicos suficientes  para proporcionar un trabajo que contenga todos los aspectos necesarios para  evaluar la aptitud y la condición física de nuestros servidores, motivo por el cual,  salvo mejor criterio de ese órgano, le solicito valorar la posibilidad de que los  presentes documentos sean revisados y valorados por los médicos del Servicio  Médico, así como por los especialistas que laboran en la Escuela Judicial.”

- 0 -

Se acordó: Tomar nota de la propuesta presentada por la licenciada Rebeca Ferrero Villa, Asesora Jurídica de la Dirección General del Organismo de Investigación, en consecuencia y previamente a resolver lo que corresponda remitir la gestión y la propuesta a la  Escuela Judicial y a la Dirección de Gestión Humana, para su valoración y análisis, debiendo emitir el criterio que corresponda en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de este acuerdo.”
- 0 –
Previamente a resolver la gestión anterior, se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que remita a la brevedad el informe solicitado en sesión N° 63-17 del 4 de julio de 2017, artículo CVI. 
[bookmark: _Toc508282992]ARTÍCULO XLV
DOCUMENTO N° 13632-17, 2655-18

[bookmark: _Toc508282996]La máster Cindy Quesada Chavarría, Jueza de Tránsito del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Santa Ana, mediante oficio N° 001-CS-2018 del 5 de marzo de 2018, solicitó lo siguiente: 
“Honorables miembros del CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL, previas las muestras de nuestra consideración, la suscrita M.Sc. CINDY QUESADA CHAVARRIA,  en su condición Jueza de Tránsito del Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Santa Ana; me permito manifestar lo que de seguido se expone :

SE SOLICITA AUTORIZACIÓN PARA TRABAJAR EN CIERRE EFECTIVO DE SEMANA SANTA por atrasos sobrevenidos no imputables al despacho.  

ANTECEDENTES DE HECHOS:

I.-  El pasado 23 de Noviembre del 2017, se formuló solicitud a este órgano para que se habilitara a los encargados de la materia de TRÁNSITO del JUZGADO DE SANTA ANA, laborar en cierre colectivo correspondiente a DICIEMBRE del 2017 y ENERO del 2018, a fin asumir los atrasos sobrevenidos por AUMENTO DE CIRCULANTE, IMPLANTACIÓN DEL SISTEMA DE GESTIÓN, FALLAS DEL SISTEMA DE GESTIÓN, ETC.

II.-En esa oportunidad se hizo ver  a este honorable CONSEJO  -lo que se reitera aquí- que la materia de tránsito se encuentra a cargo de una JUEZA y dos auxiliares, donde no somos juzgado especializado, pero con circulante de Juzgados Especializados,  donde contamos únicamente con dos  auxiliares  encargados  de la materia, los cuales, deben asumir no solo la totalidad de la tramitación, la recepción de declaraciones indagatorias  sino que tienen DOS VECES por semana que asumir, el recargo de la manifestación, para un circulante de casi 800 expediente; circulante que aumenta día a día al ser la zona de Santa Ana de alta densidad demográfica  y comercia, en la que se incluye una ruta Nacional -Autopista Próspero Fernández  -RUTA 27- y  la RUTA 147  conocida como Lindora, como toda la  periferia del CANTÓN DE SANTA ANA, que es  unos de los cantones que más desarrollo ha tenido desarrollo en los último años.

III.-En el mes de Diciembre del 2017, el CONSEJO informó el RECHAZO a nuestra solicitud para laborar en CIERRE COLECTIVO, por lo que a la fecha sigue sin resolverse el problema de atraso que presenta la materia de tránsito.

IV.-En ACTA DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL del  18 de Enero del 2018, se hace referencia a la URGENTE NECESITAD de prestar colaboración de RECURSO HUMANO  a la materia de TRÁNSITO,  para solventarse los inconvenientes del atraso. 

V.- Sin embargo, se nos informó por parte de la ADMINISTRACIÓN DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ en referencia al acta de seguimiento de visita de la IJ, que no cuentan con recurso humano disponible. 

VI.- Ante lo anterior, la suscrita ha solicitado al Juez Coordinador del Despacho TODA la ayuda posible, sin embargo, no ha sido posible solventar la problemática presentada.

VII. A este problema debemos sumar el INVENTARIO, que en este mes de marzo estaremos avocados al mimso (sic), lo que paralizará las labores cotidianas y se verá repercutido en  el AUMENTO DE CIRCULANTE y por ende en el atraso que se refiere.

CUADRO DE ASUNTOS URGENTES DE LA MATERIA DE TRÁNSITO
DENTRO DEL JUZGADO DE SANTA ANA

	 Expediente NUEVOS que faltan por Incluir en el  SISTEMA GESTIÓN.  Se deberá hacer:
-ingresar al sistema, 
-hacer carátula, 
-coser carátula 
-buscar escritos o declaraciones 
-agregar escritos y declaraciones 
-hacer auto de iniciación simple 
-coser auto de iniciación simple 
-gravar los vehículos involucrados 
-seleccionar los que quedan para continuar trámite o fallo 
-hacer los cambios correspondientes al sistema de gestión ya sea pasado a firmar o fallo.
	



         110 (*) (**)

	Expedientes para GRAVAR. Se deberá hacer:
-Auto de Iniciación Simple, 
-Coser Resolución.
-Hacer Movimiento Sistema y pasar a firmar, 
	

     200 (*) (**)

	Expedientes para INVENTARIAR. 
- El Circulante actual en el sistema es de 679 que deben sumarse las 110 boletas pendientes; más todas las nuevas que lleguen de número indefinido
	

     789 (*)

	Expedientes para remesar. 
-A la fecha se llevan 400 expedientes faltando los años del 2004 al 2006, 
	      3036

	( * )Debemos entender que los números corresponden al 05 de MARZO del 2018  y pueden verse incrementados conforme el aumento de ingresos de boletas. 
( * * ) Se trabajará prioritariamente en estos dos asuntos urgentes en SEMANA SANTA.



SOLICITUD:

Con fundamento en lo expuesto y a partir de que no ha  sido posible recibir por los diferentes órganos del Poder Judicial el necesario RECURSO HUMANO, nos obliga a seguir buscando soluciones a lo interno del despacho por lo que hemos diseñado nuevamente (sic) un PLAN DE CONTINGENCIA, el cual, consiste en que se nos habilite para  laborar el cierre efectivo de SEMANA SANTA, como último recurso para solventar la problemática presentada y poder dar cumplimiento a las recomendaciones de la misma INSPECCIÓN JUDICIAL que en VISITA DEL PASADO 18 de enero del 2018; nos obliga a seguir tomando cartas en el asunto.

FUNCIONARIOS A HABILITARSE 

Solicitamos se habilite a:

Auxilares: 

-Orlando Salas Ruiz, cédula 1-1254-0858, (Plaza No. 15.612)

-Marilyn Traña Castro, cédula 1-1089-0747 (Plaza No. 84.186)

Jueza:

-Cindy Quesada Chavarría, cédula 1-1089-0747 (Plaza No. 96.621) 

N O T I F I C A C I O N E S:

Se recibirán notificaciones a los correos electrónicos:

     a) cquesada@poder-judicial.go.cr y/o 
     b) cquesadach@gmail.com”

[bookmark: _Toc508282994]- 0 -

[bookmark: _Toc508282995]Con base a la visita realizada por el Tribunal de la Inspección Judicial y por tratarse de un tema excepcional y por única vez, se acordó: Acoger la gestión anterior; en consecuencia: 1.) Autorizar a la licenciada Cindy Quesada Chavarría, Jueza de Tránsito del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Santa Ana, a los servidores Orlando Salas Ruíz y Marilyn Traña Castro, Técnicos Judiciales de ese Juzgado, para que laboren durante el cierre colectivo de Semana Santa (26, 27 y 28 de marzo de 2018), para solventar y dar cumplimiento a las recomendaciones extendidas por el Tribunal de la Inspección Judicial a ese despacho judicial. Lo anterior bajo apercibimiento que en caso de incumplimiento en las labores señaladas en el plan de contingencia se aplicara el régimen disciplinario. 2.) Deberá la licenciada Quesada Chavarría  presentar en la primera semana del mes de abril en curso, un informe a conocimiento de este Consejo Superior de las labores realizadas. 
El Tribunal de la Inspección Judicial y las Direcciones de Planificación y de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XLVI
DOCUMENTO Nº 2541-18
El licenciado Rafael Ángel Rodríguez Salazar, Abogado, mediante nota recibida el 1 de marzo de 2018, presentó la siguiente gestión:
“…con atento respeto me dirijo a fin de que se valore y considere lo que a continuación expongo:

Primero: Que en mi condición de abogado litigante he dedicado el litigio al área de la Defensa y asistencia Penal, sea atendiendo procesos como Defensor Privado o bien asistiendo victimas y afectados como Querellante y Actor Civil, además de otros tipos de procesos, que por la condición de litigante a nivel de despacho asumimos.

Segundo: Que conocemos de las diferentes acciones que el Poder Judicial ha realizado con el fin de atender la mora judicial en algún despacho judicial del país y en especial en los que atienden el área penal.

Tercero: Que dentro de las acciones indicadas, conocemos de la apertura de horarios en Jornada Vespertina, que brinda atención de las 16:00 a las 22:00 horas en diferentes despachos ubicados tanto en San José como otras Provincias en las cuales se brinda dicho servicio. Ello sin considerar la atención en los horarios indicados de los Procesos de Flagrancia.

Cuarto: Que en mi condición personal, he tenido que solicitar a las autoridades judiciales, el cambio de señalamientos en razón de existir audiencias señaladas en horarios diurnos o de atención tradicional que tiene choque con las audiencias señaladas en los despachos de horarios vespertinos, aduciendo para ello, la imposibilidad de traslados oportunos en ambos turnos de servicio o bien las distancias entre uno u otro despacho, que imposibilitan la adecuada atención de dichos procesos judiciales. Como ejemplo puedo citar aquellos casos en los cuales, se tiene un señalamiento de Juicio en la Provincia de Limón, Guanacaste, o los Tribunales de Ciudad Quesada, que termina a las a las 16:30 horas y se realiza señalamiento en el Tribunal Penal Vespertino de Pavas, para iniciar Juicio Oral y Publico a las 16:00 o 17:00 horas.

En estos casos, se me ha indicado en algunas ocasiones, que no existe choque de agendas en razón de que los horarios son diversos e incluso se ha indicado la disposición de los Tribunales Vespertinos, de dar tiempo y espacio para que nos apersonemos una vez terminada las audiencias diurnas, sin aceptar para ello la solicitud de cambios de señalamientos.

Quinto: Estas situaciones de jornadas diurnas y vespertinas, comprendemos pueden ser debidamente asistidas por el personal judicial, a quienes se les ha asignado horarios vespertinos, a saber, Defensa Publica, Fiscalía, Juzgadores y personal auxiliar, sin considerarse para tal efecto, la disponibilidad de quienes en el litigio privado nos hemos avocado a la atención de horarios diurnos y en nuestra área la penal, la atención de casos emergentes de privados de libertad y audiencias emergentes fuera de los horarios normales de atención.

Sexto: Consideramos, que al darse señalamientos continuos un mismo día en jornadas diurnas y vespertinas, que deben ser objeto de atención por parte de los Defensores Privados, han causado no solo al suscrito, sino a diferentes profesionales con los cuales hemos conversado, se está obligando a dar una atención que incluso puede ir en detrimento de la adecuada defensa o atención legal que se brinda al patrocinado, sea este un imputado, un querellante, un actor civil en una causa. Esto por cuanto, en muchas ocasiones no permite una adecuada preparación de los casos de manera conjunta, o bien provoca un cansancio en el profesional, al tener que brindar atención en la jornada diurna y luego deber atender en la jornada vespertina.

Sabemos que la profesión liberal, debe estar preparada para tales situaciones, sin embargo, las medidas que adopta el Poder Judicial, también deben considerar aspectos, que pueden ser manejados de manera coordinada, en el tanto no provoquen inconvenientes a todos los interesados usuarios del Poder Judicial.

Con lo expuesto, considero que es importante que el Poder Judicial, tome en cuenta la diversidad de posibilidades que se pueden dar a fin de evitar, que situaciones como las planteadas se den y se cause problemas, que incluso podrían generarse de una INADECUADA DEFENSA, en detrimento de los IMPUTADOS, que estarían en atención de los abogados, que nos vemos en dichas situaciones de choques de audiencias o de multiplicidad de audiencias en una misma fecha.

Por ello, solicito al Honorable Consejo Superior, valore establecer las directrices pertinentes a fin de que:

1- Cuando se distribuyan causas en los Tribunales Penales, para Juicio, tengan prioridad en dichas jornadas vespertinas, aquellos procesos en que el imputado y las partes son asistidas por Defensa Publica y Defensa Civil de la Victima.

2- Se coordine y valore y atienda aquellos procesos en que se realizan señalamientos y la Defensa manifieste tener señalamientos el mismo día que ha sido convocado, se valore dicho señalamiento a fin de realizar el cambio respectivo del mismo.

3- Se coordine y valoren de manera más adecuada las gestiones realizadas por la Defensa Particular, cuando se indique que por las distancias en que se encuentran los despachos es de difícil atención el señalamiento y existan el mismo día, aunque sean horarios diferentes, la posibilidad de variar el señalamiento a fin de no causar inconvenientes a la debida asistencia profesional que tienen las partes en el proceso.

Importante hacer ver que dentro de la buena gestión de atención del Poder Judicial, también debe velarse por el adecuado derecho de todas y cada una de las partes de los procesos…”

-0-
La Secretaría General de la Corte mediante Circular N° 136-2003 “Adición a la Circular N° 118-03 “Deber de los Abogados Litigantes de informar oportunamente a los despachos judiciales, si tienen otros señalamientos, con el fin de evitar choques de audiencias” del 3 de diciembre de 2003, publicada en el Boletín Judicial N° 243 del 17 de diciembre de 2003, comunicó a las autoridades judiciales del país que conocen materia penal, lo siguiente:
“El Consejo Superior en sesión N° 85-2003, celebrada el 11 de noviembre de 2003, artículo XLV, dispuso adicionar a la circular N° 118-2003, sobre el “Deber de los Abogados Litigantes de informar oportunamente a los despachos judiciales, si tienen otros señalamientos, con el fin de evitar choques de audiencias” publicada en el Boletín Judicial N° 218 del 12 de noviembre de 2003, en el sentido de que en adelante los tribunales, defensores y fiscales están en la obligación de comunicar en forma oportuna, aquellos casos en que se pueda dar un posible choque de audiencias, por lo que a efecto de evitar esta situación, se deberá encargar a una persona del respectivo despacho a fin de que realice el control que se requiera.”

-0-
De la misma manera, mediante Circular N° 83-10 BIS “Fijación de fechas para los debates” del 12 de julio de 2013, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de las autoridades penales del país, lo siguiente:
“El Consejo Superior en sesión Nº 46-2010, celebrada el 11 de mayo de 2010, artículos XLIX y L, conforme lo dispuesto por la Corte Plena en sesión Nº 21-08 celebrada el 09 de junio de 2008 artículo XXV, acordó comunicarles que, cuando esté comprobado un choque de debates o audiencias, los jueces y juezas que les corresponda presidirlos, deberán analizar conjuntamente, todas las variables que convergen en las situaciones particulares de cada causa, por ejemplo: el término de medidas cautelares, la proximidad de la prescripción de la causa, el número de testigos, la dificultad para hacerlos comparecer, la salud de testigos, peritos o imputados así como muchas otras que no se puedan prever; para decidir cuál de los juicios o audiencias tendría prioridad, de manera que el o la profesional en derecho que deba atender esos señalamientos pueda asistir, y con ello garantizar tanto una eficiente acción de la justicia como la tutela del derecho de fondo.

 (Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 59-13, celebrada el 6 de junio de 2013, artículo XCVIII).”

- 0 -
[bookmark: _Toc508282998]Se acordó: Comunicarle al licenciado Rafael Ángel Rodríguez Salazar, que efectivamente mediante disposiciones anteriores este Consejo ha indicado el deber tanto de los jueces y juezas, como de los abogados y abogadas litigantes, informar y considerar todas las variables que convergen en las situaciones particulares de cada causa, por ejemplo: el término de medidas cautelares, la proximidad de la prescripción de la causa, el número de testigos, la dificultad para hacerlos comparecer, la salud de testigos, peritos o imputados así como muchas otras que no se puedan prever; para decidir cuál de los juicios o audiencias tendría prioridad, de manera que él o la profesional en derecho que deba atender esos señalamientos pueda asistir, y con ello garantizar tanto una eficiente acción de la justicia como la tutela del derecho de fondo.
ARTÍCULO XLVII
DOCUMENTO Nº 12898-17, 2650-18, 2937-18
En sesión Nº 104-17 celebrada el 16 de noviembre del año 2017, artículo LXXXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión Nº 94-17 celebrada el 12 de octubre del 2017; artículo XCVI, se conoció lo que literalmente dice:

“Informa la integrante Milena Conejo Aguilar, que de la visita al Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, y que como parte de lo conversado, le manifestaron tanto los jueces y juezas como representantes del personal de apoyo,  que tienen algunas observaciones que desean hacer al modelo de trabajo y algunas disposiciones que se han implantado por la Dirección de Planificación y que desean transmitir a la Comisión de la Jurisdicción Laboral, por lo que estará haciendo la coordinación que corresponde con la magistrada Varela, para que luego este Consejo estime si es necesario tomar algunas medidas debidamente valoradas por la referida Comisión. 

Asimismo señala que se comentó la necesidad de apoyar al licenciado Olman Ugalde González, para que cuente con lo requerido para el desempeño de su cargo, así como la carga de trabajo que se le debe asignar, todo lo cual se ha realizado con la asesoría de la Sección de Salud Ocupacional. 

Indica que se le comunicaron otros aspectos administrativos, relacionados con seguridad, administración, salud, que ya ha coordinado para su atención. Pero uno que es muy importante es la necesidad de que el despacho cuente con una atención más oportuna para la solución de los reportes relacionados con los sistemas informáticos, ya que se indica que tarda mucho y se afecta el servicio a la persona usuaria. 

Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestación hecha por la integrante Conejo Aguilar y estar a la espera de que informe si es necesario tomar algunas medidas adicionales en el plan de trabajo del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José. 2) Deberá el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el plazo de 5 días después de recibida la comunicación de este acuerdo, atender de forma urgente la situación laboral del licenciado Olman Gerardo Ugalde González e informar a este Consejo la plaza del Centro que puede ser ubicada en el Juzgado, para que se pueda ordenar el traslado don Olman al referido Centro y que realice funciones de juez laboral en condiciones adecuadas a sus necesidades. 3) Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información para indique a este Consejo la forma en que se puede dar atención prioritaria  a las necesidades del área de tecnología.”

- 0 -

  La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 360-CACMFJ-JEF-2017, del 8 de noviembre de 2017, indica lo siguiente:

“En cumplimiento con lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión Nº 94-17 celebrada el 12 de octubre, artículo XCVI, se han realizado las siguientes coordinaciones:

De manera conjunta con la Administración del I Circuito Judicial de San José, se valoró la posibilidad de trasladar al licenciado Olman Ugalde al Juzgado de Seguridad Social, incorporándose al fallo de expedientes del plan de descongestionamiento en materia laboral. 

Se solicitó a la oficina de Salud Ocupacional, realizar una inspección previa al traslado del licenciado Ugalde, para asegurar que el espacio físico asignado cuente con las condiciones adecuadas para que pueda llevar a cabo sus labores.

Se gestionó a la Dirección Ejecutiva dotar de un equipo de cómputo al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José (Sede Catedral), para que el licenciado Ugalde se traslade con el equipo que ya se encuentra configurado con el software que utiliza.

El Centro de Apoyo designará en el Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José (Sede Catedral) la plaza de Juez supernumerario, Nº 100884. En ese sentido de darse el traslado de manera definitiva, valorar que la plaza de juez supernumerario sea recalificada a juez 3 en materia laboral por medio de estudio de la Oficina de Análisis de puestos, para que sea sacada a concurso posteriormente.

Una vez aprobado el traslado del licenciado Ugalde, el Área de Gestión y Apoyo le dará asistencia por medio de una plaza de Técnico Judicial, cuando así se requiera.”

- 0 -

Se acordó: Tomar nota del informe rendido por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en consecuencia: 1) Aprobar el traslado del licenciado Olman Ugalde al Juzgado de Seguridad Social. 2) Deberá la Dirección de Gestión Humana realizar el estudio de valoración de la plaza de juez supernumerario a la clase de juez 3 en materia laboral.

- 0 -
El licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, mediante oficio N° 127-CACMFJ-AGA-2018 del 5 de marzo de 2018, solicitó:
“En sesión Nº 104-17 celebrada el 16 de noviembre del 2017; artículo LXXXIX, el Consejo Superior acordó lo que literalmente dice:

“Tomar nota del informe rendido por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en consecuencia:  1) Aprobar el traslado del licenciado Olman Ugalde al Juzgado de Seguridad Social. 2) Deberá la Dirección de Gestión Humana realizar el estudio de valoración de la plaza de juez supernumerario a la clase de juez 3 en materia laboral.” (El resaltado es suplido)

Por consiguiente, y dado que el doctor Ugalde debe cumplir con lo dispuesto en el artículo 33 del Estatuto del Servicio Judicial, por cuanto fue nombrado en propiedad en sesión Nº 82-17 del 07 de septiembre del 2017. Se solicita de la manera más respetuosa indicar si el traslado del doctor Olman al Juzgado de Seguridad Social es de manera permanente o bien deberá este Centro asumir la administración de la plaza 372096.”

- 0 -
En relación con lo anterior, en correo electrónico del 12 de marzo de 2018, el doctor Olman Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, manifestó:
“Señores y señoras, distinguidos integrantes del Consejo Superior Poder Judicial. Después de saludarles con mi más alta estima y respeto. Deseo hacer referencia al Oficio 127-CACMFJ-AGA-2018 suscrito por la licenciada Maricruz Chacón, que tiene relación con el acuerdo tomado en la “Sesión N.º 104-17 celebrada el 16 de noviembre del 2017; artículo LXXXIX, el Consejo Superior acordó lo que literalmente dice: “Tomar nota del informe rendido por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, directora interina del Centro  de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en consecuencia:  1) Aprobar el traslado del licenciado Olman Ugalde al Juzgado de Seguridad Social. 2) Deberá la Dirección de Gestión Humana realizar el estudio de valoración de la plaza de juez supernumerario a la clase de juez 3 en materia laboral.”. Por consiguiente, y dado que este servidor  está cumpliendo con lo dispuesto en el artículo 33 del Estatuto del Servicio Judicial, por cuanto fui nombrado en propiedad en sesión N.º 82-17 del 07 de septiembre del 2017. Solicito de la manera más respetuosa se ratifique mi permanencia definitiva en el Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, por varias razones. Cuando se dio mi nombramiento en el Primer Circuito Judicial de San José, distrito Catedral, mi traslado se hace al Juzgado de Seguridad Social, exclusivamente por cuestiones de accesibilidad principalmente al edificio (Planta física), y valorando que los expedientes en Seguridad Social, son más accesibles al tener más tiempo el Juzgado de ser Oral Electrónico. Por qué pese a las dificultades, prácticamente en todos los meses anteriores, alcance las cuotas de rendimiento requeridas y en muchos de ellos hasta la sobrepase.

Por otra parte tal como consta en el expediente para mi incorporación al Juzgado de Seguridad Social, mediaron estudios para determinar una oficina accesible, lo que se realizó de forma muy satisfactoria para este servidor. Igualmente los expedientes con que se trabaja en este Juzgado, son mucho más accesibles de hecho y se puede constatar de los expedientes resueltos, que en todo momento he superado las cuotas de rendimiento y he resuelto expedientes como cualquier otro Juez del Juzgado, esto quiere decir expedientes complejos como menos complejos. Además, he encontrado un equipo de trabajo de personas muy especiales y colaboradores, con los que me encuentro muy bien. Por estos motivos, es que de la forma más respetuosa valorando que el Juzgado de Seguridad Social, del Primer Circuito Judicial, ofrece a una persona ciega como este servidor las condiciones más idóneas de tranquilidad y accesibilidad, tanto física como a los expedientes electrónicos, es que solicito favor se ratifique mi ubicación definitiva en este Despacho. Ya que de no ser así, más bien, con el traslado del Juzgado del Primer Circuito Judicial de San José, más bien se me provocaría una inestabilidad, ya que estaría bien por unos meses, pero si debiera el Centro de apoyo asumir la administración de la plaza 372096, en la que fui nombrado en propiedad. luego de salir de este Despacho, no sabría dónde estaría ubicado físicamente, que expedientes debería de resolver y cuales serían las condiciones de accesibilidad de dichos expedientes. Y por ende toda la mejora conseguida se perdería. Aclaro, que todos los funcionarios del Centro de apoyo son excelentes y sumamente especiales, incluida su directora y el restante del personal, por lo que con todos ellos tengo una excelente relación personal y de trabajo, ya que mucho tiempo he trabajado para ellos. Razón por lo cual esta solicitud obedece simplemente a las condiciones tan ventajosas que como persona ciega me ofrece el Juzgado de Seguridad Social. Incluso me atrevería a pensar con mi experiencia de Trabajo en el Juzgado del Primer Circuito Judicial de San José, distrito Catedral, que de no aprobarse esta solicitud, les rogaría valorar la opción de retornarme al Juzgado de trabajo del Primer Circuito Judicial de San José. Ya que aunque se den dificultades, ya conocería el lugar donde siempre debería acudir, las salas donde realizaba las audiencias y que la mayoría del Personal incluidos Jueces como Técnicos, de ese Juzgado me conocen. Obviamente e de reiterar que tanto al Poder Judicial, como patrono y a este servidor como trabajador lo que más nos conviene opinión personal es mi permanencia en el Juzgado de Seguridad Social, ya en estos meses he aprendido a llegar al Juzgado sin dificultad, a conocer con propiedad mi oficina, los sistemas para acceder a los expedientes a saber dónde quedan los baños etc. Razones suficientes para solicitar mi permanencia definitiva en este despacho. No puedo negar que tener una incertidumbre de donde me ubicaría en los próximos meses, de no permanecer en este Juzgado, me provoca inestabilidad, ya que sería un nuevo lugar por conocer, desconocer asuntos como llegar al nuevo lugar de trabajo, accesibilidad física y a los expedientes, que obviamente al ser situaciones nuevas, también impactarán mi rendimiento. Por todo lo expuesto, ruego a sus autoridades, como primera opción valorar y definir mi permanencia definitiva en el Despacho de Seguridad Social lo que valoro sería el ideal  y como segunda opción de no ser posible lo primero retornarme al Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, ya que aprecio ello me dará mayor estabilidad aunque no sea el ideal.

Desde ya les agradezco toda su ayuda y colaboración y no dejo de reiterar que mi propósito primordial es seguir haciendo una excelente labor y demostrando que las personas con discapacidad, si se nos da la oportunidad y condiciones necesarias, podemos ser personas brillantes y exitosas. Muchas gracias y que Dios les bendiga.”
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[bookmark: _Toc508283000]Se acordó: 1.) Comunicar al licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, que es el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional quien debe asumir la administración de la plaza N° 372096 y que incluso tiene la potestad de ubicarla adonde se considere necesario para la adecuada prestación del servicio y de a acuerdo a las necesidades institucionales. A estos efectos deberán considerar lo manifestado por el doctor Olman Ugalde González, en relación con las condiciones laborales de accesibilidad que requiere. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del doctor Ugalde González.
ARTÍCULO XLVIII
Documento N° 8233-12, 2709-18
En nota del 5 de marzo de 2018, el señor José Porfirio Viales Mendoza, Jubilado Judicial, presentó la siguiente gestión:
 “…solicitarles mi reactivación de mi jubilación la cual fue suspendida desde la primer quincena de setiembre del 2017 por motivos que me encontraba trabajando en empresa privada desde la última quincena de diciembre no recibo rubro alguno por alguna jornada laboral con ninguna empresa privada por lo cual desde el 15 de diciembre 2017 no recibo ni un solo centavo y ya con el embargo de mi casa ya que tengo atraso desde setiembre 2017 por lo que le solicito que se me pague desde la fecha que dejé de trabajar 18 de diciembre 2017 que así lo estipula el artículo 234 de la Ley Orgánica que se le suspenderá mientras esté trabajando y desde diciembre 2017 no estoy percibiendo algún rubro la misma CCSS pueden ver que ya no aparezco en planilla más bien adjunto documento donde ya se me envió a mi casa a cobro judicial. Si hay un poquito de misericordia de parte de ustedes como niembro del onorable Consejo Superior de la Corte recuperar mi casa y no perderla se lo voy a agradecer reconosco que no es culpa de ustedes pero si pueden ordear a que s eme cancele mi pensión desde la fecha que deje de laborar para la empresa privada el 18 de diciembre 2017 esperando la ayuda al documento en mención se despide de ustedes…” (sic)
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En relación con lo anterior, en correo electrónico del 7 de marzo de 2018, el señor Viales Mendoza, remitió comunicación suscrita por el señor Andrés Briceño Sancho de COOPENAE, de esa misma fecha, dirigida a su persona, misma que se transcribe a continuación:
“Coopenae le informa que actualmente presenta atraso en sus créditos. Hemos intentado localizarlo, pero no ha sido posible, por la cantidad de cuotas de atraso este mes se presenta la demanda, por lo que agradecemos se comunique antes del 12/03 y reporte sus pagos.

(…)”

- 0 -
En sesión Nº 110-16 celebrada el 8 de diciembre de 2016, artículo XVIII, se tuvo por rendido el informe presentado por la Dirección Jurídica, y previamente a resolver lo que correspondiente se comisionó al Departamento Financiero Contable para que informara a este Consejo de aquellas personas jubiladas que aparecieron reportados como trabajadores independientes o como asalariados en los diferentes cruces con la base de datos de la CCSS y a la vez gocen de su derecho jubilatorio por enfermedad, al amparo de la ley N° 7333.
Luego, en sesión Nº 8-17 celebrada el 2 de febrero de 2017, artículo XXXVI, se tuvo por recibido el oficio N° 289-DE-2017 de la Dirección Ejecutiva. Y se solicitó a la Dirección Jurídica que emitiera criterio con el fin de determinar en cada caso, la procedencia del inicio de un procedimiento de suspensión y cobro, de conformidad con lo establecido en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para lo cual podría contar con el apoyo del Departamento de Trabajo Social y Psicología y de ser necesario con el Departamento de Medicina Legal. Así mismo, se comunicó a la Dirección de Gestión Humana que a las personas que se jubilan por incapacidad absoluta y permanente, se les debía advertir que existe una prohibición para desempeñar otro empleo, y que en caso de requerirlo, por ser una situación de excepción, previamente debían plantearlo ante este Consejo.
Por otra parte, en sesión Nº 76-17 del 17 de agosto de 2017, artículo XX, en lo que interesa, se dispuso que debía el Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, iniciar con el proceso de cobro respectivo, en el caso del señor José Porfirio Vialez Mendoza, correspondiente a los meses de febrero y marzo de 2017.
Posteriormente, en sesión Nº  84-17 celebrada el 14 de setiembre de 2017, artículo XXVIII, se tuvo por rendido el informe de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 4145-DE-2017 del 5 de setiembre de 2017, donde hizo de conocimiento nota N° 1276-TE-2017 de 25 de agosto de 2017, en que se dieron a conocer los resultados del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social, correspondiente al II trimestre 2017 y con relación a los jubilados judiciales Diana Virginia Cano Canessa y José Porfirio Viales Mendoza, se dispuso suspenderles a partir de la segunda quincena de setiembre de 2017, el beneficio de jubilación en razón de aparecer reportados en la planilla de la cuenta individual con patronos privados, cuenta propia u otros valores, lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 234, párrafo 1º de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Seguidamente, en sesión N° 96-17 celebrada del 19 de octubre del 2017, artículo CIX, se tuvieron por hechas las manifestaciones del señor Viales Mendoza y se comunicó al Departamento de Financiero Contable que debería reactivar el beneficio de jubilación a don José Porfirio a partir del momento en que se constatara que dejó de laborar, sin perjuicio de continuar con el procedimiento de recuperación de los montos correspondientes
Después, en sesión Nº 102-17 del 9 de noviembre del 2017, artículo XLIII, se tuvo por rendido el informe remitido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins y con base en lo indicado, se dispuso mantener la suspensión del beneficio de jubilación al señor José Porfirio Viales Mendoza, ya que aparecía reportado laborando en el mes de septiembre de 2017, para 2 empresas privadas. Asimismo, se hizo ese acuerdo de conocimiento del Área de Cobro Administrativo, para que realizara las gestiones correspondientes de cobro por los montos pagados de más al señor Viales Mendoza.
[bookmark: _Toc501381044]Asimismo, en sesión Nº114-17 del 21 de diciembre de 2018, artículo LIII, en lo que interesa, y con base en lo indicado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, se dispuso mantener la suspensión del beneficio de jubilación al señor José Porfirio Viales Mendoza, ya que aparecía reportado laborando para una empresa privada. Por lo que la Unidad de Cobro del Departamento Financiero Contable debía revisar si existía alguna suma que haya que recuperar a favor del Fondo de Jubilaciones.
Finalmente, en sesión N° 16-18 del 27 de febrero de 2018, artículo XV, se tuvo por rendido el oficio N° 787-DE-2018, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante el cual remitió informe del Departamento Financiero Contable, relacionado con la suspensión del beneficio de jubilación al señor José Porfirio Viales Mendoza. 
Y se trasladó el asunto correspondiente a la Sección de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, para que procediera con la recuperación de los montos respectivos.
[bookmark: _Toc508283002]Se acordó: Tomar nota de la gestión presentada por el señor José Porfirio Viales Mendoza, Jubilado Judicial, y comunicarle que debe presentar ante el Departamento Financiero Contable documentación idónea en la que se certifique que durante el tiempo que indica no ha laborado para ninguna empresa privada, y que no labora actualmente.  Además, con el fin de que ese Departamento valore si procede el trámite de reactivación de su jubilación y el pago correspondiente. 
La Dirección Jurídica, el Departamento Financiero Contable y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo de su cargo. 
ARTÍCULO XLIX
Documento N° 11201-14, 2552-18, 2566-18

En correo electrónico del 1 de marzo de 2018, la licenciada María Ester Brenes Villalobos, Jueza del Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia, manifestó:
“En mi condición de mujer y funcionaria judicial, me uno a las expresiones de apoyo y respaldo de las gestiones que realiza la MSc. María Victoria Salas Ruiz, atinentes a ser reincorporada en sus funciones como jueza. 

Fui docente de María Victoria en el Programa FIAJ de la Escuela Judicial y también, durante la maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, y su desempeño fue de excelencia en todo sentido. Destacó por su alto grado de responsabilidad y compromiso, sus calificaciones hablan por sí mismas. 

Durante los dos periodos indicados, solamente en una ocasión requirió de un ajuste mínimo para poder realizar las tareas asignadas, y este consistió en un espacio físico libre de aire acondicionado, en el que ella se pudiera hidratar sus ojos con unas gotas, lo que no le tomó más de un minuto y así, continuar participando de las actividades. Por cierto, lo que hacía con gran entusiasmo y sentido de responsabilidad. Como puede observarse, su condición de salud, no le impidió durante prácticamente dos años, desenvolverse en idéntica forma que el resto del grupo.

Asimismo, como docente en temas de Género en los ámbitos ya indicados, expreso mi total preocupación por los argumentos que se han utilizado para considerar que María Victoria, en su condición de mujer, pierda su derecho al trabajo.”
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De la misma manera, en correo electrónico del 2 de marzo de 2018, la máster Maureen Vargas Solano, Jueza del Juzgado Contravencional y de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, indicó:
“A través de estas líneas mi deseo es expresar el apoyo a mi amiga y compañera Msc. María Victoria Salas Ruiz, ella a lo largo de su función como Jueza en Guápiles, mostró idoneidad para el puesto, y eso me consta directamente pues me sustituyó por motivo de giras del SNFJ y a mi regreso como siempre estilo al consultar al personal como les había ido, siempre hacían comentarios positivos, y se evidenciaba en las resoluciones que realizaba y comentarios que ella misma me hacía con la finalidad de retroalimentación. Incluso ella en Guápiles de forma voluntaria ayudó con capacitaciones a técnicos y técnicas incluso a jueces, lo cual sé por comentarios que me han hecho los mismos técnicos refiriéndose de forma positiva a la ayuda que les dio. Además conozco a Victoria desde el año 2010 por cuanto trabajamos juntas en el MEP y cursamos juntas la Maestría de Administración de Justicia, y ella siempre se ha esforzado por dar lo mejor, con carisma, conocimiento, Victoria es una mujer responsable con su trabajo y ella ama lo que hace, es necesario una revaloración de su caso, y al mantenerla en la Institución que ella y yo amamos sería una gran ganancia para el Poder Judicial y las personas usuarias, yo he visto el trato humanista que ella da a la persona usuaria y siempre hemos hablado de eso, como las personas necesitan un lenguaje sencillo con el que se les hable y un trato sensible lo cual no va en detrimento de la imparcialidad, ella ama estudiar por eso se capacita continuamente para dar lo mejor a la institución, yo a ella la admiro por como lucha y como se entrega por su trabajo, Victoria es brillante y es una funcionaria que tiene excelente capacidad de análisis, la conozco como estudiante, como compañera laboral y he podido ver incluso su rol como hija, madre, amiga y esposa y es intachable, ella es una mujer buena e íntegra y  por todo lo anterior muestro mi apoyo para que se haga una revaloración de su caso.”
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En sesión N° 55-17 del 6 de junio de 2017, artículo LXXXII, se separó de su cargo por incapacidad absoluta y permanente a la máster María Victoria Salas Ruiz, Jueza Supernumeraria del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a partir del 7 de junio de 2017, con derecho a los extremos laborales que le correspondan.
Después, en sesión N° 57-17, del 13 de junio de 2017, artículo III, se tomó nota de la resolución dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, de las quince horas cincuenta minutos del ocho de junio de dos mil diecisiete, mediante la cual admitió la solicitud de medida cautelar de manera provisionalísima presentada por la máster Victoria Salas Ruíz, en consecuencia; se suspendió la aplicación del acuerdo tomado en la sesión N° 55-2017 del 6 de junio de 2017, artículo LXXXII, en que la separó por incapacidad absoluta y permanente, por lo que debía reincorporarse a partir del 14 de junio de 2017.
Así mismo, en sesión N°57-17 del 13 de junio de 2017, artículo LXIX, se ordenó la reasignación y traslado definitivo de las plazas Nos 112354, 112356, 112355 y 5411 de juez supernumerario pertenecientes al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Sala Constitucional, en razón de la necesidad de contar con dichos puestos.
Posteriormente, en sesión Nº 96-17 del 19 de octubre de 2017, artículo LXXVII, acogió la gestión presentada por el Magistrado Jinesta Lobo, Presidente de la Sala Constitucional y por las especiales circunstancias que motivaron su gestión, se autorizó la modalidad de teletrabajo a la máster Victoria Salas Ruíz, Profesional en Derecho de esa Sala, por el plazo de tres meses, a partir del lunes 23 de octubre de 2017.
[bookmark: _Hlk508799693]Luego, en sesión N°113-17 del 19 de diciembre de 2017, artículo XCV, se prorrogó la modalidad de teletrabajo a la máster María Victoria Salas Ruiz, Profesional en Derecho de la Sala Constitucional, por el plazo de tres meses, a partir del 23 de enero de 2018.
Por otra parte, en sesión N°12-18 celebrada el 13 de febrero de 2018, artículo IV, se tomó nota de lo informado por la Dirección Jurídica, en que hizo de conocimiento la resolución oral N°57-2018 de las trece horas treinta y dos minutos del siete de febrero de 2018, dictada por la Sección Segunda del Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo en el expediente número 17-005447-1027-CA y se ratificó lo dispuesto por este Consejo en sesión N°55-17 del 6 de junio de 2017, artículo LXXXII, en cuanto a la separación de su cargo por incapacidad absoluta y permanente de la máster Victoria Salas Ruíz, Profesional en Derecho de la Sala Constitucional.
Asimismo, se limitó el permiso concedido de teletrabajo a la señora Salas Ruíz, dado en la sesión N°96-17 del 19 de octubre de 2017, artículo LXXXVII.
Finalmente, en sesión N° 15-18 del 21 de febrero de 2018, artículo III, se tomó nota de la resolución de las dieciséis horas del diecinueve de febrero de dos mil dieciocho dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, Sección Quinta, mediante la cual admitió la solicitud de medida cautelar de manera provisionalísima presentada por la máster Victoria Salas Ruíz, en consecuencia; se dispuso suspender la aplicación de los acuerdos tomados en las sesiones N°55-17 del 6 de junio de 2017 y 12-18 de 13 de febrero de 2018, artículo LXXXII y IV, respectivamente, en que la separó por incapacidad absoluta y permanente.
En razón de lo anterior, se reinstaló a la máster Salas Ruiz en el puesto N° 5411 que venía ocupando en la Oficina de Seguimiento de Sentencias de la Sala Constitucional, por lo que debía reincorporarse a partir del 22 de febrero de 2018.
Además, se le comunicó a la Sala Constitucional para que tomara nota de lo resuelto por el citado Tribunal, para que se le reinstale en las mismas condiciones a las que tenía la servidora Salas Ruíz.
Se acordó: Tomar nota de lo manifestado por las licenciadas María Ester Brenes Villalobos y Maureen Vargas Solano, Jueza del Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia y Jueza del Juzgado Contravencional y de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, respectivamente, en relación con la situación de la máster María Victoria Salas Ruiz. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc508283005]ARTÍCULO L
DOCUMENTO Nº 2103-18, 2676-18
[bookmark: _Toc508283008][bookmark: _Toc507063933]En sesión N°16-18 celebrada el 27 de febrero de 2018, artículo LXXVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El licenciado William Hidalgo Echavarría, Director General de Armamento del Ministerio de Seguridad Pública, mediante oficio N°149-2018 / DGA-UA del 19 de febrero de 2018, remitió lo siguiente:

“Sirva la presente para informarle sobre la situación que se presentó, con respecto a la siguiente arma de fuego, propiedad del Ministerio de Seguridad Pública:



Esta arma de fuego fue decomisada según Acta de Secuestro N° 291716, por parte del Ministerio Publico O.l.J., Sección Delitos Sexuales, Familia y Contra la Vida, de fecha 26 de mayo del 2002, suscrito por Olidoni Palacios B. y Jorge Sánchez Solano con 01 cargador y 08 cartuchos Cal.45, numero de causa 2-004970-042-PE, lo cual se nos hace de conocimiento mediante el oficio 218-02- D6 de fecha 09 de abril del 2002 suscrito por el Sargento Luis Ramos Obregón, Jefe Proximidad Policía de Curridabat.

Mediante oficio N°1 169-2002-DGA de fecha 27 de mayo del 2002, esta Dirección General solicita a la Fiscalía de Delitos Contra la Vida, la devolución de dicha arma.

Mediante oficio N°1960-2003-DGA de fecha 03 de junio del 2003, esta Dirección General solicita al II Circuito Judicial de San José, la devolución de dicha arma.

Mediante oficio N°605-2017-DGA-UA de fecha 20 de junio del 2017, esta Dirección General vuelve a solicitar al Juzgado Penal II Circuito Judicial de San José, la devolución de dicha arma.

Mediante Voto 245-2018 del Expediente 17-001942-0031-IJ, de fecha 06 de febrero del 2018, donde se indica que el Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José, puso en conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial, que en la causa penal 02-004970-0042-PE, se dictó acto conclusivo, y se ordenó la devolución del arma, siendo que al tratar de ubicarla para la respectiva devolución no fue posible, porque no saben dónde está dicha arma de fuego.

Ante esta situación, procedo a hacer de su conocimiento todo lo anterior, con el objetivo de que se establezcan las responsabilidades del caso, y según corresponda, se le reconozca al Ministerio de Seguridad Pública, el costo actual registral del arma aquí acotada, costo que al día de hoy es de ¢190,000, además del costo de los 08 cartuchos calibre 45 ACP, siendo de ¢3,200, dando un total de ¢193,200.

Adjunto la siguiente documentación:

• Copia Acta de Secuestro N° 291716.
• Copia oficio 218-02-D6 de fecha 09 de abril del 2002.
• Copia oficio N°1 169-2002-DGA de fecha 27 de mayo del 2002.
• Copia oficio N°1960-2003-DGA de fecha 03 de junio del 2003.
• Copia oficio N°605-2017-DGA-UA de fecha 20 de junio del 2017.
• Copia Voto 245-2018 del Expediente 17-001942-0031-IJ.

(…)”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir la gestión presentada por el licenciado William Hidalgo Echavarría, Director General de Armamento del Ministerio de Seguridad Pública, a la Fiscalía General, para que emita criterio en cuanto al paradero del arma decomisada, según Acta de Secuestro N°291716, por parte del Ministerio Público, Sección Delitos Sexuales, Familia y Contra la Vida, e informe a este Consejo lo que corresponda.”
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La doctora Mayra Campos Zúñiga, Fiscala General Subrogante de la República, mediante oficio N° FGR 087-2018 del 5 de marzo de 2018, informó:
“…Me comunico con ustedes por este medio con respecto a la misiva 2292-18 del 01 de marzo de 2018, en la cual ponen a este despacho en conocimiento del extravío de un arma de fuego, propiedad del Estado, marca Colt 1911 con el número de serie 807499 y a la cual se le asignó el número de patrimonio 170103; misma que fue secuestrada mediante el acta No. 291716 de fecha 26 de marzo de 2002, dentro de la causa penal número 02-004970-0042-PE. 

En atención a la misma le informo lo siguiente:

El expediente 02-004970-0042-PE, en el cual se decomisó el arma extraviada, fue destruido el nueve de mayo de dos mil diecisiete, autorizado mediante el boletín No. 60-17 del veinticuatro de mayo de ese año.

Según consta en la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial de las catorce horas y cincuenta minutos del seis de febrero del año dos mil dieciocho, no existe registro del recibido del arma extraviada ya que los libros de evidencia empezaron a registrar dicha información a partir del catorce de junio de dos mil seis, y, como se dijo, el arma fue decomisada en fecha veintiséis de marzo de dos mil seis.

Además, según el contenido de la resolución 245-2018 del Tribunal de la Inspección Judicial de las catorce horas y cincuenta minutos del seis de febrero del año dos mil dieciocho, ese despacho consultó a la Unidad de Balística en San Joaquín en relación con el arma extraviada, como consta en dicha resolución, la servidora Joselyn Rojas Valverde indicó no tener registro alguno de la misma o del expediente.

De lo anterior, es posible concluir que ya se han agotado las posibilidades de recuperar el arma. El expediente penal fue destruido y no existen registros de evidencia a la fecha del decomiso; lo cual imposibilita a este despacho para informar sobre el paradero del arma de fuego…”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del informe presentado por  la doctora Mayra Campos Zúñiga, Fiscala General Subrogante de la República. 2.) Trasladar el presente acuerdo a conocimiento de la Dirección Jurídica para que proceda con el trámite de  la reposición del arma de fuego, propiedad del Ministerio de Seguridad Pública. 3.) Hacer este acuerdo del conocimiento de la Dirección General de Armamento del Ministerio de Seguridad Pública.
ARTÍCULO LI
DOCUMENTO N° 2568-18, 2936-18

El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, en su condición de Presidente del Consejo de la Judicatura, el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio Nº SACJ-0376-18 del 27 de febrero del 2018, informan:
“En atención al oficio No. 14376-17 de fecha 21 de diciembre de 2017, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 3 Familia del Juzgado Segundo de Familia, No. Puesto 60190, plaza vacante, en sustitución del Sr. Jorge Arturo Marchena Rosabal, quien se acogió a su jubilación.

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 14/02/2018 y finalizó el 19/02/2018. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 22/02/2018.

Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Sistema de Consulta en Línea de cada uno de los aspirantes al 23/02/2018.

Según correo electrónico del 26/02/2018 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

ASPIRANTES:

	[bookmark: _Toc508283010]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. Fonseca Vindas  José Miguel 
0109890668
	95.3830
	17
	

	2. Méndez Gómez Annia Patricia 0401370821
	91.8854
	56
	

	3. Vargas Cousin Marianela 
0601780798
	91.5650
	60
	



SUPLENTES:

	[bookmark: _Toc508283011]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. Jiménez Chacón Angela Eliette 0108230001
	90.5486
	71
	

	5. Villegas Cascante Isabel Cristina 0107120775
	90.3736
	73
	

	6. Jiménez Villatoro Blanca Johanna 
0112850810
	88.8063
	85
	

	7. Jara Benavides Cesar Alberto 0109830121
	88.4338
	90
	



Interina en el puesto: Sra. Daniela Bolaños Camacho
Cédula: 0113580551
Condición Laboral: Propietaria como Técnico Judicial 2, Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
Vigencia del nombramiento: 01/04/2018

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Familia.

3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”

4. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

5. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

6. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten     nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”
[bookmark: _Toc508283012]- 0 -

La licenciada Marianela Vargas Cousin, Jueza interina del Tribunal de Heredia, mediante correo electrónico del 12 de marzo de 2018, solicitó:
“Por motivos personales me es imperativo solicitarles se me excluya de la terna TJ-0011-2018 para el puesto de Juez 3 de Familia de San José, la cual fue remitida a ustedes mediante oficio SACJ-0376-18 de fecha 26 de febrero de 2018.

Lo anterior porque en estos momentos se me hace imposible trasladarme a trabajar a San José.”

- 0 -

[bookmark: _Hlk508802152]Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la licenciada Marianela Vargas Cousin, Jueza interina del Tribunal de Heredia. 2.) Se procede a realizar el nombramiento en propiedad de la plaza vacante N° 60190 de Juez (a) 3 Familia del Juzgado Segundo de Familia, a partir del 1 de abril de 2018, con los siguientes profesionales:
José Miguel Fonseca Vindas 
Annia Patricia Méndez Gómez 
Angela Eliette Jiménez Chacón 
Por mayoría, se designó: Al licenciado José Miguel Fonseca Vindas, número de cédula 0109890668, quien obtuvo tres votos, la licenciada Annia Patricia Méndez Gómez recibió dos votos.
El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para el nombramiento en propiedad en la plaza N° 6311 de Juez (a) 3 en el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, con ocasión del nombramiento del licenciado José Miguel Fonseca Vindas.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el licenciado Fonseca Vindas para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada. 
Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además, se le recuerda que los nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria. 
Al mismo tiempo, se hace de conocimiento de la persona nombrada, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece. 
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO LII
[bookmark: _Hlk508630794]DOCUMENTO N° 11755-17, 2606, 2793-18, 2873-18, 2959-18
En sesión N° 11-18 celebrada el 8 de febrero de 2018, artículo XVI, por mayoría, se confirmó el acto administrativo en que se declaró con lugar la queja seguida contra el servidor Juan Damián Brilla Ramírez y se le impuso la sanción de revocatoria de nombramiento, la cual entró a regir a partir del 12 de febrero de 2018.
El doctor Pablo David Navarro Villalobos, Médico Forense, la doctora Larisa Escalante Chaves, Médico Psiquiatra y la doctora Patricia Solano Calderón, Médico Forense, en oficio 2018-0000184 del 02 de marzo de 2018, informaron lo siguiente:
“En atención a su solicitud de dictamen médico legal del día 04 de diciembre de 2018, en asunto de Determinar Estado de Salud, en el caso de JUAN DAMIAN BRILLA RAMIREZ, este Consejo Médico Forense, el día 02 de marzo de 2018, en su Sesión ordinaria N° 12859, Artículo II, conoció el recurso de apelación interpuesto contra el dictamen médico legal número 2018-0000068 de fecha 24 de enero de 2018 emitido por Dr. SERGIO VÍQUEZ HIDALGO en la Sección Medicina del Trabajo, y de lo cual se transcribe el siguiente ACUERDO:

FICHA DE IDENTIFICACIÓN

JUAN DAMIAN BRILLA RAMIREZ, documento de identificación: 106230265, fecha de nacimiento: 06 de febrero de 1964, edad: 54 años, costarricense, estado civil: casado separado, escolaridad: Máster en Administración de Negocios y Doctorado en Derecho, ocupación: Juez de Familia, destacado en Guápiles, dominancia: zurda, lugar de residencia: San Isidro de Heredia. Internado en el Servicio de Cirugía Hombres del Hospital Calderón Guardia, cama 5024.

ESTE CONSEJO MÉDICO FORENSE CONSIDERÓ:
I. RELATO DE LA PERSONA EVALUADA
PEDECIMIENTO ACTUAL
ESTADO ACTUAL
ANTECEDENTES PERSONALES
II EXAMEN FÍSICO
III DOCUMENTOS COMPLEMENTARIOS
Revisión del Expediente Médico Legal de la Sección Medicina del Trabajo
Revisión del expediente médico del Hospital Calderón Guardia

IV FUNDAMENTACIÓN MEDICO LEGAL

Masculino de 54 años, quien se ha desempeñado en el Poder Judicial como Juez de Familia y solicita valoración de su estado de salud para efectos de pensión permanente por enfermedad.

(…)

En razón de lo anterior se considera que el servidor judicial se encuentra absoluta y permanentemente incapacitado para realizar labores dentro y fuera del Poder Judicial con una pérdida de su capacidad general orgánica en más de dos terceras partes.

V CONCLUSIONES

Con base en lo anterior este Consejo Médico Forense llegó a la siguiente conclusión para JUAN DAMIAN BRILLA RAMIREZ, documento de identificación: 106230265: el servidor judicial se encuentra absoluta y permanentemente incapacitado para realizar labores dentro y fuera del Poder Judicial con una pérdida de su capacidad general orgánica en más de dos terceras partes.”

- 0 -
La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 2374-18 del 07 de marzo de 2018, de conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión N° 82-17 celebrada el 7 de setiembre del 2017, artículo LXXIV y comunicado mediante el oficio N° 10971-17, solicitó a la Dirección de Gestión Humana, remitir una certificación del tiempo laborado por el señor Juan Damián Brilla Ramírez.
La servidora Karla Quesada Calderón, Técnica Administrativa del Subproceso Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, en correo electrónico del 7 de marzo de 2018, informó que el señor Juan Damián Brilla Ramírez, fue sancionado con Revocatoria de Nombramiento en la Sesión N° 11-18 celebrada el 8 de febrero del 2018, Artículo XVI. Por lo anterior, ya no es servidor judicial.
Por otra parte, el máster Saúl Umaña Barquero, Abogado, en nota de 9 de marzo de 2018, manifestó lo siguiente:
“…apoderado especial judicial del señor Juan Damián Brilla Ramírez, cédula de identidad número 1-0623-0265, servidor de este Poder Judicial con el debido respeto manifiesto: 

Tal y como consta en el contenido de la resolución de las nueve horas del siete de marzo del dos mil dieciocho, emitida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José y por del cual se ordena suspender los efectos de lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, suscrito en artículo XVI de la sesión N.° 11-2018 del 8 de febrero del 2018, de manera respetuosa solicito se proceda a emitir el correspondiente acto administrativo, por medio del cual se gestione tal cual lo solícita la Autoridad Judicial a efecto de proceder de inmediato a la inconporaración (sic) del señor Brilla Ramírez al sistema de Gestión de Pago.

Además de lo anterior, se deberá emitir u acto administrativo en el que de manera expresa se indique que con vista en tal resolución el señor Brilla Ramírez, mantiene de pleno derecho, todos sus derechos como servidor de este Poder Judicial de la República, hasta tanto no sea resuelto por el fondo el proceso de conocimiento que oportunamente y de conformidad con la normativa la materia será presentado.

Se aporta certificación de la resolución indicada para la respectiva corroboración de su autenticidad.

Ruego se procede de conformidad.”

- 0 -
Asimismo, mediante oficio N° DJ-1033-2018 del 12 de marzo de 2018, el máster David Zeledón González, Coordinador interino del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales de la Dirección Jurídica, informó:
“En atención al correo de hoy, suscrito por la servidora María José Alfaro Rojas, Prosecretaria General interina de la Secretaría General de la Corte, en el que remite escrito del Máster Saúl Umaña Barquero, sobre medida cautelar provisionalísima dictada en el expediente número 18-001984-1027-CA, y con el fin de que se haga del conocimiento del Consejo Superior en la sesión de mañana, muy respetuosamente le remito correo electrónico del licenciado German Luis Romero Calderón, Procurador de Relaciones de Servicio del Área de la Función Pública de la Procuraduría General de la República, en el que comunica que fue notificado de la resolución de las nueve horas del siete de marzo de dos mil dieciocho -adjunta-, dictada en el expediente citado, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo, de Juan Damián Brilla Ramírez contra el Estado, mediante la cual admite la medida cautelar provisionalísima solicitada por el actor y se ordena la suspensión de los efectos de lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión número 11-2018 del ocho de febrero del año en curso, artículo XVI.”

- 0 -
A continuación, se transcribe correo electrónico del 12 de marzo de 2018, suscrito por el licenciado German Luis Romero Calderón, Procurador de Relaciones de Servicio del Área de la Función Pública:
“…comunico para los efectos correspondientes que se nos ha notificado la Resolución del Tribunal Contencioso Administrativo de las nueve horas del siete de marzo de dos mi dieciocho, mediante la cual se acoge de manera provisionalísima media cautelar  presentada por Juan Damián Brilla Ramírez. Dicha resolución, en lo que interesa, dice: “POR TANTO Se admite la presente solicitud de medida cautelar de manera provisionalísima presentada por JUAN DAMIÁN BRILLA RAMÍREZ. En consecuencia, se ordena suspender los efectos de lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, suscrito en el artículo XVI de la sesión N° 11-2018 del 8 de febrero de 2018. Se confiere audiencia por el plazo de tres días a EL ESTADO de la medida cautelar interpuesta.” En consecuencia, procédase según lo resuelto.”

- 0 -
Se acordó: Tomar nota de las comunicaciones anteriores.

-o0o-
A las 12:09 horas terminó la sesión.
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SEPARACION
0178-CE-2018

ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA indica que, en el programa 930 "Defensa Publica",
subpartida 10503 "Transporte en el exterior”, Centro Gestor 709 "ADMINISTRACION DE LA
DEFENSA PUBLICA", fuente de financiamiento 001 "Ingresos Corrientes", del presupuesto del afio
2018 aprobado mediante la ley 9514, se separan recursos para para la participacion y
representacion de la Defensa Publica en las reuniones de la Asociacion Interamericana de
Defensorias Publicas (AIDEF), al Consejo Directivo y el Comité Ejecutivo a realizarse en
Washington D.C. Estados Unidos. Es de interés mencionar, que de acuerdo a la normativa interna,
previo a realizar este tipo de gastos, el mismo debe ser aprobado por parte del Consejo Superior,
para un monto total de ¢1,940,849.00 (UN MILLON NOVECIENTOS CUARENTA MIL
OCHOCIENTOS CUARENTA Y NUEVE COLONES EXACTOS); segtn el siguiente recuadro:

10503 € 1,940,849.00
Total € 1,940,849.00

Dada en San José a los cinco dias de marzo de dos mil dieciocho. A solicitud de administracion de la defensa publica.

JOSE LUIS SOTO RICHMOND

Aprobado Finalmente
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SEPARACION
0179-CE-2018

ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA indica que, en el programa 930 "Defensa Publica",
subpartida 10504 "Viaticos en el exterior”, Centro Gestor 709 "ADMINISTRACION DE LA DEFENSA
PUBLICA", fuente de financiamiento 001 "Ingresos Corrientes", del presupuesto del afio 2018
aprobado mediante la ley 9514, se separan recursos para para la participacion y representacion de
la Defensa Publica en las reuniones de la Asociacion Interamericana de Defensorias Publicas
(AIDEF), al Consejo Directivo y el Comité Ejecutivo a realizarse en Washington D.C. Estados
Unidos, los dias 04 y 05 de Abril 2018. Es de interés mencionar, que de acuerdo a la normativa
interna, previo a realizar este tipo de gastos, el mismo debe ser aprobado por parte del Consejo
Superior, para un monto total de ¢1,604,280.00 (UN MILLON SEISCIENTOS CUATRO MIL
DOSCIENTOS OCHENTA COLONES EXACTOS); segun el siguiente recuadro:

10504 € 1,604,280.00
Total € 1,604,280.00

Dada en San José a los cinco dias de marzo de dos mil dieciocho. A solicitud de administracion de la defensa publica.

JOSE LUIS SOTO RICHMOND

Aprobado Finalmente
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[bookmark: _Hlk505802565]Análisis de la disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, destacados en la Bodega de 

Drogas del O.I.J.



[bookmark: _Toc293406873][bookmark: _Toc293407061][bookmark: _Toc376937153][bookmark: _Toc376938111][bookmark: _Toc376938426][bookmark: _Toc376939198][bookmark: _Toc433889455]I Antecedentes



El origen de las plazas de la Bodega de Drogas respondió a una debilidad institucional originada en  que la recepción, custodia y destrucción de la droga decomisada estuvo a cargo inicialmente de personal de la Sección de Química Analítica del Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses, lo que iba en detrimento de la labor sustantiva de esos puestos.



Por lo tanto, la Dirección de Planificación para el presupuesto del 2009, y mediante el informe 043-PLA-CE-2008, analizó el requerimiento de recurso humano del Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J) y específicamente de la Sección de Química Analítica. En ese estudio surgió la recomendación de que para atender la bodega de drogas era necesario el siguiente recurso humano:



a) Una Técnica o Técnico Laboratorista Forense (como encargado de la Bodega de Drogas), y

b) Dos Auxiliares Administrativas/os 1 (Auxiliares de Bodega)



Posteriormente la Dirección de Planificación mediante el informe 56-D0-2011, analizó la estructura de personal de la Bodega de Drogas de la Sección de Química Analítica e indicó una variación en la adscripción de esa estructura, la definición de la estructura interna de puestos y la necesidad de realizar un nuevo estudio de clasificación de los puestos existentes. De esta forma, se crea formalmente una estructura denominada Bodega de Drogas, ubicada en el I Circuito Judicial de San José, adscrita a la Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J..



Consecuentemente la Dirección de Gestión Humana, mediante informe SAP-261-2011 analizó el puesto que se destacaría como “Jefatura de la Bodega de Drogas”, no así los puestos de “Auxiliares de Bodega” debido a que apenas estaban iniciando funciones. 



Luego la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio SAP-199-2014, puso en conocimiento de la Dirección de Planificación, la gestión interpuesta por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial para el reconocimiento de la disponibilidad de los puestos de la Bodega de Drogas.



El Consejo de Personal en la sesión 19-2016, del 19 de julio del 2016, artículo II, conoció el informe SAP-178-2016 relacionado con el análisis de la asignación del plus salarial de riesgo para los puestos 352737 y 352739, clasificados en la clase ancha de “Auxiliar de Servicios Generales 4” y en la clase angosta de “Auxiliar de Bodega 2”, ubicados en la Oficina de Planes y Operaciones (Bodega de Drogas).



El Consejo Superior en la sesión 16-17 del 23 de febrero de 2017, artículo LXXVIII acogió el acuerdo del Consejo de Personal en sesión 2-17 del 7 de febrero de 2017, artículo III por lo cual se creó y aprobó la clase angosta “Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos”, donde se reasignaron los puestos 352737 y 352739, y donde se varió la nomenclatura de la clase ancha de “Auxiliar de Servicios Generales 4” a “Técnica/o Especializada/o 6.”





II Justificación



La Dirección General del O.I.J., mediante oficio 859-DG-2014/ID del 12 de agosto del 2014, solicitó a la Dirección de Gestión Humana elaborar un estudio con la finalidad de determinar si los puestos del personal administrativo de la Bodega de Drogas debían ser recalificados y revalorados, justificando la petición en la carga de trabajo de esos puestos.



En esa oportunidad, la Dirección de Gestión Humana le indicó a la Dirección General del O.I.J. que la carga de trabajo no es un aspecto a considerar para la valoración de un cargo, debido a que no puede ser resuelto a través de la vía de la clasificación y valoración de puestos; sino más bien, es un indicador que debe ser valorado por la Dirección de Planificación como órgano competente en materia de organización. Por lo tanto, la Dirección de Gestión Humana indicó que la Dirección de Planificación era la encargada de definir si al personal de la Bodega de Drogas le correspondía o no, el pago de la disponibilidad a esos cargos.



El 19 de junio de 2015, mediante oficio 224-OPO-15, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Oficina de Planes y Operaciones envían una nota al Consejo Superior dando el visto bueno para tramitar la gestión realizada por los funcionarios Andrey Sibaja Flores y Carlos Ernesto Ardón Gaitán, solicitando el pago de los pluses salariales correspondientes a los rubros de riesgo, disponibilidad y variación de jornada para las plazas 352737 y 352739, respectivamente, adscritas a la Oficina de Planes y Operaciones y destacadas en la Bodega de Drogas del O.I.J..





III Información Relevante



A continuación se detallan los principales resultados de la investigación efectuada sobre la carga de trabajo de la Bodega de Drogas.



3.1.- Macroproceso de Ejecución del Trabajo en la Bodega de Drogas del O.I.J.



Las servidoras y servidores judiciales que laboran en la Bodega de Drogas realizan una serie de labores que pueden resumirse en cuatro grandes procesos, a saber:



a. Recolección de Droga: a partir de una indicación expresa del Director General del Organismo de Investigación Judicial deben trasladarse a cualquier punto del país para la recolección de droga, lo que implica traslados en tiempo fuera de la jornada laboral ordinaria. Lo anterior, debido a que existen casos en los que por la criticidad es necesario trasladar de manera inmediata la droga decomisada a la Bodega ubicada en el Primer Circuito Judicial de San José. Esto implica que las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos deben asesorar y supervisar la recolección de la droga en cualquier punto del país cuando así se requiera (embalaje).



b. Recepción de Droga: a lo interno del O.I.J. existen una serie de procedimientos con claves para que se pueda dar la apertura de la Bodega de Drogas, en las que es fundamental que las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos participen debido a que ellos también deben de accionar la apertura de la Bodega, lo que se puede dar en cualquier momento del día y en cualquier día de la semana. Cuando se recibe la droga, existe un procedimiento de control de ese producto que implica pesaje y ubicación estratégica dentro de la Bodega.



c. Análisis de Drogas: éste se efectúa en conjunto con personal de la Sección de Química Analítica, y consiste en que deben abrir las bolsas, verificar que todo concuerde y colocar marchamos, etiquetas y pesar una vez que ha concluido el proceso de análisis.



d. Destrucción de Droga: Una Jueza o Juez del Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José previamente se encarga de revisar lo que se va a destruir, se coloca una numeración específica y un marchamo. Posteriormente se da su traslado a un camión que transportará la droga hasta la empresa donde es destruida, las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos participan activamente en el proceso en toda la logística del traslado y en su desmontaje en la empresa en la cual se destruye.



La siguiente figura resume el Macroproceso de Ejecución del Trabajo en la Bodega de Drogas:





Figura 1

Macroproceso de Ejecución del Trabajo en la Bodega de Drogas

del Organismo de Investigación Judicial
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FUENTE: Elaboración propia través de las entrevistas o criterios de expertas/os.





3.2.-Descripción de los procesos de trabajo que ejecutan las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos.



Tomando como base el oficio 859-DG-2014/ID 18060 suscrito por el Director General del O.I.J. y la entrevista efectuada a las servidoras y servidores de la Bodega de Drogas, en junio pasado, se establece la siguiente descripción detallada de los procesos de trabajo que ejecutan las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos.



a. Recolección de Drogas.



Desde el momento en que se realiza un decomiso de drogas en cualquier parte del país, se le informa al Administrador de la Bodega de Drogas, quien debe pedir la colaboración del personal técnico en decomiso de psicotrópicos, debiendo llamar a uno de ellos a cualquier hora del día según se encuentren disponibles, para que se traslade al edificio principal del O.I.J. en San José para la atención de las diligencias preliminares, dándose casos en los que por la complejidad se deben llamar a las dos servidoras o servidores a diligencias simultáneas.



Posteriormente, ese personal se debe desplazar al sitio donde se realizó el hallazgo o decomiso, siguiendo protocolos de seguridad y cadena de custodia, se recibe la droga y se traslada de inmediato a la Bodega Primaria en el sótano del O.I.J., bajo un estricto protocolo de seguridad, escoltados por un grupo táctico y dentro de la caravana policial, exponiéndose todos los participantes al peligro de un posible asalto por parte de narcotraficantes para recuperar su droga o un accidente de tránsito.



b. Recepción de Drogas.



Cuando llegan a la Bodega Primaria, se sigue un protocolo para abrir la puerta principal, donde las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos deben accionar en conjunto con otras personas, la clave especial del sistema electrónico, lo que los convierte en un elemento vital para el almacenamiento de la droga ya que de no estar presentes no se puede abrir la bodega. 



Una vez que la droga está en la bodega, las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos ayudan a revisar que la información de la solicitud de dictamen pericial y las boletas de cadena de custodia estén correctas, revisan los embalajes, toman fotografías del caso, entre otros.



c. Análisis de Drogas.



La siguiente etapa del proceso es cuando en coordinación con personal de la Sección de Química Analítica se encargan de realizar los estudios presuntivos o preliminares, lo que implica selección de muestras, re-empaque, etiquetado, fotografía, colocación de marchamos, entre otros, y finalmente se depositan en los estantes previos al proceso de destrucción.



d. Destrucción de Drogas.



Días antes de la destrucción de la droga las técnicas y técnicos en decomiso de psicotrópicos realizan la revisión de toda la evidencia a destruir en presencia de una Jueza o Juez Penal, se pesan todos los bultos para revisar el o los pesos reportados, y se coloca el número de marchamo que identifica la bolsa de droga. Las destrucciones se hacen en jornada diurna y nocturna, deben presentarse en las horas acordadas para iniciar el operativo de seguridad y táctico del traslado. Las destrucciones se efectúan en la empresa HOLCIM o en San Joaquín de Flores. También son responsables del manejo de maquinaria industrial dentro y fuera del O.I.J., limpieza de incineradores y aspectos técnicos del uso de equipos en la destrucción que los expone a riesgos.



3.3.- Funciones del puesto de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos.



Según el Manual de Perfiles Competenciales de la Dirección de Gestión Humana, las funciones principales de la Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos son las siguientes:



a. Hacer el traslado de psicotrópicos decomisados desde cualquier lugar dentro y fuera del país hacia la Bodega de Drogas. 

b. Recibir, revisar, clasificar y almacenar sustancias psicotrópicas.

c. Registrar la entrega y salida de psicotrópicos.

d. Recibir, revisar, rotular y clasificar las solicitudes de dictámenes periciales por casos de psicotrópicos.

e. Asignar número consecutivo a los casos de psicotrópicos que ingresan.

f. Almacenar los psicotrópicos mientras se entregan para el respectivo análisis.

g. Revisar los paquetes de psicotrópicos de los casos atípicos, para determinar que no contengan objetos metálicos, de vidrio y plástico, entre otros.

h. Embalar todos los paquetes de psicotrópicos de los casos atípicos en una sola bolsa.

i. Trasladar y guardar los casos de psicotrópicos atípicos en la Bodega de Drogas.

j. Rotular y guardar en bolsas plásticas los psicotrópicos que son solo para destrucción.

k. Realizar la reclasificación de los casos por psicotrópicos.

l. Registrar en libros y en el sistema electrónico los casos por psicotrópicos que se reciben.

m. Revisar cada bulto de psicotrópico junto con la solicitud de dictamen pericial.

n. Cargar y descargar los psicotrópicos que se deben transportar hacia la bodega de drogas, los laboratorios de la Sección correspondiente y el incinerador para su destrucción. 

o. Alistar los casos por psicotrópicos, que se deben entregar a los Peritos Judiciales de la Sección correspondiente para el respectivo análisis.

p. Sacar las bolsas de psicotrópicos de los estantes de la bodega, a fin de pesarlas y colocarlas en la mesa de trabajo.

q. Abrir las bolsas que contienen los psicotrópicos y contar cada uno de los paquetes, verificando que la cantidad coincida con la etiqueta que traen.

r. Reempacar los psicotrópicos, revisar el consecutivo, asignar marchamo a cada bolsa, pesarlos nuevamente y acomodarlos en los estantes.

s. Colaborar con los servidores de la Sección correspondiente, abriendo los paquetes que contienen los psicotrópicos de la muestra que se eligió.

t. Anotar las novedades que se presenten durante la apertura de los paquetes de psicotrópicos en los registros correspondientes.

u. Preparar los psicotrópicos para la respectiva destrucción.

v. Revisar el día de la destrucción cada bolsa de psicotrópico en conjunto con el Juez Penal.

w. Trasladar al personal judicial que participa en los trabajos de la bodega de drogas.

x. Realizar inventarios de psicotrópicos.

y. Operar la maquinaria que se utiliza para hacer las destrucciones de los psicotrópicos.

z. Custodiar las claves de seguridad de las puertas principales y de las alarmas electrónicas de la bodega de drogas.

aa. Llevar y mantener actualizados controles digitales y físicos de entradas, salidas, traslados e inventarios de existencia de los psicotrópicos que hay en las bodegas, así como de los diversos controles que se llevan en la misma.

ab. Archivar documentación variada.

ac. Elaborar reportes diversos relacionados con las funciones de su competencia.

ad. Atender y resolver consultas de sus superiores, compañeros y usuarios.

ae. Hacer la limpieza de las bodegas de drogas.

af. Realizar otras labores propias del cargo.



Tal como se muestra las labores asignadas al presente personal técnico, están relacionadas con recepción, custodia, entrega y destrucción de sustancias psicotrópicas. Se denota una alta responsabilidad en las labores asignadas, para las cuales se requiere discreción y experticia.



3.4.-Análisis cualitativo de la disponibilidad en la Bodega de Drogas.



Las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos se encargan del traslado, recepción, almacenaje, custodia, apertura de paquetes, toma de muestras y destrucción de droga decomisada, adicionalmente de todos los trámites administrativos que derivan de esas labores. 



Internamente en la Bodega Drogas, la disponibilidad se asigna de manera semanal, incluyendo fines de semana, cierres colectivos y feriados, durante las veinticuatro horas del día y los trescientos sesenta y cinco días del año, lo cual obliga a las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos a no poder alejarse del Valle Central. Por el momento se les paga disponibilidad a todas las servidoras y servidores judiciales que intervienen en la recepción o destrucción de drogas, excepto a las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos.



Según entrevista con el personal de la Bodega de Drogas, señalan que la disponibilidad impacta en su vida personal, debido a que se pierden horas de descanso, se posponen actividades de superación personal como estudios, se sacrifica el convivio familiar, inclusive se tienen pérdidas económicas por ejemplo el pago en Universidades, retiro de materias y pérdida de cursos.





3.5.-Análisis cuantitativo de la disponibilidad (carga de trabajo).



Se procedió a realizar un levantamiento de todos los casos reportados en los sistemas del Organismo de Investigación Judicial conocidos por las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos, de enero a mayo de 2017.



En ese periodo, se estableció que el día de la semana en que hubo mayor cantidad de casos atendidos en horas no hábiles fueron los jueves (34%), en tanto los fines de semana registraron el 40% de todos los casos de disponibilidad. Entre las dos plazas técnicas se atendieron 56 asuntos en cinco meses, lo que equivale a un promedio mensual de 11 casos. 



A continuación se presentan los resultados obtenidos:

Cuadro 1

Frecuencia de casos atendidos en disponibilidad por el personal técnico de

la Bodega de Drogas, según día de la semana y plaza participante,

entre enero y mayo de 2017



		Día

		Casos Atendidos en Horas No Hábiles



		

		TOTAL

		Plaza 1

		Plaza 2

		Porcentaje



		Lunes

		5

		4

		1

		9%



		Martes

		1

		1

		0

		2%



		Miércoles

		9

		5

		4

		16%



		Jueves

		19

		10

		9

		34%



		Viernes

		11

		6

		5

		20%



		Sábado

		7

		4

		3

		13%



		Domingo

		4

		3

		1

		7%



		TOTAL

		56

		33

		23

		100%





FUENTE: Elaboración propia, a partir de los reportes de la Bodega de Drogas enviados a la Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J..



Asimismo, al revisar el comportamiento mensual de los casos atendidos en disponibilidad, resulta que marzo fue el mes que tuvo mayor presencia de casos (34%), como se observa de seguido:



Cuadro 2

 Frecuencia de casos atendidos en disponibilidad por el personal técnico de

la Bodega de Drogas, según mes y plaza participante,

entre enero y mayo de 2017



		Mes

		Casos Atendidos en Horas No Hábiles



		

		TOTAL

		Plaza 1

		Plaza 2

		Porcentaje



		Enero

		12

		7

		5

		21%



		Febrero

		9

		6

		3

		16%



		Marzo

		19

		12

		7

		34%



		Abril

		8

		4

		4

		14%



		Mayo

		8

		4

		4

		14%



		TOTAL

		56

		33

		23

		100%



		Promedio

		11,2

		6,6

		4,6

		N/A



		Desviación

		4,66

		3,29

		1,52

		N/A



		Coef. Vari

		42%

		50%

		33%

		N/A





FUENTE: Elaboración propia, a partir de los reportes de la Bodega de Drogas enviados a la Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J..



Por otra parte, en los 56 casos recibidos durante el período en estudio el personal involucrado destinó tiempo en la ejecución de diferentes actividades, el cual en términos acumulados, representó una duración total de 231 horas. Ese tiempo total significó un promedio mensual de 46 horas laboradas después de la jornada ordinaria, es decir un promedio mensual de 23 horas por cada plaza, tal como se observa de seguido:



Cuadro 3

Horas Utilizadas en los casos atendidos en disponibilidad por el personal técnico de

la Bodega de Drogas, según mes y plaza participante,

entre enero y mayo de 2017



		Mes

		Horas Utilizadas en Disponibilidad



		

		TOTAL

		Plaza 1

		Plaza 2



		Enero

		46,5

		22

		24,5



		Febrero

		31

		15

		16



		Marzo

		79,5

		46

		33,5



		Abril

		32,5

		14

		18,5



		Mayo

		41,5

		23

		18,5



		TOTAL

		231

		120

		111



		Promedio

		46,2

		24

		22,2



		Desviación

		19,68

		12,94

		7,05



		Coef. Vari

		43%

		54%

		32%





FUENTE: Elaboración propia, a partir de los reportes de la Bodega de Drogas enviados a la Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J..



Ahora bien, esas 231 horas invertidas en los 56 casos presentados en disponibilidad, permiten inferir que, en promedio, cada diligencia atendida implicó destinarle poco más de cuatro horas de labores, dato que equivale a la mitad de la jornada ordinaria laboral, lo cual es un indicador del recargo que tienen las plazas aquí analizadas.



Cabe destacar que en 20 de los 56 casos registrados durante el período en estudio, se requirió por aspectos de complejidad de la participación de ambos puestos de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, es decir en el 36% del total. Este dato es relevante, si se considera que después de atender la disponibilidad, las servidoras y servidores involucrados debían incorporarse el día hábil siguiente a sus funciones ordinarias.



Lo anterior implica que las plazas en cuestión están expuestos a una ampliación de su jornada ordinaria, debido a que existen diligencias que deben efectuar en horas de la madrugada. Cuando se presentan estas situaciones, la Jefatura de la Bodega de Drogas aplica como medida compensatoria que el personal ingrese a la jornada ordinaria inmediata en un horario diferente al habitual, con el fin de respetar la cantidad de horas laborales obligatorias para cada uno de ellos.









3.6.- Criterio de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.



Según reunión sostenida con el Lic. Walter Espinoza Espinoza, Director General del O.I.J., las labores de las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos en los procesos de recepción y destrucción de drogas son críticas y de alta importancia, al asumir la responsabilidad (mediante claves personalizadas) del acceso a la Bodega de Drogas y de participar en todo el proceso logístico inherente al movimiento de la droga, lo que prácticamente los obliga a estar disponibles las 24 horas y los 365 días del año. En su criterio, esas labores constituyen una disponibilidad que debería ser reconocida institucionalmente, como sucede con otros puestos administrativos.



3.7 Informe puesto en consulta

Este informe fue puesto en consulta mediante el oficio 1751-PLA-2017 del 24 de noviembre del 2017, al Máster Wálter Espinoza Espinoza, Director General Organismo de Investigación Judicial, con copias a Oficina de Planes y Operaciones del O.I.J. y de la Dirección de Gestión Humana, las observaciones y criterio de esta Dirección se detallan a continuación:



		N°

		Observación de Dirección del OIJ. Oficio N°1450-DG-2017

		Criterio  de la Dirección de Panificación



		1

		Se indica que el pago de horas extra y de disponibilidad son excluyentes uno del otro.

		Se comparte el criterio de la Dirección del OIJ, por lo tanto se modifica la recomendación 5.1 para que únicamente se de pago de disponibilidad.



		2

		Sobre la variación de la jornada se tiene el criterio que debido al cumplimiento de las funciones asignadas en horas no hábiles se cubre de manera satisfactoria con los roles establecidos y el reconocimiento de la disponibilidad.

		Se comparte el criterio de la Dirección General del OIJ, por lo tanto con el pago de la disponibilidad y la definición de roles claros de trabajo no aplicaría la variación de jornada.







Las observaciones se consideran en lo pertinente en este informe.



IV Elementos Conclusivos



4.1.- La creación de la Bodega de Drogas pretendía solucionar la problemática que iba en detrimento de la labor sustantiva del personal de la Sección de Química Analítica, quienes tenían como recargo esas funciones.



4.2.- Las funciones que desempeñan las técnicas y técnicos de la Bodega de Drogas son muy particulares y específicas institucionalmente, lo que provocó que el Consejo Superior aprobara la variación de la nomenclatura de la clase ancha de “Auxiliar de Servicios Generales 4” a “Técnico Especializado 6” y la creación de la clase angosta “Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos.”



4.3.- El Macroproceso de Ejecución del Trabajo en la Bodega de Drogas se resume en cuatro grandes procesos: recolección, recepción, análisis y destrucción de drogas.



4.4.- Tratándose de la recolección, cuando la Jefatura de la Bodega de Drogas es informada sobre un decomiso en cualquier parte del país, debe recurrir a la colaboración de las dos Técnicas o Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos, lo que implica su presencia efectiva a cualquier hora del día, según los roles que tienen internamente e inclusive por la complejidad, deben participar las dos plazas existentes para cubrir diligencias simultáneas.



4.5.- En cuanto a la recepción, es de notar que al momento del arribo de la droga al Edificio del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de San José, se sigue un protocolo para abrir la puerta principal, donde las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos deben  accionar, en conjunto con otras personas, la clave especial del sistema electrónico para ingresar a la Bodega de Drogas, lo que los convierte en un elemento vital para el almacenamiento y custodia, ya que sin ellos no se puede abrir la bodega y esto puede suceder cualquier día y hora del año.



4.6.- Las técnicas y técnicos de decomiso de drogas también son responsables de dar soporte en el análisis de drogas, ya que colaboran en labores de reempacado, etiquetado, toma de fotografías, colocación de marchamos, entre otras.



4.7.- En el proceso de destrucción de drogas, las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos deben participar activamente revisando toda la evidencia a destruir en presencia de una Jueza o Juez Penal, durante el operativo de seguridad y táctico del traslado y posteriormente se encargan de los aspectos técnicos de la destrucción.



4.8.- Internamente en la Bodega de Drogas la disponibilidad se asigna de manera semanal, incluyendo fines de semana, cierres colectivos y feriados, durante las venticuatro horas del día y los trescientos sesenta y cinco días del año, lo que obliga a las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos a no poder alejarse del Valle Central.



4.9.- De las entrevistas a cada uno de las técnicas y técnicos de la Bodega de Drogas, señalan que la disponibilidad a la que se ven expuestos impacta en su vida personal, ya que pierden horas de descanso, posponen actividades de superación personal, sacrifican el convivio familiar, aspectos que no son reconocidos económicamente por la institución.



4.10.- Los 56 casos atendidos por las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos entre enero y mayo de 2017, representaron un promedio mensual de 11 casos; el 40% ocurrió en fines de semana.



4.11- Ese volumen de casos implicó para cada Técnica y Técnico en Decomiso de Psicotrópicos laborar en promedio mensual 23 horas después de la jornada ordinaria. 



4.12.- Las diligencias cubiertas en periodo de disponibilidad demoran en promedio cuatro horas, por lo tanto cada caso de drogas atendido equivale a laborar la mitad de la jornada ordinaria.



4.13.- La complejidad de las diligencias provocó que en el 36% de ellas intervinieran ambos puestos de Técnica o Técnico en Decomiso de Psicotrópicos.



4.14.- Para reconocer el tiempo incurrido por el personal en la atención de los casos en disponibilidad, la Jefatura de la Bodega de Drogas aplica medidas compensatorias con el horario de ingreso en la jornada ordinaria inmediata, para respetar la cantidad de horas laborales obligatorias.



4.15.- En criterio del Director General del O.I.J., la disponibilidad asumida por las Técnicas y Técnicos en Decomiso de Psicotrópicos, debe ser reconocida económicamente ya que es fundamental su participación en todo el proceso inherente al movimiento de la droga, por lo que requieren permanecer localizables las 24 horas del día y los 365 días del año.



V Recomendaciones



De conformidad con la información consignada en los puntos precedentes, se formulan las siguientes recomendaciones:



Al Consejo Superior



5.1.- Autorizar el reconocimiento del pago por disponibilidad a los puestos 352737 y 352739 de Técnica y Técnico en Decomiso de Psicotrópicos, amparados en la naturaleza critica de su función, donde las tareas encomendadas pueden ser requeridas por el O.I.J. en cualquier momento (24 horas al día los 365 días del año) cuando deban atenderse casos relacionados con decomisos de drogas.



El análisis realizado en el presente estudio ha demostrado que la atención de casos en disponibilidad es significativa y que la participación del personal de la Bodega de Drogas es fundamental para el adecuado trámite de esos asuntos.



5.2.- En caso de acogerse la recomendación antes expuesta, se recomienda que el reconocimiento del pago por disponibilidad se aplique en el tanto se mantengan las condiciones laborales descritas en el presente informe.



En caso de que se modifique la estructura de trabajo vigente, se deberá hacer esa situación del conocimiento de la Dirección de Planificación, para hacer el análisis respectivo.



La Dirección del Organismo de Investigación Judicial mediante el Oficio N° 1450-DG-2017 coincide con la Dirección de Planificación en las conclusiones y recomendaciones indicadas en este informe para el análisis de la disponibilidad de los puestos 352737 y 352739. Debe aclararse que el pago de disponibilidad es diferente al pago de horas extra, por lo cual para esos puestos no aplicaría que se paguen horas extra ni tampoco la variación de jornada debido a que el cumplimiento de las funciones asignadas en horas no hábiles se cubre de manera satisfactoria con los roles establecidos y con el reconocimiento de la disponibilidad. 
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